
LEY DEL INSTITUTO MEXICANO 
DE LA JUVENTUD

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
del Instituto Mexicano de la Juventud, a cargo de la dipu-
tada Karla Karina Osuna Carranco, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

La que suscribe, Karla Karina Osuna Carranco, diputada
federal integrante de la LXIII Legislatura del Congreso de
la Unión del Grupo Parlamentario Partido Acción Nacio-
nal, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, así como lo dispuesto en los artículos 6,
numeral I, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados somete a consideración de esta honorable
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por la que se reforman diversas disposiciones de la Ley del
Instituto Mexicano de la Juventud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En la creación de la Ley del Instituto Mexicano de la Ju-
ventud, se realizó en nuestro país un primer esfuerzo real y
claro para la atención de los jóvenes en México, ya habían
existido otras disposiciones en diferentes momentos a car-
go de los distintos gobiernos, todos buscando el bienestar
de los jóvenes y es en este ordenamiento vigente, en el que
se establecen las facultades y atribuciones de actuación de
todo lo relacionado con los jóvenes dotando al Instituto
Mexicano de la Juventud de las herramientas jurídicas bá-
sicas, para hacer que nuestros jóvenes cuenten con mejores
oportunidades para su desarrollo y que esto se transforme
en una mejor calidad de vida. 

De acuerdo con la información recabada del censo de Po-
blación y Vivienda 2010 del Instituto Nacional de Estadís-
tica, Geografía e Informática hoy en día existen en México
alrededor de 37.9 millones de jóvenes, de los cuales el 50.5
por ciento son mujeres y 49.5 por ciento son hombres. Con
base en la estadística antes expuesta, se reafirma que so-
mos un país con un alto porcentaje de jóvenes en nuestra
población por lo que en materia de política pública lo que
se establezca en favor de los jóvenes se verá reflejado en
un mejor México para el mañana.

La iniciativa que presento para su consideración y valora-
ción, tiene como principal finalidad, el promover y esta-
blecer políticas en favor de los jóvenes con discapacidad,
con los cuales tenemos todos una deuda pendiente que es
su adecuada atención para su inserción en la vida social en
todas sus modalidades y que cuenten con oportunidades 
reales y ciertas para lograrlo y, aumenta ese compromiso
individual en nosotros como legisladores toda vez que con
la representación social que tenemos, debemos trabajar por
quienes  nos necesitan y son estos jóvenes con discapaci-
dad los que han esperado que demos respuesta a sus de-
mandas justas.

A continuación me permito exponer en estadística el impor-
tante número de jóvenes que se encuentran en esta condición
de desventaja, de acuerdo con el Instituto Nacional de Esta-
dística  de Geografía e Informática en 2012 existían aproxi-
madamente 7 millones de jóvenes entre 12 y 29 años con al-
guna discapacidad de los cuales el 27 por ciento tienen
dificultad para caminar, moverse, subir o desplazarse, el
24.8 por ciento tienen dificultad para ver aun usando lentes,
el 16.1 por ciento tienen dificultad para hablar, comunicarse
y conversar y el 16 por ciento tienen alguna limitación men-
tal. Estas diferentes discapacidades son de tipo sensorial,
motriz e intelectual, de igual forma destaco, con la siguiente
información la importancia de él porque debemos atender a
los jóvenes que cuenta con alguna discapacidad y por qué se
encuentran en desventaja ante sus similares.

En materia de educación la población con discapacidad
en edad escolar (3 a 29 años) sólo 45 por ciento asiste a
la escuela; un porcentaje muy inferior al de la población
sin discapacidad.

En materia laboral los jóvenes con discapacidad tienen
una baja participación si no es que casi nula y en general
las personas con discapacidad que laboran, la mayoría lo
hace como empleado u obrero y trabajador por cuenta pro-
pia. De la población asalariada con discapacidad la mayor
parte gana menos de dos o tres salarios mínimos.

Esto confirma lo que ya he citado de la desventaja en la que
se encuentran los jóvenes con discapacidad y lo preocupante
es que existe otro segmento de jóvenes, que si bien no tienen
una discapacidad como tal absoluta si tienen dificultades pa-
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ra realizar sus actividades y de estos de manera permanente,
de acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística, Geogra-
fía, existe un millón novecientos sesenta y nueve mil jóvenes
con esta condición aproximadamente, estos datos nos confir-
man la imperiosa necesidad de modificar la Ley del Instituto
Mexicano de la Juventud a fin de que se hagan y observen
con más precisión políticas públicas para el mejoramiento y
el bienestar de la vida de estos jóvenes que presentan estas
condiciones de vida en desventaja.

El artículo 3 de la Ley del Instituto Mexicano de la Juven-
tud establece los objetivos a seguir por el Instituto, por ello
y en una expresión con alcances de visión más amplia se
plantea el modificar la fracción II de este artículo agregan-
do la palabra incluyente en esta fracción es donde se esta-
blece una política que permita incorporar plenamente a to-
dos los jóvenes al desarrollo del país, la adición legislativa
es para que quienes estén encargados del diseño, sesión, es-
trategia, operación, supervisión y funcionamiento de esta
Política Nacional Publica lo lleven a cabo de manera am-
plia, agregando a todos los grupos sociales de jóvenes con
la idea de que todos sean considerados y tomados en cuen-
ta a fin de no excluir a nadie con esta visión, por lo que el
Instituto contara con una política en materia de jóvenes en
la que se incluyan a todos.

En la fracción tercera del artículo 3 de la citada Ley, se pro-
pone el incorporar a los jóvenes con discapacidad median-
te una cita expresa en la que se les tendrá que considerar
con programas especiales orientados a mejorar las condi-
ciones de vida y de educación de estos jóvenes. Se modifi-
ca la palabra de salud por la de vida toda vez, que al refe-
rirnos a los programas para mejorar las condiciones de
vida, estos tienen un mayor alcance y no sea acotan a dos
materias como lo hace el texto vigente. Esta fracción ya in-
corpora para bien a los jóvenes indígenas por ello el agre-
gar a este otro grupo de jóvenes en esta situación de vulne-
rabilidad (con discapacidad) fortalece la visión social del
Instituto Mexicano de la Juventud. 

En concordancia con el mandato, a que se refiere el artícu-
lo 3 BIS se agrega la palabra incluyente pretendiendo que
en las fracciones del artículo 3 que sea aplicable la Política
Nacional que se efectué en favor de los jóvenes deberá ser
con una visión incluyente como ya se dijo esto es para que
ningún joven más allá de su condición social se quede sin
atención o bien se puede incorporar a algún programa que
le favorezca para su desarrollo individual.

De igual forma se plantea la necesidad de adicionar en las
fracciones II y IV a fin de incorporar la obligatoriedad de
hacer que la información que se genere este en formatos
que sean accesibles de consulta para todos. De conformi-
dad con lo que mandata el Convenio de Marrakech suscri-
to por México, el cual solicita que se tenga acceso a las
obras publicadas a las personas con discapacidad visual o
con otras dificultades para acceder al texto impreso. Este
convenio enuncia las condiciones y lineamientos bajo los
cuales, se deberá hacer accesible la información para todas
las personas atendiendo a los diferentes formatos que para
cada necesidad se requieran. Recordemos que dentro de los
jóvenes con discapacidad existen quienes tienen dificulta-
des para acceder a la información de manera convencional
por lo que se requiere de esta accesibilidad para todos.

La propuesta de modificaciones que se hace para el artícu-
lo 4, en primer término el párrafo I y II confirma la necesi-
dad de hacer formatos accesibles, por lo antes expuesto, y
el incluir a todos los jóvenes en la creación de las políticas
públicas que elabore el Instituto Mexicano de la Juventud.
En la fracción VII se requiere que la información que se
genere sea en formatos accesibles esto es para que todos
los jóvenes en cualquier situación social puedan saber y
comprender dicha información y en general para cualquier
persona. 

En la fracción XII del artículo 4 de esta ley, se establece el
implementar y ejecutar programas para el aprovechamiento
de las capacidades de los jóvenes en las siguientes modalida-
des a través de la inserción laboral, promoviendo el autoem-
pleo y todo lo relacionado con la cultura en sus diversas ex-
presiones y en general en todas las actividades que tengan
como fin el desarrollo integral de los jóvenes. En esta frac-
ción al Instituto Mexicano de la Juventud, se le otorga esta
atribución de potencializar estas capacidades en los jóvenes a
fin de incorporarlos a los distintos ámbitos de la vida nacio-
nal, destacando el ámbito laboral se hace la referencia, toda
vez que se plantea el que se ponga especial atención en los jó-
venes indígenas y en los jóvenes que tengan alguna discapa-
cidad, esto por encontrarse en una situación de vulnerabilidad
y desventaja para con el resto de los jóvenes de ahí la impor-
tancia de que a través de esta modificación legislativa el Ins-
tituto deberá observar y atender las necesidades para este sec-
tor de jóvenes. En la fracción XIV del mismo artículo se
propone que también se agregue a los jóvenes con discapaci-
dad en lo relativo a la educación en las formas y modalidades
en las que beneficie y ayude a los jóvenes con discapacidad
para poder acceder a una mejor educación. Para la fracción



XV, se insiste en la necesidad de que se disponga de la infor-
mación que en el contenido de esta misma fracción se des-
cribe en formatos accesibles, ya que esta accesibilidad debe
de estar dirigida para todos los que requieran consultar de es-
ta información.

En el artículo 8 se requiere que en la Junta Directiva que
dentro de sus integrantes se incorpore al director del Conse-
jo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas
con Discapacidad a fin de que pueda aportarse todo lo rela-
cionado a las situaciones o circunstancias que viven los jó-
venes con discapacidad, por lo cual se plantea el agregar el
inciso k) en donde se establezca la inclusión del director del
Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de las
Personas con Discapacidad, con los fines antes expuestos; en
la fracción II inciso C) se plantea  que en la integración de la
Junta Directiva alguno de los jóvenes que la puedan confor-
mar se expone que alguno de ellos pueda ser un joven indí-
gena o bien un joven con alguna discapacidad esta modifi-
cación se propone como parte de esta política incluyente de
la que se establece en toda esta iniciativa. 

El artículo 15 Bis enuncia la integración del Consejo Ciu-
dadano y se establecen algunos requisitos, condiciones y
características para su conformación, así como, se confir-
ma la facultad a la Junta Directiva para que sea a través de
esta como se establezca su conformación y plena validez.
Por lo que se agrega el que pueda para efectos de su inte-
gración considerarse a los organismos y organizaciones de
personas con discapacidad, para que nuevamente cuando
se puedan abordar temas en los que se hable de discapaci-
dad se haga con la opinión de quienes conocen y viven con
estas circunstancias o limitantes.

Una vez argumentadas las modificaciones y reflexiones an-
tes expuestas, se hacen con el mejor de los ánimos para que
nuestros jóvenes con discapacidad en lo inmediato, puedan
ser reivindicados y confirmados sus distintos derechos que
hoy no pueden ser del todo ejercidos porque para ello se re-
quiere de una atención especial para su diseño, exigibilidad
y aplicación.

Por lo antes expuesto someto a consideración de esta ho-
norable soberanía las modificaciones a los artículos 3
fracción II y III, artículo 3 Bis fracción II, IV y VI, ar-
tículo 4 fracción I, II,VII, XII, XIV y XV, artículo 4 BIS,
artículo 8 fracción I inciso K) y fracción II inciso C), ar-
tículo 15 Bis y se adiciona el artículo 8, fracción I, adi-
ción al inciso K, todos de la Ley del Instituto Mexicano de
la Juventud para su valoración y aprobación.

Decreto

Único. Se reforman y adicionan los artículos 3, fracciones II
y III, 3 Bis, fracciones II, IV y VI, 4, fracciones I, II, VII, XII,
XIV y XV, 8, fracción II, inciso C, y 15 Bis; y se adiciona el
artículo 8, fracción I, adición del inciso K, de la Ley del Ins-
tituto Mexicano de la Juventud, para quedar como siguen:

Artículo 3. El Instituto tendrá por objeto:

I. …

II. Definir e instrumentar una Política Nacional inclu-
yente de juventud que permita incorporar plenamente a
los jóvenes al desarrollo del país;

III. Proponer al Ejecutivo Federal programas especiales
orientados a mejorar las condiciones de vida y educa-
ción de los jóvenes indígenas y jóvenes con discapaci-
dad, así como los espacios para la convivencia, y recre-
ación de estos jóvenes, sin menoscabo de las
atribuciones que en estos propósitos  competen a otras
dependencias;

IV. al VII. …

Artículo 3 Bis. El Instituto en la definición e instrumenta-
ción de la política nacional incluyente de juventud a la que
hace referencia a la fracción II del artículo 3, deberá traba-
jar en colaboración con la Secretaria de Desarrollo Social,
conforme a los siguientes lineamientos;

I. …

II. Promover una cultura de conocimiento, ejercicio y
respeto a través de medios totalmente accesibles de
los derechos de los jóvenes, en los distintos ámbitos;

III. …

IV. Fomentar en los distintos ámbitos en los que se des-
envuelven los jóvenes el conocimiento de sus derechos,
su comprensión en formatos accesibles y los medios
para hacerlos exigibles;

V. …

VI. Proponer en el ámbito de su competencia la asigna-
ción y distribución presupuestal suficiente que permita
cumplir con la política nacional incluyente de juventud;
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VII.…

Artículo 4. Para el cumplimiento de su objeto el Instituto
tendrá las siguientes atribuciones:

I. Elaborar el Programa Nacional de Juventud en for-
matos accesibles que tendrá por objeto orientar la polí-
tica nacional incluyente en materia de juventud, el cual
se deberá ser congruente con los objetivos del Plan Na-
cional de Desarrollo y con los programas sectoriales,
institucionales y especiales a que se refiere la Ley de
Planeación;

II. Concertar acuerdos y convenios con las autoridades
de las autoridades federativas y los municipios para pro-
mover, con la participación,  en su caso, de los sectores
social y privado, las políticas, acciones y programas
tendientes al desarrollo integral de la juventud y la difu-
sión de sus derechos y obligaciones reconocidos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y Tratados Internacionales de los que nuestro país sea
parte, así como los mecanismos para su exigibilidad en
formatos para su conocimiento;

III. al VI. …

VII. Realizar, promover y difundir estudios e investiga-
ciones de la problemática y características juveniles en
formatos accesibles;

VIII. a XI. …

XII. Diseñar, implementar y ejecutar, con una perspec-
tiva de transversalidad programas destinados al aprove-
chamiento de las capacidades y potencialidades en su
desarrollo económico y productivo, a través de la incor-
poración laboral, de la asignación de fondos destinados
a la generación y fortalecimiento del auto empleo de los
jóvenes tengan participación directa ya sea en su crea-
ción, desarrollo o inclusión laboral; en su desarrollo so-
cial, a través del conocimiento, aprecio y creación de la
cultura en los ámbitos de expresión de las artes y del hu-
manismo, la organización juvenil, el liderazgo social y
participación ciudadana; y en general en todas aquellas
actividades que, de acuerdo a su capacidad presupuestal
están orientadas al desarrollo integral de la juventud pa-
ra el cumplimiento de lo anterior, se deberá poner
especial atención en jóvenes indígenas y jóvenes con
discapacidad; 

XIII.…

XIV. Proponer a la Secretaria de Educación Pública la
operación de programas especiales de becas para for-
talecer la educación bilingüe e intercultural, la alfabe-
tización, la conclusión de la educación básica, la capa-
citación productiva y la educación medio superior de
los estudiantes indígenas y los estudiantes con disca-
pacidad;

XV. Difundir en las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, así como en los gobiernos
de los estados y municipios, la información y los com-
promisos asumidos por el Estado Mexicano y en los
Tratados Internacionales en materia de juventud en for-
matos accesibles;

XVI.…

Artículo 8. La Junta Directiva se integrar por dieciocho
miembros, de los cuales serán;

I. Once Miembros propietarios:

a) a la j)…

k) El Director General del Consejo Nacional pa-
ra el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con
Discapacidad

II. Siete miembros más que serán: 

a) a b) …

c) Dos jóvenes, integrantes del Consejo de Segui-
miento de Proyectos y Programas; uno de ellos pu-
diera ser indígena o con alguna discapacidad. 

…

Artículo 15 Bis. El Consejo ciudadano se integraran con 20
jóvenes mayores de edad y de manera equitativa en cuanto a
su género, los cuales serán seleccionados por la Junta Direc-
tiva de conformidad con la convocatoria pública difundida
previamente entre las instituciones de educación superior, las
organizaciones juveniles vinculadas con el trabajo comunita-
rio, político o social, los sectores público y privado, y los pue-
blos y comunidades indígenas y con los  organismos y or-
ganizaciones de personas con discapacidad;



Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor al siguiente día
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1. Revista Mundo del trabajo, elaborada por la Secretaría del Trabajo
y Previsión Social, Año 11/no. 113/2015.

2. Instituto Nacional de Estadística Geografía e Informática, Fecha de
publicación 10 de Agosto del 2015.

3. Diagnóstico sobre datos duros del Inegi, Censo de Población y Vi-
vienda 2010.

4. http://www.wipo.int/treaties/es/text.jsp?file _id=302979#art5

5. Discapacidad y Rehabilitación de la Organización Mundial de la Sa-
lud, 04 de Marzo del 2016.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 del mes septiembre del 2017,
correspondiente al tercer año legislativo del primer periodo ordinario
de la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión — Diputada Karla
Karina Osuna Carranco (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Juventud, para dictamen.

LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS 
Y LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de las Leyes
Generales de Partidos Políticos, y de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales, a cargo de la diputada María Can-
delaria Ochoa Avalos, del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano

La suscrita, diputada federal María Candelaria Ochoa
Avalos, integrante del Grupo Parlamentario de Movi-
miento Ciudadano de la LXIII Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1, frac-
ción I; 76, numeral 1, fracción II; 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, presento a con-
sideración de esta soberanía la iniciativa con proyecto de
decreto que reforma los artículos 51, numeral 1, inciso

a), fracción V, de la Ley General de Partidos Políticos; y
el artículo 458, numeral 8, de la Ley General de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, 

I. Consideraciones

La Ley General de Partidos Políticos establece las normas de
actuación que deben cumplir los partidos políticos con re-
gistro que realicen actividades en el país. Asimismo estable-
ce las obligaciones que deben observar en su actuación, la
forma de financiamiento y el destino de los recursos finan-
cieros que la federación les otorga.

En este sentido, preocupa que los partidos políticos no cum-
plan con lo estipulado en la Ley General de Partidos Políticos
en el artículo 51, numeral 1, inciso a), fracción V, que dicta: 

Artículo 51.

1 Los partidos políticos tendrán derecho al financia-
miento público de sus actividades, estructura, sueldos y
salarios, independientemente de las demás prerrogati-
vas otorgadas en esta Ley, conforme a las disposiciones
siguientes:

a) Para el sostenimiento de actividades ordinarias per-
manentes:

I a IV. [….]

V. Para la capacitación, promoción y el desarrollo del
liderazgo político de las mujeres, cada partido político
deberá destinar anualmente, el tres por ciento del fi-
nanciamiento público ordinario.

Ahora bien, la Ley General de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales establece en su Libro Octavo, De los
regímenes sancionador electoral y disciplinario interno, los
procedimientos sancionadores al incumplimiento de las
normas electorales, los sujetos y conductas sancionables,
los órganos competentes para investigar, los mecanismos
de tramitación, el procedimiento de dictaminación, y las re-
glas para el procedimiento ordinario de sanción. En este
sentido se establece en: 

Artículo 442.

1. Son sujetos de responsabilidad por infracciones co-
metidas a las disposiciones electorales contenidas en
esta Ley:
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a) Los partidos políticos;

b) Las agrupaciones políticas;

Y en el artículo 

Artículo 443.

1. Constituyen infracciones de los partidos políticos a la
presente Ley:

a) El incumplimiento de las obligaciones señaladas en
la Ley General de Partidos Políticos y demás disposi-
ciones aplicables de esta Ley;

Así queda establecido que el incumplimiento a la Ley
General de Partidos Políticos es motivo de sanción.

Por su parte, las sanciones quedan estipuladas en el:

Artículo 456.

1. Las infracciones señaladas en los artículos anterio-
res serán sancionadas conforme a lo siguiente:

a) Respecto de los partidos políticos:

I. Con amonestación pública;

II. Con multa de hasta diez mil días de salario mínimo
general vigente para el Distrito Federal, según la gra-
vedad de la falta. En los casos de infracción a lo dis-
puesto en materia de topes a los gastos de campaña, o
a los límites aplicables en materia de donativos o apor-
taciones de simpatizantes, o de los candidatos para sus
propias campañas, con un tanto igual al del monto ejer-
cido en exceso. En caso de reincidencia, la sanción se-
rá de hasta el doble de lo anterior;

III. Según la gravedad de la falta, con la reducción de
hasta el cincuenta por ciento de las ministraciones del
financiamiento público que les corresponda, por el pe-
riodo que señale la resolución;

IV. Con la interrupción de la transmisión de la propa-
ganda política o electoral que se transmita, dentro del
tiempo que le sea asignado por el Instituto, en violación
de las disposiciones de esta Ley, y

V. En los casos de graves y reiteradas conductas viola-
torias de la Constitución y de esta Ley, especialmente en
cuanto a sus obligaciones en materia de origen y desti-
no de sus recursos, con la cancelación de su registro co-
mo partido político.

Y finalmente, en el artículo 458, numeral 8, se indica
que: 

“los recursos obtenidos por la aplicación de sanciones
económicas derivadas de infracciones cometidas por
los sujetos del régimen sancionador electoral conside-
rados en este Libro Octavo, serán destinados al Conse-
jo Nacional de Ciencia y Tecnología en los términos de
las disposiciones aplicables, cuando sean impuestas
por las autoridades federales, y a los organismos esta-
tales encargados de la promoción, fomento y desarrollo
de la ciencia, tecnología e innovación cuando sean im-
puestas por las autoridades locales”. 

En el caso del incumplimiento al artículo 51, numeral 1, in-
ciso a), fracción V, de la Ley General de Partidos Políticos,
que tenía como destino del dinero “la capacitación, promo-
ción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres”
consideramos que las sanciones no atienden la esencia del
ordenamiento ni el alcance de la omisión realizada

Por ello, consideramos necesario que la sanción recu-
pere y mantenga la esencia del artículo, por tanto se
propone que las multas impuestas sean asignadas ha-
cia la igualdad entre las mujeres y los hombres, de
acuerdo a la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, artículo 42, numeral 2, fracción O, que
lee: “las previsiones de gasto que correspondan a las ero-
gaciones para la Igualdad entre Mujeres y Hombres” e
incluirlo en la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales en el artículo 458, numeral ocho
“Erogaciones para la Igualdad entre las Mujeres y los
Hombres”.

II. Argumentos

Responsabilidades del Estado mexicano para cerrar
brechas de género

La Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, cele-
brada en 1995, que México firmó y ratificó en la esfera de
principal preocupación “La mujer en el ejercicio del poder
y la adopción de decisiones” dice: 



[181] La Declaración Universal de Derechos Humanos
establece que toda persona tiene derecho a participar
en el gobierno de su país. […] Las relaciones de poder
que impiden que las mujeres puedan vivir plenamente
funcionan a muchos niveles de la sociedad, desde el
más personal al más público. La consecución del obje-
tivo de igualdad de participación de la mujer y el hom-
bre en la adopción de decisiones proporcionará un
equilibrio que reflejará de una manera más exacta la
composición de la sociedad y se necesita para reforzar
la democracia y promover su correcto funcionamiento.
La igualdad en la adopción de decisiones políticas ejer-
ce un poder de intercesión sin el cual es muy poco pro-
bable que resulte viable la integración real de la igual-
dad en la formulación de políticas gubernamentales. A
ese respecto, la participación equitativa de la mujer en
la vida política desempeña un papel crucial en el pro-
ceso general de adelanto de la mujer. La participación
igualitaria de la mujer en la adopción de decisiones no
sólo es una exigencia básica de justicia o democracia
sino que puede considerarse una condición necesaria
para que se tengan en cuenta los intereses de la mujer.
Sin la participación activa de la mujer y la incorpora-
ción del punto de vista de la mujer a todos los niveles
del proceso de adopción de decisiones no se podrán
conseguir los objetivos de igualdad, desarrollo y paz. 

[183] La mujer ha demostrado una considerable capa-
cidad de liderazgo en organizaciones comunitarias y no
oficiales, así como en cargos públicos. Sin embargo, los
estereotipos sociales negativos en cuanto a las funcio-
nes de la mujer y el hombre, incluidos los estereotipos
fomentados por los medios de difusión, refuerzan la ten-
dencia a que las decisiones políticas sigan siendo pre-
dominantemente una función de los hombres. […]

En el documento se establece que la esfera pública está ba-
sada en una estructura androcéntrica donde históricamente
las mujeres han tenido “acceso limitado a las vías tradicio-
nales de poder”.1 A través de esta esfera de principal preo-
cupación se insta a tomar acciones necesarias específicas
para poder cerrar la brecha en el ejercicio de poder desigual
entre las mujeres y los hombres desde las instituciones y or-
ganizaciones políticas. 

Es necesario mencionar que la asignación de un presupuesto
para la “capacitación, promoción y desarrollo para el lideraz-
go político” es parte de una serie de “mecanismos institucio-
nales para el adelanto de la mujer”, como lo establece la Pla-

taforma de Beijing, donde los Estados firmantes se compro-
meten a elaborar acciones en favor de cerrar brechas de gé-
nero de manera transversal en las políticas públicas (vertical
y horizontal), con la finalidad de poder deconstruir el entra-
mado patriarcal dentro de la cultura institucional de las insti-
tuciones y organizaciones políticas del país.

En la Ley General para la Igualdad entre las Mujeres y los
Hombres, el artículo 1 indica que:

“La presente Ley tiene por objeto regular y garantizar la
igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y
hombres, proponer los lineamientos y mecanismos ins-
titucionales que orienten a la nación hacia el cumpli-
miento de la igualdad sustantiva en los ámbitos público
y privado, promoviendo el empoderamiento de las mu-
jeres y la lucha contra toda discriminación basada en el
sexo. Sus disposiciones son de orden público e interés
social y de observancia general en todo el territorio na-
cional.”

Por otro lado, el artículo 17 dice que “la política nacional
en materia de igualdad entre mujeres y hombres deberá es-
tablecer las acciones conducentes a lograr la igualdad sus-
tantiva en el ámbito económico, político, social y cultural”
a través de distintos lineamientos que fomentan igualdad
de oportunidades, acciones de equidad que llevan a tener
acciones positivas en favor de las mujeres. 

Esta Ley se vale principalmente de la metodología de
transversalidad y la define en el artículo 5, numeral VII co-
mo: “el proceso que permite garantizar la incorporación de
la perspectiva de género con el objetivo de valorar las im-
plicaciones que tiene para las mujeres y los hombres cual-
quier acción que se programe, tratándose de legislación,
políticas públicas, actividades administrativas, económicas
y culturales en las instituciones públicas y privadas”.

La institucionalización con perspectiva de género en las
organizaciones políticas

El análisis que se ha llevado a cabo en recientes años para
promover la presencia de las mujeres en las estructuras de
los partidos políticos ha sido fundamental en la implemen-
tación de la transversalización con perspectiva de género.
Esta necesidad surge no sólo de la representación paritaria
en cargos de elección popular, sino también de la toma de
decisiones al interior de estas organizaciones políticas. 
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Se ha creído que estas organizaciones han sido neutras al
género, pero a través de la denuncia de distintas organiza-
ciones, y también desde la academia, se ha hecho evidente
que la forma de organización es principalmente masculina
desde los partidos políticos, lo que derivó en la actual regla
de paridad en los cargos de elección popular en México.

Es necesario establecer una política pública con perspecti-
va de género coherente a la realidad e integral hacia las
mujeres dentro de la estructura de los partidos políticos, es
imposible que se llegue a la paridad vertical y horizontal de
otra manera. Sin lo anterior, no será posible tener un el
avance real en las acciones afirmativas, mucho menos un
impacto de política pública con perspectiva de género en
México.

Desde las instituciones y organizaciones políticas se debe
generar un cambio de cultura institucional, que acorde a la
metodología de transversalización, se promueva a través de
la capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo polí-
tico. Es su responsabilidad propiciar un cambio efectivo
desde la estructura patriarcal hacia la inclusión e igualdad
de género.

Tal como lo dice Acker, “el género es un elemento funda-
cional de la estructura organizacional y de la vida laboral,
que se encuentra presente en sus procesos, practicas, imá-
genes, ideologías y distribución del poder”.2 Las organiza-
ciones políticas son una muestra de esto, la toma de deci-
siones está ejecutada principalmente por hombres, y es tan
poca la asimilación de la perspectiva de género que se lle-
ga a incumplir con el tres por ciento que se le debe asignar
a la capacitación hacia las mujeres y su liderazgo político. 

La transversalidad de género es equivalente a generar im-
pactos que cambien las relaciones entre mujeres y hombres
a través de todas las políticas y de la legislación de cada es-
tado. Según Incháustegui,3 esta implica el rediseño total de
los sistemas y estructuras sociales, replanteando las mane-
ras en las cuales estos sistemas y estructuras generan des-
igualdad entre hombres y mujeres a partir de establecer
ciertas ventajas y desventajas que tienen unas y otros.

La puesta en marcha de una estrategia de transversalidad su-
pone un proceso complejo, a largo plazo, y como lo dice la
ONU (1997), “es una estrategia para hacer de las preocupa-
ciones y experiencias de las mujeres, así como las de los
hombres, una dimensión integral de diseño, implementación
monitoreo y evaluación de políticas y programas en todas las

esferas política, económica y sociales para que las mujeres y
hombres se beneficien equitativamente y la inequidad no sea
perpetuada”.

Esto nos lleva a complementar soluciones que en un mo-
mento fueron las únicas acciones como capacitar a las mu-
jeres y los hombres dentro de las organizaciones, pero da-
das las dinámicas androcéntricas en donde no se ejecutan
las acciones de igualdad entre las mujeres y los hombres,
es necesario diseñar instrumentos tales como los presu-
puestos etiquetados, y no existan lagunas donde las inter-
venciones diseñadas hacia las mujeres no se ejecuten por
tecnicismos de la ley.

El presupuesto es un instrumento de la política y no al
revés

El presupuesto constituye la herramienta esencial a través
de la cual el gobierno materializa sus objetivos económicos
y de desarrollo. En él, el gobierno planifica los gastos que
va a realizar y los ingresos que van a permitir llevarlos a
cabo.

Sin embargo el impacto del gasto realizado no es el mismo
sobre las mujeres y los hombres dado que existe una des-
igualdad estructural en el Estado y en su programación; el
efecto presupuestal a través de los programas presupuesta-
les presupone un sesgo inicial hacia las mujeres. Los pre-
supuestos con perspectiva de género constituyen una de las
maneras por las que los gobiernos pueden cumplir sus
compromisos relacionados con el género de una forma
efectiva. Tal enfoque a menudo pone de manifiesto el ses-
go de la mayor parte de las políticas.

Elson (1999)4 menciona que un presupuesto con enfoque
de género reconoce las diferentes necesidades, privilegios,
derechos y obligaciones de mujeres y hombres en la socie-
dad. Su principal característica es la redistribución, su ori-
gen se debe a las diferentes contribuciones de las mujeres
y los hombres en las actividades económicas. La elabora-
ción de presupuestos con un enfoque de género contribuirá
de una manera efectiva a remediar la discriminación y la
desigualdad, y promoverá el uso efectivo de los recursos
públicos.

Dicho enfoque no consiste en la asignación de recursos a
programas específicamente dirigidos a las mujeres, los
cuales frecuentemente suponen una mínima fracción en los
presupuestos públicos. Es más, la mayor parte del gasto pú-



blico no está orientado específicamente a hombres o a mu-
jeres. Sin embargo, esto no significa que el impacto de gé-
nero en el gasto sea neutral, ni tampoco que lo sean los mé-
todos de recaudación.

La importancia del enfoque de género en los presupuestos
radica en que son los medios por los que se determina el
acceso de la ciudadanía a los bienes, recursos y servicios
públicos. Si dejan de responder a las demandas y a las ne-
cesidades de las personas sin recursos y de las mujeres, los
presupuestos no estarán dirigidos a conseguir la igualdad
entre hombres y mujeres, ni programas en esa misma di-
rección. Es imperativo establecer una prioridad en la
asignación de recursos públicos hacia acciones orienta-
das a la igualdad entre mujeres y hombres. Como resul-
tado de la discriminación y la desigualdad de género, mu-
chas de las contribuciones de las mujeres encaminadas al
desarrollo permanecen sin ser reconocidas, remuneradas y
contabilizadas. 

Esto es parcialmente reconocido en nuestro país a través
del presupuesto de egresos de la federación, el cual asigna
recursos a la igualdad de género a través del anexo trans-
versal “Igualdad entre Mujeres y Hombres” en el que las
diversas instituciones de la administración federal estable-
cen un monto de su presupuesto para atender el tema. Sin
embargo, estos recursos apenas representan el 0.6 por cien-
to del presupuesto federal, sin duda insuficiente para aten-
der los problemas relativos al logro de la igualdad sustan-
tiva entre mujeres y hombres.

Por las consideraciones antes expuestas, someto a su con-
sideración la presente iniciativa con proyecto de:

Decreto que reforma los artículos 51, numeral 1, inciso
a), fracción V, de la Ley General de Partidos Políticos;
y el artículo 458, numeral 8, de la Ley General de Insti-
tuciones y Procedimientos Electorales

Artículo Primero: Se reforma el artículo 51, numeral 1,
inciso a), fracción V, de la Ley General de Partidos Políti-
cos, para quedar como sigue:

Artículo 51.

1. …

a) Para el sostenimiento de actividades ordinarias per-
manentes:

I a IV. […]

V. Para la capacitación, promoción y el desarrollo
del liderazgo político de las mujeres, cada partido
político deberá destinar anualmente, al menos el tres
por ciento del financiamiento público ordinario.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 458, numeral 8,
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales para quedar como sigue.

Artículo 458.

1 a 7. […]

8. Los recursos obtenidos por la aplicación de sanciones eco-
nómicas derivadas de infracciones cometidas por los sujetos
del régimen sancionador electoral considerados en el Libro
Octavo, serán destinados al Consejo Nacional de Ciencia y
Tecnología, específicamente a programas para la igualdad
entre mujeres y hombres, anclados en las instituciones de
educación superior de carácter público, a través de los
anexos transversales previstos en el artículo 2, fracción
III bis de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria, en los términos de las disposiciones apli-
cables, cuando sean impuestas por las autoridades federales,
y a los organismos estatales encargados de la promoción, fo-
mento y desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación e
igualdad entre mujeres y hombres, cuando sean impuestas
por las autoridades locales. El total de multas impuestas se
repartirá en porcentajes del 50 por ciento entre los orga-
nismos federales, así como en los organismos locales, se-
gún corresponda.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Pág. 183 Op. Cit.

2 Acker, Joan (1992), From sex roles to gendered institutions, En Con-
temporary Sociology, Vol. 21, No. 5 (Sep., 1992), pp. 565-569, Ameri-
can Sociological Association. Washington. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice II 199



Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados200

3 Inchaustegui, Teresa (2011). Material pedagógico” Guía 3. ¿Qué es
Política Pública con Perspectiva de Género? “Instituto de las Mujeres,
D.F. 

4 Elson, Diane (1999). “A Tool for implementing the platform for ac-
tion: gender-sensitive budget analysis”, en An information kit towards
the five year review of the implementation of the Beijing platform for
action, Unifem, Women’s Economic Empowerment in Central en Eas-
tern Europe and Commonwealth of Independent States.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 19 de septiembre de
2017— Diputada María Candelaria Ochoa Avalos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY DE FISCALIZACIÓN Y RENDICIÓN DE 
CUENTAS DE LA FEDERACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 10 de la Ley
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación,
a cargo de la diputada Angie Dennisse Hauffen Torres, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Angie Dennisse Hauffen Torres, diputada fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento
Ciudadano de la LXIII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción
I, 77, numerales I y II, y 78 del Reglamento Interior de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del ple-
no de esta asamblea, la presente iniciativa con proyecto
de decreto que adiciona y reforma el artículo 10 incluido
en el Capítulo Único del Título Primero Disposiciones
Generales de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación. 

I. Planteamiento del Problema

Para todos es claro que en estos tiempos de falta de hones-
tidad e incertidumbre en muchos aspectos de la vida de
México, la sociedad exige que se impulse y establezca de
una buena vez, la transparencia y la rendición de cuentas
como derechos del ciudadano e imperativos de todos los
servidores públicos. 

Los ciudadanos libres, a los que representó, me exigen
que sea su porta voz en esta lucha de exigir transparencia,
con ellos he caminado y seguiré dando pelea.

En ese sentido, y congruente con ese deseo sumar valor a
la transparencia de las responsabilidades de los diputados
federales presento este proyecto de iniciativa de Ley.

Según lo descrito en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos,1 una de nuestras responsabilidades co-
mo diputados es la revisión de la cuenta pública y es a tra-
vés de la Auditoría Superior de la Federación (ASF) que se
emprende esa actividad, a través de la Fiscalización.

Esa función fiscalizadora, es una herramienta institucional
para asegurar que las prácticas de gobierno se ejecuten de
manera eficaz y eficiente, e implica, adicionalmente, el
ejercicio de facultades irrenunciables que deben estar fue-
ra de la contienda partidista en aras de un adecuado equili-
brio entre los Poderes. 

La ASF se encarga de fiscalizar, de manera externa, el
uso de los recursos públicos federales en los tres Pode-
res de la Unión; los órganos constitucionales autóno-
mos; los estados y municipios; y en general cualquier
entidad, persona física o moral, pública o privada que
haya captado, recaudado, administrado, manejado o
ejercido recursos públicos federales.2

Al día, el marco normativo de la fiscalización superior se
ha fortalecido a tal grado que hoy día la ASF puede deter-
minar multas ante el incumplimiento en la entrega de in-
formación por los entes fiscalizados de conformidad al pro-
grama anual de revisiones.

No obstante, para dejar precedente de la credibilidad de
esta institución de fiscalización superior, es importante
que la imposición de multas se transparente y se le de
máxima publicidad.

Según el Informe del Resultado de la Fiscalización Supe-
rior de la Cuenta Pública 2015,3 se dio a conocer que la
ASF que del 2009 al 2015 ha iniciado 290 procedimientos,
de los cuales 9 estaban en trámite y 281 se encontraban re-
sueltos, de los cuales habían sido impugnados 172. De es-
tos procesos de multas habrían sido pagadas 1 millón 334
mil 961 pesos.

La anterior información histórica se encontró en cifras glo-
bales sin que se pudiera conocer mayores datos por año o



los infractores recurrentes, como lo muestro a continua-
ción:

La premisa de la ASF de actuar sin privilegios ni para sa-
tisfacer intereses particulares debe reflejar en todos sus ám-
bitos de actuación: transparencia.

Por ello propongo, que la Auditoría Superior de la Federa-
ción transparente el proceso de determinación de multas,
desde dejar una evidencia histórica del sancionado, las cau-
sas que la motivaron, el importe de la misma, la fecha de
pago y su destino final.

Quizá pueda pensarse que esta situación no es relevante,
pero en la realidad hablar de transparencia involucra un to-
do y esta es una actividad que deba ser clarificada y que
amerita que se lleve una estadística histórica y que la mis-
ma sea pública. 

En resumen lo que propongo quedaría de la siguiente ma-
nera:

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federa-
ción
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Por lo anteriormente expuesto, compañeras y compañeros
diputados reformar y adicionar las disposiciones plantea-
das a la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación es necesaria para fortalecer la transparencia de
la Auditoría Superior de la Federación.

II. Fundamento legal de la iniciativa

Con motivo de esta iniciativa se incidirá en Ley de Fiscali-
zación y Rendición de Cuentas de la Federación.

III. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con Proyecto de Decreto que adiciona y reforma
el artículo 10 incluido en el Capítulo Único del Título Pri-
mero Disposiciones Generales de la Ley de Fiscalización y
Rendición de Cuentas de la Federación. 

IV. Ordenamientos a modificar

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federa-
ción.

V. Texto normativo propuesto

Por lo expuesto, se presenta a esta iniciativa con proyecto
de 

Decreto que adiciona y reforma el artículo 10 incluido
en el Capítulo Único del Título Primero Disposiciones
Generales de la Ley de Fiscalización y Rendición de
Cuentas de la Federación

Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración.

Título Primero
Disposiciones Generales

Capítulo Único

Artículo 10. La Auditoría Superior de la Federación podrá
imponer multas, conforme a lo siguiente:

I. Cuando los servidores públicos y las personas físicas
no atiendan los requerimientos a que refiere el artículo
precedente, salvo que exista disposición legal o manda-
to judicial que se los impida, o por causas ajenas a su
responsabilidad, la Auditoría Superior de la Federación

podrán imponerles una multa mínima de ciento cin-
cuenta a una máxima de dos mil veces el valor diario de
la Unidad de Medida y Actualización;

II. En el caso de personas morales, públicas o privadas,
la multa consistirá en un mínimo de seiscientas cin-
cuenta a diez mil veces el valor diario de la Unidad de
Medida y Actualización;

III. Se aplicarán las multas previstas en este artículo a
los terceros que hubieran firmado contratos para explo-
tación de bienes públicos o recibido en concesión o sub-
contratado obra pública, administración de bienes o
prestación de servicios mediante cualquier título legal
con las entidades fiscalizadas, cuando no entreguen la
documentación e información que les requiera la Audi-
toría Superior de la Federación;

IV. La reincidencia se sancionará con una multa hasta
del doble de la impuesta anteriormente, sin perjuicio de
que persista la obligación de atender el requerimiento
respectivo;

V. Las multas establecidas en esta Ley tendrán el carác-
ter de créditos fiscales y se fijarán en cantidad líquida.
El Servicio de Administración Tributaria se encargará
de hacer efectivo su cobro en términos del Código Fis-
cal de la Federación y de las demás disposiciones apli-
cables;

VI. Para imponer la multa que corresponda, la Audito-
ría Superior de la Federación debe oír previamente al
presunto infractor y tener en cuenta sus condiciones
económicas, así como la gravedad de la infracción co-
metida y en su caso, elementos atenuantes, su nivel je-
rárquico y la necesidad de evitar prácticas tendientes a
contravenir las disposiciones contenidas en esta Ley, y

VII. Las multas que se impongan en términos de este ar-
tículo son independientes de las sanciones administrati-
vas y penales que, en términos de las leyes en dichas
materias, resulten aplicables por la negativa a entregar
información a la Auditoría Superior de la Federación,
así como por los actos de simulación que se presenten
para entorpecer y obstaculizar la actividad fiscalizadora
o la entrega de información falsa.

IX. La autoridad fiscal deberá reportar la recupera-
ción de las multas impuestas de manera expedita que



permita a la Auditoría Superior de la Federación ela-
borar un estadístico de recuperaciones de dichas
multas.

X. Las multas impuestas no deberán ser cubiertas
con recursos federales, para tal efecto, la Auditoría
Superior de la Federación deberá comprobar el ori-
gen del recurso con el que se paga cada una de las
multas. En su caso, imponer las sanciones resarcito-
rias correspondientes.

XI. La Auditoría Superior de la Federación deberá
hacer públicas las cifras estadísticas sobre las multas
impuestas, incluyendo el nombre o razón social del
sancionado, las causas que la motivaron, el importe
de la misma, la fecha de pago y en su caso, el estatus
de la misma, si esta fuera impugnada.

VI. Artículo transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, disponible
en 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/index.htm, consultada
el 6 de septiembre de 2017. 

2 ¿Qué hacemos y Cómo lo hacemos? – Auditoría Superior de la Fe-
deración, disponible en 

http://www.asf.gob.mx/Section/52_Que_hacemos_y_como_lo_ha-
cemos, consultada el 6 de septiembre de 2017.

3 Informe del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pú-
blica 2015 – Procedimiento de multas, corte al 31 de diciembre de
2016), disponible en 

http://www.asf.gob.mx/Trans/Informes/IR2015i/index.html#0,
consultado el 6 de septiembre de 2017.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2017.—
Diputada Angie Dennisse Hauffen Torres (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma los artículos 469, 692 y 923 de la
Ley Federal del Trabajo, suscrita por los diputados Marco
Antonio Aguilar Yunes y José Luis Sáenz Soto, del Grupo
Parlamentario del PRI

Los suscritos, diputados Marco Antonio Aguilar Yunes y
José Luis Sáenz Soto, integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento
en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, frac-
ción I del numeral 1 del artículo 6 y los artículos 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, sometemos a la consideración de esta honora-
ble asamblea, la siguiente Iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman el artículo 469, las fraccio-
nes I, III y IV del artículo 692, y el artículo 923, todos
de la Ley Federal del Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En materia laboral es recurrente que la figura jurídica más
estudiada sea la del trabajador, sin embargo en el escenario
laboral, concretamente en los ordenamientos en materia la-
boral existe referencia directa a la empresa, patrón o al em-
pleador, al grado de estar reglamentado su propio interés.
Es innegable que en su mayoría las normas se enfocan a
proteger al trabajador, por consiguiente regulan las conse-
cuencias que se derivan de la prestación de servicios bajo
subordinación o dependencia. 

Desde esta perspectiva, la figura jurídica de patrón,1 em-
pleador o empresa a nivel teórico, doctrinario, y legislativo
no ha sido motivo de mayor análisis, se da por sentado que
es un concepto conocido, sobre el cual no existen distin-
ciones o divergencias; ni situaciones de problemática fren-
te a la relación con sus trabajadores, salvo los supuestos
que engloban su actividad empresarial. La falta de un aná-
lisis sobre la figura del patrón, empleador o empresa en el
sentido laboral es evidente, sin embargo en el aspecto eco-
nómico abundan, esta situación se ve reflejada en los orde-
namientos. Aunado a ello, es escasa la jurisprudencia que
se ha dedicado a esta figura jurídica, se encuentran fallos
vinculados a la existencia de una sola unidad económica,
sin embargo, existen pocos pronunciamientos sobre la na-
turaleza del patrón y sobre los rasgos distintivos que éste de-
be tener para configurarlo como tal. Es frecuente que las
sentencias se centren en la idea del trabajador y de la subor-
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dinación laboral, y a través de ello, se hace un enlace con
la figura del patrón o empleador.

Las relaciones laborales entre trabajadores y patrones mu-
chas veces no son del todo buenas, ya que suelen presen-
tarse fricciones, derivando en conflictos, las cuales en oca-
siones se arreglan de manera interna, y otras a través de un
procedimiento jurídico laboral sea conciliatorio u ordina-
rio, resuelto por los órganos jurisdiccionales competentes
en materia laboral. En estos últimos casos, los abogados,
patronos y litigantes en el ejercicio de sus funciones deben
tomar conciencia del impacto negativo que puede tener una
actitud negativa o engañosa en el rubro de acreditar su per-
sonalidad jurídica2 en los juicios laborales, concretamente
en el tema materia de huelga, no solo respecto a su propio
trabajo y persona, sino a todo el entorno y a la profesión
misma.

En este sentido, resulta oportuno recordar lo expresado en sus
obras el jurista Ignacio Burgoa, existen dos tipos de capaci-
dad, la de goce y la de ejercicio, la primera corresponde al
atributo de ser persona jurídica, poder ser sujeto de derechos
y obligaciones; la segunda, es la facultad que tiene el sujeto
para desempeñar por sí mismo los derechos de que es titular.3

Por consiguiente, si el que ejercita una acción no tiene o no
demuestra su calidad de sujeto en dicha relación, no estará le-
gitimado, en consecuencia, si el demandado carece de ella, no
tendrá legitimación pasiva. En nuestro marco jurídico, la Ley
federal del Trabajo, en su artículo 689, se establece que son
partes en el proceso del trabajo, las personas físicas o mora-
les que acrediten su interés jurídico en el proceso y ejerciten
acciones u opongan excepciones. 

En lo que concierne al tema de la acreditación de la perso-
nalidad, como requisito para ser parte en un proceso o in-
tervenir como tercero, en los casos en que los afectados no
puedan comparecer a juicio, motivo por el cual, requiere
que alguien lo haga a su nombre, estos asumen la respon-
sabilidad formal en el proceso, efectuando todos los actos
jurídicos que corresponden al interesado.4 En estos térmi-
nos, el artículo 692 de la Ley Federal del Trabajo señala
que las partes podrán comparecer a juicio en forma directa
o por conducto de apoderado legalmente autorizado.

Con respecto a la representación de un sindicato, esta se
ejerce por su secretario general o por la persona que desig-
ne su directiva, así mismo, los sindicatos pueden ser repre-
sentados por terceras personas ante las autoridades labora-
les con una simple carta poder extendida por el secretario
general o quien esté legitimado para esto. En la esfera del

derecho de huelga, particularmente en la fase de presenta-
ción del pliego de peticiones, quien tiene el monopolio de
la legitimación activa de los derechos colectivos es el sin-
dicato, y en la mayoría de los casos por quién tiene por es-
tatutos el poder legal o por abogados patronos o asesores
legales, por lo que los trabajadores no pueden constituirse
en asamblea, ni nombrar sus propios representantes; situa-
ción que en ocasiones se presta a presiones sindicales, sin
que los propios trabajadores tengan una motivación real, en
razón de que no necesitan un acta de asamblea que los au-
torice o faculte para ejercer los derechos colectivos, con-
virtiéndose en una cuestión fáctica, ante este escenario, se
hace necesario que el interés jurídico se acredite de forma
irrefutable y no a pie de presunciones. 

Es preciso recordar que en lo tocante al tema de la Huel-
ga,5 en teoría el objetivo de este derecho, es proteger a los
trabajadores, mejorando sus condiciones sociales, siendo
indiscutiblemente un medio de presión que otorga la ley a
los trabajadores para lograr que se respeten las normas de
trabajo y alcancen mejoras en sus retribuciones.6 Sin em-
bargo ante la presencia de una dolosa actitud por parte de
quienes se hacen pasar como representantes legales del sin-
dicato, y logrando su objetivo de estallar la huelga, sólo
provoca que esas acciones se traduzcan en daños y perjui-
cios ocasionando pérdida de empleos, al no poder ejercer
sus labores ordinarias y generar y recibir ingresos, al grado
de que los trabajadores tengan la necesidad de emplearse
en diversos centros de trabajo con otros patrones. 

En sentido democrático, desde hace tiempo se ha reconoci-
do que la mayoría de los trabajadores son los que, en últi-
ma instancia, deben decidir si se suspende o no las labores,
es decir emplazar o no a huelga, en el caso de nuestro mar-
co jurídico laboral, la forma de reconocer este principio es
considerado como imperfecto. Para ilustrar esta situación,
en la vigente Ley Federal del Trabajo, se expresa que cuan-
do se desee verificar que la mayoría de los trabajadores ha
decidido estallar la huelga, esta situación se debe solicitar
una vez estallada, es decir, sólo se permite que se indague
si tal mayoría existió o no cuando la huelga ya está en cur-
so, esta verificación se realiza interponiendo la prueba del
recuento.7

Para los analistas esta regulación es deficiente, no sólo por-
que la prueba del recuento, en el mejor de los casos, com-
probaría no que la mayoría de los trabajadores estalló una
huelga, sino que la mayoría de los trabajadores ha decidi-
do apoyar una huelga ya estallada y manifiestan su aproba-
ción acudiendo a la diligencia del recuento.8 Ciertamente



la discusión en torno a verificar que la mayoría de los tra-
bajadores efectivamente es la que decidió estallar una huel-
ga, y como se ha señalado actualmente sólo puede argu-
mentarse a posteriori como una causa para promover la
inexistencia de la huelga, por ello, presentó propuesta de
modificación, a fin de que en el momento procesal de la fa-
se de presentación del pliego de peticiones para emplazar a
huelga para acreditar la personalidad jurídica de quien
comparece a nombre de persona moral, esta deberá efec-
tuarse a través de las reglas de mandato, y deberá compa-
recer el Secretario General del sindicato en persona para
ratificar dicho poder, con ello, se eliminará el monopolio
de la legitimación por quién por estatutos tiene el poder le-
gal o por abogados patronos o asesores legales, que se
prestan a presiones sindicales, para hacer estallar huelgas
por cuestiones políticas y no jurídicas, o sin que los propios
trabajadores tengan una motivación real, por tal motivo, se
hace necesario que el interés jurídico se acredite de forma
irrefutable y no a pie de presunciones.

Con respecto al periodo denominado como pre-huelga,9

considerando que esta etapa se inicia en el momento en que
los trabajadores presentan un pliego de peticiones donde
manifiestan la intención de ir a la huelga en caso de insa-
tisfacción de dichas peticiones y este se hace del conoci-
miento del patrón. El propósito de este período es conciliar
a las partes, y para ello deberá llevarse a cabo una audien-
cia de avenimiento. En razón de que en México no existe
un período máximo de pre-huelga,10 en ocasiones esta si-
tuación afecta negativamente a las empresas y a los propios
trabajadores, ya que un sindicato que obre de mala fe está
en posibilidad de emplazar a huelga, señalando como perí-
odo de pre-huelga entre 8 y 11 meses, lapso en el cual, el
patrón es simple depositario de sus bienes, con todas las
consecuencias que ello implica.

Es imperante evitar huelgas que tengan carácter de chanta-
jistas, ante este escenario, y en atención que en nuestra le-
gislación no se plantean causales de terminación en la eta-
pa conocida como pre-huelga, proponemos diversas
situaciones mediante las cuales se dará por terminada una
solicitud de huelga en la etapa antes descrita; entre las cau-
sales: a) Por desistimiento de los trabajadores; b) Cuando
el aviso de suspensión de labores no fue presentado en el
plazo señalado en la fracción III del artículo 920 de la ley;
c) Cuando en la lista de trabajadores que solicitan la sus-
pensión de labores, se encuentran nombres de trabajadores
no pertenecientes a la plantilla laboral de la empresa o es-
tablecimiento; d) Que en la audiencia de conciliación lle-
garán a un acuerdo los trabajadores y el patrón o patrones;

e) Cuando no se cumpla con la acreditación de personali-
dad, conforme a los supuestos establecidos en el artículo
692 de la ley; y f) Que a la solicitud de huelga no cumple
con alguno o algunos de los objetos que señala el artículo
450 de esta ley.

El derecho de huelga como tema polémico debe evolucio-
nar,11 con la finalidad de no caer en crisis como sería el
desprestigio social,12 en razón de ser utilizada como he-
rramienta política, ante esto se hace necesario replantearse
un análisis de este derecho, no sólo por los estudiosos del
tema y por los trabajadores y patrones, como actores invo-
lucrados en los centros de trabajo, sino también por los le-
gisladores. La huelga si bien se presenta como instrumen-
to de los trabajadores para alcanzar mejoras laborales,
empero en ocasiones es utilizada para avalar prácticas, que
redituarán en ganancias económicas para sus promotores,
todo ello con estricto apego a derecho. 

Frente a esta situación, nuestra modificación a la ley labo-
ral, coincide en cuanto a seguir viendo en la huelga como
un derecho procedimental y ampliamente reglamentado,
por ello, es trascendental que el derecho de huelga como
principio y derecho se conserve como pieza clave dentro
del sistema de relaciones de producción, lo que no convie-
ne, es conservar el mecanismo jurídico que ocasiona que
este derecho se aleje de sus fines primigenios que son de
defensa de los intereses legítimos de los trabajadores. 

Aunado a lo anteriormente expresado, la propuesta la pre-
sentamos en el marco de las adecuaciones que debe reali-
zar el Congreso de la Unión, conforme al segundo transi-
torio del decreto publicado en el Diario Oficial de la
Federación, el 24 de febrero de 2017, respecto a las refor-
mas a la constitución en materia de justicia laboral.13 Es
pertinente expresar que dicha reforma a los artículos 107 y
123 de la Constitución, es percibida por los académicos co-
mo la reforma en materia laboral más importante desde el
año de 1917, si recordamos, en su momento el artículo 123
constitucional fue emblemático, al ser el primero a nivel
internacional con contenido social. 

Esta reforma en materia de justicia laboral, es histórica,
abarca diversos temas como: la negociación colectiva, la
organización sindical, los sindicatos, el derecho de huelga
y, concretamente, la organización de la justicia laboral, al
transferir la impartición de justicia en materia laboral del
poder Ejecutivo al poder Judicial de la Federación, crean-
do juzgados o tribunales federales o locales en las entida-
des federativas, quienes asumirán las funciones de conocer

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice II 205



Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados206

y resolver los conflictos individuales y colectivos sustitu-
yendo a las Junta Conciliación y Arbitraje a nivel federal y
local.

La justicia laboral en México en su largo devenir ha transi-
tado por etapas difíciles, encontrándonos hoy en día, en un
periodo de actualización a fin de alcanzar que la solución
de las controversias sea más expedita y sin dilaciones. Co-
mo legisladores, tenemos el reto de materializar la reforma
constitucional catalogada como ambiciosa por los diversos
sectores de la sociedad, a fin de obtener que la justicia la-
boral que se diseñe sea en beneficio tanto de la clase traba-
jadora como empresarial, y se adecue a las necesidades y
problemáticas que se presentan en este rubro.

Por todo lo anteriormente expresado, presentamos ante el
pleno de esta Cámara de Diputados, el presente proyecto de 

Decreto por el que se reforman el artículo 469, las frac-
ciones I, III y IV del artículo 692, y el artículo 923, to-
dos de la Ley Federal del Trabajo

Artículo Único: Se reforman el artículo 469, las fracciones
I, III y IV del artículo 692, y el artículo 923, todos de la
Ley Federal del Trabajo, para quedar de la siguiente mane-
ra:

Artículo 469. La huelga terminará:

A. En la etapa de pre-huelga

I. Por desistimiento de los trabajadores a su pliego de
peticiones, cuando este se dé por haber llegado a un
acuerdo entre los trabajadores y el patrón o patro-
nes, el tribunal podrá solicitar la comparecencia de
los trabajadores o su representante o apoderado y el
patrón o patrones, o su representante o apoderado a
ratificar dicho acuerdo; 

II. Cuando el aviso de suspensión de labores no fue
presentado en el plazo señalado en la fracción III del
artículo 920 de esta ley;

III. En el caso de que el patrón oponga la excepción
y acredite que en la lista de trabajadores que solici-
tan la suspensión de labores, se enlistaron nombres
de trabajadores no pertenecientes a la plantilla labo-
ral de la empresa o establecimiento, en este caso, el
tribunal resolverá si está fundada o infundada esta
situación;

IV. Que en la audiencia de conciliación que señala el
artículo 926 de esta ley, llegarán a un acuerdo los
trabajadores y el patrón o patrones; 

V. Cuando no se cumpla con la acreditación de per-
sonalidad, conforme a los supuestos establecidos en
el artículo 692 de esta ley; 

VI. Que a juicio del tribunal, la solicitud de huelga
no cumple con alguno o algunos de los objetos que
señala el artículo 450 de esta ley; 

B. Posterior a la suspensión de labores:

I. Por acuerdo entre los trabajadores huelguistas y los
patrones; 

II. Si el patrón se allana, en cualquier tiempo, a las peti-
ciones contenidas en el escrito de emplazamiento de
huelga y cubre los salarios que hubiesen dejado de per-
cibir los trabajadores; 

III. Por resolución emitida en la instancia conciliado-
ra; y

IV. Por sentencia del tribunal laboral si los trabajado-
res huelguistas someten el conflicto a su decisión. 

Artículo 692. Las partes podrán comparecer a juicio en
forma directa o por conducto de apoderado legalmente
autorizado.

Tratándose de apoderado, la personalidad se acreditará
conforme a las siguientes reglas:

I. Cuando el compareciente actué como apoderado de
persona física, podrá hacerlo mediante poder notarial
con cláusula especial, o carta poder firmada por el otor-
gante ante dos testigos, en todo caso debe ser ratifica-
da ante los tribunales laborales, y en el caso de haber
duda o sea inelegible el poder notarial, el tribunal
podrá solicitar la comparecencia personal de quien
lo otorgó para su ratificación; 

II. …

III. Cuando el compareciente actué como apoderado de
persona moral, podrá acreditar su personalidad median-
te testimonio notarial con cláusula especial o carta po-
der otorgada ante dos testigos, en todo caso debe ser



ratificada ante los tribunales laborales por quién es-
tá legalmente autorizado para ello; y en el caso de
haber duda o sea inelegible el testimonio notarial, el
tribunal podrá solicitar la comparecencia personal
de quien está legalmente autorizado para ello, para
su ratificación;

IV. Los representantes de los sindicatos acreditaran su
personalidad con la certificación que les extienda la au-
toridad registradora correspondiente, de haber quedado
inscrita la directiva del sindicato. También podrán com-
parecer por conducto de apoderado legal, quien en todo
los casos deberá ser abogado, licenciado en derecho o
pasante, en todo caso debe acreditar su personalidad
mediante testimonio notarial con cláusula especial, y
en el caso de haber duda o sea inelegible el testimo-
nio notarial, el tribunal podrá solicitar la compare-
cencia personal de quien está legalmente autorizado
para ello, para su ratificación.

Artículo 923. No se dará trámite al escrito de emplaza-
miento de huelga cuando éste no sea formulado conforme
a los requisitos del artículo 920 o sea presentado por un
sindicato que no sea el titular del contrato colectivo de tra-
bajo, o el administrador del contrato ley, cuando se preten-
da exigir la firma de un contrato colectivo, no obstante
existir ya uno depositado en el organismo descentraliza-
do del orden federal competente, o no se haya cumplido
con lo establecido en la fracción IV del artículo 692, de
esta ley. El Tribunal laboral antes de iniciar el trámite de
cualquier emplazamiento a huelga, deberá cerciorarse de lo
anterior, ordenar la certificación correspondiente y notifi-
carle por escrito la resolución al promovente.

Transitorio

Único. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 La expresión “patrón” reconoce su origen en el propio derecho ro-
mano, lleva envuelta la idea lingüística de una especie de defensor,
protector o amparador de personas, sin perjuicio de su asimilación con
la imagen señorial del directo dominio en los feudos de la Edad Media.
De la Villa Gil, Luis Enrique, La extinción del contrato de trabajo,
Consejo Superior de Investigaciones Científicas, Madrid, 1960, página
91.

2 Para Climent, personalidad, es la calidad de parte en el juicio. Juan
B. Climent Beltrán, En tanto Burgoa señala que la personalidad puede
existir originariamente o de modo derivado. Personalidad originaria,
comprende al sujeto que por sí mismo desempeña su capacidad de
ejercicio al comparecer en juicio, esté o no legitimado activa o pasiva-
mente, y Personalidad derivada, es la persona que la ostenta, no actúa
por su propio derecho, sino como representante legal o convencional
de cualquiera de las partes procesales, independientemente de la legi-
timación activa o pasiva de éstas. También es conocida como persona-
lidad delegada o personería. Climent Beltrán, Juan, Derecho Procesal
del Trabajo, Esfinge, 2003, página 56.

3 La capacidad consistirá en la facultad para comparecer en juicio por
sí mismo, esto es, por su propio derecho, o en representación de otro.
Si la capacidad es la aptitud para comparecer y actuar en juicio; la le-
gitimación es una calidad específica para actuar en un juicio determi-
nado, vinculándose a la causa de la acción: confiere aptitud para ejer-
citar una determinada acción como sujeto activo de la misma, o para
estar en la posición de demandado, como sujeto pasivo. Burgoa, Igna-
cio, El Juicio de Amparo, Porrúa, 2003, página 24.

4 La representación puede ser: legal, es la que deriva de la ley y surge
en todos aquellos casos en que la incapacidad jurídica de una persona
le impide comparecer a juicio por sí misma, con excepciones previa-
mente establecidas, y voluntaria, ésta la confiere el interesado a otra
persona a la cual elige. De la Cueva, Mario, El Nuevo Derecho mexi-
cano del Trabajo, Porrúa, México, 2001, página 123.

5 La Ley Federal del Trabajo, reconoce como objetivos de la huelga
conseguir el equilibrio entre los factores de la producción, armonizan-
do los derechos del trabajo con los del capital; obtener del patrón o los
patrones la celebración del contrato colectivo de trabajo y exigir su re-
visión al terminar el período de su vigencia; obtener de los patrones la
celebración del contrato-ley y exigir su revisión al terminar el período
de su vigencia; exigir el cumplimiento del contrato colectivo de traba-
jo o del contrato-ley en las empresas o establecimientos en que hubie-
se sido violado; exigir el cumplimiento de las disposiciones legales so-
bre participación de los trabajadores en las utilidades de la empresa; y
exigir la revisión de los salarios contractuales de los contratos colecti-
vos de trabajo o contratos ley, cada año. Pineda Esteban, Diana María,
“Derecho de Huelga y Derecho a la Huelga”, 5 de mayo de 2011, en 

http://www.pinedabarrera.com.mx/_pba/default/blog/11-05-
05/DERECHO_DE_HUELGA_Y_DERECHO_A_LA_HUELGA.as
px

6 La huelga, entendida como la acción directa de los trabajadores para
forzar a un empleador al cumplimiento de derechos y prerrogativas le-
gales, así como a aceptar condiciones de trabajo o dadivas de tipo eco-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice II 207



Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados208

nómico y prestacional, principalmente, ampliamente defendida por
unos y criticada por otros, se ha constituido durante el último siglo, en
un mecanismo o instrumento de presión legítimamente reconocido a
los trabajadores para solucionar sus conflictos económicos o jurídicos
con el empleador; es una opción considerada como último recurso
cuando se han agotado las vías del diálogo y la conciliación. Castro
Guiza, Omar Ernesto, y Caballero Martínez, Lucas, “La huelga como
protección de los derechos colectivos del trabajo en Colombia,” en Re-
vista Internacional y comparada de Relaciones laborales y Derecho
del empleo, volumen 3, número 3, julio – septiembre de 2015, página
13, en 

http://www.adapt.it/EJCLS/index.php/rlde_adapt/article/viewFi-
le/315/403 

7 La idea de la prueba de recuento apareció en 1928 en el proyecto de
Código Federal del Trabajo. La ley de 1931 no aludía al tema de ma-
nera específica, se dejó a nivel de Reglamento a las Juntas Federales
de Conciliación y Arbitraje como se le daría facultades a las mismas
para realizar la diligencia de recuento cuando se negare que fue la ma-
yoría que estallo una huelga. Puig Hernández, C.A., “La prueba de re-
cuento en materia de huelga”, Revista Laboral, número, 51, México,
1996, página 35.

8 Algunos estudiosos han señalado que la Junta de Conciliación y Ar-
bitraje, de oficio y garantizando el derecho, no sólo de la mayoría de
los trabajadores, sino del propio país para no entorpecer la producción
y afectar a terceros con un movimiento que pueda resultar más políti-
cos que jurídicos, ordene el recuento para determinar si es el deseo de
la mayoría el de suspender las labores. López Díaz, F., “El requisito de
la mayoría para estallamiento de huelga (una propuesta de reforma),”
Revista Laboral, número 35, México, página 31.

9 En este periodo, el patrón funge como depositario de sus bienes y
nunca podrá despedir a sus trabajadores, únicamente para efectos de
probable recuento. Santos Azuela, Héctor, “La PreHuelga en el Dere-
cho mexicano del Trabajo,” en Instituto de Investigaciones Jurídicas
Universidad Nacional Autónoma de México, páginas 171 – 174, en 

http://www.juridicas.unam.mx/publica/librev/rev/facdermx/con
t/195/dtr/dtr7.pdf

10 Se considera que el periodo de prehuelga tiene inicio a partir de la
recepción, por el patrón, del emplazamiento a huelga, razón por la cual
se estima que su ciclo se colma, formalmente al momento del estalla-
miento de la misma. Ross Gámez, Francisco, Derecho procesal del
trabajo, Cárdenas, México, 1991, página 662.

11 Néstor De Buen, ha expresado que la huelga corre el peligro de en-
vejecer, ya que su efectividad, así como los antibióticos, provoca adap-

tación y acaba siendo inútil. De Buen, Lozano, Néstor, “El viejo dere-
cho de huelga,” en Memoria del XIII Congreso Iberoamericano de De-
recho del Trabajo y la Seguridad Social, volumen 3, Panamá, 27 – 30
de abril de 1998, página 309. 

12 La huelga ha pasado de ser inicialmente concebida como un medio
tradicional de lucha sindical, para convertirse en un procedimiento re-
gulado por la ley, restándole de paso, su carácter de expresión de los
intereses y demandas obreras. Una de las propuestas es que en el em-
plazamiento a huelga se le adjunte el acta de asamblea en donde los
trabajadores han decidido un estallamiento, este elemento no es inade-
cuado si no fuera porque a ese requisito debería agregarse otros, como
por ejemplo, los relativos a las características formales que deberá reu-
nir tal acta de asamblea. Hernández Rentería, J. L., “Mecánica del em-
plazamiento a huelga”, Revista Laboral, número 24, México, septiem-
bre de 1994, página 49 – 66.

13 Secretaría de Gobernación, “Decreto por el que se declaran refor-
madas y adicionadas diversas disposiciones de los artículos 107 y 123
de Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
de Justicia Laboral”, Diario Oficial de la Federación, disponible en:

http:/ /www.dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?codno-
ta=5472965&fecha=24/02/2017&cod_diario=274621

Palacio Legislativo, a 19 de septiembre de 2017.— Diputados: Marco
Antonio Aguilar Yunes, José Luis Sáenz Soto (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 66 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Marco Antonio García Ayala, del Grupo Parla-
mentario del PRI

El suscrito, Marco Antonio García Ayala, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional en la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto
en la fracción II del artículo 71 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, y en la fracción I del nu-
meral 1 del artículo 6, el numeral 1 del artículo 77 y el ar-
tículo 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-



mete a consideración de esta asamblea, iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se deroga el segundo párrafo
del artículo 66 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La dinámica y formación de Congreso mexicano se trans-
formaron a la par de los cambios en los fenómenos socia-
les, políticos y económicos no sólo de nuestro país, sino de
los ocurridos a escala internacional en el último cuarto del
siglo XX.

El marco constitucional, se ha visto en la necesidad de ser
modificado para adecuarlo a dichos cambios con el objeto
de poner en contexto el orden jurídico del país.

A la fecha, la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos tiene más de 700 reformas, en 231 decretos.
Muchos de estas reformas han sido para modificar el mar-
co legal del Congreso de la Unión.

En este sentido se presenta esta propuesta de reforma cons-
titucional con el objeto de fortalecer la labor y sobre todo,
la autonomía del Congreso respecto de los otros Poderes de
la Unión.

En específico, se plantea eliminar una disposición que, si
bien en algún momento pudo tener aplicación, el escenario
político actual y la formación del Congreso, hacen que es-
ta disposición ya no funcione.

La presente iniciativa tiene por objeto derogar el segundo
párrafo del artículo 66 de la ley fundamental, dado que el
párrafo que le antecede, ya establece las fechas previstas de
duración de los periodos ordinarios del Congreso.

El segundo párrafo que se propone derogar señala: “Si las
dos Cámaras no estuvieren de acuerdo para poner término
a las sesiones antes de las fechas indicadas, resolverá el
presidente de la República”.

La redacción actual de este segundo párrafo, corresponde a
las modificaciones constitucionales que se realizaron en
1986 a los artículos 63, 66 y 69.

En particular, el artículo 66 establecía:

Cada periodo de sesiones ordinarias durará el tiempo
necesario para tratar todos los asuntos mencionados en

el artículo anterior, pero el primero no podrá prolongar-
se más que hasta el 31 de diciembre del mismo año, y el
segundo hasta el 15 de julio de mismo año.

Si las dos Cámaras no estuvieren de acuerdo para poner
término a las sesiones antes de las fechas indicadas, resol-
verá el presidente de la República.

En septiembre de 1993 se realizó una segunda modifica-
ción únicamente al primer párrafo del artículo 66, para
establecer:

Cada periodo de sesiones ordinarias durará el tiempo nece-
sario para tratar todos los asuntos mencionados en el ar-
tículo anterior. El primer periodo no podrá prolongarse si-
no hasta el 15 de diciembre de mismo año, excepto cuando
el presidente de la República inicie su encargo en la fecha
prevista por el artículo 83, en cuyo caso las sesiones po-
drán extenderse hasta el 31 de diciembre de ese mismo
año. El segundo periodo no podrá prolongarse más allá del
30 de abril del mismo año.

Sin embargo, el segundo párrafo del artículo en comento ya
no se modificó.

Este artículo constitucional sólo ha tenido dos modifica-
ciones. El texto original de 1917 establecía:

Artículo 66. El periodo ordinario de sesiones durará el
tiempo necesario para tratar de todos los asuntos mencio-
nados en el artículo anterior, pero no podrá prolongarse
más que hasta el treinta y uno de diciembre del mismo año.
Si las dos Cámaras no estuvieren de acuerdo para poner
término a las sesiones antes de la fecha indicada, resolverá
el presidente de la República.

En las redacciones que ha tenido el artículo 66 constitucio-
nal se indicaba que el periodo ordinario duraría el tiempo
necesario para tratar de todos los asuntos mencionados en
el artículo; es decir, el 65, pues en éste se indicaba que se
debía revisar las cuentas públicas del año anterior; exami-
nar, discutir y aprobar el Presupuesto del año fiscal si-
guiente, así como estudiar, discutir y votar las iniciativas
de ley que se presenten, así como resolver los demás asun-
tos que le correspondiesen.

En la dinámica actual del Congreso de la Unión ya están
perfectamente establecidos los tiempos de los periodos or-
dinarios y para aprobar el paquete económico del ejercicio
fiscal siguiente y las revisiones de las Cuentas Públicas.
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Más aún, la autonomía del Congreso de la Unión en arre-
glo al equilibrio y la separación de poderes, implica tres
importantes aspectos, como señala el doctor Miguel Car-
bonell (Carbonell, Miguel. Constitución, reforma constitu-
cional y fuentes del derecho en México, UNAM, 2000):

1. Las mismas personas no pueden formar parte de más
de uno de los tres órganos de gobierno.

2. Que un órgano no puede interferir en el desempeño de
las funciones de los otros.

3. Que un órgano no debe ejercer las funciones que tie-
ne asignadas otro.

Claramente, en la redacción actual del segundo párrafo del
artículo 66 constitucional hay una interferencia en las fun-
ciones de un poder sobre otro cuando se señala que “si las
dos Cámaras no estuvieren de acuerdo para poner término
a las sesiones antes de las fechas indicadas, resolverá el
presidente de la República”.

Pese a que esta disposición constitucional ha estado vigen-
te desde la redacción original de 1917 y las dos reformas
subsecuentes que ha tenido el artículo 66, es una disposi-
ción que está fuera de la realidad de las funciones y tiem-
pos del Congreso de la Unión.

Por lo expuesto someto a consideración de esta asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se deroga el segundo párrafo del artículo 66 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 66. Cada período de sesiones ordinarias durará el
tiempo necesario para tratar todos los asuntos mencionados
en el artículo anterior. El primer período no podrá prolon-
garse sino hasta el 15 de diciembre del mismo año, excep-
to cuando el presidente de la República inicie su encargo
en la fecha prevista por el artículo 83, en cuyo caso las se-
siones podrán extenderse hasta el 31 de diciembre del mis-
mo año. El segundo período no podrá prolongarse más allá
del 30 de abril del mismo año.

(Se deroga)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
19 de septiembre de 2017.— Diputado Marco Antonio García Ayala
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 93 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del
diputado Víctor Manuel Silva Tejeda, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

El que suscribe, diputado Víctor Manuel Silva Tejeda,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolu-
cionario Institucional, en la LXIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; 6, fracción I, numeral 1, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración de esta soberanía, iniciativa con proyecto de de-
creto, por el que se reforma el tercer párrafo del artículo
93 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Antecedentes, fundamento y facultades de las comisio-
nes investigadoras del Poder Legislativo en México

De acuerdo a la doctora Cecilia Mora Donnatto, los ante-
cedentes concretos de las Comisiones de Investigación,1

generalmente encontraron fundamento en un tipo singular
de comisiones, denominadas especiales. 

Los primeros antecedentes de las comisiones parlamenta-
rias en México, se remontan a la Constitución de la mo-
narquía española de 1812. Posteriormente, con base en la
Proclama de la Independencia de América (Plan de Iguala),
se expidió el Reglamento para el Gobierno Interior de la



Soberana Junta Provisional Gubernativa del Imperio Mexi-
cano, que aunque técnicamente no era una Asamblea Le-
gislativa sino un comité que existiría en tanto se constituí-
an las Cortes, estableció que, “para facilitar el curso y
despacho de los asuntos que llaman imperiosamente la
atención de la Junta, se nombrarán comisiones permanen-
tes que los examinen e instruyan hasta ponerlos en estado
de resolución”. Incluso, dicho reglamento señalaba la exis-
tencia de cinco comisiones permanentes (Relaciones Exte-
riores e Interiores, Justicia y Negocios, Eclesiásticos, de
Hacienda y Guerra). Además, reguló la posibilidad de inte-
grar comisiones especiales y de carácter transitorio.

Otro antecedente sobre la regulación de las comisiones parla-
mentarias, una vez consumada la independencia, lo encontra-
mos en el Reglamento del Soberano Congreso Constituyente
de 1823. La creación de estos órganos parlamentarios obede-
ció, como la mayor parte de los casos, a la necesidad de agi-
lizar los trabajos del Congreso que, elaboraría la primera
Constitución del México independiente que las clasificó en
permanentes y especiales (artículo 69).

Dicho Congreso Constituyente tuvo facultades, de acuerdo
con el artículo 34 de la Constitución de 1824, para expedir
el Reglamento Interno del Congreso General, que se cons-
tituyó ese mismo año. Cabe precisar que esta es la primera
regulación para el funcionamiento y organización interior
del órgano legislativo, de ahí que, ha sido la referencia pa-
ra las subsecuentes regulaciones legislativas.

El citado Reglamento de 1824, reguló las Comisiones que
examinaban la legitimidad de los presuntos legisladores;
una Gran Comisión para cada una de las Cámaras, com-
puesta por el Diputado o Senador de cada territorio o esta-
do; así como Comisiones permanentes y especiales. Conte-
nía, también, algunas reglas elementales sobre su
integración y funcionamiento.

Esta regulación de manera muy similar, y con algunos ma-
tices menores, fue la que contemplaron los siguientes re-
glamentos del Congreso de 1897, el del Congreso Consti-
tuyente de 1917, hasta llegar al Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos de 1934, y el cual, estuvo vigente hasta
el año 2010, en que se expidieron los Reglamentos para ca-
da una de las Cámaras, y que actualmente, continúa en vi-
gor para la Comisión Permanente.

Queda claro que, en virtud de que el Reglamento del Con-
greso de 1934, contenía una autorización general que per-

mite la creación de Comisiones Especiales a propuesta de
un Diputado o de la Gran Comisión, a las que se podían dar
funciones investigadoras (artículos 71, 78, 79, 80 y 90), el
legislador permanente consideró no sólo necesario precisar
dicha facultad de las Cámaras, sino elevar esta figura a ran-
go constitucional y consagrar un derecho en favor de los le-
gisladores, al dotarlas de facultades especiales que las dis-
tinguieran del resto de las Comisiones.

Por ello, la facultad de crear comisiones de investigación, se
introdujo en 1977, en el Artículo 93 mediante reforma cons-
titucional que adicionó el párrafo tercero que, establece:

“Las Cámaras a pedido de una cuarta parte de sus miem-
bros, tratándose de los diputados, y de la mitad, si se trata
de los Senadores, tienen la facultad de integrar comisiones
para investigar el funcionamiento de dichos órganos des-
centralizados y empresas de participación estatal mayorita-
ria. Los resultados de las investigaciones se harán del co-
nocimiento del Ejecutivo Federal”.

Los objetivos principales que perseguía dicha adición, se
expresan en la exposición de motivos de la Iniciativa pre-
sidencial, a saber: Se consideraba era necesarias las Comi-
siones Investigadoras, debido a que habían multiplicado el
número de organismos descentralizados y empresas de par-
ticipación estatal, por lo que era necesario encontrar fór-
mulas que permitieran vigilar mejor las actividades de esos
organismos. Asimismo, se hacía imperante que, el Congre-
so coadyuvara en forma efectiva en las labores de supervi-
sión y control del Poder Ejecutivo, respecto a esas institu-
ciones. Facultad que debería encuadrar en el marco del
principio de división y equilibrio entre los poderes Ejecuti-
vo y Legislativo.

Así, en la actualidad, el Sistema de Información Legislati-
va (SIL), define a las Comisiones de Investigación como,
el “Grupo de trabajo creado ex profeso para llevar a cabo
indagaciones de interés público y recabar información pa-
ra que las cámaras puedan cumplir adecuadamente las fun-
ciones de control parlamentario que la Constitución les en-
comienda respecto a la gestión del algunas áreas del
Ejecutivo federal. Estas comisiones son de carácter espe-
cial y transitorio en virtud de que una vez que cumplen con
su objetivo se disuelven. 

También se refiere al grupo de legisladores que, autoriza-
dos por su Cámara, realizan todas las diligencias necesarias
para averiguar si los titulares de los órganos del Ejecutivo
han o no incurrido en cualquier tipo de responsabilidad ya
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sea por incumplimiento o en exceso o por violación o in-
fracción a las leyes que regulan su competencia y autori-
dad; o si cumplen o no sus programas y actividades dentro
de la normatividad aprobada por el Poder Legislativo.
[…]” 

Finalmente, es de señalar que el artículo 41 de la Ley Or-
gánica del Congreso, publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 3 de septiembre de 1999, establece que, “las
comisiones de investigación se constituyen con carácter
transitorio para el ejercicio de la facultad a que se refiere el
párrafo tercero del artículo 93 constitucional”.

Queda clara la importancia de las Comisiones de Investi-
gación, establecidas en la Ley Fundamental, particular-
mente en el ámbito del control parlamentario. De ahí, la
necesidad de realizar las adecuaciones necesarias a la luz
de la reciente reforma en materia energética, de la cual, ha-
remos una breve recapitulación en el apartado siguiente. 

Pemex Y CFE (Empresas Paraestatales Vs. Empresas
Productivas del Estado)

El 20 de diciembre de 2013 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación, el decreto por el que se reforman los ar-
tículos 25, 27 y 28 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos (CPEUM), coloquialmente conoci-
da como la Reforma Energética.

Los principales objetivos de dicha reforma fueron:2

• Mantener la propiedad de la Nación sobre los hidro-
carburos que se encuentran en el subsuelo.

• Modernizar y fortalecer, sin privatizar, a Pemex y a la
Comisión Federal de Electricidad como Empresas Pro-
ductivas del Estado 100% mexicanas.

• Reducir la exposición del país a los riesgos financie-
ros, geológicos y ambientales en las actividades de ex-
ploración y extracción de petróleo y gas.

• Permitir que la Nación ejerza, de manera exclusiva, la
planeación y control del sistema eléctrico nacional, en
beneficio de un sistema competitivo que permita reducir
los precios de la luz.

• Atraer mayor inversión al sector energético mexicano
para impulsar el desarrollo del país.

• Contar con un mayor abasto de energéticos a mejores
precios.

• Garantizar estándares internacionales de eficiencia,
calidad y confiabilidad de suministro, transparencia y
rendición de cuentas.

• Combatir de manera efectiva la corrupción en el sec-
tor energético.

• Fortalecer la administración de los ingresos petroleros
e impulsar el ahorro de largo plazo en beneficio de las
generaciones futuras.

• Impulsar el desarrollo con responsabilidad social y
proteger al medio ambiente.

La reforma constitucional en comento, estableció que tratán-
dose de las actividades en materia de electricidad, petróleo y
demás hidrocarburos, la ley secundaria mandataría las nor-
mas relativas a la administración, organización, funciona-
miento, procedimientos de contratación y demás actos jurídi-
cos que celebren las empresas productivas del Estado, así
como su régimen de remuneraciones, para garantizar su efi-
cacia, eficiencia, honestidad, productividad y transparencia
con base en las mejores prácticas, y determinaría las demás
actividades que podrán realizar.

Bajo el anterior orden de ideas, estipuló en cuanto a los mi-
nerales radioactivos que, no se otorgarán concesiones y
que corresponderá exclusivamente a la Nación la planea-
ción y el control del sistema eléctrico nacional, así como el
servicio público de transmisión y distribución de energía
eléctrica; en estas actividades no se otorgarán concesiones,
sin perjuicio de que el Estado pueda celebrar contratos con
particulares en los términos que establezcan las leyes, mis-
mas que determinarán la forma en que los particulares po-
drán participar en las demás actividades de la industria
eléctrica. 

A mayor abundamiento, es de señalar que la citada refor-
ma, estableció que no constituirán monopolios las funcio-
nes que el Estado ejerza sobre la exploración y extracción
del petróleo y de los demás hidrocarburos; la planeación y
el control del sistema eléctrico nacional y el servicio públi-
co de transmisión y distribución de electricidad.3

Así, como consecuencia de la reforma constitucional en
comento, por mandato de ley, el 20 de diciembre de 2015
Petróleos Mexicanos (Pemex) y la Comisión Federal de



Electricidad (CFE) fueron dotados de mayor autonomía y
de un nuevo carácter como Empresas Productivas del Esta-
do, 100% públicas y 100% mexicanas.

Cabe recordar que, estas empresas productivas, tienen co-
mo dueño al Estado y participan en el mercado como el
resto de las empresas privadas, ya que su objetivo es gene-
rar valor económico. Las ganancias que se obtienen de sus
actividades se entregan al Estado Mexicano y sirven para
re-invertir en la propia empresa.4

Pemex y CFE son empresas productivas del Estado, con
personalidad jurídica y patrimonio propios que gozan de
autonomía técnica, operativa y de gestión.

Como lo señala la Ley de Petróleos Mexicanos,5 la empresa
tiene como fin el desarrollo de actividades empresariales,
económicas, industriales y comerciales en términos de su ob-
jeto, generando valor económico y rentabilidad para el Esta-
do Mexicano como su propietario, así como actuar de mane-
ra transparente, honesta, eficiente, con sentido de equidad y
responsabilidad social y ambiental, y procurar el mejora-
miento de la productividad para maximizar la renta petrolera
del Estado y contribuir con ello al desarrollo nacional. Tiene
por objeto, llevar a cabo en términos de la legislación aplica-
ble, la exploración y extracción del petróleo y de los carburos
de hidrógeno sólidos, líquidos o gaseosos, así como su reco-
lección, venta y comercialización.

Por su parte, la Ley de la Comisión Federal de Electrici-
dad6 establece que, la CFE tiene como fin el desarrollo de
actividades empresariales, económicas, industriales y co-
merciales en términos de su objeto, generando valor eco-
nómico y rentabilidad para el Estado Mexicano como su
propietario. Tiene por objeto, prestar en términos de la le-
gislación aplicable, el servicio público de transmisión y
distribución de energía eléctrica, por cuenta y orden del Es-
tado Mexicano.

La apertura de Pemex y la CFE, necesariamente requería
de órganos reguladores profesionales, eficientes y confia-
bles, para regular de forma transparente e imparcial las ac-
tividades de la industria energética y de hidrocarburos, a
fin de generar certidumbre que aliente la inversión produc-
tiva, fomente una sana competencia y propicie una adecua-
da cobertura. De ahí que, se establece la creación de la Co-
misión Nacional de Hidrocarburos y la Comisión
Reguladora de Energía (CRE).

Dichos órganos reguladores son producto también de la
Reforma Energética de 2013, concretada en sus aspectos
secundarios y reglamentarios en 2014, su autonomía es
otorgada por la Constitución y forman parte de la Admi-
nistración Pública Centralizada.

La Comisión Nacional de Hidrocarburos (CNH),7 es una
dependencia del Poder Ejecutivo Federal, con personalidad
jurídica, autonomía técnica y autosuficiencia presupuesta-
ria, su máxima autoridad es el Órgano de Gobierno, el cual
está integrado por 7 Comisionados, los cuales son pro-
puestos, a través de ternas por el Presidente de la Repúbli-
ca y designados por la Cámara de Senadores.

La CNH debe sus funciones en estricto apego a los princi-
pios de máxima transparencia y rendición de cuentas. Es-
tos principios, establecidos en la Constitución, en la Ley de
Órganos Reguladores Coordinados en Materia Energética,
y en su normatividad interna, marcan un nuevo referente en
el plano nacional e internacional. Entre las facultades más
importantes, la CNH tiene la responsabilidad de llevar a
cabo las licitaciones para adjudicar contratos para la explo-
ración y extracción de hidrocarburos.

Por su parte, la Comisión Reguladora de Energía (CRE),8

es la dependencia a través de la cual el Ejecutivo Federal,
ejerce sus facultades de regulación técnica y económica en
materia de electricidad e hidrocarburos. Su fin es promover
el desarrollo eficiente del sector energético, a través de la
promoción de la competencia, la protección de los intere-
ses de los usuarios, la adecuada cobertura nacional, así co-
mo la atención oportuna que asegure la confiabilidad, esta-
bilidad y seguridad en el suministro y la prestación de los
servicios. Está conformada por un Órgano de Gobierno in-
tegrado por siete Comisionados, incluido su Presidente y
una Secretaría Ejecutiva.

La CRE es el Órgano Regulador Coordinado en Materia
Energética promotor del desarrollo eficiente del sector y
del suministro confiable de hidrocarburos y electricidad.

Hasta aquí, un breve recuento de la reforma energética, que
dio origen a un nuevo arreglo institucional que implicó el
fortalecimiento de los Órganos Reguladores de Energía y
transformó las empresas estatales de hidrocarburos y elec-
tricidad, hoy denominadas Empresas Productivas del Esta-
do. Instituciones que por su naturaleza, alcances, atribucio-
nes y responsabilidades son el eje central de la presente
Iniciativa, la cual tiene por objeto, agregar a dichas empre-
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sas y órganos al artículo 93, a efecto de que las Cámaras del
Congreso, integren comisiones para investigar su funciona-
miento. 

Lo anterior, preserva el espíritu original del precepto seña-
lado, así como del constituyente originario, al tiempo que
actualiza la Norma Fundamental, a la luz de su propio
mandato, atendiendo a la nueva realidad en la materia, dan-
do con ello, plena vigencia al principio de división de po-
deres, el cual, es uno de los pilares fundamentales sobre los
cuales descansa la estructura del Estado Mexicano.

El longevo principio antes señalado, fue formulado por
Montesquieu, recogido en el artículo 16 de la Declaración
de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, así
como en el artículo 49 de nuestra Constitución en 1917, en
aras de evitar la concentración del poder en una sola per-
sona o en un sólo órgano y garantizar los derechos y liber-
tades de los ciudadanos, sobre la base de los pesos y con-
trapesos que deben existir entre los Poderes del Estado.

Ahora bien, dentro del espectro en que se desarrollan las
relaciones entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo, so-
bresale la función de control parlamentario, la cual, en los
Congresos modernos, ha cobrado especial importancia.

En suma, el control legislativo o parlamentario, se lleva a
cabo a través de diversos mecanismos, uno de estos son las
Comisiones Investigadoras. Se trata, coincidiendo con
Francisco Llorente, de un control cuya efectividad descan-
sa más que en sanciones inmediatas o presentes, en la es-
peranza de sanciones mediatas y futuras que el ejercicio del
control podría desencadenar.

Bajo esta tesitura, mecanismos de control fortalecidos y
ajustados a las nuevas circunstancias, son imperantes, la
debilidad legislativa produce, inevitablemente, una debili-
dad del control del poder. De ahí que Kelsen afirmara que,
de la suerte del parlamento depende, la suerte de la demo-
cracia.

El Estado constitucional democrático es, o debe ser, por
principio, un sistema de equilibrios, de poder limitado y de
poder controlado. No sólo de poder jurídicamente contro-
lado, sino también políticamente controlado, de tal modo
que no bastan los controles judiciales para que el equilibrio
de Poderes pueda ser una realidad. Sin control judicial del
poder no hay Estado de derecho, pero sin el control políti-
co del poder no hay Estado democrático.

El Congreso no puede y no debe suplantar al gobierno in-
tentando “gobernar” como tampoco puede abdicar a lo que
le es propio y genuino: “controlar”.

Así, los Parlamentos o Congresos de diversos países del
mundo, disponen de diferentes instrumentos para realizar
su función de control. Uno de estos instrumentos, son las
Comisiones Investigadoras, las cuales han merecido una
especial atención en la doctrina parlamentaria extranjera,
principalmente en la alemana, francesa, italiana, norteame-
ricana y española, desde hace ya varios años.

En este sentido, resulta importante adecuar el artículo 93
constitucional, a la nueva realidad jurídica, derivada de la
reforma energética, lo cual, ya ha sido expuesta línea atrás,
así como a la reforma constitucional, denominada “antico-
rrupción”, publicada en el DOF, el 27 de mayo de 2015, y
sus leyes secundarias publicadas el 18 de julio de 2016, las
cuales, dan vida al Sistema Nacional Anticorrupción
(SNA)

El SNA tiene por objeto, establecer principios, bases gene-
rales, políticas públicas y procedimientos para la coordina-
ción entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno
en la prevención, detección y sanción de faltas administra-
tivas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización
y control de recursos públicos.

En este sentido, en nuestros días, pareciera que además de
hacer del conocimiento del Ejecutivo Federal el resultado
de las investigaciones de las Comisiones que nos ocupan,
en tanto titular de la Administración Pública, es también
pertinente, darle vista al Sistema Nacional Anticorrupción.

La realidad actual, el andamiaje jurídico, el entramado
constitucional y la distribución del Poder legal, no son
iguales a otrora. Es evidente que la disposición constitu-
cional de 1977, cuarenta años después, debe ser actualiza-
da al amparo de los avances constitucionales y jurídicos
que México ha tenido.

Es de hacer notar que, el párrafo segundo del artículo 93
constitucional que nos ocupa, se ha mantenido intacto des-
de su entrada en vigor, no así el resto de los párrafos del
mismo artículo, lo cual, sin lugar a dudas no sólo genera un
vacío normativo, sino que debilita al Congreso, en tanto
que las Comisiones Investigadoras son, aunque de carácter
transitorio, órganos de fundamental importancia para el
cumplimiento de sus atribuciones.



En tal virtud, se propone adicionar el tercer párrafo del ar-
tículo 93 de la Ley Suprema, para facultar a las Comisiones
Investigadoras que conformen las Cámaras del Congreso, pa-
ra investigar además de organismos descentralizados y em-
presas de participación estatal mayoritaria, a las empresas
productivas del Estado y a los Órganos Reguladores de Ener-
gía, a estos últimos, atendiendo a su naturaleza jurídica, ob-
jeto y facultades. Así como para establecer que, los resultados
de dichas investigaciones se deberán hacer también del co-
nocimiento del Sistema Nacional Anticorrupción.

Por lo antes expuesto, se somete a consideración de este
honorable pleno la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto

Único. Se reforma el párrafo tercero del artículo 93 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar en los siguientes términos:

Artículo 93. …

…

Las Cámaras, a pedido de una cuarta parte de sus miem-
bros, tratándose de los diputados, y de la mitad, si se trata
de los Senadores, tienen la facultad de integrar comisiones
para investigar el funcionamiento de dichos organismos
descentralizados, empresas de participación estatal mayo-
ritaria, empresas productivas del estado y los órganos
reguladores coordinados en materia energética estable-
cidos en el artículo 28 de esta Constitución. Las investi-
gaciones se harán del conocimiento del Ejecutivo Federal
y del Sistema Nacional Anticorrupción.

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al siguiente día
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://www.diputados.gob.mx/sedia/sia/dir/COORD-ISS-11-03.pdf

2 http://reformas.gob.mx/wp-content/uploads/2014/04/Explicacion_
ampliada_de_la_Reforma_Energetica1.pdf

3 http://www.senado.gob.mx/index.php?ver=sp&mn=2&sm=2&id=
45203

4 http://www.cfe.gob.mx/transparencia/Sabiasque/Documents/cfeem-
presaproductivadelestado.pdf

5 Ley de Petróleos Mexicanos. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LPM_110814.pdf

6 Ley de la Comisión Federal de Electricidad. 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LCFE_110814.pdf

7 https://www.gob.mx/cnh/que-hacemos

8 https://www.gob.mx/cre/articulos/marco-juridico-aplicable-para-la-
comision-reguladora-de-energia

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2017.—
Diputado Víctor Manuel Silva Tejeda (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY GENERAL DE TURISMO

«Iniciativa que reforma el artículo 39 de la Ley General de
Turismo, a cargo del diputado José Luis Toledo Medina,
del Grupo Parlamentario del PRI

José Luis Toledo Medina, diputado federal de la LXIII Le-
gislatura del Congreso de la Unión e integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con
fundamento en lo dispuesto en la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
el artículo 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados y
demás disposiciones aplicables, someto a consideración de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 39 de la Ley General de Tu-
rismo, en materia de integración y funcionamiento del Con-
sejo de Promoción Turística de México.

Planteamiento del problema

Sin lugar a duda, la interpretación de la distribución de
competencias legislativas de la Constitución Política de los
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Estados Unidos Mexicanos puede encontrar diferencias y
posiciones encontradas. El sistema federal mexicano ha
funcionado a partir de cláusulas de facultades exclusivas
para la federación, facultades residuales para las Entidades
Federativas, un esquema normativo rígido para el Distrito
Federal, y esquemas de concurrencia y coincidencia. 

En este entramado constitucional, las Leyes Generales han
establecido normas homogéneas para el funcionamiento de
instituciones públicas de los tres órdenes de gobierno en
materias de relevancia colectiva como la transparencia, el
acceso a la información pública, las políticas de integridad
pública, la seguridad pública y, entre otras, turismo. 

Dado lo anterior, el estudio de la pertinencia de una Ley
General debe comenzar por la valoración de las modifica-
ciones que surgirán al arreglo de distribución de compe-
tencias, dado que las autoridades locales se verán sujetas a
una norma aprobada por el Congreso de la Unión. En este
sentido, han surgido opiniones críticas como las de Oscar
Gutiérrez Parada:

“Aquí, el Poder Reformador falla cuando no justifica ra-
zonablemente una fedeconcurrencia, pues no está com-
prendiendo que se trata de un medio excepcional de
reparto de competencias y, por ende, su justificación es
también excepcional, es decir, de mayor exigencia”1

(El énfasis es propio).

Como se desarrollará más adelante, esta discusión se ma-
terializó cuando el Gobierno del Distrito Federal decidió
discutir los alcances de la facultad legislativa del Con-
greso de la Unión para expedir una norma general en ma-
teria de turismo. De esta forma, se inició con un proceso
deliberativo que tuvo por objeto determinar los alcances
de competencias e invasión de facultades. Lo anterior se
sujetó a la valoración de nuestro Tribunal Constitucional,
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, misma que
determinó la invalidez de diversas disposiciones de la
Ley General de Turismo.

Lo anterior obliga al Congreso de la Unión a dar una res-
puesta a los vicios legislativos como partícipe de la delibe-
ración democrática: 

“Cuando una decisión judicial que invalida una ley con
fundamento en la Carta puede ser revocada, modificada o
anulada por una nueva ley, cualquier preocupación acerca
de la legitimidad de la revisión judicial se reduce en gran

medida. (…) El diálogo que culmina con una decisión de-
mocrática puede tener lugar sólo si la decisión de anular
una ley puede ser revocada, modificada o anulada por el
proceso legislativo ordinario. (…) El cuerpo legislativo
suele disponer de una alternativa que permite que el pro-
pósito legislativo sea sustancialmente desarrollado, aunque
por medios algo diferentes. Además, cuando la Corte inva-
lida una ley, a menudo sugiere cómo debe ser modificada
para solucionar los problemas constitucionales. En efecto,
nuestra investigación, que examinó sesenta y seis casos en
que la legislación fue invalidada por una violación a la Car-
ta, descubrió que en cuarenta y cuatro de ellos (los dos ter-
cios) el cuerpo legislativo competente modificó la ley im-
pugnada. En la mayoría, sólo se requería hacer
modificaciones bastante pequeñas para respetar la Carta,
sin comprometer el objeto original de la legislación”2

A. Evolución de proceso deliberativo.

El pasado veintitrés de abril de dos mil nueve, el Congreso
de la Unión aprobó el Dictamen con proyecto de Decreto
por el que se expide la Ley General de Turismo y se refor-
ma la fracción VI y se deroga la fracción VII, del artículo
42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral,2 mismo que fue promulgado por el Ejecutivo Federal
el pasado 16 de junio de dos mil nueve, así como publica-
do en el Diario Oficial de la Federación el pasado 17 de ju-
nio de 2009.

La expedición de la Ley General de Turismo derivó de un
proceso de modificación constitucional por el que se facul-
tó al Congreso de la Unión a emitir la normatividad gene-
ral conforme a lo dispuesto por el artículo 73, fracción
XXIX-K, de la Carta Magna:

XXIX-K. Para expedir leyes en materia de turismo, es-
tableciendo las bases generales de coordinación de las
facultades concurrentes entre la Federación, las entida-
des federativas, los Municipios y, en su caso, las demar-
caciones territoriales de la Ciudad de México, en el ám-
bito de sus respectivas competencias, así como la
participación de los sectores social y privado.

Como en cualquier democracia constitucional, la actuación
de autoridades federales que tengan una afectación en la
esfera de competencias de autoridades locales pueden ser
impugnadas y revisadas por el Tribunal Constitucional. En
este caso, el entonces Jefe de Gobierno del Distrito Fede-
ral, Marcelo Luis Ebrard Casaubon, promovió una Contro-
versia Constitucional que derivó en la revisión de la vali-



dez constitucional de determinadas disposiciones de la Ley
General de Turismo.

B. Argumentos vertidos en el proceso deliberativo. 

El artículo 39 Ley General de Turismo, declarado inválido
por el Tribunal Constitucional, establecía lo siguiente:

Artículo 39. El Consejo de Promoción se integrará por re-
presentantes de los sectores público y privado, teniendo
por objeto diseñar y realizar, las estrategias de promoción
turística a nivel nacional e internacional, en coordinación
con la Secretaría.

El Consejo de Promoción tendrá una Junta de Gobierno que
se integra por veintinueve miembros; quince designados por
el gobierno federal, uno de la Secretaría, uno de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, uno del Fondo, ocho rotato-
rios por cada tres años de las entidades federativas y cuatro
rotatorios por tres años de los municipios turísticos. Los ca-
torce restantes provendrán de los representantes de las orga-
nizaciones de prestadores de servicios turísticos.

En este sentido, los contenidos normativos del artículo eran
los siguientes:

1. El Consejo de Promoción tiene por objeto diseñar y
realizar las estrategias de promoción turística a nivel na-
cional e internacional;

2. El Consejo de Promoción se integra por representan-
tes de los sectores público y privados, mismos que serán
coordinados por la Secretaría de Turismo del Gobierno
Federal.

3. La Junta del Consejo de Promoción contará con vein-
tinueve integrantes: quince designados por el Gobierno
Federal; ocho rotatorios por cada tres años entre las en-
tidades federativas; cuatro rotatorios por tres años de los
municipios turísticos y catorce representantes de las or-
ganizaciones de prestadores de servicios turísticos.

El entonces Jefe de Gobierno, argumentó lo siguiente res-
pecto a la invalidez del artículo en estudio:

“10. Inconstitucionalidad de los artículos 37 y 39 de la
Ley General de Turismo.

Los preceptos impugnados vulneran la autonomía de los
Estados en materia turística, toda vez que el Congreso de la

Unión pretende que las campañas de promoción turística se
subordinen a las políticas que establezca el Ejecutivo Fe-
deral, a través de la Secretaría de Turismo, la que las apli-
cará por conducto de la empresa de participación estatal
mayoritaria denominada “Consejo de Promoción Turística
de México”.

De este modo, se impide a las entidades federativas, espe-
cíficamente, al Distrito Federal, que, dentro del marco de
atribuciones que constitucionalmente tienen conferido,
puedan desarrollar las campañas de promoción turística
que consideren necesarias para impulsar el turismo.

Sin que sea óbice a lo anterior, que se establezca que la
Junta de Gobierno del Consejo de Promoción Turística va-
ya a integrarse con veintinueve miembros, de los cuales
ocho serán rotatorios, por cada tres años, de las entidades
federativas, lo que podría incluir al Distrito Federal y cua-
tro rotatorios, por tres años, de los municipios turísticos,
dado que:

a) Si por “gobierno federal” se entiende “Poder Ejecuti-
vo federal”, entonces, su designación deberá realizarla
éste, lo que significa que los Estados y los Municipios
deberán someterse a la voluntad de un órgano ajeno,
atentando contra su autonomía e independencia.

b) Constituye una medida discriminatoria, pues no se in-
cluye a todos los Estados, lo que podría propiciar que,
en algún momento, se dictaran medidas contrarias a los
intereses de los que, en ese período, no integraran la
Junta de Gobierno.

c) Bajo el sistema establecido por el Congreso de la
Unión, las entidades federativas podrán formar parte de
la Junta de Gobierno cada doce años, siempre y cuando
así lo disponga el Ejecutivo Federal.

Por tanto, resulta inconstitucional el objeto del menciona-
do Consejo de Promoción, consistente en diseñar y llevar a
cabo estrategias de promoción turística a nivel nacional e
internacional, en coordinación con la Secretaría de Turis-
mo, pues se vulnera el ámbito de atribuciones de los Esta-
dos y los Municipios en materia de turismo, particular-
mente, en lo relativo a su facultad de promover y fomentar
el turismo en su ámbito territorial, por lo que debe decla-
rarse su invalidez.

Lo anterior tiene como consecuencia que dicha invalidez se
haga extensiva, en términos del numeral 41, fracción IV,
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última parte, de la Ley Reglamentaria de la Materia, a los
artículos 40 y 41 de la Ley General de Turismo, que esta-
blecen, por un lado, que el Consejo de Promoción Turísti-
ca, previo acuerdo con la Secretaría de Turismo, podrá te-
ner representantes en el extranjero para el cumplimiento de
su objeto y, por otro, que el referido Consejo tendrá el pa-
trimonio, atribuciones y estructura orgánica que se deter-
minen en su Estatuto Orgánico, que se regirá por lo dis-
puesto en dicha ley y en la Ley Federal de Entidades
Paraestatales, que estará sectorizado, en el ámbito de la Se-
cretaría y que su titular será nombrado por el Presidente de
la República”4

Al respecto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación decidió lo siguiente:

“7. El actor argumenta que los artículos 37 y 39 de la
Ley General de Turismo, y por extensión los diversos 40
y 41, fracción IV, última parte, de la misma ley, vulne-
ran la autonomía de los Estados en materia turística.

De la lectura integral de la demanda se advierte que en con-
creto, el promovente argumenta lo siguiente:

a). Que los artículos 37 y 39 de la Ley General de Turis-
mo vulneran la autonomía de las entidades federativas y
específicamente la del Distrito Federal porque impiden
que pueda desarrollar las campañas de promoción turísti-
ca tanto en el territorio nacional como en el extranjero.

b). Que en los términos dispuestos por el Congreso de la
Unión, la promoción turística del Distrito Federal se pa-
ralizaría si no cuenta con la aprobación de la Secretaría
de Turismo, quien ni siquiera lo hará en forma directa,
sino a través de una empresa de participación estatal, lo
que se traduce en una injerencia en la competencia del
Distrito Federal.

c) Que no es óbice para lo anterior, el hecho de que el
Consejo de Promoción Turística se integre con veinti-
nueve miembros entre los que se encontrarían ocho ro-
tatorios por cada tres años de las entidades federativas,
lo que constituye una medida discriminatoria que podría
propiciar que en algún momento se tomaran medidas
contrarias a los intereses de las entidades que en ese pe-
ríodo no integren la Junta de Gobierno.

d). Que bajo el sistema planteado por el Congreso de la
Unión, las entidades federativas podrán formar parte de
la Junta de Gobierno cada doce años.

A efecto de dilucidar lo relativo al planteamiento de la par-
te actora debe considerarse lo siguiente:

Los artículos 39 y 40 de la Ley Reglamentaria de las Frac-
ciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, establecen la suplencia de
la deficiencia de los conceptos de invalidez para resolver la
cuestión efectivamente planteada.

De esos numerales se advierte que en ellos se impone a es-
te Alto Tribunal la obligación de suplir en todos los casos,
la deficiencia de la queja de manera amplia, debiéndose
examinar en su conjunto la demanda de controversia cons-
titucional y no sólo limitarse a corregir los errores de los
preceptos invocados, sino también de algunos datos que
puedan desprenderse de la misma demanda o de las prue-
bas ofrecidas por las partes, ya que, por la propia naturale-
za del juicio de que trata, se pretende que se examine la
constitucionalidad de los actos impugnados a fin de resol-
ver la cuestión efectivamente planteada.

Con base en esta obligación se analizan los planteamientos
de la promovente.

Los artículos 37 y 39 de la Ley General de Turismo esta-
blecen lo siguiente:

“Artículo 37. Los Estados, los Municipios y el Distrito
Federal deberán coordinarse con la Secretaría para el
desarrollo de las campañas de promoción turística en te-
rritorio nacional y el extranjero”.

“Artículo 39. El Consejo de Promoción se integrará por
representantes de los sectores público y privado, tenien-
do por objeto diseñar y realizar, las estrategias de pro-
moción turística a nivel nacional e internacional, en co-
ordinación con la Secretaría.

El Consejo de Promoción tendrá una Junta de Gobierno
que se integra por veintinueve miembros; quince designa-
dos por el gobierno federal, uno de la Secretaría, uno de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, uno del Fondo,
ocho rotatorios por cada tres años de las entidades federa-
tivas y cuatro rotatorios por tres años de los municipios tu-
rísticos. Los catorce restantes provendrán de los represen-
tantes de las organizaciones de prestadores de servicios
turísticos”.

De los artículos transcritos se desprende que los Estados, Mu-
nicipios y el Distrito Federal deberán coordinarse con la Se-



cretaría de Turismo para la planeación y desarrollo de las
campañas de promoción turística y que el Consejo de Pro-
moción, integrado por los representantes de los sectores pú-
blico y privado, diseñará e implementará las estrategias a ni-
vel nacional e internacional para el fomento del turismo.

La anterior determinación no se traduce en un impedimen-
to para que el Distrito Federal ejerza a su vez las atribucio-
nes de promoción de campañas turísticas en el ámbito que
le corresponden.

Esto es así porque el artículo 37 se refiere a la coordinación
de las Entidades Federativas, Distrito Federal y Municipios
con la Secretaría, en materia de promoción turística nacio-
nal e internacional, lo que no implica una subordinación si-
no la posibilidad de celebrar convenios para hacer homo-
géneas las políticas nacionales y extranjeras, quedando
intactas las atribuciones que la propia ley distribuye entre
cada uno de los niveles de gobierno.

En el caso del Distrito Federal las que prevé el artículo 9o.
de la Ley General de Turismo, en forma expresa establecen
que corresponde a los Estados y al Distrito Federal, de con-
formidad con lo dispuesto en esa Ley y las leyes locales en
materia turística, formular, conducir y evaluar la política
turística local; celebrar convenios en materia turística con-
forme a lo previsto en la presente Ley; aplicar los instru-
mentos de política turística previstos en las leyes locales en
la materia, así como la planeación, programación, fomento
y desarrollo de la actividad turística que se realice en bie-
nes y áreas de competencia local; formular, ejecutar y eva-
luar el Programa Local de Turismo, las directrices previs-
tas en el Plan Nacional de Desarrollo y el Programa
Sectorial de Turismo.

Consecuentemente, resulta infundado el anterior plantea-
miento.

Por otra parte, este Tribunal Pleno advierte que el ar-
gumento que formula la parte actora es en el sentido de
que la integración del Consejo de Promoción Turística
transgrede el principio de igualdad.

En efecto, el Consejo de Promoción Turística es una enti-
dad paraestatal cuyo objeto responde a la necesidad de
atender las áreas prioritarias previstas por los artículos 25
y 28 de la Constitución Federal y al hecho de que la Admi-
nistración Pública Federal requiere incluir, en su actuación,
a los sectores público y privado.

En términos del artículo 39 impugnado, el referido Consejo
cuenta con una Junta de Gobierno que se integrará por vein-
tinueve miembros conformados de la siguiente manera:

Ø Quince miembros designados por el Gobierno Fede-
ral:

Uno de la Secretaría de Turismo,

Uno de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,

Uno del Fondo;

Ocho rotatorios, por cada tres años, de las entidades fe-
derativas; y

Cuatro rotatorios, por tres años, de los municipios turís-
ticos.

Ø Catorce restantes serán representantes de las organi-
zaciones de prestadores de servicios turísticos.

Ahora bien, contrariamente lo que se argumenta, dicho nu-
meral no transgrede el principio de igualdad sino por el con-
trario, a través de la disposición que se analiza se pretendió
una participación activa de todos los actores en la materia
de turismo; sin embargo, oficiosamente se advierte que el
artículo 39 de la Ley General de Turismo limita la re-
presentación de las entidades federativas en el aludido
Consejo, restringiendo a ocho el número de entidades fe-
derativas, las que únicamente podrán acceder a la Jun-
ta de Gobierno por designación directa del gobierno fe-
deral, lo que impide que dichas entidades tengan certeza
sobre los lineamientos que deberán observarse para ga-
rantizar una representación adecuada.

Lo anterior, conduce a declarar la invalidez de la nor-
ma hasta en tanto se legisle sobre esos parámetros que
normen objetivamente el mecanismos de acceso al Con-
sejo. Esta declaratoria se constriñe únicamente al Dis-
trito Federal y consistirá únicamente en que se garanti-
ce para la ahora actora, una representación
permanente hasta en tanto se prevea legislativamente
otro sistema que respete el marco constitucional”5

(El énfasis es propio).

De esta forma, el Tribunal Constitucional determinó la
invalidez del artículo 39 de la Ley General de Turismo al
carecer de un mecanismo objetivo de acceso de las Enti-
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dades Federativas al Consejo y, en específico, a su Junta
de Gobierno. 

C. Alternativa legislativa

Dado el razonamiento jurisdiccional, el Congreso de la
Unión debe generar un mecanismo de inclusión y partici-
pación de las autoridades locales para el desarrollo de las
actividades de la Junta de Gobierno del Consejo de Pro-
moción Turística de México. Debe destacarse, como lo es-
tableció la Corte, que las actividades del Consejo no inva-
den la esfera competencial de las entidades federativas
dado que las políticas públicas de dicha entidad se limitan
a la promoción nacional e internacional del turismo, por lo
que las campañas locales se desarrollarán de conformidad
a las leyes y procesos correspondientes.

En este sentido, la presente iniciativa tiene por objeto esta-
blecer la obligación a la Secretaría de Turismo de hacer
partícipe a las autoridades locales involucradas en las ac-
ciones específicas del Consejo. Esto dará como resultado
que en cada proceso deliberativo donde notoriamente se in-
volucre a una entidad o demarcación, ésta deberá ser con-
sultada e involucrada en la toma de decisión correspon-
diente. 

Ordenamientos a modificar.

La modificación propuesta al artículo 39 se establece en los
términos siguientes:

Texto normativo propuesto

Dados los razonamientos anteriormente expuestos, se pro-
pone la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 39 de la Ley
General de Turismo, en materia de integración y fun-
cionamiento del consejo de promoción turística de
México

Único. Se reforma el artículo 39 de la Ley General de Tu-
rismo, para quedar como sigue:

Texto propuesto

Artículo 39. El Consejo de Promoción se integrará por
representantes de los sectores público y privado, te-
niendo por objeto diseñar y realizar, las estrategias de
promoción turística a nivel nacional e internacional, en
coordinación con la Secretaría.

El Consejo de Promoción tendrá una Junta de Gobier-
no que se integra por los veintinueve miembros siguien-
tes: 

a. La Secretaría, quien presidirá la Junta de Gobier-
no;

b. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

c. El Fondo;

d. Ocho entidades federativas designadas por el pe-
riodo de tres años por el Ejecutivo Federal mediante



convocatoria pública en la que se evalúen programas
y proyectos compatibles con el Programa.

e. Cuatro Municipios Turísticos designados por el
periodo de tres años por el Ejecutivo Federal me-
diante convocatoria pública en la que se evalúen pro-
gramas y proyectos compatibles con el Programa. 

f. Los catorce restantes provendrán de los represen-
tantes de las organizaciones de prestadores de servi-
cios turísticos electos mediante convocatoria pública.

Los espacios de las Entidades Federativas, los Munici-
pios y los representantes de las organizaciones de pres-
tadores de servicios turísticos se rotarán, salvo que la
inscripción a las convocatorias correspondientes impli-
que la imposibilidad de la rotación respectiva, de con-
formidad con lo dispuesto por el Reglamento.

La Secretaría deberá solicitar opinión y convocar a se-
sión de Junta de Gobierno a las Entidades Federativas,
Municipios o demarcaciones involucradas en los asun-
tos sujetos a deliberación, mismas que contarán con de-
recho a voz. 

La persona titular de la Dirección General del Consejo
de Promoción deberá solicitar opinión a las Entidades
Federativas, Municipios o demarcaciones involucradas
en el ejercicio de sus atribuciones, conforme a lo dis-
puesto por el Reglamento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Oscar Gutiérrez Parada, Sistema Federal. Tendencia actual: Federa-
lismo Normativo Centralmente Dirigido, (México: Editorial Porrúa y
Escuela Libre de Derecho, 2016), p. 177.

2 Peter. W. Hogg y Allison A. Bushell, El diálogo de la Carta entre los
tribunales y las Legislaturas (o quizá la Carta de Derechos no sea al-
go tan malo después de todo) disponible en Roberto Gargarella
(comp.), Por una justicia dialógica: El Poder Judicial como promotor
de la deliberación democrática, (Buenos Aires: Veintiuno Editores,
2014), pp. 20 – 21. 

3 Disponible en 

http://www.senado.gob.mx/index.php?ver=sp&mn=2&sm=2&id=
20291 (Fecha de consulta: 4 de agosto de 2017).

4 Argumentación disponible en la Controversia Constitucional
71/2009 disponible en 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5300364&fe-
cha=28/05/2013 (Fecha de consulta: 5 de agosto de 2017).

5 Op. cit.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2017.—
Diputado José Luis Toledo Medina (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Turismo, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que reforma el artículo 4o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo de la
diputada Rosalinda Muñoz Sánchez, del Grupo Parlamen-
tario del PRI

La suscrita, Rosalinda Muñoz Sánchez, diputada federal
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional e integrante de la LXIII Legislatura, con funda-
mento en la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6 numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta asam-
blea la presente Iniciativa por la que se reforma el artículo
4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
cano, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

“Que la amplia difusión de la cultura y la educación de la
humanidad para la justicia, la libertad y la paz son indis-
pensables a la dignidad del hombre y constituyen un deber
sagrado que todas las naciones han de cumplir con un es-
píritu de responsabilidad y de ayuda mutua.”1

La frase anterior podemos encontrarla en el Preámbulo de
la Constitución de la Unesco y claramente expresa un re-
conocimiento integral de los derechos culturales.
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Por derechos culturales podemos identificar los siguientes:

-Acceso y participación en cultura y las artes

-Defensa en la diversidad cultural

-Acceso y disfrute a los bienes culturales

-Derecho al goce del Patrimonio Cultural

-Derecho a la protección y conservación del Patrimonio
Cultural

La Organización de las Naciones Unidas para la Educa-
ción, la Ciencia y la Cultura (Unesco) ha reafirmado en
distintas ocasiones la importancia de la materia para el de-
sarrollo social, económico y cultural, y, mediante la De-
claración Universal de la Unesco sobre la Diversidad Cul-
tural, ha regulado la protección, preservación y promoción
de los derechos culturales en el mundo conforme los si-
guientes principios:

“Artículo 1. La diversidad cultural, patrimonio común
de la humanidad

La cultura adquiere formas diversas a través del tiempo
y del espacio. Esta diversidad se manifiesta en la origi-
nalidad y la pluralidad de las identidades que caracteri-
zan a los grupos y las sociedades que componen la hu-
manidad. Fuente de intercambios, de innovación y de
creatividad, la diversidad cultural es tan necesaria para
el género humano como la diversidad biológica para los
organismos vivos. En este sentido, constituye el patri-
monio común de la humanidad y debe ser reconocida y
consolidada en beneficio de las generaciones presentes
y futuras.

Artículo 2. De la diversidad cultural al pluralismo cul-
tural

En nuestras sociedades cada vez más diversificadas, re-
sulta indispensable garantizar una interacción armonio-
sa y una voluntad de convivir de personas y grupos con
identidades culturales a un tiempo plural, variado y di-
námico. Las políticas que favorecen la integración y la
participación de todos los ciudadanos garantizan la co-
hesión social, la vitalidad de la sociedad civil y la paz.
Definido de esta manera, el pluralismo cultural consti-
tuye la respuesta política al hecho de la diversidad cul-
tural. Inseparable de un contexto democrático, el plura-

lismo cultural es propicio para los intercambios cultura-
les y el desarrollo de las capacidades creadoras que ali-
mentan la vida pública.

Artículo 3. La diversidad cultural, factor de desarrollo

La diversidad cultural amplía las posibilidades de elec-
ción que se brindan a todos; es una de las fuentes del de-
sarrollo, entendido no solamente en términos de creci-
miento económico, sino también como medio de acceso
a una existencia intelectual, afectiva, moral y espiritual
satisfactoria.

Artículo 4. Los derechos humanos, garantes de la di-
versidad cultural

La defensa de la diversidad cultural es un imperativo
ético, inseparable del respeto de la dignidad de la perso-
na humana. Ella supone el compromiso de respetar los
derechos humanos y las libertades fundamentales, en
particular los derechos de las personas que pertenecen a
minorías y los de los pueblos indígenas. Nadie puede
invocar la diversidad cultural para vulnerar los derechos
humanos garantizados por el derecho internacional, ni
para limitar su alcance.

Artículo 5. Los derechos culturales, marco propicio pa-
ra la diversidad cultural

Los derechos culturales son parte integrante de los de-
rechos humanos, que son universales, indisociables e in-
terdependientes. El desarrollo de una diversidad creati-
va exige la plena realización de los derechos culturales,
tal como los definen el Artículo 27 de la Declaración
Universal de Derechos Humanos y los Artículos 13 y 15
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, So-
ciales y Culturales. Toda persona debe tener la posibili-
dad de expresarse, crear y difundir sus obras en la len-
gua que desee y en particular en su lengua materna; toda
persona tiene derecho a una educación y una formación
de calidad que respeten plenamente su identidad cultu-
ral; toda persona debe tener la posibilidad de participar
en la vida cultural que elija y conformarse a las prácti-
cas de su propia cultura, dentro de los límites que impo-
ne el respeto de los derechos humanos y de las liberta-
des fundamentales.

Artículo 6. Hacia una diversidad cultural accesible a
todos



Al tiempo que se garantiza la libre circulación de las
ideas mediante la palabra y la imagen, hay que velar por
que todas las culturas puedan expresarse y darse a co-
nocer. La libertad de expresión, el pluralismo de los me-
dios de comunicación, el plurilingüismo, la igualdad de
acceso a las expresiones artísticas, al saber científico y
tecnológico -comprendida su presentación en forma
electrónica- y la posibilidad, para todas las culturas, de
estar presentes en los medios de expresión y de difusión,
son los garantes de la diversidad cultural.

Artículo 7. El patrimonio cultural, fuente de la creativi-
dad

Toda creación tiene sus orígenes en las tradiciones cul-
turales, pero se desarrolla plenamente en contacto con
otras culturas. Ésta es la razón por la cual el patrimonio,
en todas sus formas, debe ser preservado, realzado y
transmitido a las generaciones futuras como testimonio
de la experiencia y de las aspiraciones humanas, a fin de
nutrir la creatividad en toda su diversidad e inspirar un
verdadero diálogo entre las culturas.

Artículo 8. Los bienes y servicios culturales, mercancí-
as distintas de las demás

Ante los cambios económicos y tecnológicos actuales,
que abren vastas perspectivas para la creación y la inno-
vación, se debe prestar particular atención a la diversidad
de la oferta creativa, al justo reconocimiento de los dere-
chos de los autores y de los artistas, así como al carácter
específico de los bienes y servicios culturales que, por ser
portadores de identidad, de valores y sentido, no deben
ser considerados mercancías o bienes de consumo como
los demás.

Artículo 9. Las políticas culturales, catalizadoras de la
creatividad

Las políticas culturales, en tanto que garantizan la libre
circulación de las ideas y las obras, deben crear condi-
ciones propicias para la producción y difusión de bienes
y servicios culturales diversificados, gracias a industrias
culturales que dispongan de medios para desarrollarse
en los planos local y mundial. Al tiempo que respeta sus
obligaciones internacionales, cada Estado debe definir
su política cultural y aplicarla utilizando para ello los
medios de acción que juzgue más adecuados, ya se tra-
te de modalidades prácticas de apoyo o de marcos re-
glamentarios apropiados.

Artículo 10. Reforzar las capacidades de creación y de
difusión a escala mundial

Ante los desequilibrios que se producen actualmente en
los flujos e intercambios de bienes culturales a escala
mundial, es necesario reforzar la cooperación y la soli-
daridad internacionales para que todos los países, espe-
cialmente los países en desarrollo y los países en transi-
ción, puedan crear industrias culturales viables y
competitivas en los planos nacional e internacional.

Artículo 11. Forjar relaciones de colaboración entre el
sector público, el sector privado y la sociedad civil.

Las fuerzas del mercado por sí solas no pueden garanti-
zar la preservación y promoción de la diversidad cultu-
ral, clave de un desarrollo humano sostenible. Desde es-
te punto de vista, se debe reafirmar la preeminencia de
las políticas públicas, en colaboración con el sector pri-
vado y la sociedad civil.”2

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales
y Culturales reconoce que los derechos culturales son des-
prendidos de la dignidad inherente a la persona humana
buscando crear las condiciones necesarias que permita a
cada persona gozar plenamente de ellos.

Artículo 1

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determi-
nación. En virtud de este derecho establecen libremente
su condición política y proveen asimismo a su desarro-
llo económico, social y cultural.

Artículo 3

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprome-
ten a asegurar a los hombres y a las mujeres igual título
a gozar de todos los derechos económicos, sociales y
culturales enunciados en el presente Pacto.

Artículo 6

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el
derecho a trabajar, que comprende el derecho de toda
persona a tener la oportunidad de ganarse la vida me-
diante un trabajo libremente escogido o aceptado, y to-
marán medidas adecuadas para garantizar este derecho.
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2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de
los Estados Partes en el presente Pacto para lograr la
plena efectividad de este derecho deberá figurar la
orientación y formación técnico profesional, la prepara-
ción de programas, normas y técnicas encaminadas a
conseguir un desarrollo económico, social y cultural
constante y la ocupación plena y productiva, en condi-
ciones que garanticen las libertades políticas y econó-
micas fundamentales de la persona humana.

Artículo 15

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el
derecho de toda persona a:

a) Participar en la vida cultural;

b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de
sus aplicaciones;

c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales
y materiales que le correspondan por razón de las pro-
ducciones científicas, literarias o artísticas de que sea
autora.

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el pre-
sente Pacto deberán adoptar para asegurar el pleno ejer-
cicio de este derecho, figurarán las necesarias para la
conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y
de la cultura.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se compro-
meten a respetar la indispensable libertad para la inves-
tigación científica y para la actividad creadora.

4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los
beneficios que derivan del fomento y desarrollo de la
cooperación y de las relaciones internacionales en cues-
tiones científicas y culturales.3

Haciendo caso a las recomendaciones internacionales, Mé-
xico, ha ratificado su compromiso con la ciudadanía al
aprobar el pasado 28 de abril del presente año la Ley Ge-
neral de Cultura y Derechos Culturales regulando el dere-
cho a la cultura conforme a los artículos 4 y 73 de nuestra
Constitución Política, sin embargo, aumenta el compromi-
so para impulsar una legislación integral para garantizar los
resultados esperados.

Por último, la Convención de la Unesco para la protección
y promoción de la diversidad de las expresiones culturales,
celebrada en el marco de Conferencia General de la Unes-
co celebrada en la ciudad de París en octubre de 2015, se
establecen los principios que debe regir las políticas cultu-
rales de un país:

Artículo 2. Principios rectores

1. Principio de respeto de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales

Sólo se podrá proteger y promover la diversidad cultu-
ral si se garantizan los derechos humanos y las liberta-
des fundamentales como la libertad de expresión, infor-
mación y comunicación, así como la posibilidad de que
las personas escojan sus expresiones culturales. Nadie
podrá invocar las disposiciones de la presente Conven-
ción para atentar contra los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales proclamados en la Declaración
Universal de Derechos Humanos y garantizados por el
derecho internacional, o para limitar su ámbito de apli-
cación.

2. Principio de soberanía

De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y
los principios del derecho internacional, los Estados tie-
nen el derecho soberano de adoptar medidas y políticas
para proteger y promover la diversidad de las expresio-
nes culturales en sus respectivos territorios.

3. Principio de igual dignidad y respeto de todas las
culturas

La protección y la promoción de la diversidad de las ex-
presiones culturales presuponen el reconocimiento de la
igual dignidad de todas las culturas y el respeto de ellas,
comprendidas las culturas de las personas pertenecien-
tes a minorías y las de los pueblos autóctonos.

4. Principio de solidaridad y cooperación internaciona-
les

La cooperación y la solidaridad internacionales deberán
estar encaminadas a permitir a todos los países, en es-
pecial los países en desarrollo, crear y reforzar sus me-
dios de expresión cultural, comprendidas sus industrias
culturales, nacientes o establecidas, en el plano local,
nacional e internacional.



5. Principio de complementariedad de los aspectos eco-
nómicos y culturales del desarrollo

Habida cuenta de que la cultura es uno de los principa-
les motores del desarrollo, los aspectos culturales de és-
te son tan importantes como sus aspectos económicos,
respecto de los cuales los individuos y los pueblos tie-
nen el derecho fundamental de participación y disfrute.

6. Principio de desarrollo sostenible

La diversidad cultural es una gran riqueza para las per-
sonas y las sociedades. La protección, la promoción y el
mantenimiento de la diversidad cultural son una condi-
ción esencial para un desarrollo sostenible en beneficio
de las generaciones actuales y futuras.

7. Principio de acceso equitativo

El acceso equitativo a una gama rica y diversificada de
expresiones culturales procedentes de todas las partes
del mundo y el acceso de las culturas a los medios de
expresión y difusión son elementos importantes para va-
lorizar la diversidad cultural y propiciar el entendimien-
to mutuo.

8. Principio de apertura y equilibrio

Cuando los Estados adopten medidas para respaldar la
diversidad de las expresiones culturales, procurarán
promover de manera adecuada una apertura a las demás
culturas del mundo y velarán por que esas medidas se
orienten a alcanzar los objetivos perseguidos por la pre-
sente Convención. 4

A este respecto, podemos encontrar ejemplos a nivel ibero-
americano -por ser el más próximo a nuestra realidad- que
existen ejemplos constitucionales donde se especifica con
mayor precisión la protección de los derechos culturales.

Por ejemplo, se transcribe el artículo 44 de la Constitución
Española:

Artículo 44. 

1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acce-
so a la cultura, a la que todos tienen derecho.5

Por su parte la Constitución peruana también menciona
y especifica esta prerrogativa:

Artículo 2. Toda persona tiene derecho:

…

8. A la libertad de creación intelectual, artística, técnica
y científica, así como a la propiedad sobre dichas crea-
ciones y a su producto. El Estado propicia el acceso a la
cultura y fomenta su desarrollo y difusión.6

La Constitución colombiana, en diversos artículos, regula
de manera clara la protección de los derechos culturales en
dicha nación:

Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comu-
nidad, promover la prosperidad general y garantizar la efec-
tividad de los principios, derechos y deberes consagrados en
la Constitución; facilitar la participación de todos en las deci-
siones que los afectan y en la vida económica, política, ad-
ministrativa y cultural de la nación; defender la indepen-
dencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar
la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.

Artículo 70. El Estado tiene el deber de promover y fo-
mentar el acceso a la cultura de todos los colombianos en
igualdad de oportunidades, por medio de la educación per-
manente y la enseñanza científica, técnica, artística y pro-
fesional en todas las etapas del proceso de creación de la
identidad nacional.

La cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento de
la nacionalidad. El Estado reconoce la igualdad y dignidad
de todas las que conviven en el país. El Estado promoverá la
investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión de los va-
lores culturales de la nación.

Artículo 71. La búsqueda del conocimiento y la expre-
sión artística son libres. Los planes de desarrollo econó-
mico y social incluirán el fomento a las ciencias y, en
general, a la cultura. El Estado creará incentivos para
personas e instituciones que desarrollen y fomenten la
ciencia y la tecnología y las demás manifestaciones cul-
turales y ofrecerá estímulos especiales a personas e ins-
tituciones que ejerzan estas actividades.7

Finalmente, la Constitución brasileña señala una disposi-
ción muy precisa en cuanto al alcance de los mencionados
derechos:

Art. 215. El Estado garantizará a todos el pleno ejerci-
cio de los derechos culturales y el acceso a las fuentes
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de la cultura nacional, y apoyará e incentivará la valora-
ción y difusión de las manifestaciones culturales.8

El artículo 4 Constitucional establece que: “Toda persona
tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bie-
nes y servicios que presta el Estado en la materia, así como
el ejercicio de sus derechos culturales. El Estado promove-
rá los medios para la difusión y desarrollo de la cultura,
atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifesta-
ciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creati-
va. La ley establecerá los mecanismos para el acceso y par-
ticipación a cualquier manifestación cultural.”9

El párrafo anterior deja un alcance de los derechos cultura-
les muy limitado ante los compromisos asumidos por Mé-
xico antes citados. Los derechos culturales no son una fa-
cultad del Estado sino, una obligación ante la sociedad,
reafirmando la idea de que la cultura es una creación co-
lectiva que pertenece originariamente a la propia comuni-
dad, quien a través de todos sus integrantes le dieron ori-
gen, sentido, trascendencia, presencia, continuidad y valor,
convirtiéndola en una riqueza comunitario a la que todo in-
dividuo o comunidad tiene derecho y que el Estado debe de
tutelar y garantizar su protección, conservación, enriqueci-
miento y defensa.

Congruente a lo expresado en el ámbito Internacional y
Nacional, consideramos necesario reformar este articulo a
fin de obtener un reconocimiento integral y expreso de
los derechos culturales y de la obligatoriedad por parte del
Estado de proteger, garantizar e incentivar su ejercicio tan-
to a nivel individual como colectivo.

Adicionalmente, la presente iniciativa tiene la intención de
lograr el reconocimiento de la protección del patrimonio
cultural como un derecho cultural reconocido por nuestra
Carta Magna.

El patrimonio cultural mexicano es de los más ricos que
existen en el mundo y un tesoro maravilloso que despierta
el interés de otros países atrayendo innumerables turistas
logrando una activación económica para el territorio.

Pero previo a la celebración de la Convención del Patrimo-
nio Mundial, México ya había formado parte del primer
grupo de países que se suscribieron a la Convención de la
Unesco de 1954 para la “Protección de los Bienes Cultura-
les en caso de Conflicto Armado” manifestando su apoyo a
lo largo del tiempo para el cumplimiento de este instru-
mento internacional.

Cabe mencionar que en los últimos años, se reactivó el in-
terés internacional hacia este instrumento con motivo de
los conflictos de carácter nacionalistas suscitados a finales
del siglo XX -particularmente en la ex Yugoslavia- en don-
de existieron casos de daños provocados a monumentos y
ciudades históricas; y más recientemente con los ataques
por parte del Estado Islámico en contra de vestigios de in-
dudable valor cultural, como fue el caso de las ruinas de la
vieja ciudad de Palmira, en Siria. En ese sentido, México
participó en la reunión de expertos de La Haya, Holanda
(en 1993) para revisar y agilizar los mecanismos operativos
de dicha Convención.

México fue también uno de los primeros países que suscri-
bieron la “Convención de la Unesco relativa a las Medidas
para Prohibir e Impedir la Importación, Exportación y
Transferencia Ilícitas de Bienes Culturales” formulada en
1970, y desde un principio, estuvo en el Comité Intergu-
bernamental responsable de aplicar esta Convención, prin-
cipalmente por el grave saqueo arqueológico y robo de ar-
te sacro que sufre nuestra Nación desde ese entonces e
incluso, mucho más atrás en el tiempo.

Puede afirmarse, sin temor a equivocarnos, que México es
uno de los países que han participado en forma más activa
-y desde las primeras etapas de funcionamiento- en los dis-
tintos niveles y organismos del sistema o conjunto general
de las Naciones Unidas.10

Actualmente, México es el país de todo el continente ame-
ricano con más sitios inscritos en la Lista del Patrimonio
Mundial de la Unesco y ocupa el sexto lugar a nivel inter-
nacional, con 34 inscripciones donde podemos encontrar
27 monumentos, sitios o lugares de relevancia cultural, 6
áreas de relevancia natural y 1 sitio mixto.

Los bienes y sitios de carácter cultural mexicanos inscritos
en la Lista del Patrimonio Mundial de la Unesco son los si-
guientes:

1. Centro Histórico de México y Xochimilco, CDMX
(1987)

2. Centro Histórico de Oaxaca y zona arqueológica
de Monte Albán, Oaxaca (1987)

3. Centro Histórico de Puebla, Puebla (1987)

4. Ciudad prehispánica de Teotihuacán, Estado de Mé-
xico(1987)



5. Ciudad prehispánica y parque nacional de Palenque,
Chiapas (1987)

6. Ciudad histórica de Guanajuato y minas adyacentes,
Guanajuato (1988)

7. Ciudad prehispánica de Chichén Itzá, Yucatán (1988)

8. Centro Histórico de Morelia, Michoacán (1991)

9. Ciudad prehispánica de El Tajín, Veracruz (1992)

10. Centro Histórico de Zacatecas, Zacatecas (1993)

11. Pinturas rupestres de la Sierra de San
Francisco, BCS (1993)

12. Primeros monasterios del siglo XVI en las laderas
del Popocatépetl (1994)

13. Ciudad prehispánica de Uxmal, Yucatán (1996)

14. Zona de monumentos históricos de Querétaro, Que-
rétaro(1996) 

15. Hospicio Cabañas de Guadalajara, Jalisco (1997)

16. Zona arqueológica de Paquimé (Casas
Grandes),Chihuahua (1998)

17. Zona de monumentos históricos de Tlacotalpan, Ve-
racruz (1998)

18. Ciudad histórica fortificada de Campeche, Campe-
che(1999)

19. Zona de monumentos arqueológicos de Xochicalco,
Morelos (1999)

20. Misiones franciscanas de la Sierra Gorda de Queré-
taro (2003)

21. Casa-Taller de Luis Barragán, CDMX (2004)

22. Paisaje de agaves y antiguas instalaciones industria-
les de Tequila, Jalisco (2006)

23. Campus central de la Ciudad Universitaria de la
UNAM, CDMX (2007)

24. Villa protectora de San Miguel El Grande y Santua-
rio de Jesús Nazareno de Atotonilco, Guanajuato (2008)

25. Camino Real de Tierra Adentro (2010)

26. Cuevas prehistóricas de Yagul y Mitla en los Valles
Centrales de Oaxaca (2010)

27. Sistema hidráulico del acueducto del padre Temble-
que, Edomex/ Hidalgo (2015)

Adicionalmente, México cuenta con un sitio mixto (es de-
cir, un sitio que ostenta simultáneamente valores culturales
y naturales) en la misma Lista del Patrimonio Mundial de
la Unesco y que es la vieja ciudad maya y el bosque tropi-
cal protegido de Calakmul, Campeche (inscrita en 2014).

Además, de este impresionante listado de bienes culturales
con valor universal excepcional de carácter cultural, Méxi-
co, cuenta con aproximadamente 200 mil sitios arqueoló-
gicos, 110 mil conjuntos de valor histórico y un indetermi-
nable número de bienes culturales muebles y bienes del
patrimonio inmaterial alrededor del país.

Podemos encontrar un universo de impresionante riqueza
en cuanto al patrimonio inmaterial mexicano, formado por
las expresiones sociales, las tradiciones, la lengua, la gas-
tronomía, la cosmovisión, los conocimientos científicos, la
arquitectura vernácula, la música tradicional, la medicina
tradicional, y un muy amplio etcétera.

Todos estos bienes culturales inmateriales y materiales son
el soporte de la diversidad cultural de nuestro país que es
una condición que nos distingue y privilegia en el concier-
to de las naciones.

Pero especialmente, estos bienes, monumentos, zonas y
manifestaciones intangibles se encuentran constantemente
amenazados por muchos factores involucrados con el desa-
rrollo urbano descontrolado, la especulación inmobiliaria,
el turismo cultural invasivo, el saqueo, el mercado negro
del arte, los usos inadecuados al Patrimonio Cultural, la
privatización de los espacios públicos culturales, la reali-
zación de obras públicas y privadas, etc. Todas estas ame-
nazas constituyen situaciones que privan a las personas, a
las sociedades e inclusive, a la comunidad internacional de
acceder a los bienes, monumentos y zonas culturales de las
que fueron creadores y que ahora son beneficiarios y depo-
sitarios.
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En ese sentido, a pesar de haber sido escritas en el año de
1972, siguen siendo vigentes las palabras que se contienen
en el Preámbulo de la Convención de la Unesco para la
protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural, las
cuales se transcriben a continuación:

La Conferencia General de la Organización de las Nacio-
nes Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en
su 17a reunión celebrada en París del 17 de octubre al 21
de noviembre de 1972, 

Constatando que el patrimonio cultural y el patrimonio na-
tural están cada vez más amenazados de destrucción, no
sólo por las causas tradicionales de deterioro sino también
por la evolución de la vida social y económica que las agra-
va con fenómenos de alteración o de destrucción aún más
temibles, 

Considerando que el deterioro o la desaparición de un bien
del patrimonio cultural y natural constituye un empobreci-
miento nefasto del patrimonio de todos los pueblos del
mundo, 

Considerando que la protección de ese patrimonio a esca-
la nacional es en muchos casos incompleto, dada la magni-
tud de los medios que requiere y la insuficiencia de los re-
cursos económicos, científicos y técnicos del país en cuyo
territorio se encuentra el bien que ha de ser protegido,

Teniendo presente que la Constitución de la Unesco estipu-
la que la Organización ayudará a la conservación, al pro-
greso y a la difusión del saber, velando por la conservación
y la protección del patrimonio universal, y recomendando
a los interesados las convenciones internacionales que se-
an necesarias para ese objeto, 

Considerando que las convenciones, recomendaciones y
resoluciones internacionales existentes en favor de los bie-
nes culturales y naturales, demuestran la importancia que
tiene para todos los pueblos del mundo, la conservación de
esos bienes únicos e irremplazables de cualquiera que sea
el país a que pertenezcan, 

Considerando que ciertos bienes del patrimonio cultural y
natural presentan un interés excepcional que exige se con-
serven como elementos del patrimonio mundial de la hu-
manidad entera, 

Considerando que, ante la amplitud y la gravedad de los
nuevos peligros que les amenazan, incumbe a la colectivi-

dad internacional entera participar en la protección del pa-
trimonio cultural y natural de valor universal excepcional
prestando una asistencia colectiva que sin reemplazar la ac-
ción del Estado interesado la complete eficazmente, 

Considerando que es indispensable adoptar para ello nue-
vas disposiciones convencionales que establezcan un siste-
ma eficaz de protección colectiva del patrimonio cultural y
natural de valor excepcional organizada de una manera
permanente, y según métodos científicos y modernos, …11

Por lo anterior, es importante reconocer a la protección del
patrimonio cultural como un derecho cultural expresamen-
te protegidos por nuestra Carta Magna, toda vez que la pér-
dida de cualquier de cualquiera de dichos bienes, inmue-
bles, zonas o manifestaciones intangibles representarían un
daño importante para una comunidad y sus miembros, por
lo que se identificación y protección desde el ámbito cons-
titucional resulta a todas luces relevante.

Revisando de nueva el ámbito iberoamericano, nuestra
Constitución refleja un atraso normativo por lo que se re-
fiere a la incorporación del derecho a la protección del pa-
trimonio cultural, tal y como se puede identificar con los
siguientes ejemplos.

La Constitución Española reconoce este derecho en su ar-
tículo 46 que a continuación se transcribe:

Artículo 46. Los poderes públicos garantizarán la conser-
vación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio
histórico, cultural y artístico de los pueblos de España y de
los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los aten-
tados contra este patrimonio.12

En Perú, su texto constitucional incluye un derecho de na-
turaleza similar:

Artículo 21. Los yacimientos y restos arqueológicos,
construcciones, monumentos, lugares, documentos bi-
bliográficos y de archivo, objetos artísticos y testimo-
nios de valor histórico, expresamente declarados bienes
culturales, y provisionalmente los que se presumen co-
mo tales, son patrimonio cultural de la Nación, inde-
pendientemente de su condición de propiedad privada o
pública. Están protegidos por el Estado.

La ley garantiza la propiedad de dicho patrimonio. Fo-
menta conforme a ley, la participación privada en la



conservación, restauración, exhibición y difusión del
mismo, así como su restitución al país cuando hubiere
sido ilegalmente trasladado fuera del territorio nacio-
nal.13

La Constitución de Colombia también prevé en los artícu-
los 8 y 72, la preservación del Patrimonio Cultural:

Artículo 8. Es obligación del Estado y de las personas
proteger las riquezas culturales y naturales de la nación.

Artículo 72. El patrimonio cultural de la nación está bajo
la protección del Estado. El patrimonio arqueológico y
otros bienes culturales que conforman la identidad nacio-
nal, pertenecen a la nación y son inalienables, inembar-
gables e imprescriptibles. La ley establecerá los mecanis-
mos para readquirirlos cuando se encuentren en manos de
particulares y reglamentará los derechos especiales que
pudieran tener los grupos étnicos asentados en territorios
de riqueza arqueológica.14

La Carta Magna de la Nación Argentina también hace una
mención al respecto, vinculándola con el cuidado al medio
ambiente:

Artículo 41. Todos los habitantes gozan del derecho a un
ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano
y para que las actividades productivas satisfagan las nece-
sidades presentes sin comprometer las de las generaciones
futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambien-
tal generará prioritariamente la obligación de recomponer,
según lo establezca la ley. Las autoridades proveerán a la
protección de este derecho, a la utilización racional de los
recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural
y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y
educación ambientales. Corresponde a la Nación dictar las
normas que contengan los presupuestos mínimos de pro-
tección, y a las provincias, las necesarias para complemen-
tarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales. Se
prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual
o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos.15

Finalmente, la Constitución brasileña establece una amplia
regulación en su texto constitucional con relación al cuida-
do del Patrimonio Cultural:

Artículo 216. Constituyen patrimonio cultural brasileño los
bienes de naturaleza material e inmaterial, tomados indivi-
dualmente o en conjunto, portadores de referencias a la
identidad, a la actuación y a la memoria de los diferentes

grupos formadores de la sociedad brasileña, en los cuales
se incluyen:

1. las formas de expresión;

2. los modos de crear, hacer y vivir;

3. las creaciones científicas, artísticas y tecnológicas;

4. las obras, objetos, documentos, edificaciones y demás
espacios destinados a las manifestaciones artístico-cul-
turales;

5. los conjuntos urbanos y lugares de valor histórico,
paisajístico, artístico, arqueológico, paleontológico,
ecológico y científico.

1. El poder público, con la colaboración de la comu-
nidad, promoverá y protegerá el patrimonio cultural
brasileño, por medio de inventarios, registros, vigi-
lancia, catastros y desaprobación, y de otras formas
de prevención y conservación.

2. Corresponden a la administración pública, en la
forma de la ley, la gestión de la documentación gu-
bernamental y las autorizaciones para el acceso a su
consulta a cuantos de ella necesiten.

3. La ley establecerá incentivos para la producción y
el conocimiento de bienes y valores culturales.

4. Los daños y amenazas al patrimonio cultural se-
rán castigados en la forma de la ley.

5. Quedan registrados todos los documentos y los
lugares detentadores de reminiscencias históricas de
los antiguos “quilombos”.16

Es por ello que resulta imprescindible que la protección,
conservación, enriquecimiento, investigación, uso racio-
nal y difusión del patrimonio cultural mexicano deba
elevarse a un derecho humano sustentado por la ley fun-
damental de nuestro país, que garantice a los habitantes
de nuestro país y a las comunidades, quienes finalmente
son los creadores y propietarios originales de dichos bie-
nes, zonas y manifestaciones el compromiso del Estado
por su defensa y cuidado. 

Por lo anterior expuesto, someto a consideración de este
honorable pleno:
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Iniciativa con proyecto de decreto por el que reforma el
artículo 4 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos para quedar como sigue:

Artículo 4. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al dis-
frute de los bienes y servicios que presta el Estado en la
materia, así como el pleno acceso, respeto y ejercicio de
los derechos culturales, los cuales, el Estado deberá
proteger, garantizar e incentivar, tanto en el ámbito in-
dividual como para las comunidades.

El Estado promoverá los medios para la difusión y desa-
rrollo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en
todas sus manifestaciones y expresiones con pleno respeto
a la libertad creativa. La ley establecerá los mecanismos
para el acceso y participación a cualquier manifestación
cultural.

El Estado garantizará la protección, conservación, en-
riquecimiento, valorización, uso adecuado y difusión
del patrimonio cultural en beneficio de las personas y
las comunidades como un asunto de interés social y na-
cional. La Ley establecerá los mecanismos para garan-
tizar este derecho individual y colectivo.

…

Transitorio

Único. El presente decretó entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://portal.unesco.org/es/ev.php-URL_ID=15244&URL_DO=
DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html

2 http://portal.unesco.org/es/ev.php-URL_ID=13179&URL_DO=
DO_TOPIC&URL_SECTION=201.html

3 http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx

4 http://unesdoc.unesco.org/images/0014/001429/142919s.pdf

5 http://www.derechoshumanos.net/constitucion/index.htm?gclid=
CNuS5fmI6dQCFQIRaQodQtsBOA#T1C3

6 http://www4.congreso.gob.pe/ntley/Imagenes/Constitu/Cons1993.
pdf

7 http://www.corteconstitucional.gov.co/inicio/Constitucion%20politi-
ca%20de%20Colombia%20-%202015.pdf

8 http://pdba.georgetown.edu/Constitutions/Brazil/esp88.html#moz-
TocId602393

9 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/doc/1_240217.doc

10 https://www.mexicodesconocido.com.mx/historia-de-la-conserva-
cion-del-patrimonio-cultural-de-mexico.html

11 http://whc.unesco.org/archive/convention-es.pdf

12 http://www.derechoshumanos.net/constitucion/index.htm?gclid=
CK-Zvr-Q6dQCFYW4wAod4AoByA#T1C3

13 http://www4.congreso.gob.pe/ntley/Imagenes/Constitu/Cons1993.
pdf

14 http://www.corteconstitucional.gov.co/inicio/Constitucion%20poli-
tica%20de%20Colombia%20-%202015.pdf

15 http://www.casarosada.gob.ar/images/stories/constitucion-nacio-
nal-argentina.pdf

16 http://pdba.georgetown.edu/Constitutions/Brazil/esp88.html#moz-
TocId602393



Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre 2017.— Dipu-
tada Rosalinda Muñoz Sánchez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra dictamen.

LEY ADUANERA

«Iniciativa que reforma los artículos 137 Bis 2 y 137 Bis 3
de la Ley Aduanera, suscrita por integrantes del Grupo Par-
lamentario del PRI

Yahleel Abdala Carmona, Edgardo Melhem Salinas, María
Esther Camargo Félix, Pedro Luis Coronado Ayarzagoitia
y Francisco Saracho Navarro, en nuestro carácter de dipu-
tados federales integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la Sexagésima Ter-
cera Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; 77, numeral 1, y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos
a consideración de esta honorable Asamblea la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto que reforma la fracción
V del artículo 137 bis 2; y el artículo 137 bis 3, ambos de
la Ley Aduanera, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

I. Actualmente la importación de vehículos usados se en-
cuentra regulada por la Ley Aduanera, su reglamento y las
Reglas Generales de Comercio Exterior, así como por el
Decreto por el que se regula la importación definitiva de
vehículos usados, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración con fecha del 1 de julio del 2011, el cual en su ar-
tículo primero transitorio establecía que la vigencia del
mismo concluiría el 31 de enero del 2013, situación que no
ha sido así, en virtud de que se le han realizado múltiples
reformas el mismo para ampliar su vigencia, siendo la más
reciente la que fue publicada con fecha del 26 de diciem-
bre del 2016 mediante la cual se amplía su aplicación has-
ta el 31 de diciembre del 2017. 

II. Dentro de sus considerandos dicho decreto hace el se-
ñalamiento explícito de que el Tratado de Libre Comercio
para América del Norte (TLCAN), dentro de su anexo
300-A, apéndice 300-A.2, párrafo 24, establece que a par-

tir del 1 de enero de 2009 y gradualmente hasta el año
2019, México no podrá adoptar ni mantener una prohibi-
ción o restricción a la importación de vehículos origina-
rios usados, provenientes del territorio de Canadá o de los
Estados Unidos de América, en función del año modelo de
antigüedad de los vehículos y, a su vez, el artículo 302, pá-
rrafo 2, en relación con el anexo 302.2 del propio tratado,
prevé una desgravación progresiva de aranceles a bienes
originarios, incluidos los vehículos usados. 

III. Es importante mencionar que dichos beneficios y des-
gravación progresiva está condicionada exclusivamente a los
vehículos usados originarios provenientes de los países an-
tes mencionados y que cumplan con la regla de origen espe-
cífica y que dicha circunstancia se acredite con un certifica-
do de origen valido, siendo importante mencionar que para
que dicho certificado tenga validez, es necesario que este
sea emitido por el productor del vehículo o se emita por el
exportador con base en información directamente pro-
porcionada por el productor.

IV. En la práctica resulta casi imposible para cualquier
persona física el obtener dicho certificado de origen, en
tanto que como ya fue mencionado en el considerando an-
terior, son los mismos productores del vehículo quienes lo
tendrían que emitir y al no encontrarse obligados por nin-
gún ordenamiento jurídico a hacerlo y al ser el mercado de
automóviles usados contrario a sus intereses, los cuales se
traducen en la venta de vehículos nuevos, los “beneficios”
mencionados en el segundo considerando resultan ser letra
muerta. 

V. Por otro lado, el mismo decreto establece otro supuesto
distinto al expuesto en los considerandos anteriores y seña-
la que de manera independiente a lo establecido en el
TLCAN y con el objeto de proseguir con las acciones que
el gobierno federal ha implementado para ordenar el mer-
cado de vehículos usados ligeros y pesados en el país “re-
sulta conveniente permitir la importación definitiva de 
vehículos usados de manera gradual a los años de antigüe-
dad de los mismos, cuyo número de identificación vehicu-
lar corresponda a un vehículo fabricado o ensamblado en
México, Estados Unidos de América o Canadá, mediante el
establecimiento de una opción para realizar la importación
con un arancel reducido, sin que se requiera permiso
previo de importación y sin presentar el certificado de
origen”.

VI. De igual forma el decreto reconoce que “debido a su
cercanía geográfica con Estados Unidos de América, la
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franja y región fronteriza norte presentan características
económicas distintas a las del resto del territorio nacional,
por lo que el Ejecutivo federal estima conveniente conti-
nuar otorgando un esquema preferencial para vehículos
usados ligeros y pesados de menor antigüedad que los per-
mitidos en el resto del país”, lo anterior a efecto de que es-
tos puedan ser importados definitivamente para per-
manecer en dichas zonas con un arancel reducido, sin
que se requiera permiso previo de importación y sin
presentar un certificado de origen.

VII. En ese sentido, el artículo 5 del multicitado decreto
establece cuales vehículos usados de acuerdo a sus fraccio-
nes arancelarias podrán ser importados definitivamente por
los residentes de la franja fronteriza norte siempre y cuan-
do estos estén destinados a permanecer en dichas regiones,
y de igual forma establece el arancel ad valorem que habrá
de cubrirse, estableciendo dos supuestos, uno a razón del 1
por ciento para vehículos cuyo año modelo sea de entre 5
y 9 años anteriores al año en que se realice la importación
y otro a razón del 10 por ciento para vehículos cuyo año
modelo sea de diez años anteriores al año en que se realice
la importación.

VIII. En el mismo orden de ideas pero mediante otro or-
denamiento jurídico, la Ley Aduanera en su título quinto en
el que se establecen normas referentes a la Franja y Re-
gión Fronteriza, también determina en su artículo 137 bis
1 el derecho que tienen las personas residentes en la franja
o región fronteriza norte para realizar la importación de 
vehículos usados, estableciendo en su artículo 137 bis 2, el
significado de distintos términos a usar, para efectos de la
mencionada importación, siendo del interés de la presente
propuesta el significado plasmado en sus fracción V.

IX. En primer término, la fracción V del artículo 137 bis 2,
define el término “automóvil” como “El vehículo destina-
do al transporte hasta de diez personas, incluyéndose a las
vagonetas y a las camionetas denominadas “VAN”, que
tengan instalado convertidor catalítico de fábrica.”, dejan-
do fuera de dicha clasificación a los vehículos conocidos o
denominados como pickup, mismos que resultan de uso
común por nuestros paisanos.

X. Continuando con el tema de la importación de vehícu-
los en los términos de la Ley Aduanera, su artículo 137 bis
3 establece que la importación a la que se refieren los ar-
tículos 137 bis 1 y bis 2, podrá realizarse “pagando exclu-
sivamente el 50% del impuesto general de importación que
corresponda a los vehículos a importar, conforme a su cla-

sificación arancelaria”, el cual de acuerdo a la normativa
vigente es causado a razón del 50 por ciento.

XI. En el entendido de que al aplicar una regla de tres a lo
plasmado en el considerando anterior, nos da como resul-
tado que el impuesto a pagar por la importación de un 
vehículo usado, al amparo de la ley, seria a razón del 25 por
ciento, muy por encima de los aranceles del 1 por cien-
to y 10 por ciento establecidos en el multicitado y pro-
rrogado decreto.

XII. Es del conocimiento general, que desde que Donald
Trump era candidato a la presidencia de los Estados Uni-
dos de América, durante su campaña realizó diversas pro-
puestas, las cuales van desde la construcción de un muro en
la frontera con nuestro país, hasta la renegociación o posi-
ble eliminación del TLCAN, siendo esta última, a decir de
muchos especialistas y medios internacionales la más pro-
bable (claro ejemplo podemos verlo en la salida de EU del
Acuerdo Transpacífico), para ejemplo las siguientes notas
y comentarios:

* “Yes, ‘President Trump’ really could kill NAFTA - but
it wouldn’t be pretty” –CNN MONEY1

* “Donald Trump buscaría anular el Tratado de Libre
Comercio de América del Norte” –Univisión2

* “Mexico may leave NAFTA if renegotiation unfavora-
ble” – Reuters3

* “‘I don’t mean just a little bit better’: Donald Trump
threatens to leave NAFTA if elected” –Business Insider4

* “If they do not agree to a renegotiation, then I will
submit notice under Article 2205 of

the NAFTA agreement that America intends to withdraw
from the deal” –Donald Trump

* “Todos los acuerdos tienen un final” –Donald
Trump

XIII. Por lo anteriormente expuesto, nos encontramos an-
te dos situaciones que nos tienen, a quienes habitamos en
la frontera norte del país, en un estado de indefensión y
falta de certidumbre jurídica, por un lado por no saber
por cuánto tiempo más será prorrogado el “Decreto por el
que se regula la importación de vehículos usados” y por
otro lado el riesgo que existe de que el TLCAN sea elimi-



nado, por lo que nuestro deber como legisladores debe de
ser el de anticiparnos a muchas de las situaciones que po-
drían suscitarse por la eventual eliminación de dichos ins-
trumentos, por lo que actualizar y plasmar en la Ley Adua-
nera algunos de los beneficios que tenemos como
ciudadanos fronterizos y cuya permanencia actualmente es
ajena a la voluntad del Poder Legislativo resulta una acción
impostergable ya que la adquisición de vehículos prove-
nientes de los Estados Unidos de América por quienes ha-
bitamos en la frontera norte resulta una necesidad y no un
lujo, ya que nos enfrentamos a dos realidades indubitables,
la primera que no existe una adecuada cobertura de trans-
porte público en nuestros municipios y la segunda que los
ingresos de la ciudadanía no son los suficientes para poder
ahorrar y adquirir un vehículo nuevo, ya que muchas veces
no son sujetos a crédito por lo que es común que adquieran
dichos vehículos en aquellos países para posteriormente
importarlos al territorio nacional, lo anterior sumado al he-
cho de que en la frontera no existen autos mexicanos
usados a bajo costo.

Expuesto lo anterior, sometemos a consideración de esta H.
asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto

Primero. Se reforma la fracción V del artículo 137 Bis 2
de la Ley Aduanera para quedar como sigue:

Artículo 137 bis 2. … 

I a IV… 

V. Automóvil: El vehículo destinado al transporte hasta
de diez personas, incluyéndose a las pickups, vagonetas
y a las camionetas denominadas “VAN”, que tengan ins-
talado convertidor catalítico de fábrica.

VI a VIII…

Segundo. Se reforma el artículo 137 Bis 3 de la Ley Adua-
nera para quedar como sigue:

Artículo 137 Bis 3. La importación a que se refiere el ar-
tículo anterior podrá efectuarse pagando exclusivamente
un arancel ad valorem del 1%.

…

…

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://money.cnn.com/2016/07/06/news/economy/trump-nafta/

2 http://www.univision.com/noticias/destino-2016/donald-trump-bus-
caria-anular-el-tratado-de-libre-comercio-de-america-del-norte

3 http://www.reuters.com/article/us-usa-trade-nafta-idUSKBN1581QF

4 http://www.businessinsider.com/donald-trump-nafta-tpp-trade-spe-
ech-2016-6

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de
2017.— Diputados Yahleel Abdala Carmona, Edgardo Melhem Sali-
nas, María Esther Camargo Félix, Pedro Luis Coronado Ayarzagoitia y
Francisco Saracho Navarro (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS

«Iniciativa que reforma el artículo 8o. de la Ley General de
Partidos Políticos, a cargo de la diputada Miriam Dennis
Ibarra Rangel, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Miriam Dennis Ibarra Rangel, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a consideración de esta asamblea la iniciativa
de reformas al artículo 8, párrafo 2, de la Ley General de
Partidos Políticos en materia de fiscalización, en términos
de la siguiente1

Exposición de Motivos

La fiscalización de los partidos políticos es necesaria no
sólo porque reciben recursos públicos, sino también por la
influencia que ejercen en la conformación e integración de
los órganos de gobierno.2
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En tal contexto, se justifica que aspectos básicos de la fis-
calización de ingresos y egresos de los partidos y candida-
tos, se establezcan en el artículo 41 de la Constitución fe-
deral que, entre otras cosas, señala que tal labor
corresponde al Instituto Nacional Electoral (en adelante
INE) y que puede delegar esa función en los organismos
públicos locales electorales.3

Así, la Carta Magna da la pauta para que, en ciertos casos,
los organismos públicos locales intervengan en la labor de
fiscalización de partidos y candidatos, labor que debe des-
empeñar cuando el INE se la delegue, en cuyo caso debe
actuar con apego a la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales y a la Ley General de Partidos Po-
líticos (en adelante LGIPE y LGPP respectivamente), los
lineamientos, acuerdos generales, normas técnicas y demás
disposiciones que emita el consejo general del propio ins-
tituto nacional.4

Por su parte, el artículo 8 párrafo 2 de la LGPP, señala que
el INE podrá, excepcionalmente, delegar en los organismos
públicos locales electorales, la fiscalización de los ingresos
y egresos de los partidos políticos locales, sus coaliciones
y de los candidatos a cargos de elección popular en las en-
tidades federativas. De igual forma, el párrafo 4 de ese mis-
mo artículo precisa que para el ejercicio de esta facultad, el
INE deberá valorar, entre otras cosas, que el Organismo
Público Local establezca en su normatividad procedimien-
tos acordes a la legislación federal en materia de fiscaliza-
ción, de lo que se desprende que la LGPP5 faculta a las en-
tidades federativas para regular ese tipo de procedimientos,
restringiéndolas a que se apeguen a la normativa federal de
referencia6.

Por consecuencia, la función de fiscalización de partidos
políticos y candidatos corresponde de manera originaria al
INE, el cual puede delegarla en los organismos públicos lo-
cales, en cuyo caso éstos deben sujetar su actuación a lo
previsto por la LGIPE, los lineamientos, acuerdos genera-
les, normas técnicas y demás disposiciones que emita el
consejo general del propio instituto nacional y a la norma-
tividad local que resulte acorde a la legislación federal de
la materia.

No obstante como ya se explicó, el citado artículo 8 párra-
fo 2 de la LGPP, señala expresamente que la delegación de
la facultad de fiscalización se podrá realizar sobre partidos
políticos locales, sus coaliciones y de los candidatos a car-
gos de elección popular en las entidades federativas (sin
mencionar a los partidos políticos nacionales), por lo que

conforme a una interpretación literal de tal precepto, en re-
lación con el artículo 41, base V, apartado C, párrafo se-
gundo de la Constitución federal, sólo en esos casos podría
realizarse la delegación, pues el citado artículo constitucio-
nal sólo la autoriza “en los supuestos que establezca la
ley”.

En tal contexto, con el propósito de evitar interpretaciones
restrictivas de la facultad constitucional del INE de delegar
la fiscalización de los partidos y candidatos, es necesario
modificar el citado artículo 8, párrafo 2 de la LGPP susti-
tuyendo la referencia de “partidos políticos locales” por
“partidos políticos” a fin de incluir a los nacionales tal co-
mo se aprecia en el siguiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto, se somete ante la recta con-
sideración de esta asamblea, el siguiente proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 8, párrafo 2, de la
Ley General de Partidos Políticos, para quedar como
sigue:

Artículo 8.

…

2. El Instituto podrá, excepcionalmente y con la aprobación
de una mayoría de cuando menos ocho votos de los integran-
tes del Consejo General, delegar en los Organismos Públicos
Locales la fiscalización de los ingresos y egresos de los par-
tidos políticos, sus coaliciones y de los candidatos a cargos
de elección popular en las entidades federativas.

…

…

…



Transitorio

Artículo Único. El presente decreto iniciará su vigencia el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 La exposición de motivos y el proyecto de decreto de la presente Ini-
ciativa, fueron tomados de la tesis “Restricciones a la Función del Le-
gislador Local en la Armonización en Materia Electoral” elaborada
por Walter Yared Limón Magaña en octubre de 2015, para obtener el
grado de Maestro en Derecho Electoral por la Universidad de Duran-
go, campus Aguascalientes.

2 Márquez Gómez, Daniel. “Institucionalidad, partidos políticos y fis-
calización: el parto de los montes”. Consultable en Pasado, Presente y
Futuro de los partidos políticos en México publicación coordinada por
Hugo Sánchez Gudiño y Gonzalo Farrera Bravo. Coedición de H. Cá-
mara de Diputados, LXI Legislatura, Universidad Nacional Autónoma
de México y Miguel Ángel Porrúa, librero-editor. Primera edición.
México julio de 2011. Página 155.

3 Artículo 41, Base V, Apartado B de la Constitución Federal: “Co-
rresponde al [INE] en los términos que establecen esta Constitución y
las leyes: a) Para los procesos electorales federales y locales… 6. La
fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos políticos y can-
didatos, y…”. Artículo 41, Base V, Apartado C, párrafo segundo: “En
los supuestos que establezca la ley y con la aprobación de una mayo-
ría de cuando menos ocho votos del Consejo General, el [INE] podrá:
(…) b) Delegar en dichos órganos electorales las atribuciones a que
se refiere el inciso a) del Apartado B de esta Base, sin perjuicio de re-
asumir su ejercicio directo en cualquier momento, o…”

4 Véase el Artículo 125, párrafo 4 de la LGIPE.

5 Artículo 8 de la LGPP: “2. El [INE] podrá, excepcionalmente y con
la aprobación de una mayoría de cuando menos ocho votos de los in-
tegrantes del Consejo General, delegar en los Organismos Públicos
Locales la fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos polí-
ticos locales, sus coaliciones y de los candidatos a cargos de elección
popular en las entidades federativas.- 4. Para el ejercicio de esta fa-
cultad, el [INE] deberá valorar que el Organismo Público Local de
que se trate: a) Cuente con una estructura orgánica y de operación
acorde al modelo, protocolos y lineamientos específicos que para tal
efecto emita el Consejo General; b) Establezca en su normatividad
procedimientos acordes a la legislación federal en materia de fiscali-
zación; c) Cuente con la infraestructura y el equipamiento necesario
para el desarrollo de las funciones a delegar; d) Cuente con recursos

humanos especializados y confiables, de conformidad con el Servicio
Profesional Electoral Nacional (…)”. 

6 Véase la sentencia del 25 de septiembre de 2014, emitida por el Ple-
no de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver la Acción
de Inconstitucionalidad 42/2014 y sus acumuladas, promovidas en
contra el decreto número 323, por el que se aprueba el Código Electo-
ral de Michoacán de Ocampo; así como la sentencia emitida por el pro-
pio Pleno el 29 de septiembre de 2014 al resolver la Acción de Incons-
titucionalidad 51/2014 y sus acumuladas, referentes a diversas
disposiciones de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano
de Campeche y de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electora-
les de esa misma entidad federativa. No obstante, de una interpretación
literal del Artículo 8, párrafo 4, inciso b) de la LGPP, se desprende que
son los organismos públicos locales los que deben establecer en su nor-
matividad (reglamentos, acuerdos o lineamientos) procedimientos
acordes a la legislación federal en materia de fiscalización, y no nece-
sariamente el legislador local.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2017.—
Diputada Miriam Dennis Ibarra Rangel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY GENERAL DE CAMBIO CLIMÁTICO

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de Cambio Climático, a cargo de la dipu-
tada Miriam Dennis Ibarra Rangel, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

La suscrita, diputada Miriam Dennis Ibarra Rangel, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, somete a consideración de esta asamblea la iniciativa
de reforma a la Ley General de Cambio Climático, en ma-
teria de perspectiva de género, en términos de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley General de Cambio Climático (en adelante Ley
General) define ese fenómeno como “la variación del cli-
ma atribuido directa o indirectamente a la actividad huma-
na, que altera la composición de la atmósfera global y se
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suma a la variabilidad natural del clima observada durante
períodos comparables”.1

Por su parte, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres
y Hombres señala que la perspectiva de género es un 

Concepto que se refiere a la metodología y los meca-
nismos que permiten identificar, cuestionar y valorar
la discriminación, desigualdad y exclusión de las mu-
jeres, que se pretende justificar con base en las dife-
rencias biológicas entre mujeres y hombres, así como
las acciones que deben emprenderse para actuar sobre
los factores de género y crear las condiciones de cam-
bio que permitan avanzar en la construcción de la
igualdad de género.2

Así, la inclusión de la perspectiva de género en materia de
cambio climático, debe considerar la forma en que muje-
res y hombres colaboran en las acciones para combatir los
efectos de ese fenómeno, así como los distintos roles eco-
nómicos, sociales, reproductivos y políticos que hacen
que las mujeres tengan capacidades y necesidades dife-
rentes a las de los hombres frente a esos efectos; y para
dimensionar adecuadamente esto, es necesario tomar en
cuenta diversos documentos nacionales e internacionales,
tales como:

A. Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el
Cambio Climático. El principal objetivo de este instru-
mento es 

Lograr la estabilización de las concentraciones de ga-
ses de efecto invernadero en la atmósfera en un nivel
que impida interferencias antropógenas peligrosas en
el sistema climático. Ese nivel debería lograrse en un
plazo suficiente para permitir que los ecosistemas se
adapten naturalmente al cambio climático, asegurar
que la producción de alimentos no se vea amenazada
y permitir que el desarrollo económico prosiga de ma-
nera sostenible.3

Los compromisos establecidos en la mencionada Conven-
ción, deben atenderse con sujeción al Protocolo de Kioto
que prevé metas vinculantes de reducción de las emisiones
para 37 países industrializados y la Unión Europea, al re-
conocer que son los principales responsables de los eleva-
dos niveles de emisiones de gases de efecto invernadero
que actualmente hay en la atmósfera, resultado de quemar
combustibles fósiles durante más de 150 años.4

De igual forma, para fortalecer el cambio climático, a fina-
les del 2015, se expidió el Acuerdo de París (COP21), con
la intervención de 195 países, teniendo como fin limitar el
ascenso de la temperatura mundial a menos de dos grados
centígrados anuales, reduciendo las emisiones de gases de
efecto invernadero, iniciando su vigencia el 4 de noviem-
bre del 2016,5 y ratificado por nuestro país el 22 de abril
de este año, comprometiéndose a reducir sus emisiones de
gas de efecto invernadero en un 25%.6

B. Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas
de Discriminación contra la Mujer (en adelante CEDAW):
Instrumento que constriñe a garantizar la igualdad de jure y
de facto entre mujeres y hombres, en el goce de sus derechos
humanos y libertades fundamentales; por lo que demanda
medidas exhaustivas en diversos niveles y ámbitos para eli-
minar la discriminación contra las mujeres.7

De la CEDAW -en relación con esta iniciativa- es impor-
tante destacar que su artículo 14.2 dispone que los Estados
Partes deben adoptar todas las medidas apropiadas para eli-
minar la discriminación contra la mujer en las zonas rura-
les a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre
hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural
y en sus beneficios.8

C. Declaratoria Mexicana sobre género y cambio cli-
mático: En el 2010 se llevaron a cabo reuniones con di-
versos sectores de la sociedad (integrantes de la academia,
organizaciones no gubernamentales, medios de comunica-
ción, dependencias gubernamentales y estudiantes), que tu-
vieron como resultado esta declaratoria, en la que se plas-
maron las siguientes conclusiones:9

1. Los modelos de industrialización, producción y con-
sumo a nivel local, nacional e internacional que operan
actualmente, han creado una crisis ambiental que tiene
efectos en lo social, en lo cultural, en las relaciones hu-
manas, en la biodiversidad, en los ecosistemas, en la
producción y en la economía.

2. El derecho humano a un medio ambiente sano es indis-
pensable para vivir dignamente y es condición previa para
la realización de todos los derechos humanos, incluido el
derecho a la educación, información y participación demo-
crática e igualitaria entre géneros. 

La degradación ambiental amenaza las condiciones fun-
damentales para la supervivencia, afectando directa-
mente el acceso a la alimentación suficiente y adecuada,



al agua y la vivienda segura; además, tiene un efecto ne-
gativo indirecto y progresivo sobre la salud y la seguri-
dad social, aumentando las tensiones por migraciones y
desempleo, vulnerando inclusive la paz.

3. Las mujeres, niños, adultos mayores y las personas
con discapacidad, suelen ser particularmente vulnera-
bles a los efectos adversos de la degradación ambiental. 

Por tanto, la aplicación de un enfoque de derechos hu-
manos, debe contribuir a empoderar a dichas personas y
grupos, para que con igualdad y sin discriminación, go-
cen de los derechos humanos.

4. El deterioro ambiental y el actual modelo de desarro-
llo económico ha provocado baja productividad, pérdi-
da de empleo, incremento de la pobreza, desnutrición,
enfermedades, trastornos emocionales, migración y des-
plazamientos poblacionales por riesgos ambientales.

5. Se ha generado una crisis que abre cada vez más la
brecha de desigualdades de género, entre las que encon-
tramos:

-La feminización y envejecimiento de la población
rural;

-Mayores cargas de trabajo y responsabilidades fa-
miliares para las mujeres, ante el incremento de la
migración masculina; y

-Mujeres migrantes expuestas a situaciones de vio-
lencia emocional, física y de explotación sexual.

6. La ausencia de un marco ético para el desarrollo sus-
tentable que motive acciones inspiradas en principios y
valores, no ha permitido las acciones necesarias para la
mitigación y adaptación al cambio climático, desde una
perspectiva de género.

D. Programa Nacional para la Igualdad de Oportuni-
dades y no Discriminación contra las Mujeres 2013-
2018 (en adelante Proigualdad): El Poder Ejecutivo Fede-
ral, en este Programa establece que 

Para conseguir la sustentabilidad medioambiental se re-
quiere un conjunto de medidas para impulsar la produc-
ción de energía limpia y la protección de los ecosistemas,
que en conjunto son la base para lograr un desarrollo sus-
tentable. La meta es incorporar la perspectiva de género

de forma transversal en todo el sector medio ambiental.
Fomentar la participación de las mujeres y su papel en el
acceso, uso, control y manejo de los recursos naturales, y
colocarlas como protagonistas en la toma de decisiones
para mejorar su posición respecto a la conservación, cui-
dado y aprovechamiento de los recursos naturales, gestión
ambiental y cambio climático10 (lo subrayado es propio).

Así, Proigualdad contempla como estrategias:

1. Armonizar la legislación nacional con las convencio-
nes y tratados internacionales de derechos humanos de
las mujeres, de acuerdo con el Artículo 1º Constitucio-
nal.

2. Incorporar la perspectiva de género en las políticas
ambientales y de sustentabilidad, incluyendo el marco
jurídico en materia ambiental.

Además, el propio Gobierno de la República, en la Estrate-
gia Nacional de Cambio Climático, Visión 10-20-40, de-
termina en la línea de acción P1.7, el deber de “Conside-
rar en el diseño de todas las políticas de cambio
climático los aspectos de género, etnia, discapacidad, des-
igualdad, estado de salud e inequidad en el acceso a servi-
cios públicos e involucrar en su instrumentación a los dis-
tintos sectores de la sociedad” 11 (lo subrayado es propio).

E. Disposiciones programáticas en las entidades federa-
tivas: Al respecto, se puede citar como un instrumento re-
lacionados con la mitigación de los efectos del cambio cli-
mático, el “Programa Estatal de Acción ante el Cambio
Climático del Estado de México”, en el que incluso se
plantea la necesidad de fortalecer la perspectiva de género
incorporándola en el diseño de programas y proyectos.v2

Ahora bien, el cambio climático nos invita a analizar el sig-
nificado de ser parte de la comunidad humana, la cual es
interdependiente en términos ecológicos; y es que los im-
pactos del cambio climático no son neutrales al género, ya
que mujeres y hombres lo experimentan de forma desigual
y poseen diferentes capacidades para afrontarlo, en virtud
de que los impactos de este fenómeno se distribuyen de
forma diferenciada entre las regiones, generaciones, eda-
des, clases, niveles de ingreso de la población, ocupaciones
y lógicamente entre los géneros. 

En este orden, es imperativo reformar la Ley General, para
incluir la perspectiva de género como un elemento rector
en la elaboración y ejecución de programas y acciones de
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carácter nacional, estatal y municipal, incluyendo una defi-
nición de perspectiva de género, enfocada al fenómeno am-
biental de referencia;13 partiendo -como ya se dijo- de la
forma en que mujeres y hombres colaboran en las acciones
para combatir los efectos del cambio climático, conside-
rando los distintos roles económicos, sociales, reproducti-
vos y políticos que hacen que las mujeres tengan capacida-
des y necesidades diferentes a las de los hombres frente a
esos efectos, lo que motiva que las políticas, instrumentos,
mecanismos y fondos no puedan ser neutrales al género, ya
que tales diferencias deben tomarse en cuenta en su diseño
y operación.14

Y es que si bien, el artículo 71 párrafo segundo de la Ley
General, dispone que los programas de las Entidades Fede-
rativas se elaborarán al inicio de cada administración, pro-
curando siempre la equidad de género y la representación
de las poblaciones más vulnerables al cambio climático, in-
dígenas, personas con discapacidad, académicos e investi-
gadores, lo cierto es que el término adecuado es el de pers-
pectiva de género, en virtud de lo siguiente:

El concepto de equidad asociado a la idea de justicia, pre-
tende satisfacer las necesidades de personas que son dife-
rentes, particularmente de las que se encuentran en situa-
ción adversa. Por su parte, la perspectiva de género es una
metodología que tiene como propósito garantizar el dere-
cho a la igualdad, eliminando prejuicios sobre patrones de
conducta, como es el hecho de que ser mujer necesaria-
mente significa estar en casa.

Por tanto, al aplicarse la perspectiva de género se pretende
acercarse más a la igualdad como derecho humano, prote-
gido por distintos instrumentos nacionales e internaciona-
les, y que tal como se consigna en la CEDAW, va estre-
chamente relacionada con el principio de no
discriminación, y en este sentido, la igualdad sólo será po-
sible en la medida en que se erradique la discriminación
contra las mujeres.15

En resumen, si ahora no se aborda adecuadamente el fenó-
meno del cambio climático, el 40% de la población más
pobre del mundo -alrededor de 2,600 millones de personas-
quedarán relegadas de un futuro de oportunidades reduci-
das, lo cual impacta en mayor medida a las mujeres, ya que
hay más mujeres pobres que hombres, por lo que es nece-
sario implementar acciones, como la planteada en esta ini-
ciativa (reformando los artículos 3º, 7º, 8º, 9º y 71 de la
Ley General), para integrar la perspectiva de género (como

un medio para alcanzar la igualdad de género) como pre-
misa al resolver los problemas relacionados con la pobreza
y el cambio climático.16

Finalmente, en atención a las reformas constitucionales pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación el 27 y 29 de
enero de 2016 en materia de desindexación del salario mí-
nimo y de transformación del Distrito Federal en entidad
federativa respectivamente, es necesario reformar los artí-
culos 5º, 12, 91, 114 y 115 de la Ley General, con el pro-
pósito de evitar el uso del salario mínimo para establecer
montos mínimos y máximos de multas, y en su lugar utili-
zar el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización
(UMA),17 así como eliminar las referencias al Distrito Fe-
deral o en su caso, sustituirlas por Ciudad de México, a la
cual el Poder Constituyente Permanente le ha reconocido la
calidad de entidad federativa con autonomía en todo lo
concerniente a su régimen interior y a su organización po-
lítica y administrativa.18

Por lo expuesto, someto ante la recta consideración de esta
Asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 2o., fracción I; se
adiciona una fracción XXIV al artículo 3o., recorriéndose
en su numeración las subsecuentes fracciones; se reforman
los artículos 5o.; 7o., fracciones I, II, VI, VII y XXII; 8o.,
fracciones I, II, III y IV; 9o., fracciones I y II; 12; 26, frac-
ciones XI, XII y se le adiciona una fracción XIII; asimis-
mo, se reforman los artículos 71, párrafo segundo; 91; 114;
y 115, párrafo primero, de la Ley General de Cambio Cli-
mático, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 2o. …

I. Garantizar el derecho a un medio ambiente sano y es-
tablecer la concurrencia de facultades de la federación,
las entidades federativas y los municipios en la elabora-
ción y aplicación de políticas públicas con perspectiva
de género, para la adaptación al cambio climático y la
mitigación de emisiones de gases y compuestos de efec-
to invernadero;

II. a la VII. …

Artículo 3o. …



I. a la XXIII. …

XXIV. Perspectiva de género: El instrumento teórico
y metodológico que analiza las relaciones de género
para identificar las desigualdades y sus orígenes, a
fin de dimensionar la vulnerabilidad de mujeres y de
hombres ante el cambio climático y los riesgos de de-
sastres, así como las necesidades y los aportes que
hace cada uno de ellos, para diseñar acciones dife-
renciadas entre ambos géneros en un marco de
igualdad entre mujeres y hombres.

XXV. Programa: Programa Especial de Cambio Climá-
tico.

XXVI. Protocolo de Kioto: Protocolo de Kioto de la
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el
Cambio Climático.

XXVII. Reducciones certificadas de emisiones: Reduc-
ciones de emisiones expresadas en toneladas de bióxido
de carbono equivalentes y logradas por actividades o
proyectos, que fueron certificadas por alguna entidad
autorizada para dichos efectos.

XXVIII. Registro: Registro Nacional de Emisiones.

XXIX. Resiliencia: Capacidad de los sistemas naturales
o sociales para recuperarse o soportar los efectos deri-
vados del cambio climático.

XXX. Resistencia: Capacidad de los sistemas naturales
o sociales para persistir ante los efectos derivados del
cambio climático.

XXXI. Riesgo: Probabilidad de que se produzca un da-
ño en las personas, en uno o varios ecosistemas, origi-
nado por un fenómeno natural o antropógeno.

XXXII. Secretaría: Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales.

XXXIII. Sumidero: Cualquier proceso, actividad o me-
canismo que retira de la atmósfera un gas de efecto in-
vernadero y o sus precursores y aerosoles en la atmós-
fera incluyendo en su caso, compuestos de efecto
invernadero.

XXXIV. Toneladas de bióxido de carbono equivalentes:
Unidad de medida de los gases de efecto invernadero, ex-

presada en toneladas de bióxido de carbono, que tendrían
el efecto invernadero equivalente.

XXXV. Vulnerabilidad: Nivel a que un sistema es sus-
ceptible, o no es capaz de soportar los efectos adversos
del Cambio Climático, incluida la variabilidad climática
y los fenómenos extremos. La vulnerabilidad está en
función del carácter, magnitud y velocidad de la varia-
ción climática a la que se encuentra expuesto un siste-
ma, su sensibilidad, y su capacidad de adaptación.

Artículo 5o. La federación, las entidades federativas y los
municipios, ejercerán sus atribuciones para la mitigación y
adaptación al cambio climático, de conformidad con la dis-
tribución de competencias prevista en esta ley y en los de-
más ordenamientos legales aplicables.

Artículo 7o. …

I. Formular y conducir con perspectiva de género, la
política nacional en materia de cambio climático;

II. Elaborar, coordinar y aplicar con perspectiva de gé-
nero, los instrumentos de política previstos por esta
Ley;

III. a la V. … 

VI. Establecer, regular e instrumentar con perspectiva
de género, las acciones para la mitigación y adaptación
al cambio climático, de conformidad con esta Ley, los
tratados internacionales aprobados y demás disposicio-
nes jurídicas aplicables, en las materias siguientes:

a) al l) …

VII. Incorporar en los instrumentos de política ambien-
tal criterios con perspectiva de género, de mitigación y
adaptación al cambio climático;

VIII. a la XXI. …

XXII. Convocar a entidades federativas y municipios,
para el desarrollo de acciones concurrentes con pers-
pectiva de género, para la mitigación y adaptación al
cambio climático, en el ámbito de sus competencias;

XXIII. a la XXVIII. …

Artículo 8o. …
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I. Formular, conducir y evaluar con perspectiva de gé-
nero, la política estatal en materia de cambio climático
en concordancia con la política nacional;

II. Formular, regular, dirigir e instrumentar con pers-
pectiva de género, acciones de mitigación y adaptación
al cambio climático, de acuerdo con la Estrategia Na-
cional y el Programa en las materias siguientes:

a) a j) …

III. Incorporar en sus instrumentos de política ambien-
tal, criterios con perspectiva de género, de mitigación
y adaptación al cambio climático;

IV. Elaborar e instrumentar con perspectiva de género,
su programa en materia de cambio climático promo-
viendo la participación social, escuchando y atendiendo
a los sectores público, privado y sociedad en general;

V. a la XIX. …

Artículo 9o. …

I. Formular, conducir y evaluar con perspectiva de gé-
nero, la política municipal en materia de cambio climá-
tico en concordancia con la política nacional y estatal;

II. Formular e instrumentar con perspectiva de géne-
ro, políticas y acciones para enfrentar al cambio cli-
mático en congruencia con el Plan Nacional de Desa-
rrollo, la Estrategia Nacional, el Programa, el
Programa estatal en materia de cambio climático y con
las leyes aplicables, en las siguientes materias:

a) a f) …

III. a la XII. …

…

Artículo 12. Corresponde al gobierno de la Ciudad de
México, ejercer las facultades y obligaciones que este or-
denamiento confiere a las entidades federativas y a los mu-
nicipios en lo que resulte aplicable.

Artículo 26. …

I. a la X. …

XI. Conservación de los ecosistemas y su biodiversidad,
dando prioridad a los humedales, manglares, arrecifes,
dunas, zonas y lagunas costeras, que brindan servicios
ambientales, fundamental para reducir la vulnerabili-
dad;

XII. Compromiso con la economía y el desarrollo eco-
nómico nacional, para lograr la sustentabilidad sin vul-
nerar su competitividad frente a los mercados interna-
cionales, y

XIII. Perspectiva de género, de conformidad con el
artículo 3o., fracción XXIV de esta Ley.

Artículo 71. … 

Los programas de las entidades federativas se elaborarán
con perspectiva de género, al inicio de cada administra-
ción, procurando siempre la representación de las pobla-
ciones más vulnerables al cambio climático, indígenas,
personas con discapacidad, académicos e investigadores.

Artículo 91. La Federación y los Estados, en el ámbito de
sus respectivas competencias, diseñarán, desarrollarán y
aplicarán instrumentos económicos que incentiven el cum-
plimiento de los objetivos de la política nacional en mate-
ria de cambio climático.

Artículo 114. En caso de que las personas físicas o mora-
les responsables de las fuentes emisoras sujetas a reporte
no entreguen la información, datos o documentos requeri-
dos por la Secretaría en el plazo señalado, la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente podrá imponer una mul-
ta de quinientos a tres mil veces del valor diario de la uni-
dad de medida y actualización, sin menoscabo del cum-
plimiento inmediato de dicha obligación.

Artículo 115. En caso de encontrarse falsedad en la infor-
mación proporcionada, así como incumplir con los plazos
y términos para su entrega, la Procuraduría Federal de Pro-
tección al Ambiente aplicará una multa de tres mil y hasta
diez mil veces del valor diario de la unidad de medida y
actualización. La multa será independiente de cualquier
otra responsabilidad de los órdenes civil y penal que pu-
dieran derivarse.

…

…
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Transitorio

Artículo Único. El presente decreto iniciará su vigencia al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Véase el artículo 3o., fracción III de la Ley General.

2 Véase el artículo 5o., fracción VI de la Ley General para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres.

3 Se firmó por el Gobierno de México el 13 de junio de 1992 y apro-
bada por la Cámara de Senadores del honorable Congreso de la Unión
el 3 de diciembre del mismo año. Tras la aprobación del Senado, la
Convención fue ratificada ante la Organización de las Naciones Unidas
el 11 de marzo de 1993. Disponible en https://www.gob.mx/semar-
nat/acciones-y-programas/convencion-marco-de-las-naciones-unidas-
sobre-el-cambio-climatico-y-su-protocolo-de-kioto-cmnucc?idiom=es
(consultado el 29 de agosto de 2017).

4 Disponible en 

http://unfccc.int/portal_espanol/informacion_basica/protocolo_de_
kyoto/items/6215.php (consultado el 28 de agosto de 2017).

5 Disponible en 

http://eleconomista.com.mx/internacional/2017/06/02/que-acuer-
do-paris (consultado el 29 de agosto de 2017).

6 Disponible en 

http://imco.org.mx/medio_ambiente/mexico-ratifica-el-acuerdo-
de-paris-sobre-el-cambio-climatico/ (consultado el 29 de agosto de
2017)

7 La ONU en Acción. Para la Igualdad de Género en México. 2015,
página 15. Disponible en 

http://www.onu.org.mx/wp-content/uploads/2015/11/Igualdad-de-
genero.pdf (consultado el 29 de agosto de 2017).

8 Disponible en 

http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
(consultado el 29 de agosto de 2017).

9 Disponible en: 

http://biblioteca.semarnat.gob.mx/janium/Documentos/Ciga/li-
bros2009/HQ1240D43_2010.pdf (consultado el 29 de agosto de
2017).

10 Programa publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de
agosto de 2013.

11 Disponible en: 

http://www.semarnat.gob.mx/archivosanteriores/informacionam-
biental/Documents/06_otras/ENCC.pdf (consultado el 29 de agos-
to de 2017).

12 Fortalecimiento de la Perspectiva de Género en el Programa Estatal
de Acción ante el Cambio Climático (PEACC) del Estado de México.
Disponible en 

http://site.cinu.mx/docsonu/PNUMA/pnuma_9.pdf (consultado el
29 de agosto de 2017).

13 Se toma como referencia la definición contenida en el artículo 3,
fracción XXII de la Ley de Cambio Climático para el Estado de Oaxa-
ca, que señala: “Enfoque de género: Instrumento teórico y metodoló-
gico que analiza las relaciones de género para identificar las desigual-
dades y sus orígenes, a fin de dimensionar la vulnerabilidad de mujeres
y de hombres ante el cambio climático y los riesgos de desastres, así
como las necesidades y los aportes que hace cada uno de ellos, para di-
señar acciones diferenciadas entre ambos géneros en un marco de jus-
ticia e igualdad entre mujeres y hombres”. Cabe aclarar que “perspec-
tiva de género” también es llamada “enfoque de género” tal como lo
refiere el ordenamiento en cita, al respecto existe información disponi-
ble en 

http://www.ceiich.unam.mx/genero/conapo/genero-3.html (consul-
tado el 29 de agosto de 2017).

14 Jungehülsing, Jenny. Relaciones de género y vulnerabilidad de las
mujeres frente al cambio climático. Heinrich Böll Stiftung, Oficina
México, Centroamérica y el Caribe. Página 5. Disponible en 

https://mx.boell.org/sites/default/files/tabasco11.pdf (consultado el
29 de agosto de 2017).

15 ONU Mujeres (Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de
Género y el Empoderamiento de las Mujeres) Página 7. Disponible en 

http://www2.unwomen.org/-/media/field%20office%20mexico/do-
cumentos/publicaciones/2015/01/foll%20igualdadg%208pp%20w
eb%20ok2.pdf?vs=419 (consultado el 29 de agosto de 2017).
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16 Guerrero M., Naret y Anke Stock. La economía verde desde una
perspectiva de género. Policy paper. Fundación Friedrich Ebert, FES-
ILDIS Quito, abril 2012, páginas 12 y 13. Disponible en  

http://library.fes.de/pdf-files/bueros/quito/09064.pdf (consultado el
22 de agosto de 2017).

17 La UMA es calculada por el Instituto Nacional de Estadística y Ge-
ografía (INEGI). Actualmente su valor es: Diario $75.49; mensual
$2,294.90 y anual 27,538.80. Consultado el 29 de agosto de 2017 en

http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/uma/default.
aspx 

18 Véanse los artículos 44 y 122 de la Constitución Federal.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2017.—
Diputada Miriam Dennis Ibarra Rangel (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Cambio Climático, para dic-
tamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma el artículo 5o. y adiciona el 116 Bis
a la Ley Federal del Trabajo, a cargo del diputado Pedro
Luis Noble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado federal Pedro Luis Noble Monte-
rrubio, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional de la LXIII Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; los artículos 3, numeral 1, fracción VIII; 6,
numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a la consideración de esta sobera-
nía, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 5 y se adiciona el artículo 116
Bis a la Ley Federal del Trabajo para regular las sanciones
por retardos o faltas laborales injustificadas, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

En toda relación laboral existen las llamadas faltas labora-
les, conocidas como la conducta observada por el trabaja-
dor en el contexto laboral que provoca la transgresión de

alguna obligación o prohibición consignada previamente
de forma legítima ya sea en el contrato individual de traba-
jo, en el instrumento colectivo de trabajo, en el reglamento
interior de trabajo o en las normas laborales vigentes.

En la doctrina podemos encontrar definiciones las cuales
sostienen que la falta disciplinaria supone la violación in-
justificada de una obligación profesional lícitamente im-
puesta o bien, que la falta laboral constituye una acción u
omisión cometida conscientemente por el trabajador en
violación de los deberes que le incumben en base al con-
trato de trabajo. También se ha definido a las faltas labora-
les como las acciones u omisiones punibles que supongan
una infracción o incumplimiento de los deberes laborales
del trabajador, consignadas en los convenios y en las leyes
de trabajo vigentes, siempre y cuando se comentan con la
intención de infringir o con mera negligencia.

Ahora bien, compete al patrón imponer una sanción ante la
conducta observada por el trabajador que provoca la trans-
gresión de alguna obligación, prohibición o vulnera la dis-
ciplina laboral.1 Cabe mencionar que si no existiese la po-
sibilidad de que el empleador o patrón pudiera sancionar a
los trabajadores por las conductas que infringen las órdenes
e instrucciones dadas, el poder de dirección sería un mero
poder moral al no poderse castigar la transgresión. 

Una de las medidas disciplinarias que tiene el empleador o
patrón para asegurar y garantizar la efectividad del ejerci-
cio del poder de dirección son las sanciones. Si bien es
cierto que la Ley Federal del Trabajo, en su artículo 107 se
menciona que “está prohibida la imposición de multas a los
trabajadores, cualquiera que sea su causa o concepto”, en
el ordenamiento legal no se prohíbe la posibilidad de im-
poner sanciones.

Sin embargo, para poder hacer efectiva una sanción es in-
dispensable que previamente exista una tipificación de las
obligaciones y prohibiciones que debe observar el trabaja-
dor en la ejecución de la relación de trabajo, como también
de las faltas laborales. Debido a que el ejercicio del poder
disciplinario constituye un acto de auto-tutela privada, el
reconocimiento de la posibilidad concreta de aplicar por el
empleador o patrón una sanción a sus trabajadores por
transgresión a la disciplina laboral ha de provenir de la ley
o de una fuente a que se remita la ley.2 Es decir, esta tipi-
ficación debe establecerse previamente en los instrumentos
laborales como son el contrato individual de trabajo, el
contrato colectivo de trabajo o en los reglamentos interio-
res, en los cuales se estipulen las obligaciones y prohibi-
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ciones que deben observar los trabajadores, tal y como lo
establecen los siguientes numerales de la Ley Federal del
Trabajo: 

Artículo 20. Contrato individual de trabajo, cualquiera
que sea su forma o denominación, es aquel por virtud del
cual una persona se obliga a prestar a otra un trabajo per-
sonal subordinado, mediante el pago de un salario. 

Artículo 386. Contrato colectivo de trabajo es el conve-
nio celebrado entre uno o varios sindicatos de trabaja-
dores y uno o varios patrones, o uno o varios sindicatos
de patrones, con objeto de establecer las condiciones se-
gún las cuales debe prestarse el trabajo en una o más
empresas o establecimientos.

Artículo 422. Reglamento interior de trabajo es el con-
junto de disposiciones obligatorias para trabajadores y
patrones en el desarrollo de los trabajos en una empre-
sa o establecimiento.

Cabe hacer mención, que las estipulaciones contempladas
en los anteriores instrumentos contractuales serán legíti-
mas en la medida de que no contengan clausulas o condi-
ciones contrarías a las permitidas en la Ley Federal del Tra-
bajo.

En la doctrina parece prevalecer la idea de que el patrón o
empleador es el sujeto naturalmente legitimado para indi-
vidualizar las infracciones laborales,3 es decir, el patrón o
empleador tiene facultades punitivas para el mantenimien-
to del orden productivo en la empresa, que le permite se-
leccionar las conductas contrarias a los intereses de la em-
presa y, que merecen una sanción aplicada por él mismo.

Ahora bien, para que el poder disciplinario exista y pueda
ser como tal, no es necesario que el empleador o patrón y
solamente él sea quien determine qué hechos han de ser
sancionados. Es así, que el contrato individual de trabajo o
en los contratos colectivos de trabajo pueden imponer obli-
gaciones y prohibiciones a los trabajadores que son parte
de los mismos, compartiendo el empleador o patrón una de
las fases del poder disciplinario: el de la determinación de
las conductas sancionables, más no el de la imposición de
la sanción. 

De hecho, en el contrato individual de trabajo, el trabajador
presta servicios personales al patrón o empleador bajo de-
pendencia y subordinación; y con el propósito que el em-
pleador logre que sus trabajadores dependientes ejecuten

correctamente las labores encomendadas, mantengan el or-
den al interior de la organización empresarial y sancione
las conductas que constituyen una transgresión de las órde-
nes, instrucciones u obligaciones que deben observar los
trabajadores, se le reconoce el poder disciplinario.4

Por lo anterior se desprende la importancia de que en la
Ley Federal del Trabajo se contemplen disposiciones que
mencionen cuáles pueden ser las sanciones máximas que
pueden ser aplicadas a los salarios, ya que el patrón y la ley
antes mencionada no son los únicos legitimados para esta-
blecer las conductas que pueden ser sancionadas, también
lo puede realizar el empleador o patrón en conjunto con el
trabajador al celebrar el contrato individual de trabajo o un
instrumento colectivo de trabajo, existiendo, por tanto, una
titularidad compartida en la singularización de las conduc-
tas que pueden ser sancionadas.

En la mayoría de las fuentes de naturaleza convencional y
de la reglamentaria interna, una de las infracciones con ma-
yor mención y recurrencia por parte de los trabajadores es
la ausencia injustificada al trabajo o el retardo en el inicio
de la ejecución del trabajo diario. Sin embargo, se puede
observar en la práctica que la sanción impuesta por parte
del patrón en muchas de las ocasiones es superior a la per-
cepción económica que el trabajador recibe por un día de
trabajo o los descuentos por los retardos son muy despro-
porcionados al salario devengado, con respeto al tema exis-
te la siguiente jurisprudencia:    

Época: Novena Época 
Registro: 168673 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta 
Tomo XXVIII, Octubre de 2008 
Materia(s): Laboral 
Tesis: XVII.1o.C.T.39 L
Página: 2367 

Faltas de asistencia injustificadas. La omisión de pa-
go del salario por ese motivo no constituye un des-
cuento a éste, ni existe obligación del patrón de suje-
tar o constreñir a pacto o convenio esa abstención de
efectuarlo.

De acuerdo con el artículo 110 de la Ley Federal del
Trabajo los descuentos al salario están prohibidos, salvo
en ciertos casos y con los requisitos y condiciones que
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en dicho numeral se precisan, dentro de los cuales no se
contempla su falta de pago por inasistencias injustifica-
das; lo anterior es así, porque de conformidad con el nu-
meral 82 de la citada legislación el salario es la retribu-
ción que debe pagar el patrón al empleado precisamente
por su trabajo, es decir, como una contraprestación a és-
te. En esa tesitura, ante la ausencia injustificada del tra-
bajador a su fuente de trabajo el empleador no tiene
obligación alguna de pago, ni de sujetar o constreñir a
pacto o convenio esa abstención de efectuarlo en el su-
puesto de que se actualice dicha hipótesis, toda vez que
el referido precepto 110 se refiere al salario devengado.

Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Tra-
bajo del Décimo Séptimo Circuito.

Amparo directo 283/2008. Sigma Alimentos Noreste,
SA de CV 7 de agosto de 2008. Unanimidad de votos.
Ponente: Roberto Rodríguez Soto. Secretario: Guiller-
mo Alberto Flores Hernández.

Como ya se mencionó, el patrón es el único que tiene la fa-
cultad para valorar una conducta reprochable, y decidir o
no imponer una sanción como también materializar la mis-
ma, al ser el núcleo esencial del derecho potestativo en que
se erige el ejercicio del poder disciplinario y no podría ne-
garse o compartirse porque se negaría el derecho mismo. 

La función de garantía asignada al régimen de predetermi-
nación de las conductas sancionables reside esencialmente
en el grado de especificidad de las obligaciones y prohibi-
ciones que deben observar los trabajadores. La tipicidad de
las normas de conducta persigue evitar que el patrón pue-
da crear la falta laboral con posterioridad a la conducta del
trabajador, además de posibilitar el conocimiento en vía
preventiva por parte del trabajador de las obligaciones y
prohibiciones laborales como también las consecuencias
de su infracción, pudiendo orientar su propia conducta en
el contexto laboral. 

En sentido contrario, si la conducta del trabajador no vul-
nera alguna de las obligaciones o prohibiciones estable-
cidas en los instrumentos señalados o éstos no califican
un hecho como falta laboral, el patrón no podrá ejercer
legítimamente el poder disciplinario, por ausencia de un
requisito constitutivo: la predeterminación de la conduc-
ta sancionable.

En la práctica se puede observar que en muchas ocasiones
los trabajadores reciben sanciones desproporcionadas a sus

salarios, ya sea por retardos o faltas injustificadas al traba-
jo, las cuales incluso en algunos casos son superiores a la
percepción de un día de trabajo. Por lo anterior es necesa-
rio que en la Ley Federal del Trabajo se contemplen pre-
ceptos que protejan el salario de los trabajadores y que an-
te ciertas faltas laborales, las sanciones sean equitativas y
justas.

Por las razones anteriormente fundadas y motivadas, se
presenta el siguiente cuadro comparativo entre el texto vi-
gente y el de la iniciativa:
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De lo que antecede, se estima justificada y motivada jurí-
dicamente la emisión del siguiente

Decreto por el que se reforma el artículo 5 y se adicio-
na el artículo 116 Bis a la Ley Federal del Trabajo.

Único. Se reforma el artículo 5 y se adiciona el artículo 116
Bis a la Ley Federal del Trabajo, para quedar de la si-
guiente manera:

Artículo 5o. …

I. a XI. … 

XII. Trabajo nocturno industrial o el trabajo después de
las veintidós horas, para menores de dieciséis años;

XIII. Renuncia por parte del trabajador de cualquiera de
los derechos o prerrogativas consignados en las normas
de trabajo; y

XIV. Imponer cualquier tipo de sanción por día,
equivalente o superior a un día de salario del traba-
jador.  

…

Artículo 116 Bis. Las sanciones por retardos no podrán
exceder de la quinta parte del salario devengado por
día. 

La falta o ausencia injustificada del trabajador, otorga
al patrón el derecho a no realizar el pago por ese día, to-
da vez que el salario no fue devengado.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Fernández Toledo, Raúl (2014), “La configuración del poder disci-
plinario del empleador en el ordenamiento laboral nacional”, en Estu-
dios de regulación empresarial, Santiago, Ed. Legal Publishing-Thom-
son Reuters, p. 136. 

2 Gil y Gil, José Luis (1993), Autotutela privada y poder disciplinario
en la empresa, Madrid, Ed. Centro de Publicaciones del Ministerio de
Justicia, p. 36. 

3 Poquet Catalá, Raquel (2011), La actual configuración del poder dis-
ciplinario empresarial, Valencia, Ed. Tirant Lo Blanch, p. 46.

4 Lizama Portal, Luis (2003), Derecho del Trabajo, Santiago, Ed. Le-
xis Nexis, p. 80

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 19 días del mes de
septiembre de 2017.— Diputado Pedro Luis Noble Monterrubio (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

«Iniciativa que reforma el artículo 267 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, a cargo del diputado Pedro
Luis Noble Monterrubio, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado federal Pedro Luis Noble Monte-
rrubio, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional de la LXIII Legislatura del Con-
greso de la Unión, con fundamento en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; los artículos 3, numeral 1, fracción VIII; 6,
numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
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ra de Diputados, somete a la consideración de esta sobera-
nía, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 267 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales para autorizar en la inspección el uso
de sistemas de aeronave pilotada a distancia (RPAS) cono-
cidos como drones, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La tecnología ha venido a cambiar muchas cosas en la vi-
da de las personas en poco tiempo, los vehículos no tripu-
lados o sistemas de aeronave pilotada a distancia son una
manifestación de ella; es así que las leyes de distintos paí-
ses han tenido que irse modificando para adaptarse a estas
nuevas tendencias y necesidades de los ciudadanos y auto-
ridades. 

Por lo anterior, el Derecho Positivo no puede estar estático,
es necesario contemplar en la ley no solo la regulación del
uso de los vehículos no tripulados o sistemas de aeronave
pilotada a distancia, mejor conocidos como drones, sino
también aprovecharlos en materia de seguridad pública.

La palabra de origen inglés que se deriva de drone, que sig-
nifica “aeronave no tripulada”,1 los cuales se volvieron de
uso común en los años noventa para describir a las aerona-
ves robóticas, su tecnología permite que existan cámaras
instaladas en  ellos.

Por su uso, puede decirse que existen cuatro tipos de dro-
nes:

1) Drones militares o de combate. Los vehículos no tri-
pulados de combate aéreo son de uso exclusivo para mi-
siones militares. Estados Unidos se ha caracterizado por
su interés en el desarrollo de este tipo de drones, sus pri-
meros experimentos sobre el particular los realizó en la
década de los años 30 de siglo pasado. Sus acelerados
avances y constantes éxitos han consolidado este siste-
ma de combate al grado de que lo que empezó con dos
bases en Estados Unidos y una en Alemania, hoy alcan-
za más de 60 centros en todo el mundo y sigue crecien-
do.3

2) Drones comerciales. Los drones comerciales son usa-
dos para tomar video, fotografía, cartografía aérea, en
apoyo a la agricultura para fumigación y fertilización e
incluso tiende a ser de utilidad para realizar transaccio-
nes comerciales. 

3) Drones recreativos. Estos drones pueden ser adquiri-
dos en tiendas y centros comerciales, son utilizados co-
mo juguetes de diversión, algunos de ellos pueden
transmitir en tiempo real fotografías y videos. 

4) Drones de seguridad pública. Las autoridades encar-
gadas de brindar seguridad a la ciudadanía no pueden
quedar obsoletas, por lo que han recurrido a la tecnolo-
gía de punta como los drones, para ganar la carrera a la
delincuencia.3

Ahora bien, la normatividad en el uso de los drones va-
ría dependiendo el país, en algunos su uso es más res-
trictivo o incluso es prohibido en determinadas zonas, y
en otros países aún no cuentan con ningún tipo de nor-
matividad al respecto.

Como se puede ver hoy en día, los drones ya son herra-
mienta en materia de seguridad pública y son diversos los
ejemplos en los cuales han sido utilizados a nivel mundial.
En Colombia son utilizados con efectividad por las institu-
ciones policiales, en marzo de 2015 durante el periodo va-
cacional de Semana Santa se utilizaron 25 drones para vi-
gilar las carreteras. En la Unión Europea ya tienen más de
una década usando los drones en materia de seguridad, un
caso específico fueron la vigilancia de los Juegos Olímpi-
cos en el 2012 celebrados en Londres. En el 2016 la poli-
cía española empleó drones para vigilar la propagación de
cultivos de marihuana.4 También en la Unión Europea hay
indicios de su regulación jurídica, ya que en septiembre de
2015 se presentó la Propuesta para Establecer Reglas Co-
munes para la Operación de Drones en Europa, de la Euro-
pean Aviation Safety Agency. En el 2015 la policía de Da-
kota del Norte en Estados Unidos autorizó el uso de drones
armados con balas de goma y gas lacrimógeno, anterior-
mente soló habían sido utilizados por la policía para cum-
plir con tareas de rescate y vigilancia.5

Son muchas las ventajas que se tiene en el uso de sistemas
de aeronaves pilotadas a distancia o drones en materia de
seguridad pública, como son:

• Los drones se han popularizado entre los cuerpos de
policía ya que es un sistema de vigilancia menos visible
que los aviones normales y pueden permanecer en el ai-
re durante más tiempo que estos últimos.

• El presupuesto de fabricación y comercialización los
van haciendo accesibles. 
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• Los drones permiten hacer tomas fotográficas aéreas y
videos con alta definición, ya que cuentan con cámaras
y sistemas de rastreo avanzados.

• Su tecnología está cada día siendo más sofisticada, in-
cluso pueden llegar a hackear redes de WiFi o intercep-
tar comunicaciones civiles.

• El uso de drones para la identificación de criminales
van aumentando cada día, ya que algunos cuentan con
tecnología equipada y mecanismos de reconocimiento
facial y toma de imágenes térmicas que pueden ayudar
a la policía a detectar delincuentes.     

En el caso de México, con el objetivo de abatir la delin-
cuencia, el gobierno federal ha incorporado las tecnologías
de información y comunicación (TIC), las cuales se en-
cuentran en constante transformación y surgen nuevas día
a día. Hemos visto cómo los videos tomados a través de las
cámaras que captan diversos hechos delictivos, son ele-
mentos que constituyen indicios de prueba de cómo se lle-
vó a cabo un ilícito, asimismo son testimonio de casos exi-
tosos que terminan con la detención de los sujetos que
comenten actos contrarios a la ley.

En septiembre de 2016 la Policía Federal adquirió 25 dro-
nes, así como cascos con cámaras de alta definición tipo
Go-Pro para utilizarlas en tareas de seguridad.6 Por otra
parte, el 30 de diciembre de 2016 la Comisión Nacional de
Seguridad, a través de la Policía Federal, con el auxilio de
elementos de su División de Policía Científica, concluyó la
capacitación en manejo de drones de vigilancia para ins-
pectores forestales de la Secretaría del Medio Ambiente del
Estado de México, con el fin de que esos drones permitan
a los inspectores forestales el reconocimiento de amplias
zonas en forma ágil y ayudar en la persecución de delitos
como la tala clandestina de árboles, prevenir la cacería de
especies protegidas y/o la invasión de zonas de reserva
ecológica,7 es decir, se tienen noticias que los drones son
utilizados en diversas tareas del gobierno.    

Ahora bien, en la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública se establece lo siguiente:

“Artículo 2. La seguridad pública es una función a car-
go de la Federación, las entidades federativas y munici-
pios, que tiene como fines salvaguardar la integridad y
derechos de las personas,… así como la investigación y
la persecución de los delitos…”

“Artículo 3. La función de Seguridad Pública se reali-
zará en los diversos ámbitos de competencia por con-
ducto de las Instituciones Policiales, de Procuración de
Justicia, de las instancias encargadas de aplicar las in-
fracciones administrativas, de la supervisión de medidas
cautelares, de suspensión condicional del procedimiento
de los responsables de la prisión preventiva y ejecución
de penas, así como por las demás autoridades que en ra-
zón de sus atribuciones deban contribuir directa o indi-
rectamente al objeto de esta Ley”.

“Artículo 4. El Sistema Nacional de Seguridad Públi-
ca contará para su funcionamiento y operación con
las instancias, instrumentos, políticas, acciones y servi-
cios previstos en la presente Ley, tendientes a cumplir
los fines de la Seguridad Pública”.

Como se aprecia en los artículos antes citados, la seguridad
pública en México a través de las instituciones policiales,
tiene como fin la investigación y la persecución de los de-
litos, y para ello contarán para su funcionamiento y opera-
ción con instrumentos previstos en la ley.

En nuestro país ya contamos con algunas referencias de la
regulación de en el uso de sistemas de aeronaves pilotadas
a distancia. El pasado 8 de abril del 2015 la Secretaría de
Comunicaciones y Transportes a través de la Dirección Ge-
neral de Aeronáutica Civil publicó la Circular Obligatorio
CO AV-23/10 R2 en la cual se establece los requerimientos
para operar un Sistema de aeronave pilotada a distancia
(RPAS). Esta circular aplica para toda persona física o mo-
ral que opere o pretenda operar un RPAS, así como como a
los RPAS de Estado, excepto a los militares, policías, pa-
trullas fronterizas y marítimas y similares. Sin embargo,
deberán sujetarse a su operación a las disposiciones de
tránsito aéreo de la Ley de Aviación Civil, tal y como lo se-
ñala el artículo 37 que a su letra dice:  

“Artículo 37. Las operaciones de aeronaves militares en
cualquier parte del espacio aéreo situado sobre el terri-
torio nacional, a excepción de las áreas restringidas pa-
ra su operación exclusiva, se sujetarán a las disposicio-
nes de tránsito aéreo de esta Ley. En el caso de
infracciones, se informará a las Secretarías de la Defen-
sa y de Marina, según corresponda, para los efectos que
procedan. 

Por razones de seguridad nacional o de orden público, la
Secretaría ejercerá sus atribuciones relativas a la nave-
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gación en el espacio aéreo en coordinación con las au-
toridades civiles o militares que correspondan.” 

La justificación de la Circular Obligatoria CO AV-23/10 R2
es evitar accidentes y proteger a terceras personas y pro-
piedades en tierra y en vuelo, comparado con una catego-
ría de aeronave tripulada. Así mismo se establece que la
RPAS debe estar compuesta de un aeronave pilotada a dis-
tancia (RPA) y todo lo asociado con el equipo de soporte
para operar la RPA, tales como, estación de control, datos
de enlace, telemetría, equipo de navegación y comunica-
ción, mecanismo de lanzamiento y recuperación, entre
otros.

Para nadie es desconocido que en muchas ocasiones el uso
de tecnología de punta es utilizada por los delincuentes, y
los sistemas de aeronaves pilotadas a distancia o drones no
son la excepción, de ahí la importancia de que en la norma
procesal penal mexicana se permita su uso como una he-
rramienta, cuyos productos a través de fotografías, videos,
localizaciones, etc. no solo sirvan para combatir la delin-
cuencia, sino también como indicios o pruebas.

De hecho, la acción de buscar fortalecer la inteligencia del
Estado Mexicano se encuentra en el Plan Nacional de De-
sarrollo 2013-2018, en su vertiente “Para lograr un México
en Paz” se contempla la Estrategia de: Garantizar la Segu-
ridad Nacional. La cual en su apartado de “Fortalecer la in-
teligencia del Estado Mexicano para identificar, prevenir y
contrarrestar riesgos y amenazas a la Seguridad Nacional”
se tienen las siguientes líneas de acción:

• Impulsar la creación de instrumentos jurídicos que for-
talezcan el sustento legal, así como las capacidades le-
gítimas de las autoridades federales civiles y militares
en actividades de inteligencia.

• Impulsar mediante la realización de estudios e investi-
gaciones, iniciativas de ley que den sustento a las acti-
vidades de inteligencia civil, militar y naval, para forta-
lecer la cuarta dimensión de operaciones de seguridad:
ciberespacio y ciberseguridad.

• Establecer un Sistema de Vigilancia Aérea, Marítima y
Terrestre que contemple el uso de medios electrónicos
en áreas estratégicas.

Como se ha expuesto, los cuerpos policíacos de diversos
países cada día están utilizando los sistemas de aeronaves
pilotadas a distancia o drones como una herramienta para

hacer más eficientes las tareas de seguridad, por lo que es
importante que en México se legisle para que las imágenes
captadas a través de los mismo se puedan ofrecer como in-
dicios o pruebas dentro de los procesos penales y con ello
seguir combatiendo la impunidad.

Por las razones anteriormente fundadas y motivadas, se
presenta el siguiente cuadro comparativo entre el texto vi-
gente y el de la iniciativa:

De lo que antecede, se estima justificada y motivada jurí-
dicamente la emisión del siguiente:

Decreto por el que se reforma el artículo 267 del Códi-
go Nacional de Procedimientos Penales

Único. Se reforma el artículo 267 del Código Nacional de
Procedimientos Penales, para quedar de la siguiente manera:

Artículo 267. Inspección. 

…

Será materia de la inspección todo aquello que pueda ser
directamente apreciado por los sentidos. Si se considera
necesario, la Policía se hará asistir de peritos, así como de
sistemas de aeronave pilotada a distancia, cuyas imáge-
nes captadas podrán ser ofrecidas como indicios o prue-
bas, previo registro en el Informe de Policía Homologa-
do correspondiente.   

…

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados248



Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Real Academia Española. Consultado en 

http://dle.rae.es/?id=ED2QqnQ

2 Yuconza, Alfredo (2016), “Drones. Seguridad y defensa”, El Univer-
sal, agosto. Consultado en 

http://www.eluniversal.com/noticias/opinion/drones-seguridad-de-
fensa_459318

3 Olvera Lezama, Blanca Ivonne (2017), “Drones, un vacío jurídico en
nuestra legislación”, en Revista El Mundo del Abogado, México, Año
19, Núm. 219, julio, pp. 10-18.

4 Badía, Quique (2016), “Helicópteros y drones policiales sobrevuelan
España a la caza de plantaciones de marihuana”, Vice News, 4 de ma-
yo. Consultado en https://news.vice.com/es/article/helicópteros-dro-
nes-policiales-caza-plataciones-marihuana-ilegales-drogas-crimenes

5 “Autorizan a la policía de Estados Unidos utilizar drones armados”,
El País, 28 de agosto de 2015. Consultado en 

http://www.elpais.com.uy/vida-actual/autorizan-policia-estados-
unidos-utilizar.html

6 Loret de Mola, Carlos (2016), “La Policía Federal se prepara para
otro agarrón”, El Universal, 6 de septiembre. Consultado en 

http://www.eluniversal.com.mx/entrda-de-opinion/columna/carlos-
loret-de-mola/nacion/2016/09/6/la-policia-federal-seprepara-para 

7 Policía Federal (2016), “La CNS capacita a inspectores forestales de
la Secretaría del Medio Ambiente del Estado de México en el manejo
de drones”, 30 de septiembre. Consultado en 

http://www.gob.mx/policiafederal/archivo/prensa

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 19 días del mes de
septiembre de 2017.— Diputado Pedro Luis Noble Monterrubio (rú-
brica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY SOBRE EL ESCUDO, LA BANDERA
Y EL HIMNO NACIONALES

«Iniciativa que reforma el artículo 18 de la Ley sobre el
Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, a cargo de la
diputada Eloísa Chavarrias Barajas, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

Las suscrita, diputada Eloisa Chavarrias Barajas integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y
en los artículos 6., fracción I, y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, presenta al pleno de este órgano legisla-
tivo la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona el día 4 de febrero “Día del Himno Nacional” al
artículo 18 de la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el Him-
no Nacionales, de conformidad con la siguiente:

Exposición de Motivos

El 12 de noviembre de 1853,  el gobierno mexicano, enca-
bezado,  de nueva cuenta, por  el General Antonio López
de Santa Anna, convocó a un concurso para escribir la le-
tra de un “Himno a la Patria”. 

México salía de un periodo triste después de la guerra con-
tra los Estados Unidos  donde se perdieron grandes territo-
rios. Sin embargo  y pese a la derrota el sentimiento nacio-
nalista florecía  en las capas del pueblo que buscaban una
forma de expresión.

Se presentaron muchas composiciones, pero fue la del po-
tosino Francisco González Bocanegra, la que ganó el pri-
mer lugar. 

El resultado para la letra se publicó el 4 de febrero de 1854
en el diario oficial junto a la letra, siendo ganador el poto-
sino Francisco González Bocanegra, quien luego se supie-
ra realizó la letra encerrado en una habitación por la que
era entonces su prometida, Guadalupe González del Pino,
ya que él no quería participar en el concurso.

La letra del Himno Nacional mexicano había sido aproba-
da, pero faltaba un aspecto de suma importancia: la melo-
día. El gobierno mexicano convocó a otro concurso, en es-
ta ocasión, para escribir la música que armonizara, junto
con la letra de González Bocanegra, al Himno Nacional. 
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El primer lugar lo obtuvo el músico español Jaime Nunó,
—el 12 de agosto de 1854— nacido en la provincia de Ge-
rona, España  

El Himno Nacional de México se cantó por primera vez el
15 de septiembre de 1854, en el teatro “Antonio López de
Santa Anna”. González Bocanegra, el poeta, pronunció el
discurso oficial y Jaime Nunó, el de Gerona, se encargó de
dirigir a la banda de música. 

Por primera vez, con gran ahínco, con gran júbilo, con gran
emoción y, sobre todo, con el orgullo en lo más alto del cie-
lo de México, el pueblo mexicano cantó a una sola voz:
¡Mexicanos al grito de guerra....!

Las diversas disputas entre liberales y conservadores rele-
garon por un tiempo el himno de manera oficial, sin em-
bargo en ambos bandos se seguía entonando.

Ya en el Gobierno del General Porfirio Díaz se incrementó
su aceptación nacional.

En mayo de 1943, el Diario Oficial de la Federación publi-
ca el decreto del entonces presidente de la República Me-
xicana, General Manuel Ávila Camacho, en el que se ofi-
cializa el Himno Nacional Mexicano.

Cada mañana de lunes durante el año escolar, en casi la
totalidad de las escuelas de educación básica de nuestra
nación  se iza nuestro lábaro patrio y se entona el Him-
no Nacional.

El Himno Nacional es la primera enseñanza cívica que re-
cibimos los mexicanos, y su letra y música son fundamen-
tales para nuestra identidad nacional. En cada una de las
estrofas del Himno Nacional han quedado expresados el
ímpetu de lucha y el sacrificio que ha costado la construc-
ción de nuestro país, y alude a la legítima defensa de la pa-
tria y a la armonía entre los mexicanos.

Cada año la totalidad de las escuelas de Educación Básica
del país participan en un concurso sobre interpretación, lo
cual significa horas de ensayos y presentaciones.

Podemos afirmar que la entonación del Himno Nacional es
conocido correctamente por casi toda la población alfabe-
tizada es por tanto uno de los grandes aciertos de nuestra
educación cívica.

El 8 de febrero de 1984, bajo la presidencia del Colimen-
se, Miguel de la Madrid Hurtado,  se publicó en el Diario
Oficial de la Federación la nueva Ley sobre el Escudo, La
Bandera y el Himno Nacionales, que sustituyó a la anterior
Ley que databa de 1968.

En el año 2004, por iniciativa de diversos legisladores y en
especial por la Legislatura del Estado de San Luis Potosí se
decretó que el año 2004, fuese el “Año del Himno Nacio-
nal Mexicano”.

En ese mismo año se propuso que los nombres de los dos
autores del Himno Nacional; Don Francisco González
Bocanegra y  Don Jaime Nunó figurasen con Letras de
Oro en el muro de honor de la H. Cámara de Diputados,
propuesta que finalmente no prosperó.

El Museo Legislativo “Sentimientos de la Nación” publicó
un brillante estudio sobre el himno y lo editó en forma de
folleto, el cual en la actualidad   se distribuye entre los es-
colares que asisten a las visitas guiadas.

El Himno Nacional se ha convertido en patrimonio de to-
dos los mexicanos y un símbolo de unión.

Se ha objetado que es un Himno Bélico lo cual contrasta-
ría con el espíritu pacifista de nuestro país, sin embargo su
esencia es de impulso, de valor y así lo ha entendido el
pueblo mexicano que lo ha adoptado como patrimonio.

“El himno de González Bocanegra tiene un sentido
bélico, explicable por el contexto histórico en que vi-
vió: es un grito de guerra vital para subsistir como
nación; exhorta a sacrificar la individualidad en aras
del bien comunitario. Ese sentimiento fue expresado
por el poeta cubano José Martí para quien “la patria
necesita sacrificios, es ara y no pedestal. En un ám-
bito donde las agresiones extranjeras eran recurren-
tes, el himno mexicano fue una convocatoria para la
defensa, para la permanencia. Como diría Efraín
Gonzáles Luna. Necesitamos ser. Luego vendrá la
mejor manera de ser” (Fernando Lezama Barrereda,
Himno Nacional Mexicano)

Los Mexicanos que habitan en los Estados Unidos, mani-
fiestan su emoción patriótica cuando se interpreta el himno
en alguna de las justas deportivas, es una forma de mani-
festar su sentido de pertenencia.
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Diversos estados de la federación tienen su propio himno y
bandera  sin que esto sea una disputa regionalista, pues to-
dos los estados de la federación y sus municipios recono-
cen al Himno Nacional como símbolo de unidad, dejando
sus respectivos himnos estatales sólo como una referencia
provincial.

El 24 de febrero de 1821 Agustín de Iturbide enarbola la
bandera de las Tres Garantías y encabeza el Ejército Triga-
rante, que finalmente consumaría la Independencia Nacio-
nal después de 11 años de guerra fratricida, en reconoci-
miento a ese día cada 24 de febrero se conmemora el  “Día
de la Bandera”.

Diversos países en Iberoamérica como: Argentina, Ecua-
dor, Guatemala, etc.  Consagran un día  para el himno na-
cional. En Ecuador En 2008, el Instituto de Patrimonio
Cultural incluyó en la lista de patrimonios inmateriales  a
su himno.

Consideramos que  es necesario adicionar una fecha es-
pecial y única para el Himno Nacional en señal de Uni-
dad Patria.

Todas las manifestaciones oficiales, ya sean políticas o de-
portivas están acompañadas por el Himno Nacional. Se to-
ca en todos los acontecimientos deportivos internacionales,
en los encuentros de Jefes de Estado, en las fiestas nacio-
nales, etc.

“Junto con la bandera  y el escudo nacional nuestro him-
no es símbolo de nuestra vida soberana, ajena, por lo
mismo, a cualquier  influencia externa. En sus  orígenes
nuestro canto patrio aparece como una arenga a los me-
xicanos para aprestarse a combatir y defender la integri-
dad de la patria con las armas en la mano, llegando el
caso. Canto de libertad, sus estrofas rechazan cualquier
intromisión política o bélica proveniente de fuera. “

En nuestros días el Himno Nacional sigue siendo arenga
libertaria que nos defiende como pueblo que ama y de-
fiende su independencia. Pero el himno mexicano signi-
fica también, por lo mismo, el reconocimiento al derecho
que los demás pueblos tienen de vivir en libertad.”

Es un llamado a la superación personal y colectiva, al es-
tudio y al trabajo honesto, a la colaboración comunitaria
por el bien común, al amor por nuestros compatriotas, a la
búsqueda del bien colectivo, al orgullo por lo que somos.

“Después de varias reinhumaciones, los restos mortales
de los autores del himno patrio, descansa uno al lado del
otro, en la “Rotonda de las Personas Ilustres”, Panteón
de Dolores, en la capital de la República, desde el 11 de
Octubre de 1942, día en que se les rindió por el pueblo
y gobierno de México sentido y debido homenaje. 

Legislación sobre el Himno Nacional.i

A) Circular número 42 de la Secretaría de Guerra y
Marina de 16 de diciembre de 1927, Diario Oficial del
27 de enero de 1928, prescribiendo la forma de salu-
dar cuando se escuche el Himno Nacional. 

B) Circular número 18, del mismo ministerio, de 15 de
mayo de 1934, Diario Oficial del 19 de junio siguiente,
derogando la circular anterior y fijando las reglas a ob-
servarse cuando se toque el himno patrio.

C) Decreto de 20 de octubre de 1942, Diario Oficial
del 4 de mayo de 1943, declarando oficial la publica-
ción del Himno Nacional editada por la Secretaría de
Educación Pública el propio año de 1942, cuya parti-
tura acompaña, así como el texto literario, reducido a
coro y cuatro estrofas. 

D) Decreto del Congreso federal, promulgado el 29 de
diciembre de 1953, Diario Oficial del 4 de febrero de
1954, ordenando un homenaje nacional con motivo del
Centenario del Himno Patrio el día 16 de septiembre de
1954.

E) Diario de los Debates que consignan la iniciativa y
trámites de reforma al artículo 73 constitucional, para
otorgar al Congreso de la Unión la facultad para legislar
sobre las características y uso de la Bandera, Escudo e
Himno Nacionales: de la Cámara de Senadores, del día
10 de diciembre de 1965; de la Cámara de Diputados:
días 14, 28 y 29 de diciembre de 1965, y los días 13, 20
y 27 de septiembre de 1966.

F) Decreto del Congreso federal que declara adiciona-
do el artículo 73 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, otorgando la facultad antes di-
cha al propio Congreso, de fecha 30 de septiembre de
1966, promulgado el 18 de octubre siguiente y publica-
do en el Diario Oficial del 24 de octubre de 1967.

G) Ley sobre las características y el uso del Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, expedida el Congreso
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de la Unión el 23 de noviembre de 1967, promulgada
por el presidente Gustavo Díaz Ordaz el 12 de marzo de
1968 y publicada en el Diario Oficial del 17 de agosto
siguiente; misma que fue abrogada por el actual ordena-
miento legal.

H) Acuerdo por el que se reafirma y fortalece el culto a
los Símbolos Nacionales promulgado por el presidente
Miguel de la Madrid Hurtado el 24 de febrero de 1983
y publicado en el Diario Oficial de ese mismo día.

I) Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Na-
cionales, expedida por el Congreso Federal el 29 de di-
ciembre de 1983, promulgada por el primer mandatario
al día siguiente y publicada en el Diario Oficial del 8 de
febrero de 1984, en vigor desde el día 24 del propio mes
y año; dicha ley en su capítulo especial, artículos 57 y
58, indica cual es la versión oficial, letra y música, del
Himno Patrio; en sus artículos 38 al 49, prohíbe la alte-
ración de su letra o música, así como ejecutarlo y can-
tarlo para fines comerciales o de otra índole no digna;
ordena la forma de mostrar respeto al Himno durante su
ejecución y la obligación de enseñarlo en los planteles
educativos, así como otras consideraciones importantes;
los artículos 55 y 56 señalan la competencia de la Se-
cretaría de Gobernación y de las autoridades educativas
para vigilar el cumplimiento de la ley en comentario y
las sanciones o castigos para los que cometan actos de
desacato o falten al respeto a los símbolos patrios, y el
artículo 50 determina que la ostentación y uso del Escu-
do y la Bandera, así como la ejecución del Himno Na-
cional por las Fuerzas Armadas del país, se regirá por
sus correspondientes leyes y reglamentos.

J) Reglamento de Ceremonial Militar, expedido por el
presidente Lázaro Cárdenas, el 12 de septiembre de
1938, publicado en el Diario Oficial del 10 de noviem-
bre del mismo año; sus artículos 67 a 71 tratan lo relati-
vo al Himno Nacional, del cual nos dice que “es el can-
to a la Patria”. 

K) Ceremonial Escolar de la Bandera, para los planteles
educativos; tiene su articulado sobre el Himno Nacio-
nal.”

Por los enunciados expuestos, se propone para aprobación
el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se  reforma el artículo 18  de la Ley del
Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, para quedar
como sigue:

Artículo 18. En los términos del artículo 15 de esta Ley, la
Bandera Nacional deberá izarse:

a) A toda asta en las siguientes fechas y conmemoracio-
nes:

…

…

…

…

4 de febrero:

“Día  del Himno Nacional”.

…

b)…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Nota

i 1970, 01). Himno Nacional mexico.leyderecho.org Retrieved 09,
2017, from 

http://mexico.leyderecho.org/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de septiembre de 2017.—
Diputada Eloisa Chavarrias Barajas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.
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LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma el artículo 58 de la Ley General de
Protección Civil, a cargo del diputado José Luis Toledo
Medina, del Grupo Parlamentario del PRI

José Luis Toledo Medina¸ diputado federal y coordinador
por el estado de Quintana Roo del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la LXIII Legislatu-
ra de la honorable Cámara de Diputados, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 6, numeral 1, fracción I, y
79, numerales 1 y 2, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, así como las demás disposiciones aplicables,
somete a consideración de esta honorable asamblea la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 58 de la Ley General de Protección Civil.

Planteamiento

México se encuentra en una zona de alta sismicidad debi-
do a la interacción de cinco placas tectónicas: la placa de
Norteamérica, la de Cocos, la del Pacífico, la de Rivera y
la placa del Caribe. Por esta razón no es rara la ocurrencia
de sismos. El Servicio Sismológico Nacional reporta en
promedio la ocurrencia de 40 sismos por día.1

A. Sismo de Tehuantepec (2017-09-07 23:49 M 8.2)

El pasado 7 de septiembre, el Servicio Sismológico Nacio-
nal (en adelante SSN) reportó un sismo con magnitud 8.2
localizado en el Golfo de Tehuantepec, a 133 kilómetros
(km) al suroeste de Pijijiapan, Chiapas. Este hecho ocurrió
a las 23:49:18 horas (04:49 UTM) y pudo percibirse en el
sur y centro del país. Las coordenadas del epicentro fue-
ron 14.85 latitud N y -94.11 longitud W y la profundidad
fue de 58 km; mientras que el hipocentro ocurrió en la pla-
ca de Cocos, bajo la placa de Norteamérica.2

Hasta las 12:30 horas del día 23 de septiembre se habían
registrado 4 mil 326 réplicas, cuya distribución abarca to-
do el Golfo de Tehuantepec. Las dos réplicas mayores al-
canzaron una magnitud 6.1. La primera ocurrió el 8 de sep-
tiembre a las 00:17 horas y se localizó a 72 km al sureste
de Salina Cruz. La segunda réplica ocurrió el 23 de sep-
tiembre a las 07:52 horas en las cercanías de Unión Hidal-
go, Oaxaca.3

El presidente de la República, Enrique Peña Nieto, se refi-
rió a este acontecimiento telúrico como “el más intenso en
casi un siglo”.4 La intensidad del terremoto provocó que

las olas del mar se elevaran hasta tres metros frente a las
costas de Chiapas, por lo que el Pacific Tsunami Warning
Center emitió alertas para México, Guatemala, El Salva-
dor, Costa Rica, Nicaragua, Panamá, Honduras y Ecuador.5

El sismo dejó un saldo de 98 muertos (78 en Oaxaca, 16 en
Chiapas y 4 en Tabasco)6. Derivado de lo anterior, la Co-
ordinación Nacional de Protección Civil emitió una decla-
ratoria de emergencia extraordinaria para 41 municipios
del Istmo de Tehuantepec. Aunque se sigue realizando el
censo de viviendas dañadas, se reportan 110 mil inmuebles
dañados en Oaxaca y Chiapas (57 mil en Oaxaca y 53 mil
395 en Chiapas).7

B. Sismo de Puebla-Morelos (2017-09-19 13:14 M 7.1)

El pasado 19 de septiembre de 2017, el SSN reportó un sis-
mo con magnitud 7.1 localizado en el límite estatal entre los
estados de Puebla y Morelos, a 12 km al sureste de Axochia-
pan, Morelos y a 120 km de la Ciudad de México.8

El sismo, ocurrido a las 13:14:40 horas, fue percibido fuer-
temente en el centro del país. Las coordenadas del epi-
centro son 18.40 latitud N y -98.72 longitud W y la pro-
fundidad es de 57 km; mientras que el hipocentro ocurrió
debajo de la placa continental, en la placa de Cocos.9

Hasta el veinticinco de septiembre, la cifra de víctimas es
de 324 (186 en la CDMX, 73 en Morelos, 45 en Puebla, 13
en el EDOMEX, 6 en Guerrero y 1 en Oaxaca), aunque si-
gue aumentando al momento de esta redacción.10 La em-
presa de análisis de riesgo Air Worldwide calculó que las
pérdidas aseguradas por el terremoto del 19 de septiembre
en el centro de México estarían en un rango entre 13,000
millones y 36,700 millones de pesos (2,067 millones de dó-
lares).11

Miguel Ángel Mancera, jefe de gobierno de la Ciudad de
México, dijo que han recibido 3 mil 848 reportes de in-
muebles que tienen algún grado de daño y que deben ser
inspeccionados por la Secretaría de Protección Civil. Revi-
sarán 272 planteles de educación básica y 9 mercados de la
capital.12 En Morelos, el estado de México y Puebla no ter-
minan de conocerse las cifras de daños a inmuebles. En
Hueyapan, Morelos, 90 por ciento de las viviendas sufrie-
ron daños irreparables.13 En el municipio de Axochiapan,
de acuerdo con los levantamientos que han realizado hasta
el 22 de septiembre, aproximadamente 35 y 40 por ciento
de las casas de la cabecera municipal podrían haber sufri-
do “daños irreversibles, proclives a que se derrumben”.14
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C. Solicitudes de las entidades federativas para la emi-
sión de declaratorias de emergencia y desastre

Dados los hechos anteriormente narrados, los titulares de
los gobiernos de las entidades federativas han manifestado
su intención de colaborar con la Secretaría de Gobernación
del gobierno federal y, con esto, poder acceder al instru-
mento financiero denominado Fideicomiso Fondo de De-
sastres Naturales (en adelante Fonden).

El gobernador del estado de México, Alfredo del Mazo, de-
claró que en la entidad hay un total de dos mil 34 casas
afectadas y dos mil 236 escuelas que sufrieron daños, de
las cuales, 234 son inoperables, tras el sismo del pasado
martes. De igual forma, anunció que solicitará la declara-
toria de desastre para 12 municipios afectados por el sismo
para que, de esta forma, puedan acceder a recursos del Fon-
den.15 Los municipios afectados en el estado de México
serían los siguientes: Santiago Tianguistenco, Tenancingo,
Ecatzingo, Joquicingo, Malinalco, Ocuilan, Villa Guerrero,
Amecameca, Tepetlixpa, Atlautla, Zumpahuacán y Neza-
hualcóyotl.15

En Oaxaca, la Coordinación Estatal de Protección Civil de
Oaxaca informó que solicitó la Declaratoria de Emergencia
para 279 municipios, que presentan daños relevantes. De
los municipios afectados, 16 de ellos se encuentran en la
región de la Sierra Sur, 9 en la Sierra Norte, 18 en los Va-
lles centrales, 155 en la Mixteca, 23 en la Costa, 13 en el
Papaloapan y 45 en la Cañada.17

En Chiapas, el gobernador Manuel Velasco Coello, enca-
bezó la sesión extraordinaria del Consejo Estatal de Pro-
tección Civil, donde se dio a conocer que solicitó ante la
Secretaría de Gobernación la Declaratoria de Emergencia
para los municipios afectados.18

Por su parte, el jefe de gobierno de la Ciudad de México,
Miguel Ángel Mancera, solicitó la Declaratoria de Emer-
gencia para las 16 delegaciones tras el sismo de 7.1 grados
que dejó decenas de víctimas mortales, heridos y edificios
colapsados. En el mismo documento, ordenó la integración
del Comité de Emergencias de Protección Civil de la Ciu-
dad de México, que opera en el Centro de Comando, Con-
trol, Cómputo, Comunicaciones y Contacto Ciudadano de
la Ciudad de México (C5).19

D. Declaratoria de Desastre Natural en el estado de
Chiapas

El 14 de septiembre de 2017, se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación la Declaratoria de Desastre Natural
en 97 municipios del estado de Chiapas, debido al sismo
con magnitud 8.2 que ocurrió el 7 de septiembre de 2017.20

Mediante los oficios numero SPC/465/2017,
SPC/466/2017 y SPC/475/2017 con fechas 8 y 11 de sep-
tiembre de 2017, el gobernador de Chiapas, Manuel Velas-
co Coello y el secretario de Protección Civil del Estado de
Chiapas, Luis Manuel García Moreno, solicitaron al Cen-
tro Nacional de Prevención de Desastres (en adelante Ce-
napred) la corroboración del dicho fenómeno.

Por lo anterior, el Cenapred emitió como respuesta los ofi-
cios número H00-DG/1216/2017 y H00-DG/1231/2017,
con fechas 8 y 11 de septiembre de 2017 respectivamente,
emitiendo así su opinión técnica en atención a las solicitu-
des realizadas por las autoridades del estado de Chiapas.
En las mismas fechas se llevaron a cabo las sesiones co-
rrespondientes a la instalación del Comité de Evaluación
de Daños, en las cuales el gobierno chiapaneco presentó a
la Secretaría de Gobernación sus solicitudes de Declarato-
ria de Desastre Natural.

Finalmente, los siguientes municipios fueron declarados
como zona de desastre: Arriaga, Acacoyagua, Acala, Aca-
petahua, Aldama, Amatenango del Valle, Ángel Albino
Corzo, Bejucal de Ocampo, Bella Vista, Berriozábal, Bo-
chil, Cacahoatán, Chalchihuitán, Chamula, Chanal, Che-
nalho, Chiapa de Corzo, Chiapilla, Chicoasén, Chicomuse-
lo, Cintalapa, Coapilla, Comitan de Domínguez,
Copainala, El Bosque, El Porvenir, Escuintla, Francisco
León, Frontera Comalapa, Frontera Hidalgo, Huehuetán,
Huixtan, Huixtla, Ixtapa, Jiquipilas, Jitotol, La Concordia,
Solosuchiapa, La Grandeza, La Independencia, La Trinita-
ria, Las Margaritas, Las Rosas, Mapastepec, Mazapa de
Madero, Mazatán, Metapa, Mitontic, Motozintla, Nicolás
Ruiz, Ocotepec, Ocozocoautla de Espinosa, Oxchuc, Pan-
telho, Pantepec, Pijijiapan, Rayon, San Andrés Duraznal,
San Cristóbal de las Casas, San Juan Canuc, San Lucas,
Siltepec, Socoltenango, Suchiapa, Suchiate, Tapachula, Ta-
palapa, Tecpatan, Tenejapa, Teopisca, Tonalá, Totolapa,
Tuxtla Chico, Tuxtla Gutiérrez, Tuzantán, Tzimol, Unión
Juárez, Venustiano Carranza, Villa Comaltitlán, Villa Cor-
zo, Villa Flores, Zinacatán, Amatenango de la Frontera,
San Fernando, Osumacinta, Mezcalapa, Emiliano Zapata,
Larrainzar, Santiago el Pinar, Montecristode Guerrero, El
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Parral, Simojovel, Pueblo Nuevo Solistahuacán, Soyaló,
Amatán, Ocosingo y Altamirano del Estado de Chiapas.21

E. Declaratoria de Desastre Natural en el Estado de
Oaxaca

El 14 de septiembre de 2017, se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación la Declaratoria de Desastre Natural en
283 municipios del estado de Oaxaca, debido al sismo con
magnitud 8.2 que ocurrió el 7 de septiembre de 2017.22

El estado de Oaxaca expidió el oficio número CEPCO/
FONDEN/0909/2017, con fecha 8 de septiembre de 2017,
en el cual solicitó al Cenapred la corroboración del fenó-
meno natural perturbador, descrito como sismo con magni-
tud 8.2. Este oficio fue suscrito por el secretario general de
gobierno del estado de Oaxaca, Héctor Anuar Mafud Ma-
fud, en respuesta a lo anterior, el Cenapred emitió el oficio
número H00-DG/1217/2017, con fecha 8 de septiembre de
2017, con el que dio su opinión técnica. El mismo día se ce-
lebró la sesión de instalación del Comité de Evaluación de
Daños, en la cual el gobierno del estado presentó a la Se-
cretaría de Gobernación (Segob) la solicitud de declaratoria
de desastre natural correspondiente.

Los municipios declarados como zona de desastre fueron los
siguientes: Ánimas Trujano, Asunción Cacalotepec, Asun-
ción Ixtaltepec, Asunción Ocotlán, Asunción Tlacolulita,
Ayoquezco de Aldama, Candelaria Loxicha, Capulálpam de
Méndez, Chahuites, Ciénega de Zimatlán, Ciudad Ixtepec,
Coatecas Altas, Cuilápam de Guerrero, El Barrio de la Sole-
dad, El Espinal, Guadalupe Etla, Guelatao de Juárez, Guevea
de Humboldt, Heroica Ciudad de Ejutla de Crespo, Heroica
Ciudad de Juchitán de Zaragoza, Ixtlán de Juárez, La Com-
pañía, La Pe, Magdalena Mixtepec, Magdalena Ocotlán,
Magdalena Teitipac, Magdalena Tequisistlán, Magdalena
Tlacotepec, Matías Romero Avendaño, Miahuatlán de Porfi-
rio Díaz, Mixistlán de la Reforma, Monjas, Natividad, Neja-
pa de Madero, Nuevo Zoquiápam, Oaxaca de Juárez, Ocotlán
de Morelos, Pluma Hidalgo, Reforma de Pineda, Rojas de
Cuauhtémoc, Salina Cruz, San Agustín Amatengo, San Agus-
tín de las Juntas, San Agustín Etla, San Agustín Loxicha, San
Agustín Yatareni, San Andrés Huayápam, San Andrés Ixtla-
huaca, San Andrés Paxtlán, San Andrés Solaga, San Andrés
Yaá, San Andrés Zabache, San Antonino Castillo Velasco,
San Antonino el Alto, San Antonio de la Cal, San Baltazar
Chichicápam, San Baltazar Loxicha, San Baltazar Yatzachi el
Bajo, San Bartolo Coyotepec, San Bartolo Yautepec, San
Bartolomé Loxicha, San Bartolomé Quialana, San Bartolomé
Zoogocho, San Bernardo Mixtepec, San Blas Atempa, San

Carlos Yautepec, San Cristóbal Amatlán, San Cristóbal La-
chirioag, San Dionisio del Mar, San Dionisio Ocotepec, San
Dionisio Ocotlán, San Felipe Tejalápam, San Francisco Ca-
jonos, San Francisco del Mar, San Francisco Ixhuatán, San
Francisco Lachigoló, San Francisco Logueche, San Francis-
co Ozolotepec, San Francisco Sola, San Gabriel Mixtepec,
San Ildefonso Amatlán, San Ildefonso Sola, San Ildefonso
Villa Alta, San Jacinto Amilpas, San Jerónimo Coatlán, San
Jerónimo Taviche, San Jerónimo Tlacochahuaya, San
José del Peñasco, San José del Progreso, San José Lachigui-
ri, San Juan Chicomezúchil, San Juan Chilateca, San Juan
Comaltepec, San Juan Cotzocón, San Juan del Río, San Juan
Guelavía, San Juan Guichicovi, San Juan Juquila Mixes, San
Juan Juquila Vijanos, San Juan Lachao, San Juan Lachigalla,
San Juan Lajarcia, San Juan Lalana, San Juan Mazatlán, San
Juan Mixtepec -Dto. 26 -, San Juan Ozolotepec, San Juan Pe-
tlapa, San Juan Quiahije, San Juan Tabaá, San Juan Teitipac,
San Juan Yaeé, San Juan Yatzona, San Lorenzo Albarradas,
San Lorenzo Cacaotepec, San Lorenzo Texmelúcan, San Lu-
cas Camotlán, San Lucas Quiaviní, San Luis Amatlán, San
Marcial Ozolotepec, San Martín de los Cansecos, San Martín
Lachilá, San Martín Tilcajete, San Mateo Cajonos, San Ma-
teo del Mar, San Mateo Piñas, San Mateo Río Hondo, San
Melchor Betaza, San Miguel Amatlán, San Miguel Chimala-
pa, San Miguel Coatlán, San Miguel del Puerto, San Miguel
del Río, San Miguel Ejutla, San Miguel Mixtepec, San Mi-
guel Panixtlahuaca, San Miguel Peras, San Miguel Quetzal-
tepec, San Miguel Suchixtepec, San Miguel Tenango, San
Miguel Tilquiápam, San Miguel Yotao, San Nicolás, San Pa-
blo Coatlán, San Pablo Cuatro Venados, San Pablo Etla, San
Pablo Huixtepec, San Pablo Villa de Mitla, San Pablo Yaga-
niza, San Pedro Apóstol, San Pedro Cajonos, San Pedro Co-
mitancillo, San Pedro el Alto, San Pedro Huamelula, San Pe-
dro Huilotepec, San Pedro Ixtlahuaca, San Pedro Juchatengo,
San Pedro Mártir, San Pedro Mártir Quiechapa, San Pedro
Mixtepec -Dto. 22 -, San Pedro Mixtepec -Dto. 26 -, San Pe-
dro Ocotepec, San Pedro Pochutla, San Pedro Quiatoni, San
Pedro Taviche, San Pedro Totolápam, San Pedro y San Pablo
Ayutla, San Pedro Yaneri, San Raymundo Jalpan, San Sebas-
tián Abasolo, San Sebastián Coatlán, San Sebastián Río Hon-
do, San Sebastián Teitipac, San Sebastián Tutla, San Simón
Almolongas, San Vicente Coatlán, San Vicente Lachixío,
Santa Ana, Santa Ana del Valle, Santa Ana Tavela, Santa Ana
Tlapacoyan, Santa Ana Zegache, Santa Catalina Quierí, San-
ta Catarina Cuixtla, Santa Catarina Ixtepeji, Santa
Catarina Juquila, Santa Catarina Lachatao, Santa Catarina
Loxicha, Santa Catarina Minas, Santa Catarina Quiané, San-
ta Catarina Quioquitani, Santa Cruz Amilpas, Santa Cruz
Mixtepec, Santa Cruz Papalutla, Santa Cruz Xoxocotlán,
Santa Gertrudis, Santa Inés del Monte, Santa Inés Yatzeche,
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Santa Lucía del Camino, Santa Lucía Miahuatlán, Santa Lu-
cía Ocotlán, Santa María Alotepec, Santa María Atzompa,
Santa María Chimalapa, Santa María Colotepec, Santa María
Coyotepec, Santa María del Tule, Santa María Ecatepec, San-
ta María Guelacé, Santa María Guienagati, Santa María Hua-
tulco, Santa María Jalapa del Marqués, Santa María Jaltian-
guis, Santa María Lachixío, Santa María Mixtequilla, Santa
María Ozolotepec, Santa María Petapa, Santa María Quiego-
lani, Santa María Sola, Santa María Temaxcalapa, Santa Ma-
ría Temaxcaltepec, Santa María Tepantlali, Santa María Tla-
huitoltepec, Santa María Tonameca, Santa María Totolapilla,
Santa María Xadani, Santa María Yalina, Santa María Yave-
sía, Santa María Zoquitlán, Santiago Apóstol, Santiago Asta-
ta,Santiago Atitlán, Santiago Camotlán, Santiago Choápam,
Santiago Ixcuintepec, Santiago Jocotepec, Santiago Lachi-
guiri, Santiago Lalopa, Santiago Laollaga, Santiago Laxopa,
Santiago Matatlán, Santiago Minas, Santiago Niltepec, San-
tiago Xanica, Santiago Xiacuí, Santiago Yaitepec, Santiago
Yaveo, Santiago Zacatepec, Santiago Zoochila, Santo Do-
mingo Albarradas, Santo Domingo Chihuitán, Santo Domin-
go de Morelos, Santo Domingo Ingenio, Santo Domingo
Ozolotepec, Santo Domingo Petapa, Santo Domingo Roaya-
ga, Santo Domingo Tehuantepec, Santo Domingo Teojomul-
co, Santo Domingo Tepuxtepec, Santo Domingo Tomaltepec,
Santo Domingo Xagacía, Santo Domingo Zanatepec, Santo
Tomás Jalieza, Santo Tomás Tamazulapan, Santos Reyes No-
pala, Sitio de Xitlapehua, Soledad Etla, Tamazulápam del
Espíritu Santo, Tanetze de Zaragoza, Taniche, Teotitlán del
Valle, Tlacolula de Matamoros, Tlalixtac de Cabrera, Toton-
tepec Villa de Morelos, Trinidad Zaachila, Unión Hidalgo,
Villa de Zaachila, Villa Díaz Ordaz, Villa Hidalgo, Villa So-
la de Vega, Villa Talea de Castro, Yaxe, Yogana, Zimatlán de
Álvarez.23

F. Declaratoria de desastre Ciudad de México

El gobierno de la Ciudad de México publicó en la Gaceta
Oficial de la Ciudad de México dos declaratorias de desas-
tre con motivo del fenómeno sísmico ocurrido el diecinue-
ve de septiembre de dos mil diecisiete en la Ciudad de Mé-
xico. Tales declaratorias fueron publicadas el 20 y 21 de
septiembre de 2017, respectivamente.24

La Secretaría de Protección Civil remitió a la jefatura de
gobierno el informe sobre el fenómeno sísmico que causó
daños que rebasan la capacidad de recuperación de las de-
legaciones afectadas. La primera declaratoria se realizó pa-
ra evitar que ocurriera un desastre que pusiera en riesgo la
vida humana, el patrimonio de la población y los servicios
vitales. En esta declaratoria, se buscaba que el secretario de

Protección Civil, en su carácter de coordinador del Sistema
de Protección Civil de la Ciudad de México, iniciara el
procedimiento especial de atención de emergencias. De
igual manera, en ese documento se instruye la integración
del Comité de Emergencias de Protección Civil de la Ciu-
dad de México, el cual se instaló y operó en el Centro de
Comando, Control, Cómputo, Comunicaciones y Contacto
Ciudadano de la Ciudad de México (C5). 

De igual forma, se declaró la emergencia en las 16 delega-
ciones, así como la suspensión de clases en todos los nive-
les hasta que se evaluara y dictaminara que los planteles
eran estructuralmente seguros. Igualmente se convocó a
sumarse a las labores de atención a todos los servidores pú-
blicos adscritos a las dependencias, entidades, órganos des-
concentrados y delegaciones del gobierno de la Ciudad de
México. Finalmente, se suspendieron los términos y proce-
dimientos administrativos a cargo de las dependencias y
órganos en la Ciudad de México.25

El objeto de la segunda declaratoria fue acceder al Fondo de
Atención a Desastres, mismo que opera con recursos locales.

G. Declaratorias de emergencias extraordinarias

La Secretaría de Gobernación realizó las declaratorias de
emergencia extraordinaria en los estados de Guerrero, Pue-
bla, Morelos, Ciudad de México, Oaxaca y Chiapas con
motivo del sismo de magnitud 7.1; lo anterior para que di-
chas entidades pudieran acceder a los recursos del Fonden
y lograr atender necesidades alimenticias, de abrigo y de
salud para toda la población afectada. Este es el número de
municipios que fueron declarados en situación de emer-
gencia:

• Guerrero se emitió en 5 municipios.26

• Puebla se emitió para 112 municipios27

• Morelos se emitió para 33 municipios.28

• Ciudad de México para 16 Delegaciones.29

• Oaxaca se emitió para 75 municipios.30

• Chiapas se emitió para 118 municipios.31

En este sentido, los gobiernos involucrados han generado
un esquema de coordinación con la Secretaría de Goberna-
ción sin precedentes. Sin embargo, existen retos importan-
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tes para el conocimiento de las reglas de operación y del
propio funcionamiento del Fonden.

Cuadro comparativo

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 58 de la Ley
General de Protección Civil

Único. Se reforma el artículo 58, fracción I, de la Ley Ge-
neral de Protección Civil, para quedar como sigue:

Artículo 58. …

I. Presentar a la Secretaría una solicitud firmada por el
titular de la instancia pública federal, o bien, del Poder
Ejecutivo en caso que se trate de una entidad federativa,
de acuerdo a los requisitos y términos previstos en la
normatividad administrativa respectiva, misma que
contemplará la posibilidad de ampliación del plazo
para la presentación de la solicitud ante la Secreta-
ría.

La Secretaría generará, actualizará y difundirá ins-
trumentos consultables en sus medios electrónicos
que tendrán por objeto el auxilio técnico y operativo

a las entidades federativas para la obtención de re-
cursos de los Instrumentos Financieros de Gestión
de Riesgos;

II. a III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Servicio Sismológico Nacional, Reporte Especial. Sismo De Te-
huantepec (2017-09-07 23:49 M 8.2), disponible en 

http://www.ssn.unam.mx/sismicidad/reportes-especiales/2017/
SSNMX_rep_esp_20170907_Tehuantepec_M82.pdf (Fecha de
consulta: 24 de septiembre de 2017).

2 Ibíd.

3 Ibíd. 

4 Cuenta Oficial de twitter del Presidente de la República, Enrique Pe-
ña Nieto, disponible en: 

https://twitter.com/epn/status/906079206987194368 (Fecha de
consulta: 24 de septiembre de 2017).

5 Pacific Tsunami Warning Center, Tsunami Message Number 1, dis-
ponible en: 

http:/ /ptwc.weather.gov/ptwc/text.php?id=pacific.TSU-
PAC.2017.09.08.0455 (Fecha de consulta: 24 de septiembre de
2017).

6 Excélsior. Inicia censo para conocer daños por sismo de 8.2 grados;
siguen las réplicas, disponible en: 

http://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/09/12/1187960 (fecha
de consulta: 26 de septiembre de 2017). 

7 Animal Político, Sismo de 8.2, del pasado 7 de septiembre, dejó 110
mil inmuebles dañados en Oaxaca y Chiapas, disponible en: 

http://www.animalpolitico.com/2017/09/sismo-7-septiembre-110-
mil-inmuebles-oaxaca-chiapas/ (Fecha de consulta: 24 de septiem-
bre de 2017).
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8 Servicio Sismológico Nacional, Sismo del día 19 de septiembre de
2017, Puebla-Morelos (M 7.1), disponible en: 

http://www.ssn.unam.mx/sismicidad/reportes-especiales/2017/
SSNMX_rep_esp_20170919_Puebla-Morelos_M71.pdf (Fecha de
consulta: 25 de septiembre de 2017).

9 Ibíd. 

10 Cuenta Oficial del Coordinador Nacional de Protección Civil de la
Secretaría de Gobernación, Luis Felipe Puente, disponible: https://twit-
ter.com/LUISFELIPE_P/status/912381325767782402 (Fecha de con-
sulta: 25 de septiembre de 2017).

11 Forbes. Terremoto en México dejará pérdidas hasta por 36,700 mdp,
disponible en:  https://www.forbes.com.mx/perdidas-por-sismo-esti-
madas-en-2000-millones-de-dolares/ (Fecha de consulta: 25 de sep-
tiembre de 2017).

12 Animal Político. Sismo deja más de 3 mil edificios dañados en la
CDMX; decenas tendrán que ser demolidos, disponible en:

http://www.animalpolitico.com/2017/09/edificios-danados-cdmx-
sismo/ (Fecha de consulta: 23 d septiembre de 2017).

13 Excélsior. con daños Irreparables, 90 por ciento de viviendas en
Hueyapan, disponible en: 

http://www.excelsior.com.mx/nacional/2017/09/22/1190075 (Fe-
cha de consulta: 25 de septiembre de 2017). 

14 Animal Político. 400 Casas dañadas en Axochiapan, epicentro del sis-
mo, donde los cimientos son opcionales, disponible en: 

http://www.animalpolitico.com/2017/09/axochiapan-sismo-casas-
afectadas-epicentro/. (Fecha de consulta: 24 de septiembre de 2017). 

15 El Financiero. Edomex pide declaratoria de desastre para 12 Muni-
cipios, disponible en: 

http://www.elfinanciero.com.mx/nacional/edomex-pide-declarato-
ria-de-desastre-para-12-municipios.html (Fecha de consulta: 25 de
septiembre de 2017).

16 Ibíd. 

17 El Universal. Edomex pide Declaratoria de Desastre en 12 Munici-
pios por sismo, disponible en: 

http://www.eluniversal.com.mx/metropoli/edomex/edomex-pide-
declaratoria-de-desastre-en-12-municipios-por-sismo (Fecha de
consulta: 24 de septiembre de 2017).

18 SDP Noticias. Gobierno de Chiapas solicita Declaratoria de Emer-
gencia ante SEGOB, disponible en: https://www.sdpnoticias.com/lo-
cal/chiapas/2017/06/15/gobierno-de-chiapas-solicita-declaratoria-de-
emergencia-ante-segob (Fecha de consulta: 24 de septiembre de 2017). 

19 Proceso. Mancera emite declaratoria de emergencia para la CDMX,
disponible en:

http://www.proceso.com.mx/504109/mancera-emite-declaratoria-
emergencia-la-cdmx (Fecha de consulta: 23 de septiembre de
2017).

20 Diario Oficial de la Federación, Declaratoria de Desastre Natural en
97 municipios del Estado de Chiapas, disponible en: 

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5497236&fe-
cha=14/09/2017 (Fecha de consulta: 25 de septiembre de 2017).

21 Diario Oficial de la Federación, Declaratoria de Desastre Natural
por la ocurrencia de sismo con magnitud 8.2 el 7 de septiembre de
2017, en 97 municipios del Estado de Chiapas, disponible en: 

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5497236&fe-
cha=14/09/2017 (Fecha de consulta: 25 de septiembre de 2017).

22 Diario Oficial de la Federación, Declaratoria de Desastre Natural en
283 municipios del Estado de Oaxaca, disponible en: 

http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5497237&fe-
cha=14/09/2017 (Fecha de consulta: 25 de septiembre de 2017).

23 Diario Oficial de la Federación, Declaratoria de Desastre Natural
por la ocurrencia de sismo con magnitud 8.2 el 7 de septiembre de
2017, en 283 municipios del Estado de Oaxaca, disponible en: 

http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5497237&fe-
cha=14/09/2017 (Fecha de consulta: 24 de septiembre de 2017). 

24 Gaceta Oficial de la Ciudad de México, Declaratoria de Desastre
con motivo del fenómeno sísmico ocurrido el diecinueve de septiem-
bre de dos mil diecisiete en la Ciudad de México, disponible en: 

http://data.consejeria.cdmx.gob.mx/portal_old/uploads/gace-
tas/401d3109b178b82f72737a4ea0fa71c8.pdf (Fecha de consulta:
25 de septiembre de 2017).
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25 Ibíd. 

26 Segob, Segob declara emergencia extraordinaria para cinco munici-
pios del estado de Guerrero, disponible en: 

https://www.gob.mx/segob/prensa/la-segob-declara-emergencia-
extraordinaria-para-cinco-municipios-del-estado-de-guerrero-por-
la-ocurrencia-de-sismo-de-magnitud-7-1?idiom=es (Fecha de con-
sulta: 25 de septiembre de 2017).

27 Segob. Segob declara emergencia extraordinaria para 112 munici-
pios del estado de Puebla, disponible en: 

https://www.gob.mx/segob/prensa/la-segob-declara-emergencia-
extraordinaria-para-112-municipios-del-estado-de-puebla-por-la-
ocurrencia-de-sismo-de-magnitud-7-1?idiom=es (Fecha de consul-
ta: 24 de septiembre de 2017).

28 Segob, Segob declara emergencia extraordinaria para 33 municipios
del estado de Morelos, disponible en: 

https://www.gob.mx/segob/prensa/la-segob-declara-emergencia-
extraordinaria-para-33-municipios-del-estado-de-morelos-por-la-
ocurrencia-de-sismo-de-magnitud-7-1?idiom=es (Fecha de consul-
ta: 25 de septiembre de 2017).

29 Segob. Segob declara emergencia para la Ciudad de México, dispo-
nible en: 

https://www.gob.mx/segob/prensa/la-segob-declara-emergencia-
extraordinaria-para-33-municipios-del-estado-de-morelos-por-la-
ocurrencia-de-sismo-de-magnitud-7-1?idiom=es (Fecha de consul-
ta: 23 de septiembre de 2017).

30 Segob. Segob declara emergencia extraordinaria para 75 municipios
del estado de Oaxaca, disponible en: 

https://www.gob.mx/segob/prensa/declara-la-secretaria-de-gober-
nacion-emergencia-para-75-municipios-del-estado-de-
oaxaxaca?idiom=es (Fecha de consulta: 23 de septiembre de 2017).

31 Segob. Segob declara emergencia extraordinaria para 122 munici-
pios del estado de Chiapas, disponible en: 

https://www.gob.mx/segob/prensa/declara-la-secretaria-de-gober-
nacion-emergencia-para-75-municipios-del-estado-de-
oaxaxaca?idiom=es

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de septiembre de 2017.—
Diputado José Luis Toledo Medina (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE TÍTULOS Y
OPERACIONES DE CRÉDITO

«Iniciativa que adiciona el artículo 310 Bis a la Ley Gene-
ral de Títulos y Operaciones de Crédito, a cargo de la dipu-
tada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Claudia Sofía Corichi García, diputada federal
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
en el Artículo 55, fracción II del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; y en los artículo 6, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, presenta iniciativa que contiene pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un artículo 310 Bis a
la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito, a fin erradicar la
práctica de dejar en blanco el concepto de tasa de interés en
los pagarés que firman los consumidores en tiendas departa-
mentales, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La adquisición de bienes y servicios a través del crédito es
una práctica común en nuestro país. El financiamiento al
consumo puede ser bancario y no bancario. El financia-
miento al consumo no bancario incluye las compras que se
pagan a través de tarjetas de crédito que son propiedad de
las mismas cadenas departamentales. En 2016, el crédito
total (bancario y no bancario) al consumo ascendió a
1,192.6 miles de millones de pesos, de los cuales, 242.3
miles de millones de pesos, equivalente al 20.3 por ciento,
correspondió a crédito no bancario. El crédito al consumo
por la vía no bancaria ha retomado una tendencia crecien-
te en el último año, como lo muestra la gráfica 1.

De acuerdo al más reciente estudio económico publicado
por la Asociación Nacional de Tiendas de Autoservicios
y Departamentales, AC (ANTAD), en mayo de 2017, la
estructura asociativa de la ANTAD incluye 16 Cadenas
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Departamentales (véase Cuadro 1) que cuentan con
2,258 tiendas (véase Cuadro 2) y generan 233 mil 54 em-
pleos directos.

Las Cadenas Departamentales sin duda alguna generan im-
portantes beneficios económicos para nuestro país. Las
empresas miembros de la ANTAD aportan el 3.4 por cien-
to del Producto Interno Bruto (PIB) nacional, porcentaje si-
milar al que aporta toda la actividad agropecuaria, forestal
y de pesca en su conjunto. De todo el PIB generado por el
Sector Comercio, los socios de la ANTAD aportan el 19.8
por ciento; y del total de ventas al menudeo a nivel nacio-
nal, la ANTAD aporta el 53.1 por ciento y, en particular, las
Cadenas Departamentales contribuyen con el 10.2 por
ciento. En 2016, los miembros de la ANTAD realizaron in-
versiones por 3,000 millones de dólares para el crecimien-
to de la Superficie de Ventas, la cual alcanza ya los 27.4
millones de metros cuadrados.

La ANTAD reporta que en 2016 las Cadenas Departamen-
tales tuvieron ventas por 291,000 millones de pesos. ¿Qué
cantidad del monto total de las ventas realizadas en Tien-
das Departamentales es pagado por los consumidores a tra-
vés de una tarjeta de crédito propiedad de la Tienda, es de-
cir, con una Tarjeta de Crédito Departamental?

La ANTAD hizo un estimado de acuerdo a los datos dis-
ponibles del último “Buen Fin”, celebrado del 18 al 21 de
noviembre de 2016. Según la ANTAD, las ventas del Buen
Fin fueron de un total de 89,918 millones de pesos, de los
cuales 7,899 millones de pesos fueron pagados a través de
Tarjeta de Crédito de la Propia Cadena. Esta forma de pa-
go se ha incrementado, pues en el “Buen Fin” de 2014 el
monto de las ventas que se saldaron con Tarjeta de Crédi-
to de la Propia Cadena fue de 6,600 millones de pesos, y
en el “Buen Fin” de 2015 el monto fue de 7,100 millones
de pesos.

Como podemos ver, los consumidores en nuestro país es-
tán recurriendo cada vez más a pagar sus compras que rea-
lizan en Tiendas Departamentales por medio de una Tarje-
ta de Crédito que es propia de la Cadena Departamental.

Ahora bien, cuando los consumidores liquidan una compra
por medio de la Tarjeta de Crédito Departamental firman
un pagaré. El problema que hemos detectado, y que esta
Iniciativa trata de contribuir a solventar, es que en dichos
pagarés se dejan ciertos espacios en blanco, tales como: la
fecha, la cantidad a pagar, el interés que generará dicho tí-
tulo de crédito y el interés moratorio. La imagen número 1
ilustra perfectamente el problema al que nos referimos.

Ésta práctica, deja en un estado de incertidumbre jurídica
tanto al consumidor como a la Tienda Departamental, por
todo lo que disponen las leyes en la materia, especialmen-
te la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, co-
mo se explica a continuación.

El Artículo 1o. de la Ley General de Títulos y Operacio-
nes de Crédito señala que son cosas mercantiles los títu-
los de crédito. Su emisión, expedición, endoso, aval o
aceptación y las demás operaciones que en ellos se con-
signen, son actos de comercio. Los derechos y obligacio-
nes derivados de los actos o contratos que hayan dado lu-
gar a la emisión o transmisión de títulos de crédito, o se
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hayan practicado con éstos, se rigen por las normas enu-
meradas en el artículo 2o., cuando no se puedan ejercitar
o cumplir separadamente del título, y por la Ley que co-
rresponda a la naturaleza civil o mercantil de tales actos o
contratos, en los demás casos.

Imagen 1

Dentro de los títulos de créditos encontramos el pagaré, el
cual tiene las siguientes características:

a) Incorporación: consiste en que el derecho está incor-
porado al propio documento; es decir, que el documen-
to y el derecho que representa están unidos de tal forma
que no se puede ejercitar el derecho si no se tiene el do-
cumento, de manera que en los juicios la prueba del
adeudo o la garantía la constituye el propio título de cré-
dito mismo.

b) Legitimación: consiste en la calidad que tiene el títu-
lo de crédito para facultar al que lo detenta para exigir
del suscriptor el cumplimiento de la obligación conteni-
da de él.

c) Literalidad: consiste en que la medida de los derechos
y las obligaciones incorporados en el título de crédito

radica en lo que aparece escrito en el propio documen-
to, sin que se puedan hacer valer derechos que no se en-
cuentren en lo expresamente consignado en el título de
crédito.

d) Autonomía: consiste en que se hacen inoponibles
contra quien tenga el título de crédito las excepciones
personales que tenga el deudor en contra del beneficia-
rio y los que hayan tenido con anterioridad el título.

e) Abstracción: es la desvinculación del título de crédi-
to con la relación fundamental que le dio origen. Es de-
cir, se le desliga de la relación causal que motivó la ex-
pedición del título, por lo que no se hace necesario
probar en juicio la causa del adeudo, ya que el mismo se
prueba con el propio título de crédito firmado por el sus-
criptor.

Para que un documento tenga la naturaleza y característi-
cas del pagaré, el artículo 170 de Ley de Títulos y Opera-
ciones de Crédito establece que el mismo debe contener los
siguientes requisitos: la mención de ser pagaré inserta en el
texto del documento; la promesa incondicional de pagar
una suma determinada de dinero; el nombre de la persona
a quien ha de hacerse el pago; la época y el lugar del pago;
la fecha y el lugar en que se subscriba el documento; y la
firma del suscriptor o de la persona que firme a su ruego o
en su nombre.

Por otra parte, la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito,
tal y como su nombre lo sugiere también regula las Opera-
ciones de Crédito, entre ellas el Contrato de Crédito Sim-
ple y también el Contrato de Crédito en Cuenta Corriente.

La apertura de crédito se define en el artículo 291 de la
Ley de Títulos y Operaciones de Crédito, en virtud del
cual el acreditante se obliga a poner una suma de dinero
a disposición del acreditado, o a contraer por cuenta de
éste una obligación, para que el mismo haga uso del cré-
dito concedido en la forma y en los términos y condicio-
nes convenidos, quedando obligado el acreditado a resti-
tuir al acreditante las sumas de que disponga, o a cubrirlo
oportunamente por el importe de la obligación que con-
trajo, y en todo caso a pagarle los intereses, prestaciones,
gastos y comisiones que se estipulen.

Asimismo, el artículo 298 de la misma Ley establece que
la apertura de crédito simple o en cuenta corriente, puede
ser pactada con garantía personal o real. La garantía se en-
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tenderá extendida, salvo pacto en contrario, a las cantida-
des de que el acreditado haga uso dentro de los límites del
crédito.

En cuanto al reconocimiento del Crédito por parte del acre-
ditado por medio de un pagaré, el artículo 299 de la men-
cionada Ley establece que el otorgamiento o transmisión
de un título de crédito o de cualquier otro documento por
el acreditado al acreditante, como reconocimiento del
adeudo que a cargo de aquél resulte en virtud de las dispo-
siciones que haga del crédito concedido, no facultan al
acreditante para descontar o ceder el crédito así documen-
tado, antes de su vencimiento, sino hasta cuando el acredi-
tado lo autorice a ello expresamente.

En cuanto al contrato de cuenta corriente, el Artículo 302
de la Ley de Títulos y Operaciones de Crédito establece
que en virtud de dicho contrato, los créditos derivados de
las remesas recíprocas de las partes, se anotan como parti-
das de abono o de cargo en una cuenta, y sólo el saldo que
resulte a la clausura de la cuenta constituye un crédito exi-
gible y disponible.

Así pues, por todo lo que menciona la multicitada ley, que-
da claro que la práctica de algunas tiendas departamentales
de dejar espacios en blanco en los pagarés que firman los
clientes al pagar sus compras por medio de tarjeta de cré-
dito departamental es contraria a la legislación en la mate-
ria y es potencialmente generadora de conflictos entre el
cliente y la tienda departamental, quedando ambos en in-
certidumbre jurídica. Esta práctica debe terminar.

Por esta razón, es que la presente Iniciativa propone añadir
un artículo 310 Bis a la Ley General de títulos y Operacio-
nes de Crédito a efecto de desincentivar esta práctica y dar
mayor certeza y confianza, tanto al acreditado como al
acreditante, evitando que se garanticen los saldos de crédi-
tos a través de pagarés, aunque estén firmados por el acre-
ditado y el suscriptor, en los cuales el interés pactado u
otros conceptos importante se dejen en blanco.

Por las consideraciones expuestas se somete a consideración
del pleno de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un artículo 310 Bis a la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito

Artículo Único. Se adiciona un artículo 310 Bis a la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito, para quedar
como sigue:

Artículo 310 Bis. Tanto en los contratos de crédito simple
como en los contratos de crédito en cuenta corriente, no
podrá garantizarse la suma dispuesta por pagares en los que
no se consigne al momento de la firma del pagaré el inte-
rés pactado u otros conceptos tales como la fecha, la canti-
dad o el interés moratorio. La contravención a esta dispo-
sición provocará la nulidad de dicho pagaré.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de septiembre de
2017.— Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVI-
CIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL APAR-
TADO B) DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL

«Iniciativa que reforma el artículo 5o. de la Ley Federal de
los Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria del
Apartado B del Artículo 123 Constitucional, a cargo del
diputado Moisés Guerra Mota, del Grupo Parlamentario de
Movimiento Ciudadano

El suscrito, diputado Moisés Guerra Mota, integrante de la
LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión y
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nume-
ral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración del pleno de esta hono-
rable asamblea la presente iniciativa con proyecto decre-
to que deroga el inciso l) de la fracción II del artículo 5
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del
Estado, reglamentaria del apartado B del artículo 123
constitucional.

Exposición de Motivos

Ser policía en México, ya sea agente judicial o preventivo
en cualquiera de los tres niveles de gobierno, significa te-
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ner un empleo mal pagado, de alto riesgo y mal reconoci-
do, sobrevivir sin prestaciones, tener horarios inhumanos,
sufrir acoso laboral y sexual. Sin mencionar el descrédito
que los ciudadanos le tenemos a esta gran labor. Muchos de
nuestros policías entregan su vida, y simplemente por estar
catalogados como trabajadores de confianza, pierden el de-
recho a una prima de antigüedad. ¡Otra gran injusticia!

Según las leyes, el rol del policía consiste en prevenir y
combatir el delito, en garantizar la seguridad pública para
que los ciudadanos puedan realizar su vida tranquilamente.
Sin embargo, una gran parte de este sector se ha visto ori-
llado a involucrarse en actos de corrupción o formar parte
del crimen organizado, unos con el afán de enriquecerse y
otros, porque el mismo sistema lo provoca. Pero también
debemos reconocer que no todos los policías son corruptos
ni abusivos. Hay quienes tienen una vida compleja e injus-
ta y tienen clara su responsabilidad de servir y proteger. 

Conscientes de la necesidad de conocer qué tan enterada y
sensibilizada está la población de las condiciones laborales
y la calidad de vida de los policías, así como la forma en
que se vinculan con ellas, el Centro de Opinión Pública de
la Universidad del Valle de México, en alianza con el Ins-
tituto para la Seguridad y la Democracia AC (Insyde), lle-
varon a cabo el estudio Ser policía en México: ¿Qué rol
asume la sociedad?, diseñado a partir de una encuesta a la
población mexicana y sesiones de grupo con agentes de
distintas instituciones policiales del país.

La mayor parte de los policías entrevistados reconoce ha-
ber ingresado a la institución para la que trabajan por ne-
cesidad económica, tradición o porque no encontró otro
empleo. Sin embargo, un grupo reconoce que la profesión
le apasiona y, sobre todo, le atrae la posibilidad de servir al
prójimo. Por su parte, 41 por ciento de los ciudadanos en-
trevistados piensa que las personas se convierten en policí-
as por necesidad económica o por falta de oportunidades
laborales (29 por ciento), lo que sugiere poca profesionali-
zación y desconfianza.1

En México, más de la mitad de los policías estatales y muni-
cipales ganan menos del sueldo promedio a nivel nacional.

El salario promedio de los policías estatales en México
es de 10 mil 434 pesos al mes. Las fuerzas policiacas de
las zonas Centro (Ciudad de México, estado de México,
Guerrero, Hidalgo, Morelos, Puebla y Tlaxcala) y Su-
reste (Campeche, Chiapas, Oaxaca, Quintana Roo, Ta-

basco, Veracruz y Yucatán) del país ganan menos de esa
cantidad.

El salario promedio de los policías municipales en México
es de 9 mil 236 pesos al mes. En este caso, los policías en
los estados del Centro y Sureste del país también ganan
menos que esa cantidad.

El sueldo más alto a nivel estatal es el de los policías de Si-
naloa, que ganan 14 mil 501 pesos al mes; mientras que el
sueldo más bajo es el de los chiapanecos con 5 mil 351 pe-
sos mensuales.

A nivel municipal, los que más ganan son los policías de
Nuevo León con un salario de 12 mil 522 pesos al mes;
mientras que los uniformados de Nayarit tienen el sueldo
más bajo con 6 mil 932 pesos mensuales.2

En México, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Ocu-
pación y Empleo, al primer trimestre del 2017 la población
con esta ocupación es de aproximadamente 331 mil perso-
nas, de las cuales 82.1 por ciento es de hombres y 17.9 por
ciento de mujeres. De cada mil ocupados en la República
Mexicana, seis son policías y agentes de tránsito. Ahora
bien, a nivel nacional por cada 100 mil habitantes hay 231
policías y agentes de tránsito. Cabe mencionar que este úl-
timo indicador en el año 2000 fue de 211 y en 2010 de 247
por cada 100 mil habitantes.3

Los policías y agentes de tránsito suelen mantenerse en su
trabajo relativamente estables, ya que 71 de cada 100 han
durado en su empleo más de tres años, 16 han permaneci-
do entre uno y tres años, y los 13 restantes de uno a 12 me-
ses. Con una diferencia de 21.1 puntos porcentuales, los
hombres superan a las mujeres en la permanencia de más
de tres años en esta ocupación.4

De cada 100 de estos trabajadores, 89 cuentan con la pres-
tación de servicio médico. Con relación a otro tipo de pres-
taciones, excluyendo el acceso a instituciones de salud, 97
de cada 100 de estos ocupados tienen otras prestaciones co-
mo aguinaldo y vacaciones con goce de sueldo. Asimismo,
99.9 por ciento de los policías y agentes de tránsito cuenta
con un contrato escrito; de cada 100 de estos, 89 tienen
contrato de base, planta o tiempo indefinido, en tanto que
el resto únicamente temporal.5

Por lo antes mencionado propongo derogar el inciso l) de
la fracción II del artículo 5 de la Ley Federal de los Traba-
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jadores al Servicio del Estado, reglamentaria del apartado
b) del artículo 123 constitucional, para quedar de la si-
guiente manera: 

Considerandos

La prima de antigüedad, derecho laboral establecido en el
artículo 162 de la Ley Federal del Trabajo, consiste en el
importe de doce días de salario, por cada año de servicios.

De acuerdo a la Ley, la prima de antigüedad se deberá pa-
gar a los trabajadores que se separan voluntariamente de su
empleo, siempre que hayan cumplido, por lo menos, quin-
ce años de servicios. De igual forma, esta prestación se de-
be de pagar a los empleados que se separen de su trabajo
por causa justificada y a los que sean separados de su em-
pleo, independientemente de la circunstancia del despido.6

El artículo 162 de la Ley Federal del Trabajo establece que
“los trabajadores de confianza” tienen derecho a una prima
de antigüedad. 7

Por otro lado, el artículo 123 constitucional regula en su
apartado A las relaciones entre el patrón y un trabajador co-
mún y corriente, entiéndase obrero, jornalero. Y en su apar-
tado B regula las relaciones de trabajo entre los Poderes de
la Unión y sus trabajadores. Enumerando en este último
apartado una serie de privilegios y prerrogativas para ellos. 

El artículo 4 de la Ley Federal de los Trabajadores al Ser-
vicio del Estado, reglamentaria del apartado B del ar-
tículo 123 constitucional, divide a los trabajadores de las de-
pendencias de los Poderes de la Unión, en dos grupos:

- De Confianza 

- De Base

Tratándose de los policías, por ser parte del Poder Ejecuti-
vo en los tres niveles de Gobierno, el inciso l) de la frac-
ción II del artículo 5 de la Ley Federal de los Trabaja-
dores al Servicio del Estado, reglamentaria del
apartado B del artículo 123 constitucional, los define co-
mo trabajadores de confianza. 

Y al ser catalogados como trabajadores de confianza se les
impide acceden a su derecho de la prima de antigüedad.
Basándose también en un criterio de la corte que alude al
tema en mención.

Prima de antigüedad, policías (legislación del estado de
México). El pago de prima de antigüedad no es proceden-
te aplicarlo a los empleados de confianza, de acuerdo con
lo establecido en el artículo 162 de la Ley Federal del Tra-
bajo, vinculado con el numeral 6 del Estatuto Jurídico de
los Trabajadores al Servicio de los Poderes del Estado,
Municipios y Organismos Públicos Coordinados y Descen-
tralizados de Carácter Estatal, del cual se deriva que los
policías, como integrantes del cuerpo de seguridad, no son
empleados de base y por ello, les impide acceder al bene-
ficio. Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de
Trabajo del Segundo Circuito. Amparo directo 593/96.
Cuerpo de Vigilancia Auxiliar y Urbana del Estado de Mé-
xico. 25 de junio de 1996. Unanimidad de votos. Ponente:
Salvador Bravo Gómez. Secretario: José Fernando García
Quiroz.8

Al derogar el inciso l) de la fracción II del artículo 5 de la
Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado,
reglamentaria del apartado B del artículo 123 constitu-
cional, estaremos salvaguardando los derechos de nuestros
policías de todo el país al hacerlos acreedores a una prima
de antigüedad que se estarán ganando con creces expo-
niendo su vida todos los días, por servir y protegernos.

Decreto

Por lo anteriormente expuesto, se somete a su considera-
ción, la presente iniciativa con proyecto de decreto que de-
roga el inciso l) de la fracción II del artículo 5 de la Ley
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, re-
glamentaria del apartado B del artículo 123 constitu-
cional.

Único. Iniciativa con proyecto de decreto que deroga el in-
ciso l) de la fracción II del artículo 5 de la Ley Federal
de los Trabajadores al Servicio del Estado, reglamenta-
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ria del apartado B del artículo 123 constitucional, para
quedar como sigue:

Artículo 5. Son trabajadores de confianza:

……….

II. En el Poder Ejecutivo, los de las dependencias y los
de las entidades comprendidas dentro del régimen del
apartado “B” del artículo 123 Constitucional, que des-
empeñan funciones que conforme a los catálogos a que
alude el artículo 20 de esta Ley sean de:

……….

l) Se deroga.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Ser policía en México: ¿Qué rol asume la sociedad?. Centro de Opi-
nión Pública Laureate México. UVM. 16 de febrero de 2017. Boletín
informativo. Sitio web: 
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2 “Los policías mexicanos con mayor y menor salario”. Mapa. 7 de
abril del 2017. Nota periodística. Sitio web:
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Julio 2017. Sitio web: 
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4 Ídem.

5 Ibídem.
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antiguedad.html

7 Ley Federal del Trabajo. Cámara de Diputados. Sitio web: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/125_120615.pdf

8 199954. II.1o.C.T.37 L. Tribunales Colegiados de Circuito. Novena
Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo IV, Di-
ciembre de 1996, Pág. 438. Sitio web: 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 28 de septiembre de 2017.—
Diputado Moisés Guerra Mota (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR

«Iniciativa que adiciona el artículo 57-Bis a la Ley Federal
de Protección al Consumidor, a cargo del diputado Germán
Ernesto Ralis Cumplido, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano

El proponente, Germán Ernesto Ralis Cumplido, diputado
Integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 62 y demás rela-
tivos del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto que adiciona el artículo 57-Bis de la
Ley Federal de Protección al Consumidor, al tenor de la
siguiente:

Exposición de Motivos

La preventa es la comercialización de un producto o servi-
cio en una etapa previa a su venta de forma general. Exis-
ten diferentes beneficios y riesgos al momento de adquirir
algún bien a través de una preventa; si bien una preventa en
bienes inmuebles puede significar el esperar un largo tiem-
po para poder habitar el inmueble adquirido, por el lado
positivo representa la adquisición del bien a un precio más
competitivo que una vez terminado el inmueble.
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En México las preventas más populares son para la compra
de entradas a eventos de toda índole, destacando eventos
deportivos y de entretenimiento, como lo son los concier-
tos. A estas preventas se puede acceder a través de ser tar-
jetahabiente de cierta institución bancaria, ya que es la for-
ma en que los bancos premian a sus clientes, sin embargo,
hay eventos que resultan demasiado populares y de gran
demanda en el país y donde la totalidad de los boletos son
comprados y agotados en la preventa, resultando así una
práctica monopólica relativa e injusta que afecta la compe-
tencia y el libre derecho de adquisición.

Gracias a su proximidad con el principal proveedor de en-
tretenimiento en el mundo, Estados Unidos, México es un
mercado vital a nivel mundial, pues resulta parada obliga-
toria para cualquier evento de talla internacional,1 lo cual
nos habla de la importancia del mercado y de su regula-
ción, así del cómo la preventa influye en la práctica de un
delito, la reventa.

Y es que, si bien es cierto que en México la venta en línea
tiene cada vez mayor aceptación, y a través de ella la ven-
ta de boletos alcanza un 90 por ciento, se asegura que solo
el 60 por ciento de entradas para cualquier espectáculo son
vendidas a través del mercado primario, es decir, a través
de las empresas que ofrecen el servicio, siendo el 40 por
ciento vendidos a través del mercado secundario, la reven-
ta. Es decir, son personas que compran una gran cantidad
de boletos y que lo explotan como un negocio, dando co-
mo resultado el incremento de los boletos de manera exor-
bitante y pasando en cuestión de minutos de la compra le-
gal, a la reventa ilegal.2

El sistema de la reventa en México es una mafia bien or-
ganizada, donde si bien existen acciones puestas en prácti-
ca para disminuir su éxito, como lo es el establecimiento de
un máximo en la compra de boletos, este candado no ha si-
do el suficiente para detener la mafia que opera detrás de
los revendedores en nuestro país, además de que la reven-
ta resulta ser solamente una falta administrativa que no in-
hibe su realización.3

Es decir, la preventa, por un lado, delimita y condiciona la
compra a un cierto número de personas, desarrolla una com-
petencia injusta entre los bancos, pues se busca la apertura-
ción de una cuenta sólo con la finalidad de no ser marginado
ante la oportunidad de asistir a un evento;4 y, por último, pro-
mueve la reventa, ya que el sistema detrás de la reventa está
tan bien organizado que aprovecha la exclusividad de una
preventa para la compra máxima de entradas.

La preventa ya es calificada por muchas personas como
una práctica anticompetitiva, discriminatoria5 y ventajosa
ante otras formas de compra que también deberían ser vá-
lidas, como es el acudir a taquillas y el tener la libertad de
poder usar otra forma de pago. 

De hecho, la segmentación para ser beneficiario de una pre-
venta es tal que para algunos eventos incluso la misma pre-
venta está condicionada a otros aspectos independientes del
tener una cuenta con la institución bancaria, sino que ésta de-
penderá del tipo de cuenta, estilo de vida, monto de los in-
gresos, historial crediticio, servicios adquiridos con la institu-
ción bancaria, así como otras cuestiones que representan un
bloqueo entre el público interesado por un evento.

Y es que podemos concluir que la escena musical en nuestro
país se encuentra mal por donde la mires; por un lado, tene-
mos entradas a eventos que se venden a través de un sistema
de práctica monopólica relativa, donde la compra de éstos se
lleva a cabo con meses de antelación con precios totalmente
inaccesibles para la mayoría de los mexicanos, a través de un
canal de comercialización ineficiente, pues no es extraño que
las páginas web se encuentren sobresaturadas al punto de ni
siquiera permitir terminar la compra, y al mismo tiempo con
personas que hacen fila en taquilla durante horas con la pro-
mesa muchas veces en falso de adquirir un boleto; mientras
que por el otro lado encontramos a artistas locales a quienes
les es imposible encontrar una remuneración en lo que hacen,
cayendo así en la desmotivación, abandono, y para nosotros,
en la pérdida de un talento.6

Alentemos la competencia justa y eliminemos privilegios
que afectan la igualdad entre las personas, es necesario que
el incentivo para ser tarjetahabiente de un banco sea la ca-
lidad y seguridad en su servicio, y no la condicionante pa-
ra obtener las entradas a un evento. 

Considerandos

El artículo 58 de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor señala que el proveedor de cualquier bien, producto o
servicio no podrá condicionar la compra de éste bajo nin-
guna particularidad.

De acuerdo con la Ley Federal de Competencia Económi-
ca (LFCE), las prácticas monopólicas relativas se definen
si, entre las acciones llevadas a cabo por los agentes eco-
nómicos involucrados, siendo estos competidores o no
competidores entre sí, se adecuan a alguna de las siguien-
tes conductas especificadas dentro de la ley:7
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-Segmentación de mercados a través de exclusividades

-Restricción vertical de precios

-Compras o ventas atadas

-Exclusividades

-Negativa de trato

-Boicot

-Depredación de precios

-Descuentos por lealtad o transacciones condicionadas

-Subsidios cruzados

-Discriminación de precios

-Elevación de los costos de un rival

-Negativa de trato de un insumo esencial

-Estrechamiento de márgenes de insumos esenciales

Empresas como Súperboletos, Mexticket.com, Smarticket
y Ticketmaster, las cuales se dedican a la organización y
venta de boletos para eventos de espectáculos, culturales,
deportivos entre otros, utilizan la preventa para beneficiar
a un sector de clientes haciendo convenios con algunas ins-
tituciones financieras, sin importar el dar un trato diferente
a sus clientes potenciales.8

Ticketmaster en su página web brinda como referencia que
la forma de realizar los pagos de los boletos se puede rea-
lizar mediante tarjetas de crédito y débito, así como en
efectivo, lo cual resulta falso cuando se considera que exis-
ten eventos a los cuales sólo se puede asistir si el boleto es
comprado de manera electrónica y mediante una preventa
con cierta institución bancaria.9

En un estudio realizado entre el 2015 y 2016 por la Aso-
ciación Mexicana de Internet AC y ComScore, los boletos
comprados en línea ocuparon del 35 por ciento al 37 por
ciento, dejándolos en el tercer lugar de los productos más
comprados en línea. Una de las formas de pago más utili-
zadas fueron las tarjetas de crédito y débito con un 56 por
ciento, quedado por debajo de PayPal, una manera de ad-

quirir un producto mediante un código que te es asignado
para pagar.10

El aumento en los precios para conciertos es innegable. De
acuerdo con un estudio realizado en el 2010 estos incre-
mentos han sido desde un 7 por ciento hasta mil 150 por
ciento del valor.11

La reventa se ha convertido en un monstruo que afecta a la
industria del espectáculo y al consumidor, pero que se
encuentra normalizada al grado de encontrar en las redes
sociales un canal de comercialización válido, como es el
caso del revendedor que se promociona como “El Oso de
la Guerrero”.12

Decreto

Por lo anteriormente expuesto, se somete a su considera-
ción la presente iniciativa con proyecto de decreto que
adiciona el artículo 57-Bis de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor.

Único. Se adiciona el artículo 57-Bis de la Ley Federal de
Protección al Consumidor para quedar como sigue:

Artículo 57 Bis. La venta anticipada o preventa de bo-
letos llevada a cabo a través de cualquier medio o for-
ma de pago, para el acceso a espectáculos de cualquier
índole, no podrá rebasar el 30% del total de los boletos
disponibles para el evento; asimismo, en la venta anti-
cipada o preventa se podrá adquirir todo tipo de locali-
dad sin excepción.

En caso de incumplimiento del presente artículo, el in-
fractor se hará acreedor al pago de una multa del 10%
del costo total del evento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 “¿La reventa se hará legal?”. El Economista. 19 de mayo de 2016. 

http://eleconomista.com.mx/entretenimiento/2016/05/19/reventa-
se-hara-legal
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2 “Buscan parar reventa ilegal de boletos”. El Economista. 27 de fe-
brero de 2017. 

http://eleconomista.com.mx/entretenimiento/2017/02/27/buscan-
parar-reventa-ilegal-boletos

3 “¿La reventa se hará legal?”. El Economista. 19 de mayo de 2016. 

http://eleconomista.com.mx/entretenimiento/2016/05/19/reventa-
se-hara-legal

4 “¿Cuándo sí y cuando no comprar boletos en preventa?”. Milenio.
Miriam Castro. 23 de junio de 2015. 

http://www.milenio.com/negocios/compras_preventa-bole-
tos_preventa_0_541745973.html

5 “Preventa: una práctica que trunca sueños”. El Economista. Raúl
Delgado y Gloria Aragón. 10 de octubre de 2010.

http://eleconomista.com.mx/entretenimiento/2010/10/10/preventa-
practica-que-trunca-suenos

6 “OCESA: la prostitución de la música”. Proceso. 3 de agosto de
2012.

http://www.proceso.com.mx/315963/ocesa-la-prostitucion-de-la-
musica

7 Cofece. “Prácticas Monopólicas Relativas”.

h t tps : / /www.cofece .mx/cofece / index .php/cofece /que-
hacemos/practicas-monopolicas-relativas

8 Ticketmaster. 

http://www.ticketmaster.com.mx/h/faq.html?tm_link=tm_ho-
meA_i_faqs

9 Ídem. 

10 “14 datos sobre el comercio electrónico en México”. El Economis-
ta. Rodrigo Riquelme. 19 de noviembre de 2016.

http://eleconomista.com.mx/industrias/2016/11/19/14-datos-sobre-
comercio-electronico-mexico

11 “Preventa: una práctica que trunca sueños”. El Economista. Raúl
Delgado y Gloria Aragón. 10 de octubre del 2010.

http://eleconomista.com.mx/entretenimiento/2010/10/10/preventa-
practica-que-trunca-suenos

12 “El Oso de la Guerrero”, un revendedor de boletos para espectácu-
los que se volvió popular en las redes sociales”. UnoNoticias. 21 de oc-
tubre de 2015. 

https://www.facebook.com/UnoTVNoticias/videos/vb.148786388
488561/1084029071630950/?type=2&theater

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 28 de septiembre de
2017.— Diputado Germán Ernesto Ralis Cumplido (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, para dictamen.

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma el artículo 7o. de la Ley General de
Protección Civil, suscrita por los diputados Héctor Javier
Álvarez Ortiz y Maricela Serrano Hernández, del Grupo
Parlamentario del PRI

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72, inciso h), de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se presenta a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La protección civil se entiende como el sistema integral,
según el cual cada país proporciona protección y asistencia
a la población ante cualquier tipo de desastre o accidente,
así como las acciones destinadas a proteger a la población
contra los peligros de hostilidades y catástrofes, y ayudar-
la a recuperarse de los efectos inmediatos que pudiesen ha-
ber dejado dichos eventos, también debe vigilar y facilitar
las condiciones necesarias para la supervivencia de la po-
blación, procurando el cuidado del ambiente.1

El 7 y 19 de septiembre de 2017, el país sufrió las conse-
cuencias devastadoras de la actividad sísmica, dada la ubi-
cación geográfica que tenemos. Tuvimos decesos en Chia-
pas, Guerrero, Oaxaca, Morelos, Puebla y la Ciudad de
México, estados con actividad sísmica de los cuales sólo la
Ciudad de México tiene alertas sísmicas.

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados268



Entre las condiciones necesarias para la supervivencia de la
población se incluye el servicio de alerta, que sea tal que
proporcione aviso oportuno a la población ante la inminen-
cia o presencial real de un desastre de este tipo.

En México, lamentablemente no hay una cultura de protec-
ción civil difundida entre la población en general, por lo que
se requieren medidas que prevengan o alerten a la sociedad
de un riesgo inminente. Aún en las zonas con una densidad
de población muy alta, existen grandes debilidades.

Para el caso completo de los sismos, basta recordar que en
la Ciudad de México en 2012, sólo 2 por ciento de los in-
muebles públicos como escuelas, hospitales y oficinas de
dependencias gubernamentales, reportaron contar con
alarma sísmica, según datos de la Comisión de Protección
Civil de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.2 Si
bien en la Ciudad de México se ha tratado de corregir es-
ta falla con la colocación de alarmas en zonas públicas, el
esfuerzo resulta insuficiente, y el camino por recorrer en
el país aún es largo.

Una de las principales razones para que no existan las
alertas correspondientes en cada escuela, hospital o colo-
nia del país se debe a la insuficiencia presupuestaria de
las entidades.

La Ley de Protección Civil3 menciona en el artículo 7 las
acciones que corresponden al Ejecutivo federal en materia
de protección civil, entre las cuales figuran siguientes:

I. Asegurar el correcto funcionamiento del Sistema Na-
cional y dictar los lineamientos generales para coordinar
las labores de protección civil en beneficio de la pobla-
ción, sus bienes y entorno, induciendo y conduciendo la
participación de los diferentes sectores y grupos de la
sociedad en el marco de la gestión integral de riesgos;

II. Promover la incorporación de la gestión integral de
riesgos en el desarrollo local y regional, estableciendo
estrategias y políticas basadas en el análisis de los ries-
gos, con el fin de evitar la construcción de riesgos futu-
ros y la realización de acciones de intervención para re-
ducir los riesgos existentes;

III. Considerar en el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos de la Federación de cada ejercicio fiscal recursos pa-
ra el óptimo funcionamiento y operación de los instru-
mentos financieros de gestión de riesgos a que se refiere
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-

cendaria, con el fin de promover y apoyar la realiza-
ción de acciones de orden preventivo,4 así como las
orientadas al auxilio de la población en situación de
emergencia y la atención de los daños provocados por
los desastres de origen natural.

Esta iniciativa considera que si se plantean las especifici-
dades requeridas en la ley, estaremos en posibilidad de
contar con las alertas preventivas, particularmente sísmicas
en el territorio mexicano.

Estando en el entendido de que la alerta sísmica te dará 50
segundos de ventaja para evacuar o resguardarte en una zo-
na de menor riesgo antes que el movimiento sea percepti-
ble, esta señal es emitida por los radiorreceptores del Sis-
tema de Alerta Sísmica y a través de los altavoces
instalados en las cámaras de vigilancia, tal es el caso de la
Ciudad de México, mientras que Alarma es un aviso im-
plantado en un inmueble (silbatos, chicharras, altavoces,
etcétera), el cual es activado por una persona cuando el sis-
mo ya es perceptible. Su finalidad es indicar a las personas
que deben seguir un procedimiento de actuación en caso de
urgencia.

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración del
pleno la presente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se modifica el artículo 7 de la Ley
General de Protección Civil

Primero. Se reforma el artículo 7 de la Ley General de
Protección Civil, para quedar como sigue:

Artículo 7. Corresponde al Ejecutivo federal en materia
de protección civil

I. y II. …

III. Contemplar, en el proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación de cada ejercicio fiscal, re-
cursos para el óptimo funcionamiento y operación de
los instrumentos financieros de gestión de riesgos a
que se refiere la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria, con el fin de promover y
apoyar la realización de acciones de orden preventivo,
principalmente la instalación de alertas sísmicas en
el territorio mexicano; así como las orientadas tanto
al auxilio de la población en situación de emergencia,
como la atención de los daños provocados por los de-
sastres de origen natural;
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IV. a IX. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se preverá en el Presupuesto de Egresos de la
Federación de cada año el recurso necesario para dar cum-
plimiento a esta disposición.

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que se opon-
gan al contenido del presente decreto.

Notas

1 Organización Internacional de Protección Civil y Protocolo 1 adicio-
nal al Tratado de Ginebra.

2 www.aldf.gob.mx/sintesis-4f69d7cd844b2.pdf

3 Capítulo II, “De la protección civil”.

4 Resaltado propio.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de octubre de 2017.— Dipu-
tados: Héctor Javier Álvarez Ortiz, Maricela Serrano Hernández (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dicta-
men.

CÓDIGO NACIONAL
DE PROCEDIMIENTOS PENALES

«Iniciativa que reforma el artículo 167 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, a cargo de la diputada Mar-
tha Lorena Covarrubias Anaya, del Grupo Parlamentario
del PRI

La suscrita, Martha Lorena Covarrubias Anaya, diputada
de la LXIII Legislatura al honorable Congreso de la Unión,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo establecido por el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6 nume-

ral 1 fracción I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento
de la Cámara de Diputados, someto a la consideración de
esta soberanía, iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 167 fracciones XI y XII del Código Na-
cional De Procedimientos Penales de conformidad con la
siguiente 

Exposición de Motivos

I. Introducción 

Según datos de la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente, actualmente en México, el tráfico ilegal de vida
silvestre, particularmente el de la fauna, se ha convertido
en una de las actividades ilícitas más lucrativas solo supe-
rado por el de armas y drogas.

En los países en vías de desarrollo, como el nuestro, es co-
mún la venta de animales silvestres, tanto para el mercado lo-
cal como el internacional, generando con ello un comercio
ilegal que produce ganancias incuantificables así como un
daño inimaginable a nuestro ecosistema y medio ambiente.

Se trafica con los mismos animales, tales como lagartos cu-
banos, dragones barbados, ranas pacman, geckos, por men-
cionar algunos, o con productos derivados de esos anima-
les, como pieles, colmillos, plumas, entre otros.

Ahora bien, el Código Penal Federal, contempla los delitos
contra la biodiversidad, entre los cuales comprende el trá-
fico ilegal de ejemplares, partes y derivados de flora y fau-
na silvestres, así como el que cause daño a algún ejemplar
de estos, teniendo como penalidad al sujeto activo que rea-
lice dichas acciones ilícitas de uno a nueve años de prisión
y por el equivalente de trescientos a tres mil días de multa,
de conformidad con las fracciones IV y V del artículo 420
del citado Código Punitivo Federal.

No obstante, los delitos de tráfico ilegal de vida silvestre
así como el que cause daño a estos ejemplares, no son con-
siderados como delitos graves que ameriten prisión pre-
ventiva oficiosa, de acuerdo a lo previsto en los numerales
150 fracción I, 165 y 167 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales; por tanto, el sujeto activo al cometer los
referidos ilícitos, se encuentra en libertad respecto a toda la
sustanciación del proceso penal acusatorio.

De lo anterior se desprende, que si bien es cierto que el trá-
fico de vida silvestre de fauna, ya sea de especies terrestres
o acuáticas en veda, considerada endémica, amenazada, en
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peligro de extinción, sujeta a protección especial, o regula-
da por algún tratado internacional del que México sea par-
te, o simplemente al que cause daño a estas especies, es un
delito tipificado por el Código Penal Federal, también es
cierto, que ante los datos que la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente ha proporcionado en relación a es-
ta problemática, los cuales son alarmantes, es por lo que es-
ta honorable Soberanía Nacional tiene que actualizar la le-
gislación pertinente para poner un alto a estos sucesos
lacerantes.

II. Problemática

Actualmente en México, tanto la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente así como diversos medios de difu-
sión nacional y local, han puntualizado la recurrencia en la
comisión de estos ilícitos.

En esa inteligencia, tanto el mercado ilegal de fauna sil-
vestre así como el daño que en sí mismo se genera a estas
especies, es uno de los principales factores que contribuyen
a la extinción de especies en su hábitat natural, dañan al
ecosistema y medio ambiente, y por si fuera poco, es una
actividad ilícita que genera riquezas para las personas que
ilícita e indebidamente se dedican a la comisión de estos
delitos.

Cabe señalar, que el daño que se genera a estas especies
se encuentra implícito en el tráfico ilegal de vida silves-
tre de fauna, puesto que al ser una actividad ilegal, las
personas que trafican estas especies lo hacen de una ma-
nera oculta respecto a la Autoridad, y por ende sin los
cuidados debidos. 

Un nuevo modus operandi que se ha venido presentado en
el tráfico ilegal de vida silvestre de la fauna, es el de trans-
portar a estas especies mediante paquetería, dado que de
acuerdo a dependencias federales como la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente, han señalado esta prác-
tica ilegal en aumento.

Anteriormente, el traficar objetos o sustancias ilícitas me-
diante paquetería sucedía con el tráfico de narcóticos, ac-
tualmente está práctica se está presentando pero el merca-
do de vida silvestre de fauna.

A pesar de que la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente para combatir el tráfico ilegal de vida silvestre,
en este caso de la fauna, realiza operativos de inspección y

vigilancia, en todos los eslabones de la cadena de tráfico ile-
gal (extracción, transporte, acopio y comercialización), es-
to en coordinación con diferentes instituciones como la Pro-
curaduría General de la República, Policía Federal, Policía
Federal Ministerial, Policías Estatales y Municipales; los
delincuentes se encuentran aprovechando todas las vías de
transporte para continuar con sus prácticas ilícitas, como lo
es la transportación de fauna silvestre mediante paquetería.

III. Propuesta

Ante el aumento que se ha venido presentando en el tráfi-
co de fauna silvestre a través de distintos medios de trans-
portación, así como los efectos económicos y dañinos que
produce la comisión de estos ilícitos, es por lo que consi-
dero pertinente que esta honorable soberanía nacional
agrave la penalidad de estos delitos, en aras de disminuir la
comisión de los mismos así como de sancionar con mayor
rigor a todos aquellos sujetos activos de estos hechos.

Por tanto, es que se propone reformar el artículo 167 en sus
fracciones XI y XII del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales, para con ello incluir en los supuestos de pri-
sión preventiva oficiosa los delitos de tráfico, captura, po-
sesión, transportación, acopio, introducción al país,
extracción del mismo, de algún ejemplar, sus productos o
subproductos y demás recursos genéticos, de una especie
de fauna silvestre, terrestres o acuáticas en veda, conside-
rada endémica, amenazada en peligro de extinción, sujeta a
protección especial, o regulada por algún tratado interna-
cional del que México sea parte; así como también al que
cause daño a este tipo de especies.

Cabe señalar, que se pretende incluir en los supuestos de
prisión preventiva oficiosa a todos estos sujetos que parti-
cipen en la comisión del delito en general, puesto que es
una red de tráfico, en los que cada persona realiza una ac-
tividad punitiva por la Ley.

En tal virtud, con dicha reforma se pretende agravar el de-
lito, para que el sujeto activo que realice esta actividad ilí-
cita, en consecuencia sea merecedor a una prisión preven-
tiva oficiosa durante el proceso penal acusatorio. 

IV. Contenido de la reforma 

La reforma que se propone al Código Nacional de Procedi-
mientos Penales es en redacción sencilla, sin embargo, se
estima suficiente para agravar el delito que nos ocupa en
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aras de reducir la comisión del mismo, así como de san-
cionar con mayor vigor a los sujetos activos participantes
de este ilícito.

Por tanto, se propone modificar la fracción XI del artículo
167, así como adicionar una fracción XII al referido nume-
ral, ambos del Código Nacional de Procedimientos Penales,
para el efecto de agravar el delito de tráfico, captura, pose-
sión, transportación, acopio, introducción al país, extrac-
ción del mismo, de algún ejemplar, sus productos o subpro-
ductos y demás recursos genéticos, de una especie de fauna
silvestre, terrestres o acuáticas en veda, considerada endé-
mica, amenazada en peligro de extinción, sujeta a protec-
ción especial, o regulada por algún tratado internacional del
que México sea parte; así como también al que cause daño
a este tipo de especies; y con ello el sujeto activo sea mere-
cedor a prisión preventiva oficiosa en el proceso penal acu-
satorio; a efecto de disminuir la comisión de estos ilícitos,
detener el enriquecimiento ilícito, así como proteger el eco-
sistema y medio ambiente.

Es por todo lo expuesto, que me permito someter a consi-
deración de la honorable Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión el siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforma por modificación la fracción XI del
artículo 167, se adiciona la fracción XII del artículo
167, y se recorre el último párrafo del referido artículo,
todos del Código Nacional de Procedimientos Penales,
para quedar como sigue: 

Artículo 167. …

…

…

…

…

…

…

I. a X. …

XI. Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195,
196 Bis, 196 Ter, 197, párrafo primero y 198, parte pri-
mera del párrafo tercero;

XII. Los previstos en el artículo 420, fracciones IV y
V, tratándose de especies de fauna silvestre, terrestre
o acuática.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Ciudad de México, a 3 de octubre de 2017.— Diputados: Martha Lo-
rena Covarrubias Anaya (rúbrica), Ramón Bañales Arambula (rúbrica),
Hugo Gaeta Esparza (rúbrica), José Luis Orozco Sánchez Aldana (rú-
brica), J. Jesús Zuñiga Mendoza (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

«Iniciativa que reforma el artículo 74 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, a cargo del diputado Armando Ale-
jandro Rivera Castillejos, del Grupo Parlamentario del
PAN

El suscrito, diputado Armando Alejandro Rivera Castille-
jos, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional del Congreso de la Unión, con fundamento en los
artículos 77, y demás relativos del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta hono-
rable soberanía, la iniciativa que reforma el artículo 74 de
la Ley del Impuesto Sobre la Renta en materia de exención
de ISR a personas físicas integrantes de Sociedades Coo-
perativas de Producción vinculadas al sector pesquero con
base en la siguiente:

Exposición de Motivos

Acción Nacional no ha dejado de insistir en que la reforma
hacendaria aprobada por el PRI y sus aliados en octubre de
2013 es de las reformas estructurales más tóxicas para el
país.
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Sus resultados son evidentes y claros. Desde que inició la
presente administración, México no puede crecer más allá
del 2 por ciento, mientras que en julio del presente año la
inflación alcanzó 6.4 por ciento, prácticamente el doble del
porcentaje que se registró en diciembre de 2016. Esta alza
de precios ha desacelerado el consumo interno si compara-
mos su crecimiento con los registrados en otros años.

Dado el impacto negativo de la reforma, los mexicanos tie-
nen que destinar un mayor porcentaje de sus ingresos al pa-
go de impuestos que a su gasto habitual. La reforma ha-
cendaria ha lesionado gravemente el bolsillos de los
mexicanos y en consecuencia, ha impactado en variables
importantes de la economía que generan el crecimiento de
nuestro país.

El caso de las diferentes empresas que integran el sector
productivo del país, no es distinto. La reforma hacendaria
planteó un incremento de impuestos por renta (ISR), valor
agregado (IVA) e impuestos especiales sobre producción
(IEPS) que afectó a muchas empresas en sus niveles de in-
versión, salarios, capacitación de su planta laboral y tam-
bién en la reducción de plazas.

Un caso particular de la presión que ha generado la refor-
ma en el sistema impositivo se vincula al caso de la Socie-
dades Cooperativas de Producción. 

Por tal motivo, nuestro partido ha planteado diversas refor-
mas fiscales que buscan mitigar los efectos de dicha refor-
ma hacendaria, como disminuir las tasas de ISR, IVA e
IEPS. 

Si bien los resultados no han sido los esperados, continua-
mos insistiendo en la necesidad de presentar una reforma
fiscal que impulse verdaderamente a la economía de nues-
tro país y genere bienestar en todos los mexicanos. 

En este sentido, una de las preocupaciones del PAN es im-
pulsar reformas que apoyen a las empresas de los diferentes
sectores del país. Uno de estos sectores es el correspondiente
al pesquero vinculado, como ya lo señalamos en párrafos an-
teriores, a las Sociedades Cooperativas de Producción.

Dichas sociedades se han visto afectadas porque con la re-
forma hacendaria, sus integrantes (personas físicas) no es-
tán exentos del pago de ISR, ya que así lo determina el Ré-
gimen de Actividades Agrícolas, Ganaderas, Silvícolas y
Pesqueras de la Ley del Impuesto Sobre la Renta (ISR).

Dicho régimen está dirigido a las personas físicas con acti-
vidad empresarial, toda vez que el artículo 74, fracción II,
de la Ley establece que los anticipos y rendimientos entre-
gados por la Sociedad Cooperativa a sus miembros para
efectos de dicha ley, son asimilables a salarios y en conse-
cuencia, declarados ingresos para las personas físicas.

La forma en la que se encuentra redactada la ley vigente ha
generado una serie de inquietudes a las asociaciones pes-
queras de las diferentes regiones del país que demandan
una revisión sobre el tema de manera urgente.

En tal sentido, se han generado diferentes reuniones y pre-
siones de sociedades cooperativas de producción pesquera
encaminadas a insistir a las autoridades fiscales, que el ré-
gimen actual que se aplica a las personas físicas dedicadas
a la pesca, debe entenderse como un régimen general inde-
pendientemente de que se encuentren organizados en aso-
ciaciones u organización.

Es decir, debido a la presión fiscal que ha ejercido la ley del
ISR que fue aprobada en la reforma hacendaria por el PRI
y sus aliados, el artículo referido no es capaz de hacer dis-
tinción entre personas físicas que integran las sociedades
cooperativas de producción, y las propias sociedades. Por
tal razón, se necesita establecer en la ley dicha distinción:
ingresos de los productores individuales e ingresos de las
sociedades cooperativas.

Por esta razón, el objetivo de la presente iniciativa es co-
rregir el error de redacción que contiene el artículo 74,
fracción III, de la Ley del ISR para establecer que todo pro-
ductor denominado como persona física, aun cuando esté
organizado en algún tipo de sociedad cooperativa, esté
exento del pago de ISR como sucede con las personas físi-
cas dedicadas a la pesca pero que no están incorporadas a
una sociedad.

De esta manera, con la modificación buscamos evitar que
se continúe generando un estado de competencia endeble e
inconstitucional en razón de que aun cuando se realiza la
misma actividad, se les da un trato diferenciado en el pago
de impuestos comparado con otras personas físicas que se
dedican a la pesca, sólo por ser integrantes de una Socie-
dad Cooperativa.

Dicho lo anterior, la propuesta de modificación sería la
siguiente:
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Finalmente, es importante resaltar que las sociedades coo-
perativas han significado para nuestro país la mejor forma
de organización para que los artesanos y pequeños produc-

tores se organicen y mejoren sus condiciones de vida, sin
contar con los beneficios que aporta este tipo de organiza-
ciones a la comunidad.

Por este motivo la presente iniciativa busca resaltar la rele-
vancia de no provocar el fin del cooperativismo que se de-
dica a actividades productivas del sector primario, que es
lo que finalmente puede ocurrir de prevalecer el criterio
sustentado por las autoridades en la ley fiscal en comento. 

Como integrante del Grupo Parlamentario del PAN insto a las
comisiones encargadas de analizar el presente proyecto y las
autoridades fiscales a que sean sensibles al fondo del proble-
ma y actúen en consecuencia, buscando el beneficio de este
sector social y que tomen en consideración la necesidad de
reconocer que se han equivocado en la reforma de algunos
impuestos que afectan de manera importante sectores ende-
bles y poco consolidados como lo es el pesquero.

Por lo antes expuesto, someto a su consideración el si-
guiente proyecto de

Decreto

Único. Se reforma la fracción III y el décimo párrafo del
artículo 74 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta para que-
dar como sigue:

Artículo 74. Deberán cumplir con sus obligaciones fisca-
les en materia del impuesto sobre la renta conforme al ré-
gimen establecido en el presente Capítulo, los siguientes
contribuyentes:

I. a II. …

III. Las personas físicas y socios o asociados de las so-
ciedades cooperativas de producción que se dediquen
exclusivamente a actividades agrícolas, ganaderas, sil-
vícolas o pesqueras.

…

…

…

…

…
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…

…

…

…

Las personas morales que se dediquen exclusivamente a
las actividades agrícolas, ganaderas, silvícolas o pes-
queras, no pagarán el impuesto sobre la renta por los in-
gresos provenientes de dichas actividades hasta por un
monto, en el ejercicio, de 20 veces el salario mínimo ge-
neral elevado al año, por cada uno de sus socios o aso-
ciados siempre que no exceda, en su totalidad, de 200
veces el salario mínimo general elevado al año. El lími-
te de 200 veces el salario mínimo, no será aplicable a
ejidos y comunidades. En el caso de las personas físicas,
socios o asociados de las sociedades cooperativas de
producción, no pagarán el impuesto sobre la renta por
los ingresos provenientes de dichas actividades hasta
por un monto, en el ejercicio, de 40 veces el salario mí-
nimo general elevado al año. Las personas morales a
que se refiere este párrafo, podrán adicionar al saldo de
su cuenta de utilidad fiscal neta del ejercicio de que se
trate, la utilidad que corresponda a los ingresos exentos;
para determinar dicha utilidad se multiplicará el ingreso
exento que corresponda al contribuyente por el coefi-
ciente de utilidad del ejercicio, calculado conforme a lo
dispuesto en el artículo 14 de esta Ley.

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente Decreto será aplicable a partir de la en-
trada en vigor de la Ley de Ingresos de la Federación y la
Miscelánea Fiscal del año 2018.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
3 de octubre de 2017.— Diputado Armando Alejandro Rivera Castille-
jos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

LEY DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA, LEY FEDERAL
DEL DERECHO DE AUTOR Y LEY DE 

LA PROPIEDAD INDUSTRIAL

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de las Leyes de Ciencia y Tecnología, Federal del Derecho
de Autor, y de la Propiedad Industrial, a cargo de la dipu-
tada María Cristina García Bravo, del Grupo Parlamentario
del PRD 

Planteamiento del problema a resolver con la presente
iniciativa

Agrawal (2001)1 reseña como a mediados del decenio de
1990, se asistió a la aparición de un nuevo tipo de colabo-
ración, impulsado por tres entidades de los Estados Unidos,
la Fundación Nacional para la Ciencia, los Institutos Na-
cionales de Salud y el Organismo para el Desarrollo Inter-
nacional. Los International Cooperative Biodiversity
Groups (ICBG), se fundaron con la idea de agrupar en un
consorcio a investigadores universitarios, laboratorios far-
macéuticos, organizaciones no gubernamentales y repre-
sentantes de los pueblos indígenas para inventariar recur-
sos genéticos y bioquímicos que pudieran tener valor
comercial. El propósito de esta empresa era asimismo 
crear mecanismos innovadores que permitiesen compartir
con los pueblos indígenas los beneficios que, se suponía,
derivarían de la identificación exacta de una serie de com-
puestos rentables.

Los resultados derivados del trabajo de los ICBG son cues-
tionables, pero en todo caso, como reconoce Agrawal
(2001: 3):2

Los miembros del consorcio tuvieron que bregar con
una serie de problemas, como la definición del conoci-
miento autóctono con respecto a las propiedades medi-
cinales de los materiales orgánicos reunidos, y la dis-
tribución de beneficios económicos proporcionales al
poder curativo que los pueblos indígenas atribuían a
sus conocimientos y a las plantas y árboles de su en-
torno próximo. Sus actividades clasificatorias plante-
aron interrogantes de tipo taxonómico y epistemológi-
co vinculadas con la creación de bases de datos de
conocimientos autóctonos y su deseo de reseñar los co-
nocimientos autóctonos de valor fue tildado de activi-
dad extractiva de corte neocolonial. Pero lo que está
detrás de todos esos problemas, es la cuestión esencial
de la concepción del conocimiento autóctono y su rela-
ción con el poder.
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En la conformación del ICBG se parte de la lógica que los
conocimientos contenidos por los pueblos originarios
constituyen la matriz a partir de la cual es posible construir
un inventario de recursos bióticos con múltiples capacida-
des. Sin embargo, el principal obstáculo no es su utilidad,
sino, como lo expresa Agrawal, es la dificultad de incorpo-
rar dichos conocimientos eficazmente cuando se ha im-
puesto por siglos de colonialismo, una concepción subor-
dinada con respecto del conocimiento científico de los
centros de poder.

Esto mismo ocurre con los conocimientos sobre la produc-
ción de alimentos. Suponer que el conocimiento prove-
niente de la revolución verde a nivel global por sí mismo
condujo a la construcción del actual sistema agroexporta-
dor de materias primas sería un error que no incluye las
formas locales con que se llevaron a cabo la transferencia
tecnológica y de los diseños institucionales que dieron ori-
gen en distintos países del tercer mundo.

En este sentido, el uso del suelo para el cultivo supone el
conocimiento edafológico que permita establecer un mo-
delo y una técnica acorde con el tipo de suelo. La edafolo-
gía como ciencia y los edafólogos como comunidad cientí-
fica han elaborado y siguen elaborando, una taxonomía de
suelos que demuestra el conocimiento que tenemos sobre
él, conocimientos que permiten el aprovechamiento de los
recursos productivos en la producción de alimentos.

Pero conocer el suelo a través de esta taxonomía no es, por
supuesto, la única manera de conocerlo. En las comunida-
des indígenas campesinas del centro del país, existen claras
diferencias entre in nextlati, in chichimekapan uan atoktli,
entre otras formas taxonómicas de distinguir las condicio-
nes edafológicas del suelo, esta clasificación les han per-
mitido no sólo cultivar, sino realizar modificaciones gené-
ticas y el mejoramiento de variedades de maíz, frijol,
calabaza, chile y otros cultivos en México antes de la lle-
gada de los españoles y hasta la actualidad

Conocer el mundo es tener la capacidad de transformarlo,
de tal manera que el conocimiento, como una producción
social de la humanidad en su relación con su entorno, se
traduce en modos, métodos, técnicas y tecnologías que per-
miten, como lo señalamos en el ejemplo de los cultivos, la
producción de alimentos y del conocimiento, lo que inclu-
ye la inventiva de las personas y con el tiempo, su incor-
poración al estado de la técnica en un momento histórico
determinado.

Así, el conocimiento que la humanidad ha producido en su
existencia se acumula, pero es con el proceso de coloniza-
ción-conquista iniciado en el siglo XVI, con la expansión
del pensamiento renacentista, que un modo, un método y
una comunidad del saber, se va convirtiendo en el pensa-
miento científico-moderno que conoceremos hoy, sobre
otros conocimientos y formas de conocer que pasarán al
folclore de los inventarios culturales. Es en el contexto de
la colonización que el pensamiento científico-moderno en
ciernes intenta interpretar un mundo que suponían vacío,
pero que resulto lleno de personas pensantes ¿Cómo llamar
a todo eso?

Desde el punto de vista del colonizador, lo que supieran o
no los indígenas acerca del mundo o su entorno, se califi-
caría a partir de lo que ellos sabían o ignoraban del mismo.
En el Libro Cuarto de su Historia General, Sahagún cita
sobre el conocimiento y la cuenta del tiempo en compara-
ción con el calendario gregoriano:3

Lo que dize que el año començava en enero como el
nuestro es falsíssimo, porque lo que llaman un año por
esta cuenta no son más [de] doscientos y sesenta días, y
de necesidad se havía de acabar ciento y cinco días an-
tes de nuestro año, y ansí no podía començar con el
nuestro año sino algunas y muy raro. En lo que dize que
los indios [que] composieron esta cuenta se mostraron
philosophos naturales es falsíssimo, porque esta cuenta
no le llevan por ninguna orden natural, porque fue in-
vención del demonio y arte de adivinación. En lo que di-
ze que faltaron en el bisexto es falso, porque en la cuen-
ta que se llama calendario verdadero cuentan
trescientos y sesenta y cinco días, y cada cuatro años
contavan trecientos y sesenta y seis días, en fiesta que
para esto hazían de cuatro en cuatro años. (sic)

Esta visión se impone por tanto en toda explicación sobre
el conocimiento indígena, es así como adquiere su carácter
subordinado y en no pocos casos, descalificado como par-
te del saber humano. Pero el que, el conocimiento de los
pueblos originarios fuera descalificado, no significa que no
fuera utilizado para la producción o la obtención de pro-
ductos biológicos. El conocimiento de los pueblos origina-
rios en este contexto colonizador, no dejo de seguir produ-
ciendo saberes. Así, el saber de los Pueblos en cuanto al
aprovechamiento de los recursos naturales y de la biodi-
versidad, es producto de su conocimiento del mundo. ¿Có-
mo aprovechar ese conocimiento? En este sentido, Agra-
wal señala que:4

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados276



Subsisten todavía muchas discrepancias en torno a
cuestiones como la comparabilidad entre distintos siste-
mas de conocimiento, el carácter de la propiedad de
prácticas indígenas específicas, la conveniencia de la
compensación o la intensificación de las relaciones in-
terculturales y las posibles amenazas que ello encierra
para el saber indígena.(sic)

Discrepancias que tienen su origen en una visión que sitúa a
los indígenas como los otros, los que no son, así, el conoci-
miento que estos pudieran tener sobre el mundo se encuentra
en desventaja sobre quien se asume en el “nosotros” los que
sabemos, Gururani lo sintetiza al señalar que:5

Durante mucho tiempo el discurso del desarrollo centrado
en la modernización recurrió a imágenes del “otro” nativo
para legitimar los planteamientos sobre el progreso y la ci-
vilización.

Existe por supuesto, un avance significativo en el pensa-
miento social latinoamericano, ahora queda claro que el
conocimiento no es una propiedad exclusiva de comunida-
des científicas, sino una producción humana producto de la
interacción, como lo señalan Ortiz y Borja:6

(…) el sujeto que conoce y el objeto por conocer que
se trastoca en una relación horizontal entre sujetos
que juntos construyen conocimientos e inventan nue-
vos caminos.

Pero no así en el marco del mercado neoliberal, pues como
lo denuncia Alarcón:7

Los conocimientos sobre los usos de los recursos naturales
que las poblaciones locales de los países del hemisferio sur
poseen están siendo conducidos a incorporarse en la lógi-
ca económica de la propiedad intelectual, PI, y los dere-
chos que la regulan, DPI. Se basa esta lógica en los dere-
chos individuales de «poseer algo» —en este caso un
conocimiento sobre el uso de un recurso natural— para
comercializarlo; y su protección, para que otro(s) indivi-
duo(s) no obtenga(n) ganancias monetarias a partir de es-
te conocimiento de la utilización del recurso natural.

Así, se reconoce el valor y utilidad de los conocimientos de
los pueblos, al mismo tiempo que, se vuelve importante su
apropiación a través de la bioprospección, por ejemplo de
las empresas farmacéuticas, quien en el caso de Chiapas se
ha aprovechado de este conocimiento, lo resume Alarcón al
señalar:8

La relación que los médicos indígenas tienen en la uti-
lización de los recursos vegetales los ha llevado a dife-
renciar qué parte de la planta se usa para cada enfer-
medad, cualidades térmicas de cada planta, cuáles son
venenosas, cantidad en su uso, forma y tiempo de cose-
cha y reproducción; además, de una amplia clasifica-
ción botánica nativa, basada en la forma, color, sabor,
uso, lugar de crecimiento de cada vegetal. Este vasto
conocimiento, como explicaremos más adelante, es im-
portantísimo y lucrativo para los proyectos de biopros-
pección de las empresas multinacionales farmacéuticas,
ya que les significa un enorme ahorro en investigación
al indicar qué recursos son más útiles y qué camino
pueden tomar. (sic)

El conocimiento se ha convertido en una fuente de genera-
ción de valor, por lo que su apropiación se vuelve, en la ac-
tualidad, un elemento central de la sociedad del conoci-
miento como lo erudita Tacca:9

Para Drucker, en la “Sociedad del conocimiento” el cono-
cimiento ha sustituido al trabajo, las materias primas y al
capital económico como fuente de riqueza y crecimiento.
El conocimiento se ha convertido en fuente de innovación
y orienta al progreso y creación de nueva tecnología. (Tal
como Marx había predicho a mediados del siglo XIX).

Paralelamente surge un pensamiento que considera que la
diversidad biocultural es mucho más importante que los
negocios inmediatos, como lo señala Carrillo:10

Paradójicamente, mientras la fiebre de las patentes no deja
de aumentar, simultáneamente surge un discurso en el cual
la diversidad biológica es un bien común que pertenece a
la humanidad. En la medida que no se le ha hecho nada y
por su importancia para la regulación climática del planeta
y demás servicios ambientales que proporciona debe ser
protegido por todos, por lo que su preservación es parte de
las agendas de instituciones y agencias nacionales e inter-
nacionales, incluso, según algunos, debe ser considerada
un asunto de seguridad mundial.

El problema, tal como lo hemos abordado, radica en la nece-
sidad de establecer, en consonancia con nuestro entendi-
miento sobre la importancia que tiene el conocimiento de los
pueblos, un marco adecuado de protección que impida la in-
debida apropiación del saber acumulado, en la medida que
estos conocimientos forman parte del patrimonio de la hu-
manidad y responsabilidad de los Estados en conservarlo.
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El problema, como se ha expuesto, radica en la utilización
del conocimiento de los pueblos originarios en un modelo
de exclusión a partir del cual, dicho conocimiento es utili-
zado y protegido como propiedad intelectual, mientras que
el pueblo que lo produjo, queda sin reconocimiento, ex-
cluido de sus beneficios y ajeno de su desarrollo. Pero más
aún, dado el carácter pluricultural de la Nación mexicana,
este modelo de exclusión lo que produce a largo plazo, es
la pérdida del saber acumulado y del conocimiento actual
que forman parte del legado cultural y social de la nación.

Argumentación

Nuestro argumento se centra en el derecho tutelado que se
establece en la fracción IV del inciso A del artículo 2 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos el
cual establece la garantía que, en el marco de su autono-
mía, los pueblos indígenas podrán:

Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos
los elementos que constituyan su cultura e identidad.

Así, los conocimientos que sobre el medio natural y social
tienen los pueblos originarios son producto de prácticas
productivas, culturales y de organización social y política,
que constituyen su cultura y su identidad. El reconoci-
miento de los pueblos originarios como producto y produ-
centes de conocimientos se pueden garantizar en la medida
que estos, al igual que en las ciencias lo son el estado ac-
tual de la técnica y el saber, estas se constituyen en cono-
cimientos de dominio público, los cuales se producen y se
instrumentan en el entorno cultura al que pertenecen. Sem-
brar con conocimiento, como se ejemplificaba en el Plan-
teamiento del problema, supone una práctica cultural que
le es propia en la medida que no es exclusivo de un solo in-
dividuo, pero también constituye la base de la inventiva y
de la creación humana.

En este sentido la Organización Mundial de la Propiedad In-
telectual (OMPI) considera que proteger ciertos conocimien-
tos no sólo permite la adopción de un bagaje de conocimien-
tos, sino que permite gestionar de mejor manera la propiedad
intelectual a través del reconocimiento de un estado del co-
nocimiento de dominio público, mismo que puede ser incor-
porado en las legislaciones nacionales al señalar:11

También el Programa de la OMPI para el Desarrollo es
favorable a un enfoque proteccionista del dominio pú-
blico. En su recomendación número 16 se aboga por
“considerar la preservación del dominio público en los

procesos normativos de la OMPI y profundizar en el
análisis de las consecuencias y los beneficios de un do-
minio público abundante y accesible”. Y el objetivo de
la recomendación 20 es “fomentar las actividades nor-
mativas en materia de PI que contribuyen a mantener
un sólido dominio público en los Estados miembros de
la OMPI, contemplando la posibilidad de elaborar di-
rectrices que podrían ayudar a los Estados miembros
interesados a determinar los contenidos que han pasa-
do a ser de dominio público en sus respectivas jurisdic-
ciones”. En ambas recomendaciones, más que denun-
ciar el creciente debilitamiento del dominio público e
instar a que se limite la expansión de la propiedad inte-
lectual, se trata primordialmente el dominio público en
sí mismo, sin tener en cuenta la otra cara de la moneda,
esto es la propiedad intelectual. Si bien los políticos,
tanto en el plano nacional como internacional, se han
centrado en las últimas décadas en definir y fortalecer
los derechos exclusivos, actualmente el foco de atención
está trasladándose a las limitaciones de la propiedad
intelectual y a definir y fomentar los ámbitos no afecta-
dos por derechos de exclusividad, como puedan ser el
dominio público o las excepciones y las limitaciones.

En este sentido, la OMPI observa un ámbito de conoci-
mientos oportunos a ser considerados de dominio público,
el conocimiento de los pueblos indígenas al recomendar en
su 3a Sesión del Comité Intergubernamental de la OMPI
sobre Propiedad Intelectual y Recursos Genéticos, Conoci-
mientos Tradicionales y Folclore que:

La protección de los conocimientos tradicionales se ha
convertido en uno de los temas principales del progra-
ma internacional en materia de propiedad intelectual.
En particular, las comunidades locales e indígenas con-
sideran que los conocimientos tradicionales deberían
gozar de una protección mayor que la que se les conce-
de en virtud de los sistemas de propiedad intelectual vi-
gentes. Se han formulado quejas en relación, entre otras
cosas, con la concesión inapropiada de patentes para
los conocimientos tradicionales, la ausencia de distri-
bución de los beneficios derivados de las invenciones
que se basan en conocimientos tradicionales y el insufi-
ciente recurso a los conocimientos tradicionales en las
búsquedas del estado de la técnica que realizan las ofi-
cinas de patentes.

Proteger un conocimiento no es limitativo de la propiedad
intelectual, sino que ubica los elementos del conocimiento
en su respectiva dimensión, evitando que estos puedan pa-
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sar de exclusivos a excluyentes, lo señala claramente la
OMPI al decir:12

Los objetivos y las justificaciones del dominio público y de
las excepciones y limitaciones del derecho de autor guar-
dan estrecha relación: en ambos casos se pretende mejorar
el acceso de la sociedad a las expresiones culturales y cre-
ativas, y ambos se justifican por el interés público. Una de
las funciones del dominio público es posibilitar el ejercicio
de prácticas productivas, ya sean culturales, creativas, pu-
ramente cognitivas o de consumo, y eximirlas del ejercicio
de derechos de propiedad exclusivos. A ese respecto, equi-
vale al funcionamiento de muchas excepciones del derecho
de autor que permiten utilizar una obra protegida como
consumo o de modo creativo.

Así, la propiedad intelectual que se establece en el marco de
la Ley, desde el punto de vista del conocimiento de dominio
público, lo que incluye los conocimientos humanos produci-
dos socialmente a través de los años, tendría la doble ventaja
de asegurar el derecho tutelado en la Constitución a favor de
los pueblos indígenas, al mismo tiempo que vuelve cierto el
derecho que el autor o el inventor tiene sobre sus invencio-
nes, diseños, modelos o ideas que sean “nuevas”; es decir,
que no se encuentre ya en el estado de la técnica; que sea ori-
ginal desde el punto de vista social y académico.

Y en el caso de México, al igual de otros países donde la
composición pluricultural está ligada estrechamente a los
sistemas productivos de apropiación de los organismos
biológicos, como ha sido la producción de maíz, frijol, ca-
labaza o incluso, el aprovechamiento de especies para fines
terapéuticos o farmacológicos, lo que expresa una diversi-
dad de usos producto de la acumulación del saber y del co-
nocimiento que constituye de forma indisoluble, la identi-
dad cultural de los pueblos originarios.

Así, consideramos que en diversos ordenamientos, la noción
de conocimiento de dominio público constituye el andamiaje
para la protección del saber y la inventiva, al mismo tiempo
que da certeza a la propiedad intelectual y el derecho de au-
tor, en tanto que permite distinguir con claridad el saber que
es producto de la innovación y la creatividad.

Sobre todo, su inclusión en los procesos de generación del
conocimiento, permite el reconocimiento de una base sóli-
da de conocimientos que constituyen una plataforma de co-
nocimiento desde el cual, es posible un nuevo impulso a la
investigación científica y el desarrollo tecnológico de base
nacional.

La parte sustantiva de nuestro argumento en consonancia
con el problema planteado es la protección de un conjunto
de bienes inmateriales que son el legado acumulado de ge-
neraciones que conforman la identidad de ese México pro-
fundo que constituye la matriz de nuestra identidad mexi-
cana, pero sobre todo, que se expresa como el saber actual
de la técnica y el conocimiento práctico de las relaciones
con el medio natural y social. Es en última instancia, nues-
tro recurso más valioso.

Así, la inclusión de la noción de dominio público y de la
necesidad de protección de esta base de conocimiento, re-
presenta la protección del interés nacional sobre el conoci-
miento que forma la base de la inventiva, la creación y la
originalidad de los pueblos originarios y de su legado para
la formación de una ciencia y una técnica que representa un
impulso para el desarrollo. Actuar en sentido contrario fa-
vorecerá la expoliación de los conocimientos, de las prác-
ticas y de la tecnología que le es inherente.

Es por ello que consideramos que la noción de conoci-
miento de dominio público se debe incluir en distintos or-
denamientos enlistados en la tabla siguiente.
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Fundamento legal 

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y
6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, pongo a su consideración la presente
iniciativa con proyecto de decreto

Primero. Se reforma la fracción VI del artículo 6, la frac-
ción VIII del artículo 13, la fracción V del artículo 24 y la
fracción IV del artículo 41 Bis de la Ley de Ciencia y Tec-
nología, para quedar como sigue:

Artículo 6. El Consejo General tendrá las siguientes facul-
tades:

I. a V.

VI. Aprobar y formular propuestas de políticas y meca-
nismos de apoyo a la ciencia, la tecnología y la innova-
ción en materia de estímulos fiscales y financieros, faci-
lidades administrativas, de comercio exterior,
metrología, normalización, evaluación de la conformi-
dad, protección del conocimiento de dominio público
y régimen de propiedad intelectual;

Artículo 13. El gobierno federal apoyará la investigación
científica, el desarrollo tecnológico y la innovación me-
diante los siguientes instrumentos:

I. a VII.
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VIII. Los programas educativos y de normalización, los
estímulos fiscales, financieros, facilidades en materia
administrativa y de comercio exterior, el régimen de
propiedad intelectual y de protección al conocimiento
de dominio público en los términos de los tratados in-
ternacionales y leyes específicas aplicables en estas ma-
terias.

Artículo 24. El establecimiento y operación de los Fon-
dos Institucionales del Conacyt se sujetará a las siguien-
tes bases:

I. a IV.

V. El objeto de cada fondo invariablemente será el otor-
gamiento de apoyos y financiamientos para: actividades
directamente vinculadas al desarrollo de la investiga-
ción científica y tecnológica; becas y formación de re-
cursos humanos especializados; realización de proyec-
tos específicos de investigación científica, desarrollo
tecnológico, innovación y modernización tecnológica;
el registro nacional o internacional de los derechos de
los pueblos originarios sobre el conocimiento de do-
minio público y de propiedad intelectual que se gene-
ren; la vinculación de la ciencia y la tecnología con los
sectores productivos y de servicios; la divulgación de la
ciencia, la tecnología y la innovación; creación, desa-
rrollo o consolidación de grupos de investigadores o
centros de investigación, así como para otorgar estímu-
los y reconocimientos a investigadores y tecnólogos, en
ambos casos asociados a la evaluación de sus activida-
des y resultados.

Artículo 41 Bis. El Comité Intersectorial para la Innova-
ción operará en los términos del reglamento interno que al
efecto se expida y tendrá las siguientes facultades:

I. a III.

IV. Proponer al Consejo General y a las dependencias de
la Administración Pública Federal las recomendaciones
que considere pertinentes en materia de normalización y
derechos de propiedad intelectual y derechos de los
pueblos originarios sobre los conocimientos de domi-
nio público, a fin de promover la innovación;

Segundo. Se reforma el artículo 1, la denominación del
Capítulo III y los artículos 157, 158 y 160 de la Ley Fede-
ral de Derechos de Autor, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente Ley, reglamentaria del artículo 28
constitucional, tiene por objeto la salvaguarda y promoción
del acervo cultural y del conocimiento de dominio público
de la nación; protección de los derechos de los autores, de los
artistas intérpretes o ejecutantes, así como de los editores, de
los productores y de los organismos de radiodifusión, en re-
lación con sus obras literarias o artísticas en todas sus mani-
festaciones, sus interpretaciones o ejecuciones, sus ediciones,
sus fonogramas o videogramas, sus emisiones, así como de
los otros derechos de propiedad intelectual.

(…)

Capítulo III
Del acervo pluricultural

Artículo 157. La presente Ley protege las obras literarias,
artísticas de los pueblos originarios, así como todas las
manifestaciones primigenias en sus propias lenguas, y los
usos, costumbres y tradiciones de la composición pluricul-
tural que forman parte del conocimiento de dominio pú-
blico protegido por el Estado mexicano.

Artículo 158. Las obras literarias, artística de los pueblos
originarios y perpetuadas en una comunidad o etnia origi-
naria o arraigada en la República Mexicana, estarán prote-
gidas por la presente Ley contra su deformación, hecha con
objeto de causar demérito a la misma o perjuicio a la repu-
tación o imagen de la comunidad o etnia a la cual pertene-
cen; así como a la obtención de beneficios económicos
haciéndose pasar por su autor.

Artículo 160. En toda fijación, representación, publica-
ción, comunicación o utilización en cualquier forma, de
una obra literaria, artística de los pueblos originarios; pro-
tegida conforme al presente capítulo, deberá mencionarse
la autoría de la comunidad o etnia, o en su caso la región
de la República Mexicana de la que es propia.

Tercero. Se adicionan las fracciones VIII del artículo 2,
VII del artículo 3, III Bis del artículo 6, V del artículo 16 y
VIII del artículo 19 de la Ley de Propiedad Industrial, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 2. Esta ley tiene por objeto:

I. a VII.
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VIII. Proteger los conocimientos tradicionales, la ri-
queza biocultural de los Pueblos originarios, el lega-
do cultural, los saberes acumulados y demás conoci-
miento social declarado como de dominio público.

Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. a VI.

VII. Conocimiento social de dominio público, a toda
forma de conocimiento tradicional de los Pueblos ori-
ginarios, incluyendo el saber acumulado local o autóc-
tono, toda producción de conocimientos creado por co-
lectividades sean urbanas o rurales cuyo uso cotidiano
esté vinculado al conocimiento sobre el aprovecha-
miento de los recursos productivos, naturales o socia-
les; así como el conocimiento biológico que se tiene de
los organismos vivos, su manejo genético y aprovecha-
miento.

Artículo 6. El Instituto Mexicano de la Propiedad Indus-
trial, autoridad administrativa en materia de propiedad in-
dustrial, es un organismo descentralizado, con personali-
dad jurídica y patrimonio propio, el cual tendrá las
siguientes facultades:

I. a III.

III Bis. Tratándose de patentes, establecer la origi-
nalidad de procesos, partes, artefactos, dispositivos,
modelos o productos suficiente y necesariamente di-
ferentes al estado del conocimiento social de dominio
público que protege la presente ley. Toda patente que
se otorgue que provenga del conocimiento social de
dominio público deberá establecer la parte que le co-
rresponda como propiedad intelectual a su autor y
los beneficios que se desprendan de su aplicación, de-
berán repartirse medianamente entre el autor y los
pueblos, comunidades o colectividades detentoras de
su legado o de quien fuera producido.

IV. a XXII.

Artículo 16. Serán patentables las invenciones que sean
nuevas, resultado de una actividad inventiva y suscepti-
ble de aplicación industrial, en los términos de esta Ley,
excepto:

I. a III.

IV. El cuerpo humano y las partes vivas que lo compo-
nen, y

V. Las prácticas bioculturales, productivas y los ar-
tefactos utilizados en ellas, de los pueblos origina-
rios, y

VI. Las variedades vegetales.

Artículo 19. No se considerarán invenciones para los efec-
tos de esta Ley:

I. a VI.

VII. Los métodos de tratamiento quirúrgico, terapéutico
o de diagnósticos aplicables al cuerpo humano y los re-
lativos a animales,

VIII. Los conocimientos sociales de dominio público, y

IX. La yuxtaposición de invenciones conocidas o mezclas
de productos conocidos, su variación de uso, de forma, de
dimensiones o de materiales, salvo que en realidad se trate
de su combinación o fusión de tal manera que no puedan
funcionar separadamente o que las cualidades o funciones
características de las mismas sean modificadas para obtener
un resultado industrial o un uso no obvio para un técnico en
la materia.

Cuarto. Se reforman los artículos 4, 9 y la fracción II del
artículo 12 de la Ley de Propiedad Industrial, para quedar
como sigue:

Artículo 4. No se otorgará patente, registro o autorización,
ni se dará publicidad en la Gaceta, a ninguna de las figuras
o instituciones jurídicas que regula esta Ley, cuando sus
contenidos o forma sean contrarios al orden público, con-
travengan cualquier disposición legal o sean producto del
conocimiento social de dominio público.

Artículo 9. La persona física que realice una invención,
modelo de utilidad o diseño industrial, o su causahabiente,
tendrán el derecho exclusivo de su explotación en su pro-
vecho, por sí o por otros con su consentimiento, con la úni-
ca excepción de que no podrá reclamar como suyo, lo
que sea usado o aplicado de un conocimiento social de
dominio público, de acuerdo con las disposiciones conte-
nidas en esta Ley y su reglamento.
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Artículo 12. Para los efectos de este título se considerará
como:

I. (…)

II. Estado de la técnica, al conjunto de conocimientos
técnicos que se han hecho públicos mediante una des-
cripción oral o escrita, por la explotación o por cual-
quier otro medio de difusión o información, en el país o
en el extranjero, incluyendo los conocimientos tradi-
cionales de los pueblos originarios, los que se han
acumulado entre grupos o comunidades con la prác-
tica y los que se desarrollan en colectividades urba-
nas o rurales en el aprovechamiento de sus medios y
recursos disponibles;

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a partir del
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. El Ejecutivo federal emitirá en los noventa dí-
as posteriores a la publicación, el nuevo reglamento en
materia de propiedad intelectual, el cual establecerá las
medidas de protección del conocimiento de dominio pú-
blico y de los mecanismos resarcitorios que podrán ser re-
clamados por los pueblos originarios, en contravención
con lo dispuesto en esta reforma.

Tercero. El Senado de la República podrá solicitar al Eje-
cutivo federal la revisión de los tratados comerciales y de
cooperación científica que, en materia de patentes y pro-
piedad intelectual, no se adecuen con lo dispuesto en la
presente reforma, a fin de tomar las medidas de protección
del conocimiento de dominio público en el marco del dere-
cho internacional.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de octubre de
2017.— Diputada María Cristina Teresa García Bravo (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Cultura y Cine-
matografía, y de Economía, para dictamen.

LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE 
NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, a cargo de la diputada Azul Etcheverry Aranda,
del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, diputada federal Azul Etcheverry Aranda,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
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nario Institucional en la LXIII Legislatura de la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; así como los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados y demás
disposiciones jurídicas aplicables, somete a consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de de-
creto, por la que se adicionan y reforman diversas disposi-
ciones de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes, con base en la siguiente:

Exposición de Motivos

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes, aprobada el pasado 2014, tiene como objetivo
primordial el reconocer a las niñas, los niños y los adoles-
centes como titulares de derechos, de conformidad con los
principios de universalidad, interdependencia, indivisibili-
dad y progresividad; así como el de garantizar el pleno
ejercicio, respeto, protección y promoción de los Derechos
Humanos de niñas, niños y adolescentes conforme a lo es-
tablecido tanto en la Constitución como en los tratados de
los México forma parte.

Para garantizar esta protección, se estableció que las autori-
dades competentes deberán brindar un enfoque integral,
transversal y con perspectiva de Derechos Humanos duran-
te el diseño y la instrumentación de políticas y programas
de gobierno; promover la participación y tomar en cuenta su
opinión, considerando los aspectos culturales, éticos, afec-
tivos, educativos y de salud de niñas, niños y adolescentes,
en todos aquellos asuntos de su incumbencia, de acuerdo
con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez;
y establecer mecanismos transparentes de seguimiento y
evaluación de la implementación de políticas, programas,
legislación y compromisos de tratados internacionales.

Sin embargo, en los últimos días, se ha reiterado de manera
local y sobre todo a nivel nacional, la preocupación por las
condiciones y el trato que están teniendo las mujeres en si-
tuación de reclusión o que se encuentran privadas de la liber-
tad; y con ello la situación de niñas y niños que viven con sus
progenitoras en situación de reclusión en todo el país. 

Tanto la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH)
como las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC´s) han
expuesto el entorno de los centros de reclusión donde se alo-
ja esta población infamtil, lo que hace necesario que todas las
autoridades encargadas del Sistema Penitenciario Mexicano;

las autoridades que dirigen el Sistema Nacional de Protección
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes (SIPINNA) y los
funcionarios públicos encargados de los Sistemas para el
Desarrrollo Integral de las Familias (DIF) a nivel federal, es-
tatal y municipal, verifiquen y garantice el respeto a los dere-
chos humanos de las niñas y niños que viven con madres en
situación de reclusión.

Existe un reglamento por parte de la Organización de las
Naciones Unidas (ONU) para el Tratamiento de las Reclu-
sas “conocido como Reglas de Bangkok1, donde se esta-
blece que se debe permitir a las mujeres en situación de re-
clusión tener consigo a sus niñas o niños a cargo y adoptar
medidas respecto de ellos, incluida la posibilidad de sus-
pender la reclusión “por un período razonable” en función
del interés superior de los niños. 

Sin embargo, la Comisión Nacional de Derechos Humanos
ha manifestado su preocupación por la situación, pues de
los 77 centros penitenciarios que visitó durante 2014 en to-
do el país, 10 no permiten la estancia de menores con las
internas y en 53 no se otorga acceso a una guardería o edu-
cación básica durante su estancia en el penal. 

Por su parte, en la Ciudad de México prevé ya en su pro-
yecto de Constitución el derecho de las madres presas a
cumplir su condena en la modalidad de prisión domici-
liaria.

Las mujeres en situación de reclusión es un tema de parti-
cular relevancia y trascendencia para los gobiernos federa-
les y estatales, el año pasado se publicó un reportaje2 don-
de se exponen las condiciones que viven los niños
invisibles en el reclusorio de Santa Martha Acatitla en la
Ciudad de México.

Este lugar, tan solo cuenta con un área especial para que
asistan a la escuela, jueguen y convivan entre ellos, pero el
34 por ciento no lo hace, ya que prefieren estar junto con
sus madres. 

La Organización de la Sociedad Civil “Reinserta un Mexica-
no A. C.” institución que se dedica a mejorar la seguridad del
país desde las cárceles de México, presentó “El Anuario de
los Niños Invisible3”, con esta publicación se dio a conocer y
“hacer visible” la problemática que sufren las niñas y niños
que nacen y viven en los reclusorios mexicanos. 

Estos pronunciamientos, en razón de las precarias condicio-
nes en las que se encuentran la mayoría de los centros de re-
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clusión destinados, también existe una serie de problemáticas
que van desde el alojamiento de las niñas y los niños hasta la
falta de servicios, condiciones humanas y personal capacita-
do para para atender a la población infantil.

Las cifras de 2015 presentadas por la Organización Rein-
serta, manifietsa la existencia de más de 477 niñas y niños,
entre los 0 y 6 años de edad que viven con sus madres en
situación de reclusión en los Centros Penitenciarios mexi-
canos para mujeres. Para Reinserta, ante la Ley éstas y és-
tos niños no existen y tampoco están considerados dentro
de la Ley Penitenciaria; por ende, no existe un presupues-
to asignado para cubrir sus necesidades básicas como el de-
recho alimentario, el libre desarrollo de su personalidad y
el ejercicio de sus derechos de conformidad con lo dis-
puesto en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños
y Adolescentes.

Asimismo, para Reinserta, esta población infantil son “ni-
ños invisibles”, quienes son hijos e hijas de las internas,
que nacen, crecen y se desarrollan dentro de los recluso-
rios, que están lejos de establecer un ambiente adecuado
para ellos; y por tanto, es evidente que el contexto que ahí
se vive afecta directa e indirectamente en el comporta-
miento y en los aspectos psicológicos de los pequeños.

De acuerdo con la Ley General de los Derechos de las Niñas,
Niños y Adolescentes, no se contempla a las niñas y los niños
que nacen en los reclusorios y tampoco su permanecía con
sus madres. En algunas entidades federativas como la Ciudad
de México, la Ley local contempla una estancia de 0 a 6 años;
mientras que en estados como Quintana Roo y Guanajuato
solo se observa una permanencia con sus madres en situación
de reclusión hasta los 18 meses de edad.

En un informe presentado por la CNDH4, se muestró que la
situación de los Centros de Penitenciarios es propicia para la
transgresión de los derechos fundamentales de estas perso-
nas, debido a una serie de irregularidades en materia de ins-
talaciones, alimentación, atención médica, personal técnico y
de seguridad; actividades laborales, educativas y deportivas;
condiciones de hacinamiento y sobrepoblación, falta de sepa-
ración entre hombres y mujeres; maltrato; diferencias en las
condiciones de vida en reclusión, falta de acceso en igualdad
de condiciones a instalaciones y servicios, así como de los sa-
tisfactores adecuados y necesarios para el sano desarrollo de
sus hijos e hijas que permanecen con ellas.

Según datos de la CNDH, el aumento de esta población in-
fantil creció en 2016 a 618 niñas y niños que viven con sus

progenitoras en los Centros Penitenciarios5 en 30 de las 32
entidades federativas; la Ciudad de México, estado de Méxi-
co y Baja California tan solo concentran el 33 por ciento de
las mujeres en situación de reclusión. De los 428 Centros Pe-
nitenciarios en el país, solo 11 estan destinados exclusivos a
la población femenil.

Dadas estas circunstancias, las niñas y los niños que viven
con sus madres en situación de reclusión, también forman
parte de la vulnerabilidad de esas condiciones de vida y por
tanto se violentan sus necesidades básicas como el derecho
alimentario, el libre desarrollo de su personalidad y el ejer-
cicio de sus derechos de conformidad con lo dispuesto en
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes.

Específicamente, los establecimientos destinados al aloja-
miento de las mujeres con sus hijos deben contar con ins-
talaciones y artículos necesarios para satisfacer las necesi-
dades de higiene propias de su género y el suministro
permanente de agua para el cuidado personal de las niñas,
de los niños y de las propias mujeres en situación de reclu-
sión, en particular las que cocinen, las embarazadas y las
que se encuentren en período de lactancia6.

También en este informe de la CNDH, son 53 penales a ni-
vel nacional que son los hogares de una parte de la infan-
cia mexicana, en cada Centro Penitenciario donde esta una
mujer en situación de reclusión, existe la posibilidad de
que haya una niña o niño que enfrenta esta problemática;
por tanto, si sabemos que las condiciones de las prisiones
dejan mucho que desear, entonces es momento de hacer al-
go por las niñas y los niños que están ahí dentro.

Para atender las irregularidades anteriormente señaladas, es
necesario reformar la presente Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, así como de diseñar políti-
cas públicas encaminadas a mejorar el sistema y la infraes-
tructura penitenciaria nacional con un enfoque de inclusión
para esta población infantil, a efecto de que la reclusión de las
mujeres se desarrolle junto con sus hijos en un ambiente pro-
picio y tomando en cuenta las necesidades específicas de las
niñas y niños para una convivencia sana y de conformidad a
los derechos tanto de ellas como de sus hijos: el derecho a es-
tar inscritos en el Registro Civil, a la alimentación, la salud,
la educación, el libre desarrollo integral de su personalidad,
asistencia psicológica, entre otros derechos.

Por lo anterior, es preciso que desde la Cámara de Dipu-
tados se genere una consciencia sobre la realidad de las ni-
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ñas y niños que viven con sus madres en situación de re-
clusión en todo el país; y por tanto es indispensable tratar
de que esta situación se haga visible, se reconozcan sus de-
rechos y se asigne un presupuesto para cubrir las necesida-
des dentro de los reclusorios.

Por lo anterior, someto a la consideración del Pleno de la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de

DECRETO

Primero. Se adiciona un párrafo al Artículo 7 de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes
para quedar como sigue:

Asimismo, las leyes federales y de las entidades federa-
tivas deberán garantizar también el respeto y protec-
ción de los derechos de niñas y niños que viven con sus
madres progenitoras en situación de reclusión, con ac-
ciones y mecanismos que les permitan un crecimiento y
desarrollo integral pleno; así como el de establecer los
tiempos de estancia o permanencia con sus madres en
dicha situación.

Segundo. Se adiciona un párrafo al Artículo 102 de la mis-
ma Ley para quedar como sigue:

Las autoridades federales, de las entidades federativas
y municipales, en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias están obligadas, aparte de las anteriormente
mencionadas, a definir los tiempos de la tutela o guar-
da y custodia de niñas y niños con madres progenitoras
en situación de reclusión que los tengan bajo su respon-
sabilidad, en cuanto a las obligaciones que establecen
esta Ley y demás disposiciones aplicables.

Tercero. Se reforma la fracción II y se adiciona una fracción
al artículo 103 de la misma Ley para quedar como sigue:

Fracción II. Registrarlos dentro de los primeros se-
senta días de vida, aún cuando las niñas y niños vi-
van con sus madres progenitoras en situación de re-
clusión.

Fracción XII: Velar que las autoridades federales, de
las entidades federativas y municipales en el ámbito
de sus respectivas competencias vigilen la situación y

las condiciones de las niñas y niños que viven con sus
madres progenitoras en situación de reclusión; y de
ser posible evaluar el derecho de las madres presas a
cumplir su condena en la modalidad de prisión do-
miciliaria.

Cuarto. Se adiciona una fracción al artículo 104 de la mis-
ma Ley para quedar como sigue:

Artículo 104. Quienes ejerzan la patria potestad, tutela o
guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes, indepen-
dientemente de que habiten en domicilios distintos, darán
cumplimiento a las obligaciones a su cargo de manera co-
ordinada y respetuosa; así como de aquellas niñas y niños
que vivan con sus madres progenitoras en situación de
reclusión.

Quinto. Se reforma la fracción III del artículo 105 de la
misma Ley para quedar como sigue:

Fracción III. Que la directiva y personal de instituciones
de salud, asistencia social, académicas, deportivas, religio-
sas, de readaptación social (cuando las niñas o niños vi-
van con sus madres progrenitoras en situación de re-
clusión) o de cualquier otra índole, se abstengan de ejercer
cualquier forma de violencia, maltrato, perjuicio, agresión,
daño, abuso, acoso y explotación en contra de niñas, niños
o adolescentes, y que formulen programas e impartan cur-
sos de formación permanente para prevenirlas y erradicar-
las, y

Artículos Transitorios

Primero. El presente decretó entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. En un plazo que no exceda de ciento ochenta dí-
as naturales después de publicado el presente Decreto, la
Federación y las entidades federativas deberán publicar las
reformas a sus leyes que resulten necesarias para la imple-
mentación del presente Decreto. En el mismo plazo esta-
blecido, tanto en el ámbito federal como local, se deberá
contar con las disposiciones administrativas de carácter ge-
neral correspondientes así como las disposiciones regla-
mentarias necesarias, pudiendo preverse la homologación
de criterios metodológicos, técnicos y procedimentales, pa-
ra lo cual podrán coordinarse las autoridades involucradas
en términos de la legislación aplicable.
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Notas:

1 2011, Reglas de Bangkok, ONU, Estados Unidos de América.

2 http://www.milenio.com/policia/ninos_invisibles_Martha_Acatitla-
ninos_penal_santa_martha_madres_hijos_penal_femenil_0_6203381
64.html.

3 2015, Anuario de los Niños Invisibles, Cristina Vázquez Andrade,
REINSERTA, Ciudad de México, México.

4 2015, Informe Especial de la CNDH sobre las Mujeres Internas en
los Centros de Reclusión de la República Mexicana; CNDH, Ciudad de
México, México

5 http://www.eluniversal.com.mx/articulo/nacion/seguridad/2016/
12/24/aumentan-ninos-que-viven-con-sus-madres-en-penales

6 2014 Hijos invisibles, Martha Alicia Ch{avez, Editorial Grijalvo,
Ciudad de México, México.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de octubre de 2017.— Diputada
Azul Etcheverry Aranda (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Derechos de la Niñez, para
dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL BANCO DEL AHORRO 
NACIONAL Y SERVICIOS FINANCIEROS

«Iniciativa que reforma el artículo 3o. de la Ley Orgánica
del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, a
cargo del diputado Evelio Plata Inzunza, del Grupo Parla-
mentario del PRI

El suscrito, Diputado Evelio Plata Inzunza, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional a la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo establecido en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en los artículos 6o., numeral 1, fracción I, 77,
numeral 1 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a la consideración de esta Honorable Asam-
blea la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se modifican disposiciones del artículo 3° de la Ley
Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Fi-

nancieros, con el propósito de garantizar las funciones de
la banca social, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

La banca social como instrumento de financiamiento, es y
ha sido factor fundamental para el desarrollo económico de
un destacado número de naciones pertenecientes al llama-
do primer mundo, cuyos estándares de bienestar social se
ubican por encima de la media internacional.

Por su perfil, la banca social se constituye como un instru-
mento que procura el financiamiento de proyectos de con-
tenido y desarrollo social y cuyos servicios de ahorro y cré-
dito, están orientados a aquellos sectores de la población
tradicionalmente excluidos del sistema financiero.

Es una banca, cuya característica distintiva es la atención a
personas y grupos que no encuentran en el mercado pro-
ductos de ahorro y préstamo que respondan a sus necesida-
des, además de que les permite ser partícipes en las deci-
siones que respecto a ellos se tomen.

Incluso el actuar de la banca social va más allá, al ofrecer
y brindar apoyo y asesoría en cuanto a la elaboración de
proyectos, seguimiento y evaluación de las propuestas,
hasta la ejecución de las mismas.

Entre otros fundamentos, la razón de ser de la banca de es-
te tipo está en atender a la inversión social en apoyo a pro-
yectos y programas de auxilio a sectores marginados de la
población, a través de un esquema de participación coope-
rativa.

Naciones como España, Alemania, Reino Unido, Dinamar-
ca, Noruega, Italia, Francia, Hungría, Suiza, Holanda, Nue-
va Zelanda, Estados Unidos y Canadá, son referente del
buen funcionamiento de la banca social, denominada tam-
bién banca alternativa.

Opera baja un esquema de entidades intermediarias que de
manera conjunta garantizan el ofrecimiento de productos
financieros, cuyos rendimientos quedan fuera de la especu-
lación, en virtud de que el financiamiento otorgado procu-
ra apuntalar proyectos de naturaleza social que implican en
consecuencia el bienestar individual y colectivo.

En el caso mexicano, con una larga historia de años de ser-
vicio, la cual data de 1950 y cuyo antecedente está en la vi-
gencia y operación del extinto Patronato del Ahorro Nacio-
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nal, el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros
es hoy día una institución bancaria que tiene por objeto
central promover el ahorro y la inclusión financiera.

El BANSEFI por sus siglas, constituido en el 2002, es una
Sociedad Nacional de Crédito que forma parte del Sistema
Bancario Mexicano y de la Administración Pública Federal
Paraestatal Sectorizada, por cuyo carácter canaliza apoyos
temporales del gobierno federal para el fortalecimiento y
desarrollo del sector de ahorro y crédito popular.

Es una institución consolidada que lleva a cabo su misión,
al atender con su oferta de productos y servicios adecuados
a sectores de la población de escasos recursos, así como a
beneficiarios de apoyos sociales y a los habitantes de co-
munidades donde no hay presencia de intermediarios fi-
nancieros formales.

No obstante su objetivo central, el BANSEFI no limita sus
servicios, los cuales son extensivos a la población en gene-
ral, independientemente de la situación económica o de es-
trato social, toda vez que la premisa fundamental de la ins-
titución está en garantizar productos bancarios accesibles,
procurando de esta manera una atención integral para sus
clientes.

El BANSEFI, cuya operación está regulada por la respectiva
Ley Orgánica, es una institución que entre otras misiones,
atiende a intermediarios del sector de ahorro y crédito popu-
lar, entre las que figuran Sociedades Financieras Comunita-
rias, Sociedades Financieras Populares y Cooperativas.

Es un organismo que en franco crecimiento, ofrece sus ser-
vicios en 566 sucursales, donde se administran un prome-
dio de 14 millones de cuentas, por cuyo beneficio se pro-
mueve el desarrollo de productos financieros adecuados,
orientados a garantizar el acceso al financiamiento de las
micro, pequeñas y medianas empresas.

Gracias a una red de ventanillas, sustentadas en 185 orga-
nizaciones de sociedades de ahorro y crédito popular que
constituyen 2 mil 273 sucursales localizadas en 925 muni-
cipios, el BANSEFI dispone de una infraestructura de ser-
vicio cada vez más eficiente en favor de la demanda de los
usuarios que atiende.

Entre otras metas y al atender su función de banca social y
bajo un criterio de inclusión, el BANSEFI ha creado me-
canismos institucionales por los cuales lleva sus productos
a un número creciente de regiones y zonas que carecen pre-

cisamente de una oferta de productos y servicios financie-
ros adecuados.

Desde su creación y hasta donde la disponibilidad presu-
puestal lo ha permitido, el BANSEFI ha fortalecido su ra-
zón de ser, al convertirse paulatinamente en un banco que
atiende a organizaciones de ahorro y crédito popular y
otras más de corte cooperativista.

En la práctica, el BANSEFI atiende a organizaciones refe-
ridas a la banca de desarrollo, brindándoles servicios de
ahorro y préstamo a menor costo, lo cual genera a su vez
mayores rendimientos y liquidez a socios y clientes.

Al amparo de la legislación respectiva, el BANSEFI ha
instrumentado y lleva a cabo asimismo proyectos de edu-
cación, direccionados a favorecer la inclusión financiera y
la participación informada de socios. El propósito de esta
medida es garantizar un uso eficiente de los productos y
servicios que ofrece.

De conformidad con los sustentos que le han dado vida y
vigencia, el BANSEFI ha venido ampliando su presencia
regional, amén de las sucursales con que cuenta para la
prestación de servicios a que lo obliga la ley respectiva, lo
cual le ha valido entre otros logros, estar acreditado por el
Consejo Nacional de Normalización y Certificación de
Competencias Laborales.

Gracias a novedosos esquemas de servicios que han sido
exitosos en otras naciones, el BANSEFI ha ido convirtién-
dose en un referente de inclusión financiera, fundamental
para el desarrollo y bienestar social.

El BANSEFI dispone de objetivos bien trazados y de una
misión claramente definida, conforme a lo preceptuado en
el artículo 3o. de la Ley que da vida al organismo.

Sin embargo, se advierte en los preceptos del artículo refe-
rido un carácter potestativo al determinar en la Ley que el
BANSEFI como institución de banca de desarrollo debería
realizar sus funciones de banca social, para lo cual tendría
por objeto promover y facilitar el ahorro, el acceso al fi-
nanciamiento, la inclusión financiera, el fomento de la in-
novación, la perspectiva de género y la inversión entre los
integrantes del sector. 

Es así que procurando dar vigencia y cumplimiento a los ob-
jetivos razón de ser del BANSEFI, la presente iniciativa pro-
pone modificar los términos debería por deberá y tendría por
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tiene, para dar a las funciones de la institución un carácter
obligatorio y no potestativo, de suerte tal que se garantice con
ello que el organismo continúe ofreciendo apoyos financieros
y técnicos necesarios para fomentar el hábito del ahorro y el
sano desarrollo del sector de la población que por sus carac-
terísticas socioeconómicas o de ubicación geográfica, tiene
acceso limitado a los servicios financieros.

Es de estimarse que la medida legislativa, abonará al cum-
plimiento de uno de los objetivos de la meta nacional de-
nominada México Prospero, que tiene como propósito de-
mocratizar el acceso al financiamiento de proyectos con
potencial de crecimiento.

Aún más cuando se tiene como referente que la banca co-
mercial atiende sólo al 37 por ciento de la población eco-
nómicamente activa frente al 15 por ciento adicional que es
atendido por la banca social. 

Por lo expuesto y fundado, someto a la consideración de
este pleno de la Cámara de Diputados del Honorable Con-
greso de la Unión, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se modifican disposiciones del ar-
tículo 3o. de la Ley Orgánica del Banco del Ahorro Na-
cional y Servicios Financieros.

Artículo Único. Se modifican disposiciones del artículo
3o. de la Ley Orgánica del Banco del Ahorro Nacional y
Servicios Financieros, para quedar como sigue:

Artículo 3.- El Banco del Ahorro Nacional y Servicios Fi-
nancieros, Sociedad Nacional de Crédito, Institución de Ban-
ca de Desarrollo, deberá realizar funciones de banca social,
para lo cual tiene por objeto promover y facilitar el ahorro, el
acceso al financiamiento, la inclusión financiera, el fomento
de la innovación, la perspectiva de género y la inversión en-
tre los integrantes del Sector, ofrecer instrumentos y servicios
financieros de primer y segundo piso entre los mismos, así
como canalizar apoyos financieros y técnicos necesarios pa-
ra fomentar el hábito del ahorro y el sano desarrollo del Sec-
tor y en general, al desarrollo económico nacional y regional
del país, así como proporcionar asistencia técnica y capacita-
ción a los integrantes del Sector.

Transitorio

Artículo Único.- El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de octubre de
2017.— Diputado Evelio Plata Inzunza (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY GENERAL DE PESCA Y
ACUACULTURA SUSTENTABLES

«Iniciativa que reforma el artículo 120 de la Ley General
de Pesca y Acuacultura Sustentables, a cargo del diputado
Mario Ariel Juárez Rodríguez, del Grupo Parlamentario de
Morena

El que suscribe, Mario Ariel Juárez Rodríguez, diputado
federal a la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena, con funda-
mento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
la fracción I del numeral 1 del artículo 6 y los 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta honorable soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por la que se reforma el artículo
120 de la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustenta-
bles, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables
(LGPAS) busca transparentar las decisiones de la autori-
dad concernientes al manejo de las pesquerías y el esta-
do en que estas se encuentran, a la vez de propiciar la
participación de todos los interesados en la conservación
y aprovechamiento sustentable de los recursos naturales
bajo su tutela.

Para esto, la LGPAS crea el Sistema Nacional de Informa-
ción de Pesca y Acuacultura (SNIPA), el cual debe conte-
ner los elementos que señala el artículo 120 de dicha ley,
que a la letra señala:

Artículo 120. La Secretaría integrará el Sistema Nacio-
nal de Información de Pesca y Acuacultura que tendrá
por objeto organizar, actualizar y difundir la informa-
ción sobre actividades pesqueras y acuícolas, particular-
mente las que se desarrollan en el país. El sistema se in-
tegrará con la información siguiente:
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I. La Carta Nacional Pesquera;

II. La Carta Nacional Acuícola;

III. El Registro Nacional de Pesca y Acuacultura;

IV. El Informe de la situación general de la pesca y
acuacultura en México e indicadores de su desarrollo;

V. Los tratados y acuerdos internacionales en las mate-
rias mencionadas;

VI. Las resoluciones definitivas acerca de concesiones,
permisos y para realizar actividades pesqueras y acuíco-
las, y

VII. El anuario estadístico de pesca y acuacultura.

De conformidad con lo establecido en la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, la información mencionada en el presente artículo
deberá ser publicada en la página electrónica de la Secreta-
ría y por los medios impresos a su alcance.

A decir del dictamen que en su momento presentó la Co-
misión de Pesca al pleno de la LIX Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, se tiene: “Pa-
ra lograr la sustentabilidad la ley tiene como base la
participación de todos los involucrados en la pesca de ma-
nera informada y responsable, para un uso sostenible, a lar-
go plazo, de los recursos pesqueros.”1

Entre los componentes del SNIPA se tiene el Registro Na-
cional de Pesca y Acuacultura (RNPA), el cual a su vez se
integra de varios elementos de carácter público, esto por
efectos del artículo 122 de la LGPAS, el cual a continua-
ción transcribimos:

Artículo 122. El Registro Nacional de Pesca y Acua-
cultura estará a cargo de la secretaría, tendrá carácter
público y tiene por objeto la inscripción y actualización
obligatorias de la siguiente información relativa a las
actividades pesqueras y acuícolas:

I. Las personas físicas o morales que se dediquen a la
pesca y la acuacultura, con excepción de las personas fí-
sicas que realicen actividades de pesca deportivo-recre-
ativa y de pesca para consumo doméstico;

II. La información sobre los permisos y concesiones ex-
pedidos que incluya el nombre del titular, especies, ar-
tes y equipos de pesca, vigencia, cuotas de captura o zo-
nas de captura;

III. Las embarcaciones dedicadas a la actividad pesque-
ra;

IV. Las unidades de producción acuícola, incluyendo
parques, granjas y laboratorios;

V. Las personas físicas o morales que cuenten con certi-
ficados de sanidad, inocuidad o calidad, y

VI. Las escuelas pesqueras y los centros dedicados a la
investigación o enseñanza en materia de flora y fauna
acuáticas aprovechables para la pesca y acuacultura.

La secretaría expedirá el certificado de registro correspon-
diente.

La organización y funcionamiento del Registro se determina-
rán en las disposiciones reglamentarias que deriven de esta
Ley. El Instituto Nacional de Pesca, el Servicio Nacional de
Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria y los gobier-
nos de las entidades federativas contribuirán a la integración,
actualización y funcionamiento del Registro, en la forma y
términos que establezcan las disposiciones aplicables.

El que deban de ser públicos los datos del SNIPA, entre es-
tos los del RNPA es fundamental para la transparencia y el
derecho de todos nosotros a la información. A decir del dic-
tamen de la Comisión de Pesca de la LIX Legislatura: “…
es necesario establecer métodos que permitan la transpa-
rencia en los procedimientos administrativos relativos al
otorgamiento de concesiones y permisos para realizar acti-
vidades pesqueras y acuícolas, así como en las medidas pa-
ra el control del esfuerzo pesquero, para que sean eficaces
e incorporen mecanismos de control accesibles a los pro-
ductores.2

Lo anterior debido a que estos legisladores estaban cons-
cientes en el hecho de que el aprovechamiento sustentable
de los recursos bióticos solo es posible con el concurso de
los productores y la sociedad, bajo un marco de informa-
ción fiable al alcance de todos, como en su momento fue
acordado en la Declaración de Río Sobre el Medio Am-
biente y el Desarrollo: Entre los principios de dicha Decla-
ración se encuentra el número 10, mismo que hace refe-

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados290



rencia a la participación pública y el acceso a la informa-
ción sobre el medio ambiente.

Principio 10. El mejor modo de tratar las cuestiones am-
bientales es con la participación de todos los ciudadanos
interesados, en el nivel que corresponda. En el plano na-
cional, toda persona deberá tener acceso adecuado a la
información sobre el medio ambiente de que dispongan
las autoridades públicas, incluida la información sobre los
materiales y las actividades que encierran peligro en sus
comunidades, así como la oportunidad de participar en
los procesos de adopción de decisiones. Los Estados de-
berán facilitar y fomentar la sensibilización y la participa-
ción de la población poniendo la información a disposi-
ción de todos…

A su vez, el Código de Conducta para la Pesca Responsa-
ble es pródigo en cuanto a la importancia que tiene la par-
ticipación de la sociedad, y por lo mismo, el acceso públi-
co a la información, a los datos científicos más fiables, a
las estadísticas actualizadas y la transparencia en la toma
de decisiones por parte de la autoridad. Por ejemplo, el
punto 6.13 de este documento fundamental para la susten-
tabilidad pesquera y acuícola señala:

6.13 Los Estados deberían velar, en la medida en que lo
permitan las leyes y reglamentos nacionales, porque los
procesos de toma de decisiones sean transparentes y pro-
porcionen soluciones oportunas a cuestiones urgentes. Los
Estados, de conformidad con los procedimientos adecua-
dos, deberían facilitar la consulta y la efectiva participa-
ción de la industria, trabajadores de la pesca, las organiza-
ciones ambientalistas y otras interesadas, en la toma de
decisiones con respecto a la elaboración de normas y polí-
ticas relacionadas con la ordenación y el desarrollo pes-
queros, y el crédito y la ayuda internacionales.

En contraparte, de la información que por efectos de la
LGPAS la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa), a través de la
Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca (Conapesca),
debe de poner a disposición del público y de forma que
sea fácil su acceso, parte de esta información es obsoleta,
otra partes difícil de encontrar en la página electrónica de
la Secretaría y alguna simplemente no se elabora o se le
esconde a la sociedad.

De entrada, la información publicada en la página electró-
nica de Conapesca se encuentra dispersa y de difícil acce-
so, en términos coloquiales diríamos que escondida, por

ejemplo, para poder acceder a la base de datos de los Títu-
los de Pesca Comercial se tiene que pasar por lo menos por
cuatro pantallas diferentes, siendo la ruta la siguiente:

1. Comisión Nacional de Acuacultura y Pesca 

(www.gob.mx/conapesca)

2. Transparencia 

(conapesca.gob.mx/wb/cona/transparencia)

3. Transparencia Focalizada 

(conapesca.gob.mx/wb/cona/transparencia_focalizada)

4. Permiso de Pesca Comercial 

(conapesca.gob.mx/wb/cona/permisos_de_pesca_co-
mercial)

Pero más importante que lo anterior es que una vez que el
usuario por fin logra acceder a la base de datos de los per-
misos y concesiones, esta no han sido actualizada, por
ejemplo, para la pesca comercial con embarcación menor
se presentan las listas de 2014, que muestra 669 permisos
para 3 mil 257 embarcaciones y la lista de 2015 presenta
695 permisos con otras 4 mil 638 embarcaciones, pero, si
los permisos por efecto de la LGPAS pueden llegar a tener
vigencia de 5 años y son prorrogables, es de suponerse que
en 2013 se hayan otorgado permisos que continúan vigen-
tes y que no se pueden consultar, es decir, no se presentan
en la página electrónica de Conapesca. De igual forma, en
2016 es de suponerse que se dieron permisos o se renova-
ron algunos, pero estos no están presentes para la consulta
pública, es decir, Sagarpa-Conapesca presenta datos desac-
tualizados e incompletos.

Lo anterior se refuerza si tomamos en cuenta que con las
dos listas referidas en el párrafo anterior, que son las que
Conapesca pone a disposición del público, se tiene la su-
man entre ambas de 1,364 permisos de pesca comercial
con embarcación meno que amparan la operación de
7,895 embarcaciones menores. Pero, según el “Anuario
Estadístico de Pesca y Acuacultura 2013”, el último dis-
ponible, se tienen registradas 74 mil 55 embarcaciones
para la pesca ribereña, la diferencia es de 66 mil 160 em-
barcaciones y si bien de las 74 mil 55 embarcaciones re-
gistradas no todas son de pesca comercial, algunas po-
drán ser para pesca deportiva o didáctica, cualquiera que
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haya tenido un leve acercamiento al sector pesquero sa-
be que la mayoría de estas embarcaciones menores son
empleadas en la pesca comercial.

Lo que realmente sucede es que Sagarpa-Conapesca no es-
tá cumpliendo de forma correcta con su obligación de pre-
sentar los datos que por efectos de la LGPAS y de las leyes
en materia de transparencia y acceso a la Información pú-
blica debe de poner a disposición de todos nosotros.

Por efectos de los artículos 23 y 70, fracción XXVII, de la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información
Pública (LGTIP), Conapesca en sujeto obligado de la mis-
ma y tiene el deber de presentar completa la lista de las
concesiones y permisos, a decir de dichos artículos:

Artículo 23. Son sujetos obligados a transparentar y per-
mitir el acceso a su información y proteger los datos per-
sonales que obren en su poder: cualquier autoridad, enti-
dad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo,
Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políti-
cos, fideicomisos y fondos públicos, así como cualquier
persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recur-
sos públicos o realice actos de autoridad en los ámbitos fe-
deral, de las Entidades Federativas y municipal.

Artículo 70. En la Ley Federal y de las Entidades Fe-
derativas se contemplará que los sujetos obligados
pongan a disposición del público y mantengan actuali-
zada, en los respectivos medios electrónicos, de acuer-
do con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto
social, según corresponda, la información, por lo me-
nos, de los temas, documentos y políticas que a conti-
nuación se señalan:

…

XXVII. Las concesiones, contratos, convenios, permi-
sos, licencias o autorizaciones otorgados, especificando
los titulares de aquéllos, debiendo publicarse su objeto,
nombre o razón social del titular, vigencia, tipo, térmi-
nos, condiciones, monto y modificaciones, así como si
el procedimiento involucra el aprovechamiento de bie-
nes, servicios y/o recursos públicos;”

Lo anterior se ve reforzado por la Ley Federal de Transpa-
rencia y Acceso a la Información Pública (LFTAIP), orde-
namiento que en su artículo 68 hace referencia al Título
Quinto de la LGTIP, que contiene entre otros el artículo 70
antes mencionado en la presente iniciativa.

Artículo 68. Los sujetos obligados en el ámbito federal
deberán cumplir con las obligaciones de transparencia y
poner a disposición del público y mantener actualizada,
en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con
sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, se-
gún corresponda, la información, por lo menos, de los te-
mas, Documentos y políticas e información señalados en
el Título Quinto de la Ley General. Al respecto, aquella
información particular de la referida en el presente ar-
tículo que se ubique en alguno de los supuestos de clasi-
ficación señalados en los artículos 110 y 113 de la pre-
sente Ley no será objeto de la publicación a que se refiere
este mismo artículo; salvo que pueda ser elaborada una
versión pública. En todo caso se aplicará la prueba de da-
ño a que se refiere el artículo 104 de la Ley General.

En sus resoluciones el Instituto podrá señalar a los sujetos
obligados que la información que deben proporcionar sea
considerada como obligación de transparencia de confor-
midad con el Capítulo II del Título Quinto de la Ley Ge-
neral y el capítulo I del Título Tercero de esta Ley, aten-
diendo a la relevancia de la información, la incidencia de
las solicitudes sobre la misma y el sentido reiterativo de las
resoluciones.

En cuanto al anuario estadístico de pesca y acuacultura, pa-
ra dar cumplimiento a esto, Sagarpa-Conapesca presenta el
Anuario Estadístico de Acuacultura y Pesca (AEAP), cam-
biando el arden de las actividades productivas en el título
de dicho documento, en contravención de la LGPAS, pero
este trueque en el orden del título del anuario no es el mo-
tivo de la presente iniciativa.

El AEAP generalmente se presentaba por parte de Cona-
pesca con un retraso que en ocasiones superaba el año, es
decir, por ejemplo, el anuario de 2010 se presentaba a me-
diados de 2012. Pero esta situación anómala se dio hasta la
publicación del AEAP 2013, a partir de dicho anuario, se
ha dejado de publicar este instrumento de importancia pa-
ra los actores del sector pesquero acuícola y para cualquier
persona interesada en la preservación de la biodiversidad.

A decir del “Diccionario de la lengua española. Edición del
Tricentenario”, de la Real Academia Española, por anuario
debemos entender:

“1. m. Libro que se publica cada año como guía para de-
terminadas profesiones, con información, direcciones y
otros datos de utilidad.
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2. m. Revista de prensa de periodicidad anual.”3

Al parecer Sagarpa-Conapesca no está enterada de que un
anuario se presenta de forma anual, ya que estamos en la
recta final del 2017 y es hora que esta secretaría y su co-
misión no se han dignado tan siquiera a publicar el Anua-
rio Estadístico de Acuacultura y Pesca 2014, quizás este re-
zago sea porque la ley en la materia actualmente no le
marca un tiempo para hacer dicha publicación, por lo que
se hace necesario que la LGPAS señale un plazo máximo
para que la autoridad federal publique actualizada la infor-
mación a la que está obligada, entre esta el AEAP.

De tal forma que al día de hoy, cuando se consulta la página
electrónica de la Conapesca a lo más podemos consultar el
AEAP 2013,4 es decir, Conapesca nos debe los anuarios 2014
al 2016, y esto que podría parecer trivial realmente no lo es,
sino que es una omisión de importancia.

La importancia del AEAP estriba en que es un instrumento
de consulta para los funcionarios públicos de los diferentes
niveles, para los académicos e investigadores; medios de
comunicación; instituciones de los sectores público y so-
cial, empresarios y productores, entre otros, es una herra-
mienta para poder acceder a los derechos a la información
y al medio ambiente sano.

El tener estadísticas actualizadas, oportunas, oficiales, es un
tema que abordada el Código de Conducta para la Pesca Res-
ponsable, por ejemplo, su numeral 7.44 textualmente señala:

7.4.4 Los Estados deberían velar por que se recolecten
estadísticas actualizadas, completas y fidedignas sobre
capturas y esfuerzo de pesca y se mantengan de confor-
midad con las normas y prácticas internacionales perti-
nentes, de manera suficientemente detallada para poder
hacer un análisis estadístico riguroso, Estos datos debe-
rían actualizarse periódicamente y verificarse mediante
un sistema apropiado. Los Estados deberían recolectar y
difundir dichos datos respetando cualquier requisito de
confidencialidad aplicable.

Si bien es cuestionable que el AEAP tal como era elabora-
do por Sagarpa-Conapesca reunía todas las características
que señala el párrafo anterior del Código, cuando menos
permitía hacer análisis comparativos y tener noción del có-
mo se iban dando los cambios en las actividades pesqueras
y las acuícolas, y peor es lo que hoy tenemos, un AEAP con
3 años y medio de rezago.

Por lo que respecta a el “Informe de la situación general de
la pesca y acuacultura en México e indicadores de su desa-
rrollo”, que por obligación de ley Sagarpa-Conapesca de-
bería de presentar, simplemente este documento brilla por
su ausencia, a lo más se presenta un informe de trabajo que
no cumple con lo que la LGPAS le mandata a la autoridad
pesquera y el último de estos informes de trabajo disponi-
ble en la página electrónica es el 2013-2014.

Por todo el rezago en información que Sagarpa-Conapesca
tiene y su falta de respeto a la LGPAS, vemos que es nece-
sario que de forma clara la misma ley señale un tiempo má-
ximo para que la autoridad pesquera cumpla su obligación
en cuanto a transparencia, a la vez de concentrar la infor-
mación y hacerla de fácil acceso.

En otro orden de ideas, si recordamos en el último párrafo
del artículo 120 de la LGPAS se hace referencia a la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental, pero dicha ley para la transparencia ya
fue abroga, actualmente se encuentran vigentes la LGTAIP,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de ma-
yo de 2015 y la LFTAIP, publicada en el Diario Oficial de
la Federación el 9 de mayo de 2016, por lo que sería con-
veniente que la ley pesquera acuícola mencionara a las
nuevas leyes de transparencia.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta honorable
asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma la Ley General de Pesca
y Acuacultura Sustentables

Artículo Único. Se reforman las fracciones III, IV, VII y el
último párrafo al artículo 120 de la Ley General de Pesca y
Acuacultura Sustentables, para quedar como sigue:

Artículo 120. …

I. a II. …

III. El Registro Nacional de Pesca y Acuacultura, que
deberá ser publicado con sus actualizaciones cada 90
días en la página electrónica de la secretaría;

IV. El informe de la situación general de la pesca y
acuacultura en México e indicadores de su desarrollo, el
cual deberá ser elaborado en intervalos de dos años
y publicado a más tardar el último día hábil del mes
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de junio del año posterior al último año que abarque
dicho informe;

V. …

VI. …

VII. El anuario estadístico de pesca y acuacultura, que
deberá ser publicado a más tardar el último día há-
bil del mes de junio del año posterior al que haga re-
ferencia el anuario.

De conformidad con lo establecido en esta ley, la Ley Ge-
neral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública, la información mencionada en el
presente artículo deberá ser concentrada, publicada y ac-
tualizada en la página electrónica de la Secretaría, de tal
forma que sea fácil su consulta, y por los medios impresos
que señala esta Ley y la normatividad aplicable en materia
de transparencia y acceso a la información pública.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a partir del
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. A la entrada en vigor del presente decreto la Se-
cretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca
y Alimentación, deberá:

a) Actualizar y publicar el Registro Nacional de Pesca y
Acuacultura, en un término que no exceda los 30 días
naturales;

b) Publicar el Informe de la situación general de la
pesca y acuacultura en México e indicadores de su de-
sarrollo, en un término que no exceda los 365 días na-
turales, y

c) Publicar los anuarios estadísticos de pesca y acuacul-
tura que estén rezagados conforme a la presente Ley, en
un término que no exceda los 180 días naturales.

Notas

1 De la Comisión de Pesca, con proyecto de decreto que expide la Ley
General de Pesca y Acuacultura Sustentables. Gaceta Parlamentaria,
Cámara de Diputados, número 1989-III, martes 18 de abril de 2006.

2 Ídem.

3 Disponible en: http://dle.rae.es/?w=anuario

4 https://www.gob.mx/conapesca/documentos/anuario-estadistico-de-
acuacultura-y-pesca

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2017.— Dipu-
tado Mario Ariel Juárez Rodríguez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Pesca, para dictamen.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

«Iniciativa que adiciona el artículo 83 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de pen-
siones para ex presidentes, suscrita por los diputados Veróni-
ca Delgadillo García y José Clemente Castañeda Hoeflich,
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Los suscritos, Verónica Delgadillo García y José Clemente
Castañeda Hoeflich, diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, some-
ten a consideración de esta honorable asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto mediante el cual se adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 83 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de
pensiones de expresidentes, bajo la siguiente

Exposición de Motivos

I. El ámbito económico del país no presenta del todo un es-
cenario alentador, y basta con observar los recortes a la ad-
ministración pública federal y medidas que fueron anuncia-
das por parte de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
(SHCP) y el Banco de México.

La SHCP dio a conocer un ajuste preventivo en el gasto de
la administración pública federal por un monto cercano a
los 132 mil millones de pesos1, dentro de los ajustes se
contemplan reducciones a viáticos, alimentación del perso-
nal, telefonía entre otros.
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Si bien la situación económica actual del país depende en
gran medida de la volatilidad en el mercado internacional,
no debe ser justificación alguna para caer en una deficien-
te administración de los recursos públicos, ya que la políti-
ca de gasto se vuelve trascendental y de suma importancia.

Incluso la propia Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos en su artículo 134, primer párrafo, estable-
ce las características en que los recursos públicos deben ser
administrados:

“Artículo 134. Los recursos económicos de que dispon-
gan la federación, las entidades federativas, los munici-
pios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de
México, se administrarán con eficiencia, eficacia, eco-
nomía, transparencia y honradez para satisfacer los ob-
jetivos a los que estén destinados”

II. La dinámica que ha venido presentando el desarrollo
económico en el mundo sigue beneficiando a quien más
tiene y perjudicando a quien menos tiene, y la brecha sala-
rial se vuelve cada vez más amplia entre las personas que
siguen ganando cada vez menos y aquellas más ricas.

México se encuentra dentro de los países con mayor des-
igualdad salarial, ya que 10 por ciento de la población más
rica se encuentra 30.6 veces por encima del 10 por ciento
más pobre.2 Una desigualdad que indudablemente genera,
de forma inmediata, una desaprobación social y que puede
verse agravada cuando se incluyen abusos de poder, casos
de injusticia o simplemente cuando 21.4 por ciento3 de
nuestra población se encuentra por debajo del umbral de la
pobreza.

“La capacidad adquisitiva de los mexicanos ha caído
tres cuartas partes en los últimos 40 años. En 1976, con
un salario mínimo, una familia podía comprar hasta ca-
si cuatro veces más de lo que puede adquirir ahora. Los
niveles de pobreza se han mantenido estables en los úl-
timos 20 años, sin embargo, la tasa de crecimiento del
producto interno bruto (PIB) per cápita mexicano ha si-
do de más de 1 por ciento anual en esos mismos años.”4

Pareciera que el fenómeno de la desigualdad se ha conver-
tido en algo común, y que ha logrado llegar a un punto don-
de es irremediable, por lo tanto provoca una aceptación re-
signada. “Hay una naturalización de la desigualdad,
siempre se ha vivido en una sociedad desigual y hay una al-
tísima tolerancia que explica también la ostentación que los
ricos hacen en este país”5

Aunado a lo anterior nuestro país se caracteriza por tener
trabajadores pobres, donde 19 por ciento6 tiene un ingreso
por debajo de la línea de la pobreza; por una desigualdad
laboral entre hombres y mujeres; por menores oportunida-
des laborales para las mujeres; y por una brecha de género
donde las remuneraciones de las mujeres se encuentran por
debajo de lo que ganan los hombres.

III. El escenario desalentador que presenta nuestro país,
que deja marcada una tendencia de gran desigualdad social
y económica, es una realidad tangible para millones de per-
sonas, siendo indispensable atender y corregir el rumbo ha-
cia donde nos dirigimos. Por lo que el gasto responsable de
los recursos públicos es inminentemente, así como consti-
tucionalmente establecido, prioritario si es que queremos
llegar hacer frente a la desigualdad.

Por lo que una pregunta obligada sería: ¿cómo justificar la
existencia de pensiones millonarias que reciben servidores
públicos? en particular la de aquellos que se desempeñaron
como presidentes de la República, cuando gran parte de la
población mexicana no puede acceder a una jubilación dig-
na o a un retiro que le permita vivir sin preocupaciones
económicas.

La presente iniciativa con proyecto de decreto establece
adicionar un segundo párrafo al artículo 83 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, con la fi-
nalidad de eliminar las pensiones de retiro que reciben los
expresidentes, así como tener asignados servidores públi-
cos o personal a su cargo para protección o servicio y que
generen una gasto presupuestal.

IV. El estudio realizado por los investigadores Ernesto Vi-
llanueva e Hilda Nucci, denominado Los parásitos del po-
der, cuánto cuesta a los mexicanos mantener los privile-
gios de los expresidentes, permite conocer un ejemplo
claro de la descomposición institucional que impera en
nuestro país, desde un punto de vista de transparencia, ren-
dición de cuentas, vigilancia y bajo la óptica de justicia so-
cial en el uso eficiente de los recursos públicos.

Uno de los elementos fundamentales del citado estudio co-
rresponde a la falta de legalidad en las pensiones, apoyos,
prestaciones, salarios y subsidios que reciben los expresi-
dentes, ya que los acuerdos existentes (incluso carentes
desde la firma del titular del Poder Ejecutivo) así como de
los reglamentos que pretenden justificar dichos privilegios
carecen totalmente de fundamento legal, además pueden
llegar a ser considerados inconstitucionales ya que en nin-
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gún momento el artículo 89 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos confiere apoyos, pensiones
o compensaciones a los exmandatarios.7

“Según el periódico Reforma, en 2013 se destinaron 10
millones 970 mil pesos para cubrir las pensiones de ex-
mandatarios, además 29 millones 770 mil pesos para el
personal de apoyo de Felipe Calderón, Vicente Fox,
Ernesto Zedillo, Carlos Salinas y Luis Echeverría, es-
tos montos no incluyen las erogaciones por concepto
de seguridad”8

Para poder llegar a dimensionar el gasto dirigido a los ex-
presidentes, se presenta la siguiente información: 

Felipe de Jesús Calderón Hinojosa con 19 personas a su
servicio, 812 mil 547 pesos mensuales; Vicente Fox Que-
zada con 20 personas, 471 mil 724 pesos; Ernesto Zedillo
Ponce de León con 5 personas 77 mil 308 pesos mensua-
les; Carlos Salinas de Gortari, con 10 personas, 249 mil 18
pesos mensuales, y Luis Echeverría que además de su pen-
sión cuenta con 17 personas, 150 mil pesos al mes9

El estudio por parte de Ernesto Villanueva e Hilda Nucci,
señala que además del salario mensual que recibe un ex-
presidente “habría que agregar 4 millones 799 mil 999 pe-
sos por gastos de ayudantía y seguridad”10

V. Como se mencionó en uno de los puntos anteriores,
¿cómo puede ser razonable un gasto de tales dimensiones
millonarias como las que representan las pensiones de
expresidentes? Cuando la inmensa mayoría de los mexi-
canas y mexicanos no cuenta con un empleo digno, que
pueda traducirse en una seguridad laboral y social esta-
ble para su retiro.

“En México, para que un ciudadano de a pie pueda ser su-
jeto de una pensión por cesantía en edad avanzada con-
forme a la ley de seguro social de 1997, debe tener cum-
plidos 60 años al momento de causar baja en el Instituto
Mexicano del Seguro Social (IMSSS), haber cotizado co-
mo mínimo mil 250 semanas –más o menos el equivalen-
te a 25 año de trabajo–, estar de baja ante esta dependen-
cia al momento de realizar la solicitud y encontrarse
privado de actividad remunerada. Por el contrario, un pre-
sidente o su similar pueden tener una pensión privilegiada
con una quinta parte del trabajo de una persona común”11

Es necesario contextualizar la situación de seguridad social
que tenemos en México respecto al retiro, ya que en estu-

dios recientes por parte del Banco Interamericano de Desa-
rrollo señalan que “más de 70 por ciento de los mexicanos
cercanos a la edad de jubilación no tendrán una pensión su-
ficiente”12

Solo uno de cada cuatro mexicanos tiene posibilidad de
ahorra para su retiro, “56 por ciento de los mexicanos aho-
rra poco o nada para su retiro, mientras que 18 por ciento
lo hace de manera esporádica y 24 por ciento lo hace de
manera formal o constante.”13

“Cuando no existe una pensión justa no hay manera de
dejar de trabajar. Se trata de un ciclo que perpetua la po-
breza y la desigualdad”14

En la encuesta que realizó la Asociación Mexicana de Afo-
res a mediados de 2013, denominada Ahorro y futuro: ¿Có-
mo viven el retiro los mexicanos?” arrojó que “sólo 39 por
ciento de los mayores de 65 años recibe alguna pensión,
mientras que 41 por ciento debe seguir trabajando […] in-
cluso 20 por ciento de la población mayor de 80 años tam-
bién debe seguir trabajando.”15

“El panorama no luce alentador: de las poco más de 50
millones de cuentas de ahorro para el retiro administra-
das por las Afore, sólo alrededor de 20 millones están
activas”16 Lo cual vuelve a plantear el sentido de la pre-
sente iniciativa, cómo justificar una pensión mensual de
200 mil pesos mensuales a expresidentes contra una
pensión de mil 100 pesos para personas mayores de 65
años que se aspira llevar a cabo con una Pensión Uni-
versal. La situación merece su pronta atención y más si
se considera el ritmo de envejecimiento en México, de
lo contrario seguiremos teniendo a cuatro de cada diez
adultos mayores trabajando para poder mantenerse, por
el simple hecho de que su pensión no es suficiente para
sobrevivir.

VI. Podemos llegar a afirmar que existe un consenso polí-
tico, o por lo menos éste puede llegar a ser interpretado de
esa forma, ya que existen diferentes iniciativas que se han
presentado sobre el tema de pensiones a expresidentes han
provenido de diferentes grupos parlamentarios en el Con-
greso de la Unión, teniendo como finalidad regular los be-
neficios que reciben aquellas personas que desempeñaron
el cargo de presidente de la República.

En el Manual de Percepciones de los Servidores Públicos
de las Dependencias y Entidades de la Administración Pú-
blica Federal, que fue publicado en el Diario Oficial de la
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Federación el 29 mayo de 2015, es posible identificar el ta-
bulador mensual de sueldos y salarios con curva salarial de
sector central aplicable a los puestos de mano de las de-
pendencias y entidades.

En dicho tabulador se encuentra la percepción total men-
sual que recibe aquella persona que se desempeñe como
presidente de la República, con un sueldo base bruto de 40
mil 766 pesos más una compensación de garantizada de
167 mil 804 pesos, siendo un salario total de 208 mil 570
pesos mensuales.

Sería cuestión de simple cálculo deducir que el presidente
de la República recibirá más de 15 millones de pesos al fi-
nalizar su administración de seis años, esto sin incluir agui-
naldo y bonos, además cabe mencionar que el gasto duran-
te ese periodo se reduce considerablemente ya que no
tendrá la preocupación, como la tenemos millones de me-
xicanos, por pagar una renta, gasolina, alimentación y de-
más servicios que se contemplan en el momento de enca-
bezar una de las máximas representaciones populares.

VII. Es fundamental tener muy presente que en un país co-
mo el nuestro, con los mayores índices de desigualdad de
América Latina, en donde habitan más de 55 millones de
personas en situación de pobreza, en donde casi a la mitad
de la población no le alcanza para tener una vida digna, no
podemos permitir que el dinero de la gente sea malgastado
y desperdiciado en cosas que no atiendan a esa gran mayo-
ría de los mexicanos.

En un país donde cerca de la mitad de la población vive por
debajo de la línea de bienestar, no podemos permitir que el
dinero de la gente se malgaste en las pensiones y los servi-
cios que se otorgan a los expresidentes. La presente inicia-
tiva busca ser un ejemplo que permita iniciar un cambio de
rumbo en la forma en que se utilizan los recursos públicos.

Por todo lo anteriormente expuesto, se somete a la consi-
deración de esta asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al
artículo 83 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se adiciona un segundo párrafo al artícu-
lo 83 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, quedando de la siguiente manera:

Artículo 83. […]

El ciudadano que haya desempeñado el cargo de presi-
dente de la República, bajo cualquiera de las modalida-
des que menciona el párrafo anterior, no gozará de pen-
sión por retiro ni de prerrogativas que representen
erogación de recursos públicos. 

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se deroga toda aquella disposición que contra-
venga el presente decreto.

Notas

1 Hacienda se previene: anuncia recortes al gasto; Banxico aumenta la
tasa de interés a 3.75%, Animal Político, febrero 12 del 2016, 

www.animalpolitico.com

2 La información respecto a la desigualdad salarial, fue consultada en
el informe de la OECD intitulado “Todos juntos: ¿Por qué reducir la
desigualdad nos beneficia? (In It Together, Why Less Inequelity Bene-
fits All) 2015, del cual diferentes medios nacionales replicaron a través
de diferentes notas periodísticas, principalmente por Animal Político
así como por el Instituto Mexicano para la Competitividad (IMCO). 

3 OECD Distribución del Ingreso, Base de Datos 

www.stats.oecd.org/

4 La distribución del ingreso, cuestión de vértigo. Junio 23, 2015, Ani-
mal Político, Majo Siscar, www.animalpolitico.com

5 Ibídem.

6 OECD Distribución del Ingreso, Base de Datos 

www.stats.oecd.org/

7 Villanueva, Ernesto y Nucci, Hilda, “Los Parásitos del Poder, cuán-
to cuesta a los mexicano mantener los privilegios de los expresidentes”
2015 Ediciones Proceso pág. 29.

8 Ibídem pág. 28.

9 Ibídem.
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10 Ibídem pág. 32.

11 Ibídem pág. 14.

12 Gran mayoría de mexicanos, sin pensión suficiente: BID, El Finan-
ciero, 28 de abril 2015, www.elfinanciero.com.mx

13 México, el país menos preparado para el retiro, Forbes México,  Vi-
ridiana Mendoza Escamilla, 21 de octubre 2014, 

www.forbes.com.mx

14 Opinión por parte de Enrique Cárdenas, director ejecutivo del Cen-
tro de Estudios Económicos Espinosa Yglesias. México, el país menos
preparado para el retiro, Forbes México,  Viridiana Mendoza Escami-
lla, 21 de octubre 2014.

www.forbes.com.mx

15 Sin pensión 60% de los mexicanos mayores de 65 años, Forbes Mé-
xico, Viridiana Mendoza Escamilla, 26 de septiembre de 2013.

www.forbes.com.mx

16 Los 20 millones de mexicanos que morirán trabajando, Forbes Mé-
xico, Viridiana Mendoza Escamilla, 28 de febrero 2016.

www.forbes.com.mx

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2017.— Dipu-
tada: Verónica Delgadillo García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Puntos Constitucionales,
para dictamen.

LEY FEDERAL DE CONSULTA POPULAR

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Consulta Popular, a cargo del diputado Justo Federi-
co Escobedo Miramontes, del Grupo Parlamentario del PES

El suscrito diputado Justo Federico Escobedo Miramontes,
integrante de la LXIII Legislatura de esta honorable Cámara
de Diputados y miembro del Grupo Parlamentario del Parti-
do Encuentro Social, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II y 72, inciso H) de la Constitución Po-

lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y, 6, numeral 1, frac-
ción I, 77, numerales 1 y 3, 78 y 102, numeral 1, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la consideración
de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman diversas disposiciones de la Ley Federal de
Consulta Popular, conforme a la siguiente:

Exposición de Motivos

El lunes 10 de febrero de 2014, se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el “decreto por el que se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia
política-electoral”, modificación normativa que implicó la
transformación de las instituciones responsables de la fun-
ción electoral, así como la expedición de nuevas reglas
que, en esta materia, tutelan los procesos democráticos en
México.

Uno de los objetivos que se persiguió con esta reforma a la
Carta Magna, consistió en dotar de fortaleza a la autoridad
electoral, razón por la cual se tomó la determinación de lle-
var a cabo la transformación del entonces Instituto Federal
Electoral (IFE), en un nuevo organismo público autónomo
de carácter nacional, denominado Instituto Nacional Elec-
toral (INE).

Conforme a lo previsto por el artículo 41, fracción V, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el
INE tiene la responsabilidad del desempeño de la función
estatal de organizar las elecciones federales, es decir, tiene
a su cargo la conducción del proceso a través del cual son
electos el Presidente de la República, los diputados federa-
les, así como los senadores que integran el Congreso de la
Unión.

Adicionalmente a estas facultades, a través de la reforma
constitucional aludida con antelación, se otorgaron al INE
distintas atribuciones para ser ejercidas en el ámbito nacio-
nal, tales como la posibilidad de asumir la facultad de
atracción y/o de asunción para intervenir en los Procesos
Electorales Locales, la de organizar la elección de los diri-
gentes de los partidos políticos nacionales, la de garantizar
que los candidatos independientes tengan acceso a tiempos
en radio y televisión, y organizar las consultas populares,
entre otras.

Derivado de la reforma constitucional en materia político-
electoral, se tuvo la necesidad de emprender modificacio-
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nes a la legislación secundaria correspondiente, de donde
se desprende el nacimiento de tres nuevos ordenamientos
legales: la Ley General de Partidos Políticos, la Ley Gene-
ral en Materia de Delitos Electorales y la Ley General de
Instituciones y Procedimientos Electorales (LGIPE), esta
última abrogó al entonces vigente Código Federal de Insti-
tuciones y Procedimiento Electorales (Cofipe).

Las tres leyes indicadas en el párrafo precedente, son de
naturaleza “general”, debido a que en cada una de ellas se
establece el ámbito de facultades de las autoridades federa-
les (INE) y de las estatales (Organismos Públicos Locales
Electorales en cada entidad federativa) en materia electo-
ral; siendo importante puntualizar que el COFIPE, como su
nombre lo indica, solo establecía normas aplicables a las
autoridades federales, dejando a los estados absoluta liber-
tad para legislar en la materia electoral. 

De lo previamente expuesto, se desprende que la legisla-
ción vigente al momento de la aprobación de la reforma
constitucional en materia político-electoral y que hace re-
ferencia al IFE o remite a la observancia de algún artículo
del COFIPE, se encuentra desactualizada y, en algunos ca-
sos, carece de un debido sustento legal, ya que tanto el Ins-
tituto Federal Electoral, como el Código Federal de Insti-
tuciones y Procedimientos Electorales, dejaron de tener
existencia jurídica.

Esto podría prestarse a la presencia de confusiones o erro-
res al momento de aplicar una norma.

Tal es el caso de la Ley Federal de Consulta Popular, que a
lo largo de su articulado otorga facultades al extinto Insti-
tuto Federal Electoral y remite a la consulta y cumplimien-
to de los postulados establecidos en el Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales. Por tal razón y
dado el carácter de instrumento de participación ciudadana
que caracteriza a esta legislación, el grupo parlamentario
del Partido Encuentro Social considera de la mayor rele-
vancia la actualización y modificación de esta norma tan
importante para el desarrollo democrático del país, y en tal
sentido versará la presente iniciativa. 

El nueve de agosto de 2012, se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el “decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia política”.
Como resultado de esta reforma, se adicionó al artículo 35
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos (CPEUM) una fracción VIII; la cual señala que son de-

rechos del ciudadano: “Votar en las consultas populares so-
bre temas de trascendencia nacional”.

Como consecuencia de lo anterior, el día catorce de marzo
de dos mil catorce se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración la Ley Federal de Consulta Popular, ordenamien-
to jurídico que regula el procedimiento para la convocato-
ria, organización, desarrollo, cómputo y declaración de
resultados de estos ejercicios de participación ciudadana.

Como se podrá observar, la figura de la consulta popular es
de reciente creación en el marco jurídico mexicano, y sur-
ge como un instrumento de participación ciudadana de de-
mocracia directa, naturaleza que comparte con la iniciativa
ciudadana y el derecho a ser votado por la vía indepen-
diente. 

La consulta popular, en el sistema político mexicano, se
traduce en el mecanismo de participación a través del cual
los ciudadanos inscritos en la Lista Nominal de Electores
ejercen su derecho a través del voto emitido el día de la
jornada electoral federal correspondiente, por el que expre-
san su opinión respecto de uno o varios temas de trascen-
dencia nacional.

En este sentido, se consideran con carácter de trascenden-
cia nacional los temas que repercuten en la mayor parte del
territorio del país, e impacten en una parte significativa de
la población.

No obstante, por mandato constitucional, no son suscepti-
bles de consulta popular los temas que impliquen una res-
tricción de los derechos humanos reconocidos por la Cons-
titución; los principios consagrados en el artículo 40 de la
misma; la materia electoral; los ingresos y gastos del Esta-
do; la seguridad nacional y la organización, funcionamien-
to y disciplina de las Fuerzas Armadas.

De acuerdo con el artículo 12 de la ley en comento, podrán
solicitar una consulta popular: el Presidente de la Repúbli-
ca, el equivalente al treinta y tres por ciento de los inte-
grantes de cualquiera de las Cámaras del Congreso, o los
ciudadanos en un número equivalente, al menos, al dos por
ciento de los inscritos en la lista nominal de electores.

De los diferentes diseños que hay para realizar consultas
populares, el Poder Legislativo decidió que, en el país, el
resultado de las mismas sea vinculante para los poderes
Ejecutivo y Legislativo federales, así como para las autori-
dades competentes, siempre y cuando la participación total
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sea de al menos el 40 % de los ciudadanos inscritos en la
lista nominal de electores.

Es decir, si la lista nominal de electores en México está
compuesta por 85,953,712 ciudadanos (de acuerdo con in-
formación del Instituto Nacional Electoral), con la partici-
pación de 34,381,000 personas, los resultados de una con-
sulta tendrían que acatarse de forma obligatoria.

Ahora bien, como se mencionó en párrafos anteriores, la
Ley Federal de Consulta Popular otorga, en su artículo 3,
la facultad de aplicación de la norma en su respectivo ám-
bito de competencia al Instituto Federal Electoral que, co-
mo ya se ha señalado, se transformó en el Instituto Nacio-
nal Electoral a raíz de la reforma constitucional en materia
político-electoral de 2014 y, por tanto, adquirió nuevas fa-
cultades y atribuciones incluyendo la organización de con-
sultas populares, es decir, el otrora IFE no tenía la atribu-
ción de realizar este tipo de consultas, por la simple y
sencilla razón de que esta figura no existía en el marco ju-
rídico mexicano.

Asimismo, en diversos artículos de la citada ley se remite
a diversas disposiciones del abrogado Código Federal de
Instituciones y Procedimientos Electorales, lo que implica
también, una desarmonización con el marco jurídico surgi-
do y vigente como resultado de la reforma de 2014, expre-
sada con antelación, específicamente con la Ley General
de Instituciones y Procedimientos Electorales.

En consecuencia, para el Partido Encuentro Social, resulta,
además de conveniente, necesario que se actualice esta ley,
con el objetivo de que esta desarmonización que existe ac-
tualmente no propicie o resulte en la vulneración del dere-
cho de participación ciudadana.

En otro orden de ideas, para el ejercicio del derecho del
ciudadano para participar en las consultas populares, la pe-
tición de las mismas debe pasar previamente por el tamiz
constitucional con la resolución de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación de declaración de constitucionalidad
de la materia de la consulta popular, de tal suerte que el
Constituyente Permanente además del juicio de amparo,
las controversias constitucionales y las acciones de incons-
titucionalidad, ha otorgado al Máximo Tribunal del país un
nuevo medio de control de constitucionalidad, es decir, las
determinaciones de constitucionalidad sobre la materia de
consultas populares. 

Adicionalmente, conforme al artículo 5 de la Ley Federal
de Consulta Popular, se faculta a la Suprema Corte de Jus-
ticia para analizar y resolver respecto a la trascendencia na-
cional del tema sujeto a consulta, únicamente tratándose de
aquellas solicitadas por ciudadanos.

En un análisis de los primeros intentos en la materia, se tie-
ne que en dos mil quince, diversas consultas populares fue-
ron presentadas, cuatro a petición ciudadana y una más por
integrantes del Senado de la República, esta última fue des-
echada por el mismo órgano legislativo por lo que no fue
materia de estudio de la Suprema Corte de Justicia. 

Las otras cuatro solicitudes fueron estudiadas y posterior-
mente desechadas por el Máximo Tribunal, determinando
que, si bien se cumplía con el carácter de trascendencia na-
cional, la materia de las consultas carecía de constitucionali-
dad por encontrarse en los supuestos contenidos en el aparta-
do 3o. de la fracción VIII del artículo 35 de la Carta Magna,
es decir, de los temas vedados a ser sujetos de consulta.

Tal fue el caso de la consulta en materia de reducción de los
integrantes del Congreso federal, desechada por trastocar
los principios consagrados en el artículo 40 de la Ley Fun-
damental y estar relacionada con la materia electoral; así
como aquellas dos consultas respecto a la reforma energé-
tica y una más en materia de salarios mínimos, las cuales
fueron declaradas improcedentes, por tratar sobre los in-
gresos y gastos del Estado.

De lo expuesto se puede destacar que la consulta popular
es un modelo de participación que empodera al ciudadano
otorgándole un rol activo en la toma de decisiones en temas
de trascendencia nacional, el cual al igual que la iniciativa
ciudadana, son muestra de una reingeniería jurídica tenien-
te a la transición hacia una democracia directa.

Sin embargo, en vista de las primeras resoluciones res-
pecto a la inconstitucionalidad de todas las consultas po-
pulares presentadas y con el fin de fomentar el pleno
ejercicio del derecho ciudadano de votar sobre temas de
trascendencia nacional, es pertinente replantear el proce-
dimiento que se sigue para que los ciudadanos puedan
proponer los temas que les son de mayor interés, sin que
se vea vulnerado su derecho de participación política, ya
que por un lado existe el requisito constitucional de la
trascendencia nacional, y por el otro, la inconstituciona-
lidad y por lo tanto la inoperancia e inviabilidad de la
consulta en razón de la amplitud de las restricciones con-

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados300



tenidas en la Carta Magna, teniendo un mecanismo en el
derecho vigente pero sin darse las condiciones para en-
contrarse en el derecho positivo.

En conclusión, desde el ámbito legal, la LFCP no promue-
ve de manera efectiva la participación popular debido a dos
cuestiones: 1) el diseño institucional de la consulta hace di-
fícil su realización y 2) no cumple con el objetivo de pro-
mover la participación ciudadana en temas de trascenden-
cia nacional, ya que la obtención de firmas y por tanto la
participación y el deseo de un número considerable de ciu-
dadanos mexicanos de que se lleve a cabo una consulta, re-
sulta inoperante e infructuoso debido a que la facultad con-
ferida a la Suprema Corte para resolver sobre la
constitucionalidad de la materia de la consulta popular,
puede derivar en su archivo como asunto total y definitiva-
mente concluido, es decir, desechado.

Así todo tema que atente contra lo estipulado por la
CPEUM será archivado, negando a los mexicanos la posi-
bilidad de pronunciarse a favor o en contra de temas im-
portantes, para el desarrollo de México, por tal razón En-
cuentro Social propone que el procedimiento que se marca
en la ley para activar una consulta y que esta logre llegar a
las urnas sea invertido, con el fin de que no se vulnere el
espíritu de la ley, que es dotar a la ciudadanía de facultades
en la toma de decisiones que la afectan de manera directa.

Es decir, que la propuesta de pregunta sea analizada en pri-
mera instancia por la Suprema Corte y en caso de declararse
su constitucionalidad se proceda a recabar las firmas, y no co-
mo sucede actualmente reunir las firmas, con todo el derro-
che de recursos económicos y humanos que esto implica, pa-
ra después analizar la constitucionalidad de la pregunta.

Para una mejor identificación de los artículos que se pro-
pone modificar, se presenta el siguiente cuadro comparati-
vo en relación con la vigente ley:
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Por lo anteriormente expuesto y debidamente fundado, a
nombre del Grupo Parlamentario del Partido Encuentro
Social me permito someter a la consideración de esta sobe-
ranía, la siguiente:

Iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley Federal de Consulta Popular

Único. Se reforman los artículos 3, 4, 9, 33, 34, 35, 47, 53,
57 y 63 de la Ley Federal de Consulta Popular para quedar
de la siguiente manera:

Artículo 3. La aplicación de las normas de esta Ley co-
rresponde al Congreso de la Unión, a la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, al Instituto Nacional Electoral y al
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en
sus respectivos ámbitos de competencia.

En el caso del Instituto Nacional Electoral, la organiza-
ción y desarrollo de la consulta popular será responsabili-
dad de sus direcciones ejecutivas y unidades técnicas en el
ámbito central; en lo concerniente a los órganos descon-
centrados, serán competentes los consejos y juntas ejecuti-
vas locales y distritales que correspondan.

Artículo 4. …

Los ciudadanos que residan en el extranjero podrán ejercer
su derecho al voto en la consulta popular exclusivamente
cuando la consulta coincida con la elección de Presidente
de los Estados Unidos Mexicanos, aplicando en lo condu-
cente lo dispuesto en la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales.

Artículo 9. …

I…

II. Ley General: Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales.
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III. …

IV. …

V. …

VI. Instituto: Instituto Nacional Electoral.

VII…

VIII…

Artículo 33. …

…

…

I. …

II. …

III. …

IV…

V. Los ciudadanos hayan sido dados de baja de la lista
nominal por alguno de los supuestos previstos en la Ley
General.

Artículo 34. …

I…

II…

III…

IV…

V…

VI. Los ciudadanos que hayan sido dados de baja de la
lista nominal por alguno de los supuestos previstos en la
Ley General.

Artículo 35. El instituto es responsable del ejercicio de la
función estatal de la organización y desarrollo de las con-
sultas populares y de llevar a cabo la promoción del voto,
en términos de esta ley y de la Ley General.

Artículo 47. La jornada de consulta popular se sujetará al
procedimiento dispuesto por el Título Tercero del Libro
Quinto de la Ley General para la celebración de la jorna-
da electoral, con las particularidades que prevé la presente
sección.

Artículo 53. Una vez concluido el escrutinio y cómputo de
las elecciones constitucionales en los términos del Título
Tercero del Libro Quinto de la Ley General, se procederá
a realizar el escrutinio y cómputo de la consulta popular en
cada casilla, conforme a las siguientes reglas:

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

a)…

b)…

c)…

VI. …

Artículo 57. El instituto incorporará al sistema de infor-
mática para recabar los resultados preliminares, los relati-
vos a la consulta popular en términos de lo dispuesto por
el artículo 51 numeral 1 inciso m) de la Ley General.

Artículo 63. Transcurridos los plazos de impugnación y, en
su caso, habiendo causado ejecutoria las resoluciones del
Tribunal Electoral, el Consejo General del Instituto reali-
zará la declaración de validez del proceso de consulta po-
pular, aplicando en lo conducente lo que establezca el Tí-
tulo Tercero del Libro Quinto de la Ley General,
levantando acta de resultados finales del cómputo nacional,
y la remitirá a la Suprema Corte, a fin de que se proceda
conforme a los términos establecidos en esta Ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que
contravengan el presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2017.—
Diputado Justo Federico Escobedo Miramontes (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPOR-
TE FEDERAL Y LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma diversos artículos de las Leyes de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal; y Federal del
Trabajo, a cargo del diputado Daniel Torres Cantú

El suscrito, diputado Daniel Torres Cantú, integrante de la
LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados del honora-
ble Congreso de la Unión, con fundamento en la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y en los artículos 6 numeral 1, fracción
I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversos artículos a la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal y a la Ley
Federal del Trabajo, al tenor de la siguiente: 

Exposición de Motivos

El autotransporte federal es el principal modo de transpor-
te en el país, ya que, según datos de la Secretaría de Co-
municaciones y Transportes (SCT) del año 2016, se mueve
por este medio 81 por ciento de la carga terrestre y 56 por
ciento de la carga nacional, además de movilizar 96 por
ciento del total nacional de los pasajeros. También contri-
buye con 81 por ciento del producto interno bruto (PIB) del
sector transporte, correo y almacenamiento y registró en
ese año más de 2 millones de empleos directos.

Para 2016, la SCT contabilizó que del total de la carga mo-
vilizada en nuestro país (953 millones de toneladas), 536
millones de toneladas equivalentes a 56.2 por ciento fue
movilizada por medio del autotransporte; siguiéndole el
medio marítimo con 294 millones de toneladas (30.9 por
ciento); por ferrocarril 122 millones de toneladas (12.8 por
ciento); y por transporte aéreo sólo 700 mil toneladas (0.1
por ciento).

Para movilizar más de 530 millones de toneladas por año,
la SCT contabiliza que existe un parque vehicular de auto-
transporte de carga de 864 mil 835 unidades, de las cuales
443 mil 58 son unidades motrices. El total del parque ve-
hicular registrado por la Secretaría tiene su división como
a continuación se advierte:

Del total de las unidades 84.7 por ciento son unidades de
carga general, mientras que sólo 15.3 por ciento son utili-
zadas para carga especializada tal como se demuestra a
continuación con los datos proporcionados por la SCT a
través de su portal de internet:
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En el contexto de la estructura empresarial, se observa la
distribución del parque vehicular por tipo de empresa re-
gistrada ante la SCT de la siguiente manera:

De toda la información anterior se desprender que, de los
443 mil 58 vehículos registrados en la SCT, 157 mil 723
son camiones de dos o tres ejes, y 284 mil 349 se refieren
a tractocamiones de dos o tres ejes. Se debe entender como
camión al vehículo automotor de operación libre destinado
al transporte de carga, mientras que, como tractocamión,
un vehículo automotor destinado a soportar y arrastrar se-
mirremolques y remolques.

Pasando al tema de accidentes y siniestros, es de considerar
el documento Campañas de seguridad vial para el mejora-
miento del comportamiento del factor humano realizado por
el Instituto Mexicano del Transporte en 2015, del que se ad-
vierte que los accidentes de tránsito provocan en México más
de 15 mil muertes al año, donde el factor humano juega un
papel importante, ya que por errores o por desobediencia a
las normas suele presentarse en más de 90 por ciento de los
accidentes, las muertes y los lesionados. Por su parte, el tren
en segundo lugar reporta anualmente 300 muertes y el trans-
porte aéreo cerca de 90 por año.

Se menciona en el documento que, en 2010 la Organiza-
ción de las Naciones Unidas anunció el Decenio de acción
para la seguridad vial 2011-2020; y el Plan Global para el
Decenio en 2011 por parte de las Naciones Unidas y la Or-
ganización Mundial de la Salud.

Por su parte, el gobierno de México lanzó en 2011 su Es-
trategia Nacional de Seguridad Vial 2011-2020 en la cual
propone como meta “reducir un 50 por ciento las muertes,

así como reducir al máximo posible las lesiones y discapa-
cidades por accidentes de tránsito en el territorio de los Es-
tados Unidos Mexicanos”.

El documento en comento insiste que los factores de ries-
go que generan la mayor cantidad de muertes y lesionados
en accidentes viales son:

• Velocidad excesiva.

• Consumo de alcohol y drogas durante la conducción.

• Uso de distractores durante la conducción.

• Incumplimiento de las normas de tránsito y conviven-
cia vial, particularmente en relación con los usuarios
vulnerables.

• Fatiga, cansancio o sueño.

• Malas condiciones físicas o mentales del conductor, y
estrés.

• Falta de uso de cinturón de seguridad, por conductores
y pasajeros.

• Falta de uso de cascos, ropa conspicua y dispositivos
de protección por ciclistas y motociclistas.

• Falta de uso de sistema de retención infantil.

• Transporte de pasajeros en los compartimientos de
carga de camionetas (pickups, estacas, redilas o caja
cerrada).

A lo largo del documento en cuestión se estudia la factibili-
dad de las campañas de seguridad las cuales, para ser más
efectivas, deben complementarse con otras medidas, como
el incremento de la presión normativa; medidas legislati-
vas, educativas, ingenieriles, etcétera.

En síntesis, una de las principales causas de los accidentes
viales está íntimamente relacionadas al factor humano, sien-
do parte de la presente iniciativa focal izar ese problema y
proponer una mejora a la regulación de los conductores.

Pasando al tema de los conductores, estos requieren de licen-
cias para operar algún vehículo del servicio de autotranspor-
te federal, existiendo los siguientes tipos de licencia:
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A. Vehículos del servicio de autotransporte federal de
pasajeros u turismo.

B. Vehículos del servicio de autotransporte federal de
carga (C-2 y C-3).

C. Vehículos del servicio de autotransporte federal de
carga (T-2 y T-3).

D. Vehículos del servicio de autotransporte federal de
exclusivo de turismo (chofer guía).

E. Vehículos del servicio de autotransporte federal de
carga de materiales y residuos peligrosos.

F. Vehículos del servicio de autotransporte federal de
pasaje (transportación de pasajeros de o hacia puertos y
aeropuertos).

Para 2016, se tiene registrado en la SCT un total de 235 mil
943 trámites de licencias federales de todos los tipos, na-
cionales e internacionales, de los cuales 48,472 fueron ex-
pediciones de licencias, y de esos 35 mil 551 fueron licen-
cias tipo B, C, y E:

Como se ha plasmado a lo largo de este documento, la ma-
yor parte de los accidentes viales están relacionados con el
factor humano, lo que nos permite dilucidar que el proble-
ma que debemos atajar es la poca preparación de los con-
ductores, particularmente en el transporte de carga, pues la
falta de atención, preparación y adiestramiento, así como
una incertidumbre en sus condiciones laborales se traduce
en poca pericia para el desarrollo de sus actividades.

Por lo tanto, con la presente iniciativa se pretende adherir
a la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal y a
la Ley Federal del Trabajo la especialización del trabajo de
conductor del autotransporte federal, asegurando mejores
condiciones laborales para los conductores y más requisi-
tos para quienes accedan a una licencia de conducir un au-
totransporte federal, asegurando que cantarán con la expe-
riencia suficiente para abatir lo más posible el factor
humano en los accidentes viales.

Por lo expuesto, propongo a discusión y, en su caso, apro-
bación del siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Primero: Se modifican los artículos 5o., 8o. y 38;
y se adicionan los artículos 36 Bis y 36 Ter de la Ley de
Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, para quedar
como sigue:

Artículo 5o. Es de jurisdicción federal todo lo relacionado
con los caminos, puentes, así como el tránsito y los servi-
cios de autotransporte federal que en ellos operan y sus ser-
vicios auxiliares.

Corresponden a la secretaría, sin perjuicio de las otorgadas
a otras dependencias de la administración pública federal
las siguientes atribuciones:

I. a VIII. …

IX. Promover la formación, capacitación y adiestra-
miento de los conductores de vehículos de autotrans-
porte federal, y

X. Las demás que señalen otras disposiciones legales
aplicables.

Artículo 8o. Se requiere permiso otorgado por la secretaría
para:

I. a X. …

XI. El transporte privado de personas y de carga salvo
lo dispuesto en el artículo 40 de la presente ley; y

XII. La instalación y operación de centros de capa-
citación y adiestramiento con simuladores a con-
ductores del servicio de transporte federal.

…

En los casos a que se refieren las fracciones I a III, IV,
XI y XII del presente artículo, los permisos se otorgarán
a todo aquel que cumpla con los requisitos establecidos
en esta ley y su reglamento.

…

…

Artículo 36 Bis. La secretaría otorgará las licencias de
conducir por tipo, dependiendo el vehículo:
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A. Vehículos del servicio de autotransporte federal
de pasajeros u turismo.

B. Vehículos del servicio de autotransporte federal
de carga (C-2 y C-3).

C. Vehículos del servicio de autotransporte federal
de carga (T -2 Y T -3).

D. Vehículos del servicio de autotransporte federal
de exclusivo de turismo (chofer guía).

E. Vehículos del servicio de autotransporte federal
de carga de materiales y residuos peligrosos.

F. Vehículos del servicio de autotransporte federal de
pasaje (transportación de pasajeros de o hacia puer-
tos y aeropuertos).

Sin menoscabo de los requisitos establecido en regla-
mento respectivo, para obtener las licencias tipo B, C, y
E, se deberá cumplir con lo siguiente:

a. Ser mexicano.

b. Acreditar más de dos años de experiencia de
manejo.

c. Contar con más de 30 años de edad.

d. Aprobar el curso de capacitación y adiestra-
miento en los centros que cuenten con simulado-
res y tengan permiso de la secretaría.

Los conductores deberán renovar cada 6 meses el cur-
so de capacitación y adiestramiento en los centros que
cuenten con simuladores y tengan permiso de la Secre-
taría. La falta de renovación será causal de cancelación
de la licencia.

Los instructores que impartan la capacitación y el
adiestramiento deberán contar con registro ante la se-
cretaría o ante el centro de capacitación extranjero pa-
ra el cual presten sus servicios.

Artículo 36 Ter. La secretaría sin perjuicio de las atri-
buciones que correspondan a la Secretaria del Traba-
jo y Previsión Social, en coordinación con otras auto-
ridades federales competentes, determinará los
lineamientos generales aplicables para la definición de

conocimientos, habilidades y destrezas que requieran
de certificación, según sea necesario para garantizar
la seguridad de la prestación de los servicios. Dicha
certificación se sujetará al régimen que las autorida-
des señaladas establezcan. En la determinación de los
lineamientos generales antes citados, las autoridades
competentes establecerán procedimientos que permi-
tan considerar las propuestas y operaciones de los per-
misionarios.

Artículo 38. Los permisionarios de los vehículos y los ins-
tructores que impartan la capacitación y adiestramien-
to son solidariamente responsables con sus conductores, en
los términos de esta ley, sus reglamentos y demás disposi-
ciones legales aplicables, de los daños que causen con mo-
tivo de la prestación del servicio.

Artículo Segundo: Se adicionan los artículos 264 Bis al
264 Decimus a la Ley Federal del Trabajo, para quedar
como sigue:

Artículo 264 Bis. El permisionario del autotransporte
federal designará al conductor al mando. El conductor
al mando es un operador del servicio de autotransporte
federal y es responsable de la conducción y seguridad
del mismo durante el tiempo efectivo del viaje, teniendo
a su cargo la dirección, el cuidado, el orden y la seguri-
dad de la carga y los pasajeros que transporte.

Artículo 264 Ter. Serán considerados representantes del
patrón, por la naturaleza de las funciones que desem-
peñan los jefes de adiestramiento, cuando se requiera
aprobar un curso de capacitación y adiestramiento en
los centros que cuenten con simuladores y tengan per-
miso de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes
para el otorgamiento de la licencia de manejo federal.

Artículo 264 Quáter. Cuando el viaje o trayecto pase
por dos o más entidades federativas, el permisionario
del autotransporte federal deberá designar un conduc-
tor de apoyo, el cual suplirá al conductor de mando por
ausencia o incapacidad durante el viaje.

Artículo 264 Quintus. Por tiempo efectivo de viaje se
entiende el comprendido desde que el vehículo sale del
lugar de origen hasta que llega a lugar de destino.

Artículo 264 Sextus. El tiempo total de servicios que de-
ben prestar los conductores se fijará en el contrato de
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trabajo y comprenderá solamente el tiempo efectivo del
viaje.

Artículo 264 Septimus. El tiempo efectivo del viaje que
mensualmente podrá trabajar el conductor se fijará en
el contrato de trabajo, tomando en consideración las
características del equipo que utilice y la ruta, sin que
pueda exceder de ciento veinte horas.

Artículo 264 Octavus. El tiempo efectivo del viaje no
excederá de ocho horas en la jornada diurna, de siete
horas en la nocturna y de siete y media horas en la mix-
ta, salvo que se le conceda un periodo de descanso hori-
zontal, antes de cumplir o al cumplir dichas jornadas,
igual al tiempo conducido. El tiempo excedente al seña-
lado será extraordinario.

Artículo 264 Nonus. Las jornadas de los conductores se
ajustarán a las necesidades del servicio y podrán prin-
cipiar a cualquier hora del día o de la noche.

Artículo 264 Decimus. El conductor no podrá inte-
rrumpir un servicio de viaje durante su trayecto, por
vencimiento de la jornada de trabajo. En caso de que
alcance el límite de su jornada durante la ruta tendrá
la obligación de terminarlo si no requiere más de tres
horas.

Transitorios

Primero. La Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes tendrá un plazo de 90 días naturales para modificar y
crear los reglamentos y normas oficiales mexicanas 
correspondientes.

Segundo. Las licencias tipo B, C y E que hayan sido expedi-
das con anterioridad a la entrada en vigor del presente acuer-
do, deberán ser renovadas en un término no mayor de 180 dí-
as con los requisitos establecidos en el artículo 36 Bis de la
Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal.

Tercero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente
al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2017.— Dipu-
tado Daniel Torres Cantú (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Transportes, y de
Trabajo y Previsión Social, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma el artículo 381 del Código Penal
Federal, a cargo de la diputada Zacil Leonor Moguel Man-
zur, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Zacil Leonor Moguel Manzur, inte-
grante de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72, inciso h), de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, nu-
meral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la presen-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adicionan dos párrafos a la fracción X del artículo 381 del
Código Penal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En nuestro país, cada vez un mayor número de personas
cuenten con un servicio de banca, ya sea cuenta de ahorro,
un crédito, un seguro, etc. De acuerdo con Jaime González
Aguadé, presidente de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores entre 2015 y 2016, el número de personas con al
menos un producto financiero (cuenta de nómina o ahorro,
afore o seguro), pasó de 56 a 68 por ciento; los clientes con
una cuenta de ahorro aumentaron de 25 a 34 por ciento;
con crédito de 19 a 22; con seguro de 16 a 19; y ahorro pa-
ra el retiro de 20 a 31.1

Porcentajes los anteriores que, también se reflejan en el au-
mento de delitos en contra de usuarios de la banca.

De acuerdo con el Consejo Ciudadano de la Ciudad de Mé-
xico, durante el año 2015: el robo a cuentahabiente fue el
delito de alto impacto más común y aumentó en 42 por
ciento; en la Ciudad de México se denunciaron un prome-
dio de 1.53 robos a cuentahabiente diarios, lo que equivale
a un total de 560 casos; en ocho de cada diez casos los de-
lincuentes asaltaron a las víctimas tras hacer retiros dentro
de la sucursal. De las 61 personas que fueron detenidas por
este delito, sólo 51 fueron consignados.

La Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana 2017
publicada por el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, señala que los cajeros automáticos (ATM, por sus
siglas en inglés) son los lugares en donde 81.3 por ciento
de los mexicanos se siente más inseguro. Las sucursales
bancarias ocupan el tercer lugar, con 68.1 por ciento. El pe-
riódico El Financiero, señaló que en 2016 se registraron
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mil 697 robos de este tipo; en tanto que, el asalto a sucur-
sal subió de 221 a 255, y en los ATM aumentó de 238 a
265.2

Los datos anteriores, deben ser para esta Cámara de Dipu-
tados no sólo una guía sino un mandato derivado de la pro-
blemática que día con día enfrenta la sociedad.

El modus operandi de los delincuentes por lo general es en
complicidad y premeditado, lo que le permite elegir a su
víctima. Incluso, en ocasiones personal de las instituciones
bancarias se encuentra coludidos con ellos. La selección de
la víctima, la seguridad del monto o valores que lleva con-
sigo, las rutas de escape, los vehículos, etc. Conlleva una
premeditación alevosa que coloca a la ciudadanía en un es-
tado de desprotección y vulnerabilidad.

De acuerdo con la Ley de la Comisión Bancaria y de Valo-
res, el Sistema Financiero es conjunto de instituciones me-
diante el cual se captan, administran y canalizan recursos.
De acuerdo con la Ley de la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores (art. 3), el Sistema Financiero Mexicano se in-
tegra por las entidades o entidades financieras siguientes:

• “A las sociedades controladoras de grupos financieros,
instituciones de crédito, casas de bolsa, especialistas
bursátiles, bolsas de valores, sociedades de inversión,
sociedades operadoras de sociedades de inversión, so-
ciedades distribuidoras de acciones de sociedades de in-
versión, almacenes generales de depósito, uniones de
crédito, arrendadoras financieras, empresas de factoraje
financiero, sociedades de ahorro y préstamo, casas de
cambio, sociedades financieras de objeto limitado, so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas, so-
ciedades financieras populares, instituciones para el de-
pósito de valores, contrapartes centrales, instituciones
calificadoras de valores, sociedades de información cre-
diticia, sociedades financieras comunitarias, sujetas a la
supervisión de la Comisión y los organismos de integra-
ción financiera rural, así como otras instituciones y fi-
deicomisos públicos que realicen actividades financie-
ras y respecto de los cuales la Comisión ejerza
facultades de supervisión, todas ellas constituidas con-
forme a las Leyes mercantiles y financieras.

• A las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo,
sujetas a la supervisión de la Comisión, a que se refiere
la Ley para Regular las Actividades de las Sociedades
Cooperativas de Ahorro y Préstamo, integrantes del sec-
tor social”.

Es importante resaltar que, los bancos conforman el sector
financiero más grande del país, con 45 instituciones y una
amplísima infraestructura a través de sucursales y cajeros
automáticos, donde la mayoría de la población realiza acti-
vidades referentes a la captación, administración, regula-
ción, orientación y canalización de recursos económicos, a
través de diversos productos. El uso de servicios bancarios,
en nuestros días no es un lujo, sino una necesidad de la cual
millones de mexicanos no pueden sustraerse. Sin embargo,
esta modalidad delictiva no está prevista en la legislación
penal.

Actualmente, la ley protege a las instituciones bancarias,
pero no a sus usuarios. De ahí que es necesario legislar en
favor de las y los ciudadanos. Colocarlos en el centro de la
ley para hacer efectiva la justicia. 

Por lo tanto, se propone adicionar dos párrafos a la fracción
X del artículo 181 del Código Penal Federal, con la finali-
dad de establecer una nueva modalidad del delito de robo,
entendiendo que se comete cuando una vez retirado el di-
nero o valores de las instalaciones o equipos automatizados
de las oficinas bancarias por los usuarios, se cometa en su
contra, dentro del lugar de retiro o en el camino a su si-
guiente destino. 

De igual forma, considerando que los empleados y exem-
pleados de las instituciones bancarias (cajero, ejecutivo de
cuenta, etc.), cuentan con información de los usuarios, así
como del manejo de sus cuentas, actividades e incluso de
sus hábitos, horarios, etc., se estima pertinente aumentar la
penalidad, cuando se encuentren involucrados en la comi-
sión del delito. Debido a que dicha información supone una
ventaja sobre la víctima, dejándola en total indefensión.

Es preciso aclarar que esta modalidad delictiva, pretende
proteger no sólo a los cuentahabientes y tarjetahabientes de
la banca, sino a todos los usuarios de las instituciones fi-
nancieras, quienes por diversas causas se ven en la necesi-
dad de acudir a sus instalaciones a realizar transacciones.

Con esta disposición se pretende proteger el salario, los
ahorros y el patrimonio de las y los mexicanos, al tiempo
que persigue castigar con toda la fuerza de la ley a las re-
des delictivas. Otorgando con ello, seguridad y certeza a la
ciudadanía.

Por lo antes expuesto y fundado, se somete a consideración
el siguiente proyecto de
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Decreto por el que se adicionan dos párrafos a la frac-
ción X del artículo 381 del Código Penal Federal

Artículo Único. Se adiciona un párrafo segundo y tercero
a la fracción X del artículo 381 del Código Penal Federal,
para quedar como sigue:

Artículo 381. Además de la pena que le corresponda
conforme a los artículos 370 y 371, se aplicarán al delin-
cuente las penas previstas en este artículo, en los casos
siguientes:

I. a IX. …

X. Cuando se cometa en contra de una oficina bancaria,
recaudatoria u otra en que se conserven caudales, contra
personas que las custodien o transporten aquéllos.

Cuando una vez retirado el dinero o valores por los
usuarios de las instalaciones o equipos automatiza-
dos de las oficinas bancarias, se comenta en su con-
tra, dentro del lugar de retiro o en el camino a su si-
guiente destino.

Asimismo, las penas se aumentarán hasta en una mi-
tad a quien, siendo empleado de una oficina bancaria,
o haya sido en el último año previo a la comisión de es-
te delito, participe de alguna manera en el mismo. 

XI. a XVII. …

En los supuestos a que se refieren las fracciones I, II, III,
IV, V, VI, XI, XII, XIII, XIV y XV, hasta cinco años de
prisión. 

En los supuestos a que se refieren las fracciones VII,
VIII, IX, X, XVI y XVII, de dos a siete años de prisión.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor al siguiente
día de su Publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://www.milenio.com/negocios/poblacion_sin_cuentas_banca-
rias-encuesta_Inegi-CNBV-cuenta_de_nomina-Afore_0_756524366.
html

2 http://www.elfinanciero.com.mx/economia/80-se-siente-inseguro-
en-cajeros-revela-inegi.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de octubre de 2017.— Diputada
Zacil Leonor Moguel Manzur (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY DE CAMINOS, PUENTES 
Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL

«Iniciativa que reforma diversos artículos de la Ley de Ca-
minos, Puentes y Autotransporte Federal, a cargo del dipu-
tado Daniel Torres Cantú

El suscrito, Daniel Torres Cantú, integrante de la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás
relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta asamblea la presente iniciati-
va con proyecto de decreto, por el que se adicionan las
fracciones 11 Bis y XII Bis al artículo 2; se modifica la
fracción XV y se adicionan la XVI y XVII al artículo 17;
se modifica el segundo párrafo y se adiciona un tercero al
artículo 35; se adiciona un segundo párrafo al artículo 38;
se adiciona un segundo párrafo al artículo 39; se modifica
el artículo 42; se modifican el primer párrafo y la fracción
II del artículo 43; se modifican los párrafos primero y cuar-
to del artículo 70; se adiciona una fracción IV al artículo 74
Bis; y se modifica la fracción I del artículo 74 Ter de la Ley
de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

Ei autotransporte de carga es el más utilizado en México
para transportar bienes en el territorio. El 55 por ciento de
la carga que se mueve por este medio es nacional.

La legislación actual y su reglamentación permiten el trán-
sito por caminos y puentes de jurisdicción federal a los ca-
miones doblemente articulados, conocidos también como
fulles.
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En los últimos meses se ha venido dando el debate, no só-
lo en las Cámaras del Congreso de la Unión, sino en la opi-
nión pública, sobre si se debe o no prohibir la circulación
de la doble configuración de un camión de carga, debido a
que han sido protagonistas de múltiples accidentes viales
que, desgraciadamente, han costado vidas humanas.

La Norma Oficial Mexicana NOM-012-SCT-2-2014, “So-
bre el peso y dimensiones máximas con la que puede cir-
cular los vehículos de autotransporte que transitan en vías
generales de comunicación de jurisdicción federal”, en vi-
gor desde el 13 de enero de 2015, permite la circulación de
automóviles con una máxima de 31 metros de largo y con
un peso bruto de hasta 75.5 toneladas, así como las si-
guientes especificaciones:

• Deberán contar con equipamiento que contribuye a la
seguridad, incorporando tecnología como GPS, frenos
ABS, freno auxiliar de motor o retardador o freno libre
de fricción. Adicionalmente, la velocidad máxima per-
mitida para los fulles diferenciados se establece en 80
kilómetros por hora.

• Se establece que los conductores deben acreditar ex-
periencia y capacidades para operar los vehículos do-
blemente articulados, así como establece la limitación
de utilizar semirremolques de hasta 12.19 metros en el
acoplamiento de configuraciones doblemente articula-
das. Sólo aprueba la utilización de semirremolque de
hasta 12.81 metros exclusivamente para circular por ca-
minos tipo ET y A y en caminos tipo B, con la autoriza-
ción especial de conectividad.

• En los vehículos unitarios y tractocamiones articula-
dos sencillos, así como en los autobuses que operan con
suspensión neumática o suspensión mecánica, se elimi-
na la diferenciación, permitiendo establecer un peso
único en estas configuraciones.

• Se establece la corresponsabilidad en el transporte de
carros por entero. Para los casos de carga consolidada,
el transportista absorberá la responsabilidad en caso de
excesos de peso y dimensiones.

En cuanto a los accidentes viales en caminos federales, si
bien los fulles han estado presentes en 10 por ciento de los
accidentes registrados por el Instituto Mexicano del Trans-
porte, es medular en una discusión de tal magnitud, que va
a afectar el sistema de transporte más importante para la

economía mexicana, que se identifiquen y atiendan los fac-
tores reales de los accidentes en carreteras federales.

El tema central es la seguridad, y se deben atender los fac-
tores que propician los accidentes. Una de las causas más
frecuentes por las que un autotransporte de doble remolque
causa un accidente es el desprendimiento o la ruptura del
convertidor, el sistema de acoplamiento que se engancha a
un semirremolque y agrega una articulación a los vehícu-
los de tractocamión semirremolque-remolque y camión re-
molque, comúnmente conocido como dolly.

La norma oficial mexicana actual da las especificaciones
técnicas y mecánicas para que un vehículo contando con su
carga original pueda arrastrar otro semirremolque. Estos
vehículos deben contar con un motor eléctrico, torque, ti-
pos de freno ABS y freno auxiliar libre de fricción, cáma-
ra de freno de doble acción, así como el convertidor, este
último tiene especificaciones ya establecidas en la NOM-
035-SCT-2-2010, “Remolques y semirremolques especifi-
caciones de seguridad y métodos de prueba”, la cual cata-
loga y describe los dos tipos de convertidores que pueden
ser utilizados: con lanza sencilla y con doble.

A diferencia de lo que se cree, el segundo remolque de un full
es arrastrado, mas no cargado, especificando en la NOM-035
ya comentada, que dicho convertidor debe pasar por una se-
rie de pruebas para comprobar la capacidad de arrastre y la
resistencia a la ruptura de las cadenas de seguridad.

La multicitada NOM-035 también refiere las especificacio-
nes cuando los convertidores son importados, así como la
obligatoriedad de comprobar la legal importación y su pro-
piedad por los permisionarios que pretenden usarlos.

La parte que une las dos cajas (convertidor) por lo regular
son “hechos en casa”, con solo unir dos ejes de un camión
en desuso. La SCT no revisa ni tiene registro de estos ele-
mentos, y la negligencia de muchos transportistas los hace
peligrosos.

El Instituto Mexicano del Transporte, en el Anuario esta-
dístico de accidentes en carreteras federales de 2014 indi-
có que de las 18 mil 7 colisiones registradas ese año, 0.7
por ciento fue ocasionado por el desprendimiento del doble
remolque/semirremolque.

En este momento se deben dejar sin lugar a duda los ele-
mentos que requiere para que un vehículo pueda llevar más
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de una caja, cumpliendo los elementos de seguridad estable-
cidos en las normas oficiales mexicanas.

Como se describió, no cualquier camión está diseñado pa-
ra arrastrar una segunda caja, pues dicho automóvil debe
contar, entre otros, con frenos ABS o antibloqueo y un fre-
no auxiliar de motor, así como cámaras de frenado de do-
ble acción, complementados con una velocidad máxima de
80 kilómetros por hora. Lo anterior debe estar integrado
con un convertidor, que hace la unión entre una caja y otra
en un camión doblemente articulado.

Todos esos elementos, al estar instalados en un camión que
cumple las especificaciones de las distintas normas oficia-
les mexicanas, lo hacen seguro para el conductor y para
quienes se mueven a su alrededor.

No contar con frenos ABS simplemente hace que cuando
se frene el camión de manera brusca, las llantas se blo-
quean, no permitiendo que las llantas delanteras puedan gi-
rar para esquivar el obstáculo. Esto pasa con mucha fre-
cuencia en camiones que no tienen las condiciones
establecidas reglamentariamente para arrastrar dos remol-
ques, lo que ha ocasionado múltiples accidentes por no te-
ner el control del vehículo al momento de encontrarse en
una situación de riesgo.

Por otro lado, y como ha sido argumentado en las iniciativas
presentadas por diputados y senadores en la presente legisla-
tura, los accidentes que han costado vidas humanas son con-
secuencia del desprendimiento de la caja trasera de un doble
remolque, lo cual tiene una sencilla explicación: el converti-
dor no cuenta con las características mínimas de seguridad,
pues en la mayoría de los casos no son siquiera fabricados por
empresas certificadas. Por el contrario, como son un elemen-
to de arrastre, éstos son fabricados por los propios transpor-
tistas con piezas de camiones obsoletos.

La seguridad es el objetivo principal por el cual se ha abier-
to la discusión de prohibir la circulación de los fulles en
México, pero también otro elemento es el daño que hace
esta doble configuración a la infraestructura carretera del
país. Debemos considerar lo que refiere el estudio número
52 de 1994, realizado por el Instituto Mexicano de Trans-
porte mediante el cual, analizando la carga por eje, los do-
ble remolque son los que menos deterioro producen. Lo an-
terior está apoyado por el documento Estudio numérico
paramétrico para evaluar los efectos del paso de unidades
doblemente articuladas, con peso bruto en 81.5 toneladas,
sobre puentes tipo en carreteras tipo A y B, realizado por el

Instituto de Ingeniera de la Universidad Nacional Autóno-
ma de México en julio de 2006.

De la información con que actualmente se cuenta, debe
considerarse que un camión con doble remolque por sí no
es peligroso, pues como refieren diversos estudios nacio-
nales e internaciones, un camión de doble caja, cumplien-
do las especificaciones técnicas y de seguridad adecuadas,
es más eficiente, seguro y compatible con el ambiente.

Los factores reales que propician los accidentes donde se
encuentran inmiscuidos el autotransporte de doble remol-
que son

• Sobrecarga;

• Uso de convertidores hechizos; y

• Antigüedad de la flota vehicular.

La Secretaría de Comunicaciones y Transportes registra
que hay camiones doblemente articulados que rebasan con
demasía el peso máximo permitido en las normas oficiales,
incluso llegando a cargar 120 toneladas en un camión don-
de se permiten 75.5.

Respecto a la preocupación a escala mundial sobre la evo-
lución y mejores prácticas para el autotransporte de carga y
la seguridad en las carreteras, se debe hacer el análisis de las
posturas que se discuten en los paneles internacionales. Sin
menoscabar las consecuencias fatales que han dejado los
accidentes donde están inmiscuidos camiones de doble re-
molque, el común denominador en las posturas en cuanto a
las dimensiones de un transporte de carga y de pasajeros es
que, cuanto más volumen y tecnología tenga, más eficiente
y más seguro es cualquier transporte, de ahí que actualmen-
te no se esté discutiendo prohibir que los barcos y los avio-
nes no sean cada vez más grandes, siendo que estos dos úl-
timos medios de transporte también conviven con el
traslado de personas. En ese tenor, se manifiesta lo que al-
gunas organizaciones a nivel mundial han deliberado sobre
el autotransporte doblemente articulado:

En abril de 2011 fue publicado por la Organización para la
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) el re-
porte Moving freight with better trucks, el cual informa so-
bre las deliberaciones que se dieron en el Foro Internacio-
nal de Transporte respecto al tema de autorizaciones para
el uso más extensivo de vehículos con alta capacidad, ofre-
ciendo propuestas para promover la innovación, buscando
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mejorar los resultados de seguridad y ambientales, así co-
mo impulsar la eficiencia.

Contrariamente a lo que argumentan tanto legisladores co-
mo algunos actores de opinión pública, México no es el
único país que permite el autotransporte de carga doble-
mente articulado, ya que como establece el estudio de la
OCDE, esta configuración es permitida en países como Di-
namarca, Canadá, Holanda, Estados Unidos (en algunos
estados), Bélgica, e incluso en Australia es permitida la tri-
ple articulación.

En 25 entidades de Estados Unidos se usan de forma per-
manente las combinaciones vehiculares múltiples y en al-
gunos otros estados lo hacen con permisos especiales. Es-
to puede corroborarse en el documento Federal Size
Regulation for Commercial Motor Vehicles del Departa-
mento de Transporte de ese país.

La conclusión del estudio es que la cantidad de carga por
transportar está incrementándose, por lo que se debe fomen-
tar la innovación en el diseño de los vehículos, lo cual se
puede impulsar desde la ley con la limitación de la vida útil
de los camiones en circulación. Después del estudio, países
como Suecia y Finlandia han realizado pruebas de vehículos
con mayor capacidad de las actualmente permitidas en sus
respectivos países.

También concluye el estudio que los vehículos de alta ca-
pacidad pueden mejorar los resultados de seguridad. Esto
es congruente, ya que por pura estadística un camión gene-
ra menos riesgo que dos en el camino; de ahí que el objeti-
vo medular en la discusión de los fulles sean las condicio-
nes físicas y mecánicas del vehículo y sus accesorios; las
condiciones y pericia con que cuenta el conductor (no ol-
videmos que, según datos del Instituto Mexicano del
Transporte, 78.6 por ciento de los accidentes es atribuible
al factor humano y esta causa está presente en 93 por cien-
to de los accidentes); por último, la negligencia de los
transportistas que sobrecargan los remolques.

La Organización de las Naciones Unidas realizó en 2002 el
estudio Longer combination vehicles for Asia and Pacific
region: some economic implications, a través del cual pro-
mueve incentivar el uso de las combinaciones vehiculares
múltiples, y exhibe el éxito que han tenido en países como
Brasil, Australia y Estados Unidos de América.

En cuanto a la vida útil de los camiones, es menester seña-
lar que en el país, según cifras obtenidas por la Secretaría

de Comunicaciones y Transportes, la Secretaría de Integra-
ción Económica Centroamericana y la Organización Mun-
dial de Comercio, 65.6 por ciento del parque vehicular tie-
ne un promedio de vida de 17 años, en comparación con la
vida promedio en Estados Unidos de América, de 5. Los
vehículos desechados en Estados Unidos llegan a territorio
mexicano, repercutiendo negativamente en el promedio de
edad del parque vehicular en el país.

Por ejemplo, en 2012 se importaron 12 mil unidades con
más de 10 años de antigüedad, y de las cuales sólo se des-
truyeron 5 mil 500 unidades chatarra. Ello significa que 6
mil 500 unidades que entraron ya viejas en su país de ori-
gen siguen circulando en el nuestro sin ningún margen de
vida útil, en perjuicio de la seguridad de los mexicanos.

Con las modificaciones propuestas en la presente ini-
ciativa se pretende

Introducir los conceptos de tractocamión doblemente arti-
culado y de convertidor, para poder regular su verificación
por parte de la Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes en los demás artículos.

Se propone que sea causal de revocación del permiso a los
transportistas de doble remolque circular sin las placas y
los permisos correspondientes, así como llevar carga en ex-
ceso. Se pretende endurecer la ley para que los permisio-
narios no carguen de más, ya que actualmente al sólo ser
una violación de la norma oficial mexicana, no pasa de pe-
queñas multas, dando margen a que lo sigan haciendo.

Por otro lado, se pretende obligar a que lleven la placa co-
rrespondiente, ya que al igual que el propio camión, los con-
vertidores o dollys tienen que llevar una placa. En la práctica,
no muchos la tienen, ya que la mayoría son hechizos.

Actualmente, la ley permite que terceras personas pue-
dan hacer el trabajo de la SCT de verificar las condicio-
nes físico-mecánicas tanto de los camiones como de los
convertidores.

El problema no son los camiones, ya que es difícil que un
camión sea hechizo; no así con los convertidores, pues la
mayoría sí lo son, e incluso son montados a camiones que
no cuentan con las características que dicta la NOM-012
para ser un doble remolque.

Se pretende terminar con los convertidores hechizos, por lo
que se propone una excepción, y que los terceros que veri-
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fiquen los convertidores sean expertos certificados en tér-
minos de la Ley Federal sobre Metrología y Normaliza-
ción, y que se cumplan las condiciones de seguridad que al
efecto emitirá la propia secretaría.

Con esto se dejaría afuera de los caminos a muchos camio-
nes convertidos de forma ilegal que no cumplen las especi-
ficaciones y sólo circularían los doble remolque salidos de
fábrica.

Se propone dar un tiempo de vida útil de 10 años a los ca-
miones de doble remolque, con lo que se incentivará a

• Sólo tener camiones nuevos, más seguros.

• Se dejarían de importar muchos camiones de Estados
Unidos que allá son viejos y se promovería el consumo
de camiones armados en México.

• Se eleva la seguridad, ya que cuanto más actuales, tie-
nen más tecnología.

Otro objetivo es incluir como obligación de las empresas
que rentan los camiones que también al rentar un converti-
dor, éste debe ser registrado ante la SCT y cumplir las con-
diciones reglamentarias.

Obligar a que los convertidores tengan placa expedida por
la SCT para poder ser arrendados.

La ley vigente ya establece que la SCT puede hacer uso de
las facultades de inspección, verificación y vigilancia en
cualquier momento, por lo que se propone especificar que,
en esa verificación aleatoria que puede hacer directamente
la SCT, también pueda solicitar la presentación física de los
convertidores, remolque y semirremolque.

Se propone establecer la corresponsabilidad de los usuarios
y transportistas por los daños y perjuicios que causen por
exceder el peso permitido, así como multas por circular
con exceso de peso en los caminos y puentes de jurisdic-
ción federal.

Por último, se propone facultar a la Policía Federal para re-
tirar de la circulación a los transportistas que no cuenten
con placas en los convertidores.

Por lo expuesto propongo la discusión y, en su caso, apro-
bación del siguiente proyecto de

Decreto

Único. Se adicionan las fracciones II Bis y XII Bis al ar-
tículo 2; se modifica la fracción XV y se adicionan las frac-
ciones XVI y XVII al artículo 17; se modifica el segundo
párrafo y se adiciona un tercero al artículo 35; se adiciona
un segundo párrafo al artículo 38; se adiciona un segundo
párrafo al artículo 39; se modifica el artículo 42; se modi-
fican el primer párrafo y la fracción II del artículo 43; se
modifican los párrafos primero y cuarto del artículo 70; se
adiciona una fracción IV al artículo 74 Bis; y se modifica
la fracción I del artículo 74 Ter de la Ley de Caminos,
Puentes y Autotransporte Federal, para quedar como sigue:

Artículo 2o. …

I. y II. …

II Bis. Convertidor: Sistema de acoplamiento que se
engancha a un semirremolque y que le agrega una
articulación a los vehículos de tractocamión semirre-
molque-remolque y camión remolque.

III. a XII. …

XII Bis. Tractocamión doblemente articulado: Vehí-
culo destinado al transporte de carga, constituido
por un tractocamión, un semirremolque y un remol-
que u otro semirremolque, acoplados mediante un
convertidor.

XII. a XVI. …

Artículo 17. …

I. a XV. …

XIV. Incumplir reiteradamente cualquiera de las obliga-
ciones o condiciones establecidas en esta ley o en sus re-
glamentos;

XV. Circular, en el caso de tractocamión doblemente
articulado, sin los permisos y placas correspondien-
tes;

XVI. Exceder el peso o dimensiones máximos esta-
blecidos en los reglamentos y normas respectivas; y

XVII. Las demás previstas en la concesión o el permiso
respectivo.
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…

Artículo 35. …

Las empresas que cuenten con los elementos técnicos con-
forme a la norma oficial mexicana respectiva podrán ellas
mismas realizar la verificación técnica de sus vehículos,
con excepción de la verificación técnica de los converti-
dores, la cual debe hacerse por la secretaría a través de
terceros certificados en términos de lo dispuesto en la
Ley Federal sobre Metrología y Normalización.

La secretaría emitirá la norma oficial mexicana que es-
tablezca las especificaciones técnicas en seguridad para
los convertidores que sean construidos en territorio na-
cional o importados de forma permanente.

Artículo 38. …

El usuario será corresponsable de los daños y perjuicios
que se causen originados por el exceso de peso de su
carga, cuando se contrate carro por entero, declarado
en la carta porte. Para los embarques de menos de ca-
rro entero, la responsabilidad recaerá en el transportis-
ta de carga consolidada.

Artículo 39. …

El tractocamión doblemente articulado podrá circular
o transitar siempre y cuando los componentes utiliza-
dos para su configuración no excedan de diez años de
antigüedad a partir de su año modelo de fabricación, y
cumplan las verificaciones periódicas que establezcan
esta ley y las normas respectivas.

Artículo 42. Las empresas dedicadas al arrendamiento de
convertidores, remolques y semirremolques con placas de
servicio de autotransporte federal a que se refiere esta ley,
deberán registrarse ante la secretaría, en los términos y
condiciones que señale el reglamento respectivo. Asimis-
mo, sólo podrán arrendar sus unidades a permisionarios
que cubran los mismos requisitos que los permisionarios
de servicio de autotransporte federal.

Artículo 43. Sólo podrán obtener registro como empresas
arrendadoras de convertidores, remolques y semirremol-
ques los que cumplan los siguientes requisitos:

I. …

II. Obtener placas y tarjeta de circulación para cada re-
molque y semirremolque; en caso de los convertidores
sólo las placas; y

III. …

…

Artículo 70. La secretaría tendrá a su cargo la inspección,
verificación y vigilancia de los caminos y puentes, así co-
mo de los servicios de autotransporte federal, sus servicios
auxiliares y transporte privado, en sus aspectos técnicos y
normativos, para garantizar el cumplimiento de esta ley,
sus reglamentos y las normas oficiales mexicanas que ex-
pida de acuerdo con la misma. Para tal efecto, podrá re-
querir en cualquier tiempo a los concesionarios y permi-
sionarios informes con los datos técnicos, administrativos,
financieros y estadísticos, así como la presentación física
del vehículo, convertidor, remolque y semirremolque,
que permitan a la secretaría conocer la forma de operar y
explotar los caminos, puentes, los servicios de autotrans-
porte federal y sus servicios auxiliares.

…

…

La secretaría podrá autorizar a terceros para que lleven a
cabo verificaciones de acuerdo con lo establecido en la
Ley Federal sobre Metrología y Normalización, y la veri-
ficación técnica de los convertidores deberá realizarse
por lo menos dos veces por año por los terceros certifi-
cados en términos de lo dispuesto en la Ley Federal so-
bre Metrología y Normalización.

Artículo 74 Bis. …

I. a III. …

IV. Por conducir vehículos en caminos y puentes fe-
derales que excedan el peso bruto vehicular permiti-
do con multa de mil a cinco mil unidades de medida
y actualización.

…

…

…
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Artículo 74 Ter. …

I. Cuando se encuentren prestando el servicio de auto-
transporte federal, sus servicios auxiliares y transporte
privado en los caminos y puentes, sin contar con el per-
miso y la placa correspondientes;

II. a V. …

Transitorios

Primero. La Secretaría de Comunicaciones y Transportes
tendrá un plazo de 180 días naturales para modificar y 
crear los reglamentos y las normas oficiales mexicanas co-
rrespondientes.

Segundo. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2017.— Dipu-
tado Daniel Torres Cantú (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transportes, para dictamen.

LEY DE LOS DERECHOS DE 
LAS PERSONAS ADULTAS MAYORES

«Iniciativa que reforma los artículos 17 y 20 de la Ley de
los Derechos de las Personas Adultas Mayores, a cargo de
la diputada Lilian Zepahua García, del Grupo Parlamenta-
rio del PRI

La suscrita, Lillian Zepahua García, diputada a la LXIII
Legislatura de la honorable Cámara de Diputados, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, y 72, inciso h), de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, numeral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman los artículos 17 y 20 de la Ley de los Derechos de
las Personas Adultas Mayores, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

El respeto y admiración que antaño inspiraran a niños, jó-
venes y adultos los conocimientos y experiencia vital re-

caudada al través de los años por aquellas personas de ler-
do andar y añorante mirar, es la sola reminiscencia ador-
mecida en la memoria de quienes pugnan por alcanzar en
la actualidad, como su más anhelada aspiración, aquél es-
tado de perenne juventud implantado en las mentes por una
cada vez más vehemente invasión propagandística. Una as-
piración que versa en torno de la perfección corporal, de un
rostro sin mácula, de una esbeltez que incita al trastorno
alimenticio; aquella gracias a la cual, la palabra reiterativa
de un pasado añorado y el pensamiento en ocasiones im-
preciso resultan posesiones desdeñables, pues por caducas
se contraponen al cliché de una posible adolescencia pro-
longada. Así, la vejez es hoy día no sólo una edad a la que
se le desestima, también es una etapa de vida que despier-
ta temor.

La sola referencia a la tercera edad genera su inmediata li-
gazón con imágenes relativas a decadencia, inutilidad, de-
mencia, enfermedad, incapacidad, lastre, marcas todas que
generan repulsa y amenazan la estabilidad emocional. De
tal manera, a la senilidad, como etapa biológica, como con-
secución lógica de una vida, se la refiere hoy como un pro-
blema, el problema de la vejez. Esta problemática de la so-
ciedad, no así de la senectud, es latente y constatable en
calles, hospitales, casas de asistencia y al interior de los pro-
pios hogares, sitios en los que los ancianos viven las conse-
cuencias de un abandono, ya sea moral, ya sea físico, del
que los hacen víctimas sus familiares más cercanos.

La indolencia con la que la sociedad observa al anciano
muda la indigencia y soledad en un hecho natural. En la vía
pública no resulta más un acto sorprendente ofrecer limos-
na a senectos; es casi nula la repercusión que a nivel moral
causa el abandono de adultos mayores en hospitales públi-
cos. Menos aún pudiera resultar indignante que de los 31.6
millones de hogares que hay en el país, en tres de cada 10
vive, al menos, una persona mayor de 60 años1, muchas
veces despojada de su capacidad de decisión, de su derecho
a la palabra, de su dignidad de ser humano.

La población de ancianos que en condición de indigencia de-
ambulan sin rumbo por las calles, puédase encontrar confor-
mada por personas que luego de diagnosticado en ellas el pa-
decimiento de un trastorno degenerativo, físico o mental, se
tornaran, para quienes las rodean, en objeto de extenuante
cuidado y supervisión; por personas que una vez agotados sus
recursos económicos y fuerza laboral, son expulsados del en-
torno familiar. La vía pública también es habitada por aque-
llos ancianos que dan cuerpo a las averiguaciones realizadas
por el Instituto de Investigaciones Económicas (IIEc) de la
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Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM) y las
cuales revelan que en México, 75 de cada 100 adultos mayo-
res no cuentan con una pensión,2 lo que a su vez implica que
sólo uno de cada cuatro ancianos recibe un ingreso fijo, ema-
nado éste de un ciclo productivo laboral, situación que sume
a la vejez en un estado de desprotección y de profundo des-
consuelo que los lleva a decidir la supresión de la propia vi-
da. Así, según el Instituto Nacional de Estadística y Geogra-
fía (Inegi), durante el año 2013, 592 personas mayores de 60
años se suicidaron en el país.3 En conjunto, la insolvencia
económica, el abandono, así como el padecimiento de enfer-
medades graves se erigen como causales principales de la de-
presión adulta anciana.

Es verdad que las leyes conceden al adulto mayor el dere-
cho a denunciar judicialmente cualquier tipo de maltrato
que sobre él pudiera pesar, garantía ésta tan auténtica como
el temor que enmudece la titubeante palabra senecta; emo-
ción en ella acaecida ya sea por la sospecha de la pérdida
total del aprecio y apoyo, o bien sea por el miedo al des-
tierro del seno familiar, situaciones que de esperable pu-
diera experimentar como represalias por su delación. Si-
lencio que declina todo derecho y opta por el consuelo de
una compañía, que aun cuando escueta e insustancial, con-
fiere al agraviado un estado de mayor seguridad.

En torno al mismo tenor, se hace indispensable señalar que
el Consejo Nacional de Población (Conapo), prevé que pa-
ra el año 2050 habrá 150.8 millones de mexicanos; que la
esperanza de vida promedio será, para entonces, de 81.8
años;4 es decir que, como lo afirma Rosaura Ávalos Pérez,
académica de la Escuela Nacional de Trabajo Social
(ENTS) de la UNAM, más de la cuarta parte de la pobla-
ción en México estará viviendo su tercera edad,5 empero
que sin embargo, de continuar a ser los ancianos el sector
de la población que ostenta el índice de desarrollo social
más bajo en el país, se vislumbran para el futuro condicio-
nes que poco alientan a sospechar sobre la verosimilitud de
cursar por una vejez digna.

Como primera alternativa tendiente a combatir el actual
problema, y evitar las consecuencias futuras que de él se
desprenden, pudiérase pensar en la transformación de la
concepción que sobre la vejez poseen niños, jóvenes y
adultos hoy día; indicar a ellos el camino por el que aque-
lla edad cronológica retome su calidad dentro del proceso
vital del desarrollo humano. Medida que permitiría no só-
lo el reconocimiento de la fortuna que implica lograr llegar
a viejo, también contribuiría a erradicar del léxico colo-

quial el vocablo “problema” al hacer referirse a esa etapa
de la vida, lo que coadyuvaría a mirar a la senectud con
normalidad y brindar, a quienes nos anteceden, un trato
digno y respetuoso.

Así también se lograría preparar a la población para un fu-
turo en el que la vejez habrá de imperar, a anticipar la cons-
trucción de las condiciones que aseguren el tránsito por una
ancianidad digna. Para el logro de tales aspiraciones resul-
taría benéfico, en primera instancia, erradicar de los me-
dios masivos de comunicación aquellas insinuaciones que
confieren un valor desmedido a la juventud prolongada, así
también se sugiere el fortalecimiento de las relaciones in-
tergeneracionales mediante un programa en el que niños,
niñas, adolescente y jóvenes convivan con adultos mayores
de 60 años, para lo cual se propone que las escuelas de los
niveles de educación básico y medio contemplen dentro de
sus actividades planeadas, la visita regular a casas de repo-
so, públicas y privadas, sitios en los que las personas más
jóvenes pudieran interactuar con los ancianos mediante la
lectura de libros, conversaciones, entrevistas y juegos com-
partidos; que los docentes, en coordinación con los direc-
tores de instituciones en las que habitan ancianos, progra-
maran visitas conjuntas a museos, teatros o cualquiera de
las actividades extramuros que suelen realizarse durante el
ciclo escolar.

Que los profesores incluyan, para algunas de sus temáticas
educativas, la presencia de familiares ancianos, a quienes
se les brindará un espacio en el que pueden externar sus ex-
periencias de vida. Que las escuelas realicen festejos dedi-
cados al homenaje de los adultos mayores, por ejemplo, la
celebración del día del abuelo, fecha en la que aquellos ciu-
dadanos de la tercera edad pudieran compartir con los y las
alumnas, una mañana de trabajo escolar.

A efecto de ilustrar con mayor claridad el sentido de la pre-
sente iniciativa, se agrega el siguiente cuadro comparativo: 
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Por todo lo anteriormente expuesto es que sometemos a la
consideración de esta soberanía la aprobación del siguien-
te proyecto de 

Decreto

Artículo Único. Se reforman los artículos 17 y 20 de la
Ley de los Derechos de las Personas Adultas Mayores, pa-
ra quedar como sigue:

Artículo 17. Corresponde a la Secretaría de Educación Pú-
blica, garantizar a las personas adultas mayores:
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I. a VII. …

VIII. Fomentar entre toda la población una cultura de la
vejez, de respeto, aprecio y reconocimiento a la capaci-
dad de aportación de las personas adultas mayores, y

IX. Realizar acciones tendientes al fortalecimiento
de las relaciones intergeneracionales mediante un
programa en el que niños, niñas, adolescente y jóve-
nes convivan con adultos mayores de 60 años, las
cuales consistirán en 

a). Visitas a instituciones, casas hogar, albergues,
residencias de día o cualquier otro centro de aten-
ción en los que las personas más jóvenes puedan
interactuar con los adultos mayores mediante la
lectura de libros, conversaciones, entrevistas y
juegos compartidos;

b) Visitas conjuntas a museos, teatros o cuales-
quiera otra de las actividades extramuros que
suelen realizarse durante el ciclo escolar;

c) La presencia de familiares ancianos, a quienes
se les brindará un espacio en el que pueden ex-
ternar sus experiencias de vida, y

d) La realización de festejos dedicados al home-
naje de los adultos mayores.

Artículo 20. Corresponde a la Secretaría de Comunicacio-
nes y Transportes, garantizar:

I. a IV. … 

V. El establecimiento de convenios de colaboración con
las instituciones públicas y privadas dedicadas a la co-
municación masiva, para la difusión de una cultura de
aprecio y respeto hacia las personas adultas mayores
que tengan entre sus objetivos la erradicación de
aquellas insinuaciones que confieren un valor des-
medido a la juventud prolongada.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Fuente: 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2014/adultos0.p
df , consultada el 19 de septiembre de 2017 a las 8:37 horas.

2 Fuente: 

http://www.dgcs.unam.mx/boletin/bdboletin/2016_142.html, con-
sultada el 19 de septiembre de 2017 a las 8:40 horas.

3 Fuente: 

http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2015/violen-
cia0.pdf, consultada el 19 de septiembre de 2017 a las 8:43 horas.

4 http://www.conapo.gob.mx/work/models/CONAPO/proyecciones_
estatales/Proy05-50.pdf 

5 Fuente: 

http://enes.unam.mx/?lang=es_MX&cat=sociedad&pl=para-el-
2050-mas-de-la-cuarta-parte-de-la-poblacion-en-mexico-sera-vie-
ja, consultada el 19 de septiembre de 2017 a las 10:48 horas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2017.— Dipu-
tada Lillian Zepahua García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen.

LEY ORGÁNICA DEL CONSEJO NACIONAL
DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA

«Iniciativa que reforma el artículo 5o. de la Ley Orgánica
del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, a cargo de
la diputada Janette Ovando Reazola, del Grupo Parlamen-
tario del PAN

La suscrita, diputada federal Janette Ovando Reazola, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72 inciso H), de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y, 6, numeral 1, fracción I,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración del pleno la presente iniciativa con pro-
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yecto de decreto que reforma  y adiciona el artículo 5o. de
la Ley Orgánica del Consejo Nacional de Ciencia y Tecno-
logía, para incorporar a la Junta de Gobierno a una repre-
sentación del Instituto Nacional de las Mujeres y como mí-
nimo a una investigadora del Sistema Nacional de
Investigadores, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

Aunque a la fecha se registran avances significativos en el
empoderamiento de las mujeres sobre todo en la educa-
ción, las brechas de desigualdad en el campo educativo y
de las ciencias no logran cerrarse en términos cualitativos,
pues a medida que se eleva el nivel de escolaridad las mu-
jeres, se van disminuyendo significativamente  las oportu-
nidades de desarrollo profesional y laboral, especialmente
en los campos de la ciencia y la tecnología. Es importante
mencionar que existen honrosas excepciones pero las mu-
jeres que han logrado destacar en la ciencia y la tecnología
han tenido que duplicar o triplicar sus esfuerzos para estar
en las mimas condiciones que sus compañeros hombres.

Es por ello que la política en materia de ciencia y tecnolo-
gía debe incorporar la perspectiva de igualdad entre muje-
res y hombres, incorporando a los órganos colegiados de
toma de decisiones en la materia específicamente el Co-
nacyt a integrantes cuyo ámbito de competencia sea insti-
tucionalizar y transversalizar la perspectiva de género en la
administración pública federal, así como garantizar la par-
ticipación en estos organismos de mujeres investigadoras.

En México el 51.4 por ciento de la población somos mu-
jeres1 según el reporte del INEGI con motivo al 8 de
marzo de 2017 se registran aspectos con importantes
avances como en la alfabetización universal, por ejemplo
de la población de 15 y más años, 93.6 por ciento de la
población mexicana sabe leer y escribir un recado”, sin
embargo la proporción de mujeres en analfabetismo fun-
cional (que no comprenden lo que leen o no se dan a en-
tender por escrito) es casi dos puntos porcentuales mayor
que en hombres: 10.6 por ciento de las mujeres de 15 y
más años es analfabeta funcional, mientras que en la po-
blación masculina esta característica se presenta en 8.7
por ciento de la población.

Aunque según el Inegi en el ciclo escolar 2015-2016, uno
de cada dos estudiantes de nivel superior es una mujer, si-
gue existiendo una brecha importante. Según datos de la
Encuesta Intercensal 2015, muestran que 35.6 por ciento de
la población de 15 años o más se encuentran en rezago edu-

cativo; esta condición se presenta en 36.7 por ciento de las
mujeres y en 34.4 por ciento de los hombres de ese grupo
de edad.

Según los mismos datos la tasa de participación económi-
ca es 43.9 por ciento, lo que significa que cerca de la mitad
de mujeres en edad de trabajar tiene o está en búsqueda de
un empleo. Sin embargo la participación femenina conti-
núa siendo menor a la masculina: 78 de cada 100 hombres
de 15 y más años pertenece a la población económicamen-
te activa.

En su mayoría, 8 de cada 10 (78.7 por ciento), están ocu-
padas en el sector terciario de la economía (en sectores tra-
dicionalmente femeninos como servicios sociales, de ali-
mentación, alojamiento y cuidados) y dos de cada tres
mujeres ocupadas (66.9 por ciento) son subordinadas y re-
muneradas y de ellas: 37.7 por ciento no cuenta con acce-
so a servicios de salud como prestación laboral.

Resalta entre otros datos que sólo 16 de cada 100 mujeres
tienen estudios de licenciatura, maestría o doctorado.

Esto es un reflejo del poco acceso que tienen las mujeres a
la educación superior y especialmente a una educación de
calidad, educación que las prepare para el sector de la cien-
cia y la tecnología

En el más reciente estudio2 “Perspectivas para el Empleo
2016 y el Reporte: Igualdad de Género en la Alianza del
Pacífico: Promoviendo el Empoderamiento Económico
de las Mujeres presentado por la OCDE se resalta “la ne-
cesidad de mejorar la integración de las mujeres al mer-
cado laboral.” 

Apunta también “desafíos como la necesidad de cerrar las
brechas de desempeño en matemáticas, donde los niños su-
peran a las niñas, ya que esto conduce a un cierto grado de
segregación por ocupación que aleja a las mujeres de pro-
fesiones como ciencia, tecnología e ingeniería, tan impor-
tantes para la innovación y el emprendimiento. El tema del
empoderamiento económico de las mujeres es un reto de
creciente importancia para la OCDE, y por supuesto de
enorme relevancia para México y América Latina.”

En este estudio de la OCDE se hacen las siguientes refle-
xiones y recomendaciones: “México tiene la segunda tasa
de participación laboral femenina más baja de la OCDE
(sólo superada por Turquía) y la más baja entre los países
de la Alianza del Pacífico. Además, la brecha de género en
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la participación laboral varía considerablemente de acuer-
do con el nivel socioeconómico y la edad.” 

Al respecto el mencionado estudio hace recomendaciones
como “Asegurar el acceso a educación de calidad para las
mujeres y a profesiones que reditúen en el mercado laboral”
así como “seguir promoviendo los estudios de ingeniería,
matemáticas, ciencia y tecnología entre las mujeres.”

Según información de la Revista de la Educación Superior
publicada por Imanol Ordorica “La proporción de hombres
respecto a mujeres con empleos en investigación es de 71
por ciento a 29 por ciento. En la mayoría (54) de los 90 paí-
ses para los que presenta datos, la presencia de las mujeres
en la investigación va de 25 por ciento al 45 por ciento
(UNESCO, 2012).

En México, la paridad existente en la matrícula de educa-
ción superior no tiene correspondencia con la distribución
entre hombres y mujeres en la academia.

También se resalta que en México como en el mundo ha si-
do documentada una presencia decreciente de mujeres en-
tre el personal académico a mayores niveles de jerarquía
según datos de la investigadora Buquet Corleto (et. al.,
2013; etan, 2001) que por su importancia vale la pena
transcribir:

“En la Universidad Nacional Autónoma de México
(UNAM) las académicas representan un 42.2 por ciento de
la planta, pero solamente constituyen un 26.9 por ciento de
los nombramientos de titular C y de éstos menos del 20 por
ciento en las áreas de investigación científica (Buquet Cor-
leto et. al., 2013). La distribución de nombramientos de in-
vestigador nacional por sexo, vigentes en 2015, ratifica es-
ta condición de desigualdad en el país”3

El Conacyt cumple un papel fundamental en la formula-
ción y propuesta de políticas nacionales en materia de cien-
cia y tecnología, debe reconocerse que como lo refiere es-
ta institución en su sitio web ha realizado esfuerzos a través
de su dirección de Recursos Humanos para organizar acti-
vidades culturales y cursos que promueven la equidad de
género en la comunidad del Conacyt por lo que “en 2013
se llevó a cabo la recertificación de la Norma Oficial Me-
xicana - NMX-R-025-SCFI-2012 que otorga igualdad la-
boral entre hombres y mujeres.” Sin embargo en el Siste-
ma Nacional de Investigadores (SNI) de los 21 mil 359
investigadores vigentes, 13 mil 915 son hombres y única-
mente 7 mil 444 son mujeres.4 

La doctora Tagüeña, directora adjunta de Desarrollo Cien-
tífico del Conacyt, refiere que “actualmente, 36 por ciento
de padrón del Sistema Nacional de Investigadores (SNI)
está conformado por mujeres, es decir, 9,081 investigado-
ras,” contempla que, en la próxima década, la integración
de las mujeres y niñas en la ciencia será todavía mayor que
hoy en día. 

La funcionaria considera que “en diez años estará práctica-
mente en 50 por ciento, pues actualmente se cuenta con 42
por ciento de presencia de mujeres en el área de salud y 50
por ciento en área de humanidades”.5

La Ley de Ciencia y Tecnología establece la perspectiva de
género como una de las bases de la política de Estado que
sustenta el Sistema Nacional en materia de ciencia y tec-
nología, entre las cuales destaca en su artículo segundo:

…. VIII. Promover la inclusión de la perspectiva de géne-
ro con una visión transversal en la ciencia, la tecnología y
la innovación, así como una participación equitativa de
mujeres y hombres en todos los ámbitos del Sistema Na-
cional de Ciencia, Tecnología e Innovación. 

Asimismo en sus artículos 12, 14 y 42 establece disposi-
ciones relativas a la igualdad entre mujeres y hombres. El
artículo 12 entre los principios rectores del apoyo que el
Gobierno Federal está obligado a otorgar para fomentar,
desarrollar y fortalecer en general la investigación científi-
ca, el desarrollo tecnológico y la innovación, así como en
particular las actividades de investigación que realicen las
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral, establece en su fracción quinta: 

“V. Las políticas, instrumentos y criterios con los que el Go-
bierno Federal fomente y apoye la investigación científica, el
desarrollo tecnológico y la innovación deberán buscar el ma-
yor efecto benéfico, de estas actividades, en la enseñanza y el
aprendizaje de la ciencia y la tecnología, en la calidad de la
educación, particularmente de la educación superior, en la
vinculación con el sector productivo y de servicios, así como
incentivar la participación equilibrada y sin discriminación
entre mujeres y hombres y el desarrollo de las nuevas gene-
raciones de investigadores y tecnólogos;”

El artículo 14 de la misma ley establece que el sistema in-
tegrado de información sobre investigación científica, de-
sarrollo tecnológico e innovación que  estará a cargo del
Conacyt será accesible al público en general, sin perjuicio
de los derechos de propiedad intelectual y las reglas de
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confidencialidad que se establezcan. Agregando esta dis-
posición que en la medida de lo posible, el sistema deberá
incluir información de manera diferenciada entre mujeres y
hombres a fin de que se pueda medir el impacto y la inci-
dencia de las políticas y programas en materia de desarro-
llo científico, tecnológico e innovación.

La Ley de referencia en su capítulo VIII relativo a las Re-
laciones entre la Investigación y la Educación dispone en
su artículo 42 que el gobierno federal apoyará la investiga-
ción científica y tecnológica que contribuya significativa-
mente a desarrollar un sistema de educación, formación y
consolidación de recursos humanos de alta calidad en
igualdad de oportunidades y acceso entre mujeres y hom-
bres.

Sin embargo en la Ley Orgánica del Conacyt no se con-
templa la incorporación de la perspectiva de género, tam-
poco se contempla la existencia de una unidad de género,
ni la participación en su Junta de Gobierno de un órgano
especializado en perspectiva de género. Aun cuando según
el artículo 6 de su ley orgánica la Junta de Gobierno tiene
como atribución el aprobar las políticas y los programas
del Conacyt a propuesta del Director General.

Lo cual nos lleva a considerar que en el artículo 5 que es-
tablece la integración de la Junta de Gobierno por varias
dependencias de la administración pública federal debe in-
cluir al Instituto Nacional de las Mujeres.

Lo anterior para darle congruencia con la ley de ciencia
y tecnología y de esa forma la junta de gobierno del Co-
nacyt pueda cumplir cabalmente con sus obligaciones en
la materia.

Integrar en su Junta de gobierno al Inmujeres contribuirá
con la perspectiva de igualdad y de derechos humanos de
las mujeres en todos los programas, apoyos y reglas de
operación de los fondos que integran la política nacional de
ciencia y tecnología.

Además se propone agregar a la integración una persona
más que se encuentre preferentemente en altos niveles del
Sistema Nacional de Investigadores, garantizando adicio-
nalmente que participe como mínimo una mujer.

Cabe hacer mención que la Ley del Instituto nacional de las
mujeres establece facultades de este instituto en materia de
investigación. En su artículo establece que el Instituto ten-
drá las siguientes atribuciones:

…

XVIII. Promover estudios e investigaciones para instru-
mentar un sistema de información, registro, seguimiento y
evaluación de las condiciones sociales, políticas, económi-
cas y culturales de las mujeres en los distintos ámbitos de
la sociedad;

Cabe mencionar que según el artículo 12 de esta misma
ley la Junta de Gobierno del Instituto Nacional de las
Mujeres incorpora integrantes del Consejo Consultivo y
ocho del Consejo Social, y en ambos casos, se tratará de
mujeres, ciudadanas mexicanas en pleno ejercicio de sus
derechos, que provengan de organizaciones sindicales,
campesinas, no gubernamentales, empresariales, profe-
soras e investigadoras, representativas en la docencia, in-
vestigación de instituciones públicas, profesionistas, em-
pleadas, maestras y en general, mujeres representativas
de los diferentes sectores de la sociedad. Resaltando la
importancia de la participación de académicas e investi-
gadoras en estos cuerpos colegiados.

México debe hacer efectiva la igualdad entre mujeres y
hombres no solo de manera formal sino también sustantiva
o material y recordando que mediante  reforma al artículo
4º constitucional dada en 1974, se incorpora el principio de
igualdad entre mujeres y hombres.

En ese mismo sentido la Convención sobre la eliminación
de todas las formas de discriminación contra la mujer (CE-
DAW por sus siglas en inglés) fue ratificada por México,
establece compromisos hechos mediante el artículo 10 de
la mencionada convención; que consiste en adoptar medi-
das apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos con el
hombre en la esfera de la educación y asegurar:

“a) Las mismas condiciones de orientación en materia de
carreras y capacitación profesional, acceso a los estudios y
obtención de diplomas en las instituciones de enseñanza de
todas las categorías, tanto en zonas rurales como urbanas;
esta igualdad deberá asegurarse en la enseñanza preescolar,
general, técnica, profesional y técnica superior, así como
en todos los tipos de capacitación profesional;

b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los mis-
mos exámenes, a personal docente del mismo nivel pro-
fesional y a locales y equipos escolares de la misma ca-
lidad;
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d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y
otras subvenciones para cursar estudios;

f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los es-
tudios y la organización de programas para aquellas jóve-
nes y mujeres que hayan dejado los estudios prematura-
mente;

La Ley General de Igualdad entre Mujeres y hombres, es-
tablece en su artículo 36 que para los efectos de la política
nacional de igualdad:

“las autoridades correspondientes desarrollarán las si-
guientes acciones:

I. Favorecer el trabajo parlamentario con la perspectiva de
género;

II. Garantizar que la educación en todos sus niveles se rea-
lice en el marco de la igualdad entre mujeres y hombres y
se cree conciencia de la necesidad de eliminar toda forma
de discriminación;

En el marco de la política de derechos humanos marcada
por la reforma al artículo 1o. de la Constitución Federal,
nuestro país participó en años recientes en el proceso para
definir la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible6 de
Naciones Unidas; con la que se trazaron 17 objetivos que
entraron en vigor el primer día de 2016. Entre ellos el ob-
jetivo 5o. se plantea lograr la igualdad y empoderar a todas
las mujeres y las niñas.7

Dicho objetivo contempla entre sus metas8 el poner fin a
todas las formas de discriminación contra todas las muje-
res y las niñas en todo el mundo; velar por la participación
plena y efectiva de las mujeres y la igualdad de oportuni-
dades de liderazgo a todos los niveles de la adopción de de-
cisiones en la vida política, económica y pública; así como
aprobar y fortalecer políticas acertadas y leyes aplicables
para promover la igualdad entre los géneros y el empode-
ramiento de las mujeres y las niñas a todos los niveles.

De acuerdo a esta política nacional e internacional en ma-
teria de igualdad, es dable que en la Junta de Gobierno que
tiene como objeto la formulación de políticas de apoyos en
materia de ciencia y tecnología participe el organismo es-
pecializado en materia de igualdad entre mujeres y hom-
bres que es el Instituto Nacional de las Mujeres 

Acción Nacional se ha propuesto hacer realidad el enfoque
de igualdad entre mujeres y hombres, institucionalizándo-
lo e incorporándolo de manera transversal en todos los ám-
bitos para lograr avanzar en el empoderamiento económi-
co de las mujeres.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
del pleno de la honorable Cámara de Diputados la siguien-
te iniciativa con proyecto de 

Decreto

Único. Se reforma y adiciona el artículo 5 de la Ley Orgá-
nica del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, para
quedar como sigue: 

Artículo 5. La Junta de Gobierno del Conacyt estará con-
formada por catorce integrantes que serán:

…

VIII. Un representante del Instituto Nacional de las Mu-
jeres.

Se invitará a formar parte de la Junta de Gobierno al Se-
cretario General de la Asociación Nacional de Universida-
des e Instituciones de Educación Superior, a un miembro
del Foro Consultivo Científico y Tecnológico, así como a
dos investigadores en funciones preferentemente de los dos
niveles superiores del Sistema Nacional de Investigadores,
entre quienes al menos una persona debe ser mujer, y a dos
representantes del sector productivo, los cuales serán pro-
puestos por el Director General del Conacyt. Cada miem-
bro propietario contará con un suplente.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2017/mujer2017_
Nal.pdf

2 https://www.oecd.org/centrodemexico/medios/discurso-gabriela-ra-
mos-panorama-del-empleo-2016.htm

3 http://publicaciones.anuies.mx/pdfs/revista/Revista174_S6A1ES.pdf
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4 http://www.conacyt.mx/index.php/comunicacion/comunicados-pren-
sa/317-con-acciones-el-conacyt-conmemora-el-dia-internacional-de-
la-mujer

5 Doctora Julia Tagüeña Parga, directora adjunta de Desarrollo Cientí-
fico del Conacyt, publicado en 

http://www.conacyt.mx/index.php/comunicacion/comunicados-
prensa/677-reafirma-el-conacyt-su-compromiso-con-la-integra-
cion-de-las-mujeres-y-ninas-en-la-ciencia-tecnologia-e-innovacion

6 http://www.un.org/sustainabledevelopment/es/la-agenda-de-desarro-
llo-sostenible/

7 http://www.un.org/sustainabledevelopment/es/gender-equality/

8 Las metas del Objetivo 5 se pueden ver en: 

http://www.unwomen.org/es/news/in-focus/women-and-the-
sdgs/sdg-5-gender-equality#sthash.ivZAS6Oo.dpuf

Cámara de Diputados del honorable Congreso de Unión. Recinto Le-
gislativo de San Lázaro. Ciudad de México, a 10 de octubre de 2017.—
Diputada Janette Ovando Reazola (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Ciencia y Tecnología, para
dictamen.

LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL
DE SEGURIDAD PÚBLICA

«Iniciativa que reforma el artículo 14 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, a cargo del dipu-
tado José Luis Toledo Medina, del Grupo Parlamentario
del PRI

José Luis Toledo Medina¸ diputado federal y coordinador
de Quintana Roo del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional de la LXIII Legislatura de la ho-
norable Cámara de Diputados, con fundamento en lo dis-
puesto por el artículo 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; los artículos 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, así como
las demás disposiciones aplicables, somete a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona una fracción V, re-

corriéndose las demás de forma subsecuente, al artículo 14
de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pú-
blica, en materia de seguridad turística.

Planteamiento

El Estado mexicano afronta desde hace diez años procesos
de combate a la delincuencia organizada a nivel nacional1

que han obligado a coordinar a los tres órdenes de gobier-
no para compartir inteligencia, capacitación, recursos y es-
trategias.

Más allá del debate sobre la estrategia de seguridad in-
terna y seguridad nacional, existen investigaciones de
instituciones como el Centro de Investigación y Docen-
cia Económicas, AC, (en adelante CIDE) que alertan so-
bre fenómenos nacionales visibles alrededor del territo-
rio nacional. Uno de los más importantes es el de la
normalización de la violencia.

A propósito de lo anterior, Andreas Schedler, investigador
del CIDE, argumenta lo siguiente:

A nivel individual, también hay muchos signos de norma-
lización de la violencia. Con rapidez osmótica y una lige-
reza que a veces pareciera festejar la transgresión de todos
los límites civilizatorios, el lenguaje cotidiano ha sido un
lugar privilegiado de normalización de la violencia. …Ab-
sorbiendo este universo de eufemismos y falsos tecnicis-
mos, hemos creado un mundo donde la violencia es un fe-
nómeno delimitado, comprensible, esperable. La
normalización simbólica ha sido reforzada por múltiples
estrategias de adaptación individual. Quizá la más impor-
tante ha sido el autoconfinamiento. En la medida en que el
espacio público ha aparecido como territorio violento, los
ciudadanos se han refugiado en sus espacios privados. (…)
A nivel colectivo, hemos visto un abandono análogo del es-
pacio público. Ha imperado la pasividad ciudadana, pun-
tuada por breves olas de protesta masiva2

A lo largo del trabajo de Schedler, se acompañan cifras a
nivel nacional sobre victimización, violencia y tasa de co-
misión de delitos que hacen evidente la necesidad del dise-
ño de políticas públicas integrales, transversales y focali-
zadas. Sin embargo, los datos y las investigaciones no
pueden dar como resultado la inmovilización gubernamen-
tal o el reparto plural de responsabilidades. En nuestro ré-
gimen democrático, deben ejecutarse acciones tendientes a
fortalecer las redes de solidaridad política, entendida como
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“la disposición de socorrer a conciudadanos que sufren in-
justicias graves”3, que resulte en la atención prioritaria de
las necesidades emocionales de la comunidad política: for-
talecer el tejido social.

Por eso, es relevante que el Estado mexicano diseñe políti-
cas públicas con enfoques democráticos para prevenir la
comisión de nuevos hechos de violencia, en especial para
la atención de las actividades y zonas prioritarias por su al-
to contenido económico y social. En el caso concreto de la
presente iniciativa, el modelo garantista de seguridad pú-
blica debe privilegiar esquemas comunitarios de preven-
ción social del delito que permita que las zonas turísticas
mexicanas generen riqueza compartida y distribuyan de-
mocráticamente oportunidades.

Así, Carlos Vilalta y Gustavo Fondevila, investigadores del
CIDE, aportan elementos fundamentales en el debate aca-
démico de seguridad pública para el diseño de nuevos en-
foques de prevención social del delito. En sus palabras:

Las políticas en esta materia son las que se dirigen a influir
en la motivación criminal… La bibliografía divide estas
políticas en dos tipos generales…: políticas de prevención
del desarrollo del delito y políticas de prevención comuni-
taria del delito. …las segundas buscan cambiar condicio-
nes sociales de las comunidades para prevenir la comisión
de delitos (por ejemplo, deporte, cultura, etcétera). En Mé-
xico, si bien hay un grave déficit en el desarrollo de ambas,
las políticas de prevención social del primer tipo son mu-
cha más deficitarias y esto explica de forma parcial la alta
tasa de reincidencia delictiva. …Una política contemporá-
nea para prevenir el delito debe incorporar no sólo a los
agentes tradicionales del sistema de seguridad y justicia
criminar (policías, jueves y custodios), sino también a
agentes de la sociedad civil (académicos y organizaciones
de la sociedad civil)4

México cuenta con el diseño legislativo suficiente para el
diseño de políticas públicas que puedan entender las carac-
terísticas regionales, inscritas en una dinámica nacional,
para la atención comunitaria de hechos de violencia.  En
este sentido, resulta prioritario que la Cámara de Dipu-
tados, promueva políticas especializadas para la atención y
protección de las actividades y zonas de alto valor comuni-
tario por la generación de beneficios y oportunidades com-
partidas, como las que se derivan del turismo en México.

Cuadro comparativo
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Por lo expuesto, someto a consideración de esta honorable
asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona una fracción V, recorrién-
dose las demás de forma subsecuente, al artículo 14 de la
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública,
en materia de seguridad turística

Único. Se adiciona una fracción V, recorriéndose las demás
de forma subsecuente, al artículo 14 de la Ley General del
Sistema Nacional de Seguridad Pública, para quedar como
sigue:

Artículo 14. …

I. a IV. …

V. Promover la implementación de políticas en mate-
ria de seguridad turística, conforme al Atlas Turísti-
co de México, los Programas y esquemas de coordi-
nación establecidos en la Ley General de Turismo. El
Consejo Nacional promoverá políticas de prevención
social del delito en zonas turísticas conforme a lo es-
tablecido por la presente ley;

VI. Promover la efectiva coordinación de las instancias
que integran el Sistema y dar seguimiento de las accio-
nes que para tal efecto se establezcan;

VII. Promover la homologación y desarrollo de los mo-
delos ministerial, policial y pericial en las Instituciones
de Seguridad Pública y evaluar sus avances, de confor-
midad con las leyes respectivas;

VIII. Vigilar que en los criterios para la distribución de
recursos de los fondos de aportaciones federales para la
Seguridad Pública de los estados y del Distrito Federal,
se observen las disposiciones establecidas en la Ley de
Coordinación Fiscal;

IX. Resolver la cancelación de la ministración de las
aportaciones, a las entidades federativas o, en su caso a
los municipios, por un periodo u objeto determinado,
cuando incumplan lo previsto en esta ley, los acuerdos
generales del consejo o los convenios celebrados previo
cumplimiento de la garantía de audiencia;

X. Formular propuestas para los programas nacionales
de seguridad pública, de procuración de justicia y de
prevención del delito en los términos de la ley de la
materia;

XI. Evaluar el cumplimiento de los objetivos y metas de
los programas de seguridad pública y otros relaciona-
dos;

XII. Llevar a cabo la evaluación periódica de los pro-
gramas de Seguridad Pública y otros relacionados;

XIII. Expedir políticas en materia de suministro, inter-
cambio, sistematización y actualización de la informa-
ción que sobre seguridad pública generen las Institucio-
nes de los tres órdenes de gobierno;

XIV. Establecer medidas para vincular al sistema con
otros nacionales, regionales o locales;

XV. Promover el establecimiento de unidades de con-
sulta y participación de la comunidad en las Institucio-
nes de seguridad pública;

XVI. Recomendar la remoción de los titulares de las
instituciones de Seguridad Pública, previa opinión justi-
ficada del Secretariado Ejecutivo, por el incumplimien-
to de las obligaciones establecidas en la presente ley;

XVII. Establecer mecanismos eficaces para que la so-
ciedad participe en los procesos de evaluación de las po-
líticas de prevención del delito, así como de las institu-
ciones de seguridad pública;

XVIII. Promover políticas de coordinación y colabora-
ción con el Poder Judicial de la federación y los órganos
jurisdiccionales de las entidades federativas;
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XIX. Crear grupos de trabajo para el apoyo de sus fun-
ciones, y

XX. Las demás que se establezcan en otras disposicio-
nes normativas y las que sean necesarias para el funcio-
namiento del sistema.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Héctor de Mauleón, La guerra de diez años, disponible en 

http://www.nexos.com.mx/?p=30935 (Fecha de consulta: 16 de
enero de 2017).

2 Andreas Schedler, En la niebla de la guerra. Los ciudadanos ante la
violencia criminal organizada, (México: Centro de Investigación y
Docencia Económicas, 2015), páginas 15 y 16.

3 Ibíd., página 219.

4 Carlos Vilalta y Gustavo Fondevila, Perfiles criminales I: Frecuen-
cias y descriptivos, (México: Centro de Investigación y Docencia Eco-
nómicas, 2013), página 17.

Palacio del Poder Legislativo de San Lázaro, a 5 de octubre de 2017.—
Diputado José Luis Toledo Medina (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen.

LEY GENERAL DE SALUD Y
CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que adiciona el artículo 468 Bis a la Ley Gene-
ral de Salud y reforma el 250 del Código Penal Federal, a
cargo de la diputada Elvia Graciela Palomares Ramírez,
del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Elvia Graciela Palomares Ramírez, diputada
federal de la LXIII Legislatura de la H. Cámara de Dipu-
tados, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, con fundamento en los artículos

71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, presento ante el pleno de la honorable soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona el artículo 468 Bis a la Ley General de Salud y se
reforma el artículo 250 del Código Penal Federal, con base
en la siguiente:

Exposición de Motivos

Parte del trabajo como legisladora es el de iniciar leyes,
decretos y presentar proposiciones; no obstante, el que-
hacer legislativo se ve incompleto sino le damos el co-
rrecto seguimiento a los aciertos ya obtenidos, dichos
aciertos son identificados cuando después de haber pre-
sentado una iniciativa o una proposición, está es aproba-
da por los distintos tipos de consensos que conlleva el
proceso legislativo. Desde el inicio de la legislatura co-
menzamos con el pie derecho. 

Al arranque de mi estancia en San Lázaro presenté una ini-
ciativa que hasta ahora, en lo que lleva de su proceso le-
gislativo, ha sido aprobada por los filtros a los que ha sido
sometida; la presenté el 15 de diciembre de 2015, fue dic-
taminada favorablemente por la Comisión de Salud para
después ser presentada para su discusión al pleno de Cá-
mara de Diputados el 24 de noviembre de 2016, afortuna-
damente, fue aprobada en lo general y en lo particular por
395 votos a favor, posteriormente se pasó a la Cámara de
Senadores para sus efectos constitucionales, siendo así re-
cibida la Minuta el 29 de noviembre de 2016 y turnada a
las comisiones Unidas de Salud y Estudios Legislativos del
Senado, donde se encuentra por el momento pendiente a
ser dictaminada.

La iniciativa a la que hago mención básicamente habla
acerca de las responsabilidades de profesionistas, técnicos
o auxiliares dentro del campo de la medicina, a su vez, la
iniciativa proponía agregar dentro de las actividades que
requieren de una debida profesionalización, a la cirugía es-
tética y reconstructiva. A la iniciativa, después de haber si-
do dictaminada por la Comisión de Salud, se le respetó
prácticamente toda su esencia.

Con base en lo ya dicho, y con la seguridad de que la mi-
nuta que ahora se encuentra en el Senado está lo suficien-
temente bien estructurada como para ser aprobada; me he
dado a la tarea de seguir escudriñando sobre el tema, para
con ello identificar las deficiencias del sistema y evitar pro-
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blemas futuros de responsabilidades dentro del campo de la
medicina.

Mi estudio me llevó a la recopilación de los siguientes da-
tos:

En el 2014, en los municipios de San Juan del Río y Que-
rétaro, las autoridades de la Dirección de Fomento y Regu-
lación Sanitaria de la Secretaría de Salud del Estado de
Querétaro detectaron que médicos recién egresados y pro-
venientes de otras entidades ejercen con un permiso provi-
sional del estado donde se recibieron o que bien, simple y
sencillamente tuvieron el descaro de ejercer la profesión
sin cédula, lo cual es sumamente alarmante ya que aún no
cuentan con el conocimiento necesario para desarrollar ac-
tividades relacionadas a la salud de las personas, lo cual
podría generar lesiones graves e incluso la muerte.

Hace unos meses la Comisión Estatal de Protección contra
Riesgos Sanitarios de Tamaulipas descubrió que un grupo
de personas realizaban consultas sin tener su cédula profe-
sional o su título, lo cual es sumamente peligroso para sus
pacientes ya que al no contar con los estudios suficientes,
en el caso de algún paciente con alergias, y al no saber cuál
sería la medicación adecuada, podría llegar a intoxicar de
gravedad a los pacientes.

De los datos que he utilizado con anterioridad, cabe men-
cionar que la cirugía estética es la que presenta un mayor
número de casos de personas afectadas por malas prácticas.
Según datos de la Asociación Mexicana de Cirugía Plásti-
ca Estética y Reconstructiva (AMCPER), en el país existen
más de 20 mil médicos cirujanos plásticos falsos o mejor
conocidos como “charlatanes”. La Asociación informó que
por cada cirujano médico reconstructor especializado, exis-
ten 15 personas que se dicen especialistas sin serlo y que
aplican en cuerpos humanos productos como aceite de co-
cina, de coche o para bebé, así como parafina y silicón in-
dustrial, que pueden provocar enfermedad por modelantes
hasta la amputación o la muerte.

Después de estudiar la situación actual, proseguí con des-
entrañar el panorama dentro de nuestra ley sobre el tema.

La Ley General de Salud vigente, establece lo siguiente en
su artículo 79:

“Artículo 79. Para el ejercicio de actividades profesio-
nales en el campo de la medicina, odontología, veteri-
naria, biología, bacteriología, enfermería, trabajo so-

cial, química, psicología, optometría, ingeniería sanita-
ria, nutrición, dietóloga, patología y sus ramas, y las
demás que establezcan otras disposiciones legales apli-
cables, se requiere que los títulos profesionales o certi-
ficados de especialización hayan sido legalmente expe-
didos y registrados por las autoridades educativas
competentes.

Para el ejercicio de actividades técnicas y auxiliares
que requieran conocimientos específicos en el campo de
la atención médica prehospitalaria, medicina, odonto-
logía, veterinaria, enfermería, laboratorio clínico, ra-
diología, optometría, terapia física, terapia ocupacio-
nal, terapia del lenguaje, prótesis y órtesis, trabajo
social, nutrición, citotecnología, patología, bioestadís-
tica, codificación clínica, bioterios, farmacia, sanea-
miento, histopatología y embalsamiento y sus ramas, se
requiere que los diplomas correspondientes hayan sido
legalmente expedidos y registrados por las autoridades
educativas competentes.”

Después de estudiado el artículo, queda claro que es obli-
gación de cualquier profesionista, técnico o auxiliar en el
ámbito de la Salud contar con los documentos necesarios
para ejercer, sin embargo, la obligación queda un tanto sub-
jetiva, ya que la Ley General de Salud deja a la deriva di-
cha obligación al no establecer alguna sanción en caso de
incumplimiento, ni en el Capítulo de Sanciones Adminis-
trativas, ni en el Capítulo de Delitos de dicha ley podemos
encontrar el tan valioso artículo 79 con sanción alguna; ca-
be mencionar que de ser aprobada mi iniciativa a la que hi-
ce mención al principio de la exposición de motivos, se in-
cluirá en el artículo 79 la disciplina de cirugía estética y
reconstructiva.

Continuando con el estudio nos encontramos con el ar-
tículo 250 del Código Penal Federal, el cual establece lo
siguiente:

“Artículo 250. Se sancionará con prisión de uno a seis
años y multa de cien a trescientos días a quien:

I. ...

II. Al que sin tener título profesional o autorización pa-
ra ejercer alguna profesión reglamentada, expedidas
por autoridades u organismos legalmente capacitados
para ello, conforme a las disposiciones reglamentarias
del artículo 5 constitucional. 
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a) Se atribuya el carácter del profesionista.

b) Realice actos propios de una actividad profesional,
con excepción de lo previsto en el 3er. párrafo del ar-
tículo 26 de la Ley Reglamentaria de los artículos 4o. y
5o. Constitucionales.

c) Ofrezca públicamente sus servicios como profesionis-
ta.

d) Use un título o autorización para ejercer alguna ac-
tividad profesional sin tener derecho a ello.

e) Con objeto de lucrar, se una a profesionistas legal-
mente autorizados con fines de ejercicio profesional o
administre alguna asociación profesional.”

Sumando lo establecido por el Código Penal Federal a la
deficiencia sancionadora de la Ley General de Salud que-
da claro que cualquier actividad que realice un profesionis-
ta de la salud no queda del todo impune como parecía en
un principio, sin embargo, atendiendo al espíritu del legis-
lador que haya redactado el tan atinado artículo 250, con-
sidero que es un artículo destinado a la negligencia de pro-
fesionistas de otra índole y no necesariamente a
profesionistas en el ámbito de la salud, ya que una pena
equivalente de uno a seis años de prisión me parece una pe-
na injusta para cualquiera que jugase con la vida de sus pa-
cientes, al no estar debidamente acreditado; por lo cual, se
resume que la pena establecida por el máximo ordena-
miento jurídico sancionador del país queda muy corta para
la trascendencia de temas como el abordado.

Con base en todo lo ya mencionado, lo que hoy vengo a
proponer, es generar certeza, al establecer la pena idónea
para cualquiera que realice una actividad en el ámbito de la
salud sin estar debidamente acreditado.

Por todo lo anteriormente expuesto es que someto a la con-
sideración de esta Soberanía la aprobación del siguiente
proyecto de

Decreto

Artículo Primero. Se adiciona el artículo 468 BIS a la Ley
General de Salud, para quedar como sigue: 

Artículo 468 BIS. Los que realicen actividades profesio-
nales, técnicas o auxiliares en cualquiera de las discipli-

nas a las que hace referencia el artículo 79 de esta ley, y
que no cuenten con la documentación legalmente expe-
dida y registrada por las autoridades educativas com-
petentes al momento de realizar la actividad, se les im-
pondrán de ocho a diez años de prisión y multa de
doscientas a quinientas Unidades de Medida y Actuali-
zación.

Las actividades a las que hace mención el párrafo ante-
rior sólo podrán ser las contenidas en los incisos a, b, c,
d y e de la fracción II del artículo 250 del Código Penal
Federal, siempre y cuando las actividades sean en el
ámbito de la salud.

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 250 del Código
Penal Federal, para quedar como sigue:

Artículo 250. Se sancionará con prisión de uno a seis años
y multa de cien a trescientos días a quien:

I. ...

II. Al que sin tener título profesional o autorización pa-
ra ejercer alguna profesión reglamentada, expedidas por
autoridades u organismos legalmente capacitados para
ello, conforme a las disposiciones reglamentarias del ar-
tículo 5 constitucional.

a) Se atribuya el carácter del profesionista.

b) Realice actos propios de una actividad profesio-
nal, con excepción de lo previsto en el 3er. párrafo
del artículo 26 de la Ley Reglamentaria de los artí-
culos 4o. y 5o. Constitucionales.

c) Ofrezca públicamente sus servicios como profe-
sionista.

d) Use un título o autorización para ejercer alguna
actividad profesional sin tener derecho a ello.

e) Con objeto de lucrar, se una a profesionistas le-
galmente autorizados con fines de ejercicio profe-
sional o administre alguna asociación profesional.

En el caso de los profesionistas en el campo de la
salud, se aplicará la sanción establecida en el ar-
tículo 468 BIS de la Ley General de Salud.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice II 329



Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 10 de octubre de
2017.— Diputada Elvia Graciela Palomares Ramírez (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Salud y de Justi-
cia, para dictamen.

LEY GENERAL DE TURISMO

«Iniciativa que reforma y adiciona los artículos 3o., 18 y 21
de la Ley General de Turismo, a cargo de la diputada Zacil
Leonor Moguel Manzur, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, diputada Zacil Leonor Moguel Manzur, inte-
grante de la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 72, inciso h), de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1,
77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de esta Soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman diversas
disposiciones de La Ley General de Turismo, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

Panorama General del Turismo en México

El sector turístico en México es una de las actividades con
más influencia en la economía, consolidándose como un
motor de desarrollo para el país, representa el 8.7 por cien-
to del Producto Interno Bruto (PIB), 19 mil 571 millones
de dólares en términos monetarios, y es el tercer generador
de divisas. 

La Organización Mundial del Turismo (OMT),1 en 2016,
ubicó a México como el 8º destino turístico internacional,
y el segundo en el continente americano. La Secretaría de
Turismo (Sectur) señaló que de continuar con esta tenden-
cia, al término de la presente administración, se podría es-
calar dos posiciones más en el ranking mundial.

El año pasado, la llegada de turistas internacionales se ubi-
có en 34 millones 961 mil llegadas, nivel superior en 8.9

por ciento con respecto al 2015, mientras que el gasto me-
dio por cada uno, aumentó en 2.2 por ciento (504 dólares
por persona), lo que dejó una derrama económica de 19.6
mil millones de dólares.2

El número de llegadas vía aérea tuvo un incremento de
10.7 por ciento, al pasar de 15.2 a 16.9 millones de turistas
de enero a diciembre de 2016, siendo la región de América
del Norte (Estados Unidos de América y Canadá) la domi-
nante con un 70.3 por ciento del total. Durante el mismo
periodo, las llegadas a través de cruceros se incrementaron
en 9.5 por ciento, pasando de 6.1 millones a 6.7 millones.

En el segundo trimestre de 2017, la cantidad de empleos
que genera este sector aumentó en 3.6 por ciento, alcan-
zando 4 millones 30 mil 762 puestos laborales, cifra mayor
en 138 mil 672 que en el mismo periodo del año pasado.

El desempeño en el sector tiene que ver con las acciones y
esfuerzos coordinados del gobierno y de la iniciativa pri-
vada, como son:3

• Mayor conectividad de las rutas aéreas.

• Aumento en la oferta y en la calidad hotelera.

• Programas como Viajemos todos por México, Conéc-
tate al Turismo, Mejora tu Hotel y Mejora tu restauran-
te, entre otros.

• Aumento en la promoción de México a nivel mundial.

• El nombramiento de un mayor número de Pueblos Má-
gicos y Zonas Protegidas.

México cuenta con diferentes ventajas competitivas: ubi-
cación geográfica, potencial de conectividad y un amplio
inventario de actividades turística. Las playas ubicadas en
el Caribe, Pacífico y Golfo de México, los pueblos mági-
cos, ciudades coloniales y ciudades patrimonio, milenarias
zonas arqueológicas, santuarios y reservas naturales, entre
otros, conforman sólo parte de la diversificación turística,
dando pie a diferentes tipos de turismo, entre los que des-
tacan:4

• Turismo cultural: Motivado por el conocimiento de
una cultura diferente, con el fin de comprender sus ras-
gos distintivos; como la lengua, religión, forma de vida,
arte, arquitectura, etcétera.
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• Turismo gastronómico: La cocina mexicana es reco-
nocida en todo el mundo y ha sido proclamada por la
UNESCO como Patrimonio Inmaterial de la Humani-
dad. Este tipo de turismo suele ser complementario a
otros; sobre todo al turismo cultural, ya que podría con-
siderarse una subdivisión de aquel.

• Turismo arqueológico: Otra rama del turismo cultural.
Se centra en la apreciación de zonas arqueológicas, las
cuales se encuentran por buena parte del territorio na-
cional. Destacan los estados de Oaxaca, Quintana Roo,
Chiapas, Veracruz, el Estado de México y la Ciudad de
México.

• Turismo Deportivo: Los litorales mexicanos exhiben
vastas extensiones de playas, ideales para divertirse con
pesca deportiva, carreras de aventura, triatlón, triatlón
todo terreno, maratones, buceo, ciclismo, natación, vue-
lo extremo, turismo náutico y surf.

La oferta cultural se plasma en más de 100 festivales artís-
ticos, culturales, deportivos y de recreación naturales, tales
como el Festival de las Artes de Jalisco, el Festival Inter-
nacional Cervantino, el Festival de Cine de Morelia, el
Abierto de Monterrey, entre otros, carnavales, ferias, fies-
tas y fenómenos naturales.5

México es el 4° país con mayor número de ciudades ins-
critas en la Lista del Patrimonio Mundial: tiene actualmen-
te 11 ciudades en 10 declaratorias por la UNESCO. Italia
es la número uno, seguida de España, Francia y posterior-
mente México junto con Alemania.6

El Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH)
tiene bajo su resguardo un total de 189 zonas arqueológi-
cas, de estos sitios, ocho se encuentran en la Lista del Pa-
trimonio Mundial de la Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO).

Dada la importancia del sector turismo, es necesario ade-
cuar la Ley en la materia para continuar impulsando esta
industria con un enfoque integral e integrador que permita
una mejor gestión del turismo, haciéndolo converger de
forma sostenible con la riqueza natural, cultural, histórica,
arqueológica y arquitectónica, así como con el desarrollo y
la infraestructura impulsados en los últimos años.

En esta tesitura, es necesario realizar algunas adecuaciones
y precisiones a la norma vigente a efecto de actualizarla

para que siga siendo la Ley el mejor sustento para el creci-
miento de este sector.

Del análisis realizado a la Ley se detectaron algunos va-
cíos e inconsistencias, susceptibles de ser actualizados, a
efecto de dotar a la norma de armonía y congruencia in-
terna. Por lo que se estima pertinente adecuar algunas de-
finiciones, ampliar la accesibilidad a otros grupos pobla-
cionales e incorporar a la gastronomía como un elemento
fundamental para el turismo.

Recursos históricos, arqueológicos y culturales (mate-
riales e inmateriales).

Como es bien sabido, México cuenta con una amplia di-
versidad de recursos naturales, artificiales, históricos, cul-
turales y arqueológicos, los cuales constituyen un factor
determinante para el sector turístico nacional, sin embargo,
aun cuando la Ley General de Turismo (LGT) hace men-
ción de ellos en diversos artículos, el concepto de Recursos
Turísticos establecido en el artículo 3 fracción XIII de la
ley citada, únicamente categoriza a éstos en dos tipos: na-
turales y artificiales. Es decir, ofrece una conceptualización
y definición limitada de los recursos turísticos, lo cual, pro-
voca que el articulado de la ley sea inconsistente entre sí,
dando lugar a interpretaciones disímbolas en perjuicio de
su correcta aplicación.

Un ejemplo, de lo anterior, lo encontramos en el artículo 58
fracciones IV, en el cual, se establece que son obligaciones
de los prestadores de servicios turísticos, participar en el
manejo responsable de los recursos naturales, arqueológi-
cos, históricos y culturales ya sean materiales o inmateria-
les, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 

De ahí que, se propone adicionar al concepto de Recursos
Turísticos establecido en el artículo 3 fracción XIII de la
Ley General de Turismo, los elementos históricos, arqueo-
lógicos y culturales ya sean materiales o inmateriales, con
el objeto de armonizar la legislación en su contenido inter-
no, así como dejar en claro en dicha definición cuáles son
los recursos turísticos, toda vez que a partir de éstos se es-
tablecen derechos y obligaciones.

Así, por ejemplo, se asume que, los recursos históricos, ar-
queológicos y culturales tienen dos vías de manifestación,
la material y la inmaterial.7 Dentro del tipo material se en-
cuentran todos los vestigios y objetos arqueológicos o pre-
hispánicos, incluyendo los restos fósiles, edificios colonia-
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les como catedrales, conventos y haciendas, palacios de
gobierno o arquitectura civil relevante por su estilo o por
hechos históricos. El patrimonio cultural material también
se manifiesta a través de manuscritos históricos, códices,
obras de arte, instalaciones industriales significativas para
procesos históricos o arquitectura vernácula representativa
de pueblos y comunidades.

Por lo que respecta al inmaterial, éste reúne las diferentes
expresiones y manifestaciones de la vida de los pueblos. Se
transmite de generación en generación, depende de los por-
tadores para su existencia y es fundamental para mantener
la cohesión social entre los miembros del grupo.

Es preciso resaltar que, el elemento histórico,8 se refiere a
las obras de manifestaciones culturales que han dejado las
antiguas civilizaciones, que se transmiten de generación en
generación y requieren de prácticas de restauración y con-
servación para que puedan subsistir.

Asimismo, el elemento arqueológico,9 es el referente para
el que se puede encontrar restos materiales de culturas pa-
sadas, que motivan su visita por el interés que genera el co-
nocimiento de las raíces de un pueblo.

Cuando nos referimos al elemento cultural,10 lo hacemos
como a la variedad de actividades y obras únicas con las
que cuenta una sociedad, en las que se ve reflejada su his-
toria y evolución, pueden ser materiales o inmateriales.

México cuenta con una gran diversidad de elementos cul-
turales, los cuales son un referente para la identidad de
nuestros pueblos, dando cuenta de la pluricultural. A lo lar-
go de los procesos históricos, estos referentes de identidad
han adquirido mayor relevancia y significado, trascendien-
do el ámbito regional hasta convertirse en elementos esen-
ciales para la Nación e importantes atractivos turísticos
tanto para nacionales como para extranjeros. 

Turismo accesible

De acuerdo a la Corporación Ciudad Accesible / Mutual de
Seguridad CChC, “la accesibilidad es el conjunto de carac-
terísticas que debe disponer un entorno urbano, edifica-
ción, producto, servicio o medio de comunicación para ser
utilizado en condiciones de comodidad, seguridad, igual-
dad y autonomía por todas las personas, incluso por aque-
llas con capacidades motrices o sensoriales diferentes”.11

En la actualidad la accesibilidad, no sólo se limita a la ha-
bilitación de rampas de acceso para personas con discapa-
cidad a lugares públicos, sino, del acceso a cualquier espa-
cio por cualquier persona, independientemente de su edad,
género o condición médica. 

El artículo 18 de la citada Ley establece que, la Secretaria
con el apoyo y en coordinación de las dependencias y enti-
dades competentes, promoverá la prestación de los servi-
cios turísticos con accesibilidad, que tengan por objeto be-
neficiar a la población con alguna discapacidad. Precepto
que, a la luz de la realidad actual, se encuentra limitado, to-
da vez que excluye a grupos poblacionales como son los
adultos mayores y las mujeres embarazadas.

De ahí que, se propone actualizarlo en razón de las deman-
das y necesidades de la población y en beneficio del sector
turístico. 

De acuerdo con estudios del Sistema de Agencias Turísti-
cas del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los
Trabajadores del Estado (Turissste), y de la Sectur, de los
11.7 millones de adultos mayores que contabiliza el Insti-
tuto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), el 9  por
ciento viaja, lo que representa 1 millón 53 mil personas.

El Consejo Nacional para el Desarrollo y la Inclusión de
las Personas con Discapacidad, señala que el turismo acce-
sible tiene como objetivo la verdadera inclusión social de
toda la población, por lo que los prestadores de servicios
turísticos deben de tener en cuenta los siguientes aspectos:

• Instalaciones: Tanto la parte urbana, como la arquitec-
tónica, así como el mobiliario y equipo.

• Servicios: Sensibilización y capacitación del personal,
establecer políticas y procedimientos, así como contar
con información accesible para los diferentes tipos de dis-
capacidades mediante el uso de formatos alternativos.

• Transporte: Incluyendo el local y foráneo, en todas sus
modalidades y el especializado.

Es de señalar, en abono a lo anterior, que el Plan Sectorial
de Turismo 2013-2018, establece en su estrategia 5.5.
“Crear instrumentos para que el turismo sea una actividad
incluyente que brinde oportunidades para que más mexica-
nos viajen”, la línea de acción 5.5.1 establece que, se de-
berán Impulsar políticas transversales para que el turismo
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sea accesible a todos los grupos sociales en igualdad de
oportunidades.

Patrimonio gastronómico 

La comida mexicana es un símbolo de nuestra cultura y
tradiciones, su variedad, autenticidad y sabor, la han con-
vertido en pieza clave del sector turístico. Los mexicanos
nos sentimos orgullosos de nuestra historia y de nuestra
gastronomía, sabedores de que en el mundo ocupa un lu-
gar especial. 

La Gastronomía Mexicana fue reconocida como Patrimo-
nio Cultural Inmaterial de la Humanidad el 16 de noviem-
bre de 2010 por la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, Ciencia y Cultura (Unesco).

La Secretaría de Turismo, al término del 2016, presentó al-
gunos datos sobre la materia gastronómica, entre los que
destacan12

• La industria de la gastronomía en México produce una
derrama de 183 mil millones de pesos mexicanos (unos
9.753 millones de dólares), lo que supone un 2 por cien-
to del Producto Bruto del país y el 10 por ciento del Pro-
ducto Bruto Turístico.

• Se estima que el 30 por ciento del gasto ejercido por el
turismo internacional corresponde a alimentos.

• Emplea a 1.4 millones de personas y cuenta con 515
mil establecimientos.

A pesar de su importancia, la gastronomía no ha sido esti-
mada en su verdadero potencial, de ahí que, actualmente no
está considerada en la legislación, ni prevista su salvaguar-
da y desarrollo.

La gastronomía mexicana, constituye parte importante del
patrimonio nacional y un recurso importantísimo para
nuestro país y sus diferentes regiones, tanto desde el punto
de vista cultural como económico.

De ahí que se propone incorporar el elemento gastronómi-
co a los artículos 3 y 21 de la LGT, a efecto de visibilizar-
lo, establecer expresamente su importancia, e incorporarlo
dentro de los programas que las Secretarías de Turismo y
Cultura deberán promover de manera conjunta, tanto para
su reconocimiento, como para su conservación.

En aras de contar con mayor claridad sobre las modificacio-
nes propuestas, se ofrece el siguiente cuadro comparativo.

Por lo antes expuesto y fundado, se somete a consideración
del Pleno, la presente Iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General de Turismo

Artículo Único. Se reforman los artículos, 3o fracción
XIII, 18 y 21 de la Ley General de Turismo, para quedar
como sigue:

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

I. a XII. …

XIII. Recursos Turísticos: Son todos los elementos na-
turales o artificiales, históricos, arqueológicos, cultu-
rales ya sean materiales o inmateriales y gastronó-
micos de un lugar o región que constituyen un atractivo
para la actividad turística;

XIV. a XXI. …

Artículo 18. La Secretaría, con el apoyo y en coordinación
de las dependencias y entidades competentes, promoverá la
prestación de servicios turísticos con accesibilidad, que ten-
gan por objeto beneficiar a la población con alguna discapa-
cidad, así como a las personas adultas mayores y a las
mujeres embarazadas.

Artículo 21. La Secretaría en conjunto con la Secretaría de
Cultura, promoverá programas que difundan la importan-
cia de respetar y conservar el patrimonio histórico, artísti-
co, arqueológico, cultural y gastronómico, así como mos-
trar un espíritu de servicio y hospitalidad hacia el turista
nacional y extranjero.

Transitorio

Único: El presente decretero entrará en vigor al siguiente
día de su Publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Organización Mundial del Turismo. 

2 Consejo Nacional Empresarial Turístico. 

https://www.cnet.org.mx/

3 Secretaría de Turismo. 

http://www.datatur.sectur.gob.mx/Documentos%20Publicacio-
nes/TurismoEnMexico.pdf

4 http://www.mexicomipais.com/tipos-de-turismo-en-mexico

5 10 razones por las que el turismo en México ha despuntado, Miguel
Ángel Bravo. 

https://www.publimetro.com.mx/mx/noticias/2017/07/18/10-razo-
nes-por-las-que-el-turismo-en-mexico-ha-despuntado.html

6 Secretaría de Turismo. 

http://www.datatur.sectur.gob.mx/SitePages/CiudadesPatrimonio.
aspx

7 http://www.cultura.gob.mx/turismocultural/documentos/pdf/abc_pa-
trimonio.pdf

8 Ana García Silberman

9 http://www.scielo.org.ar/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1851-
17322005000100003 y http://www.eumed.net/rev/turydes/17/arqueo-
turismo.html

10 http://www.entornoturistico.com/los-recursos-turisticos-se-clasifi-
can/ y file:///C:/Users/USUARIO/Downloads/58846-169721-1-
PB%20(1).pdf

11 https://www.mutual.cl/Portals/0/PDF/dividendo_social/manual_ac-
cesibilidad_OK_sello_baja.pdf

12 https://www.gob.mx/sectur/prensa/gastronomia-componente-dife-
renciador-del-turismo-en-mexico-sectur

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre de 2017.— Dipu-
tada Zacil Leonor Moguel Manzur (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Turismo, para dictamen.

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL

«Iniciativa que reforma el artículo 43 de la Ley General de
Protección Civil, a cargo del diputado Germán Escobar
Manjarrez, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, diputado Germán Escobar Manjarrez, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional en la LXIII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
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fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, fracción I, numeral 1, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción de esta soberanía, la iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona una fracción III al artículo 43 de la
Ley General de Protección Civil al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En la vida diaria, los accidentes nunca son predecibles, sim-
plemente ocurren de forma inesperada y la mayoría de éstos
son en lugares públicos y los domicilios, pese a esto, la ma-
yoría de la gente no cuenta con el conocimiento de primeros
auxilios y tampoco hay una correcta actuación para poder
asistir a una persona accidentada.

“Los primeros auxilios son los cuidados o la ayuda in-
mediata, temporal y necesaria que se le da a una perso-
na que ha sufrido un accidente, enfermedad o agudiza-
ción de ésta hasta la llegada de un médico o profesional
paramédico que se encargará, sólo en caso necesario,
del traslado a un hospital tratando de mejorar o mante-
ner las condiciones en las que se encuentra.”1

En la Ley General de Protección Civil mexicana también
establece que se entiende por auxilio, contenida en la frac-
ción V del artículo 2.

Artículo 2.

V. Auxilio: respuesta de ayuda a las personas en riesgo
o las víctimas de un siniestro, emergencia o desastre,
por parte de grupos especializados públicos o privados,
o por las unidades internas de protección civil, así como
las acciones para salvaguardar los demás agentes afec-
tables;2

Esto tiene como objetivos primordiales evitar la muerte del
afectado, evitar el empeoramiento de las lesiones y tam-
bién impedir la aparición de lesiones secundarias, así co-
mo, facilitar la recuperación y asegurar al accidentado has-
ta que llegue la ayuda especializada. 

En el mismo sentido, se protege el lugar del accidente pa-
ra evitar que suceda otro accidente, se da aviso a los servi-
cios de emergencia, socorrer a las víctimas con la utiliza-
ción de los primeros auxilios.

La Federación Internacional de las Sociedades de la Cruz
Roja y de la Media Luna Roja (FIRC) es la red humanita-

ria más grande del mundo, siendo uno de los componentes
del Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Me-
dia Luna Roja, creada en 1919 en París tras la Primera
Guerra Mundial, en la cual reúne alrededor de 186 socie-
dades de la Cruz Roja para dar asistencia a aproximada-
mente 150 países. 

La misión de la FIRC principalmente es coordinar la asis-
tencia internacional de emergencia para personas afectadas
por los desastres naturales o accidentes provocados por el
hombre, también ayuda a las comunidades vulnerables a
ser más resilientes con las actividades de prevención de de-
sastres y accidentes.

Incluye el fortalecimiento de las capacidades de sus miem-
bros para llevar a cabo programas de ayuda eficiente en ca-
sos de emergencia, prevención de desastres y atención de
salud. 

Dicha Federación cuenta con un Manual Europeo de Pri-
meros Auxilios y Reanimación, que participó en un pro-
ceso de investigación para desarrollar el consenso cientí-
fico sobre el tema basado en una revisión exhaustiva de
publicaciones existente, evaluación y clasificación de
pruebas científicas en primeros auxilios.

En el Manual se establece, entre las 21 sociedades nacio-
nales que respondieron, el porcentaje medio de la pobla-
ción capacitada en primeros auxilios era de un 27 por cien-
to. Sin embargo, el porcentaje varía mucho según los
países, llegando hasta un 80 por ciento en Austria, y sólo a
un 0,15 por ciento en Turquía.

Austria tiene un porcentaje alto en su población respecto a
que las personas tienen conocimiento de cómo actuar ante
una emergencia, ya que imparten cursos de primeros auxilios
en las escuelas desde la primaria, en las cuales se les enseña
a los niños a pedir auxilio, comprobar si hay inconsciencia y
colocar a la persona en posición lateral estable.3

Las cifras más recientes muestran que en Europa sólo tres
de los 21 países tienen leyes que imponen de forma obli-
gatoria los primeros auxilios en las escuelas. Sólo seis de
los 21 tienen leyes para asegurar que los maestros reciban
formación en primeros auxilios. Sin embargo, en Europa,
el 62 por ciento de esos 21 países han promulgado leyes
que aseguran la formación en primeros auxilios para los
empleados de aerolíneas, hoteles y otros lugares de traba-
jo, así como leyes que imponen obligatoriamente la capa-
citación de primeros auxilios para los conductores de vehí-
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culos y los solicitantes de licencia de conducir a la espera
de pasar su examen.4

Según el informe más reciente de la Organización Mundial
de la Salud (OMS) cada día fallecen más de 3 mil adoles-
centes (es decir, 1,2 millones de muertes anuales) por cau-
sas que, en su mayor parte, podrían evitarse. La mayoría de
estos fallecimientos se podrían prevenir mejorando los ser-
vicios de salud, la educación y los servicios sociales.5

En una nota descriptiva emitida por la OMS sobre la “Re-
ducción de la mortalidad en la niñez” establece que las le-
siones (por accidentes de tránsito, ahogamiento, quemadu-
ras y caídas) están entre las tres principales causas de
muerte y de discapacidad de por vida en los niños de 5 a 15
años. De las cifras más recientes estimadas de muertes por
violencia y lesiones no intencionales en menores de 15
años fue de 740 mil, el 90 por ciento de ellas debidas a le-
siones no intencionales.6

En México también contamos con la Cruz Roja Mexicana,
la cual cuenta con planes y programas para prevenir el su-
frimiento humano, mejorar las condiciones de vida de las
personas y las comunidades, independientemente de su
condición económica. Sus planes están enfocados en la
prevención y autoprotección a través de la acción volunta-
ria, atender casos de emergencia y situaciones de desastre,
promoviendo la capacitación y la acción voluntaria.

Sin embargo, en estos planes y programas no cuentan con
impartición de talleres de primeros auxilios en escuelas,
siendo esto de suma importancia, ya que aumenta la pro-
babilidad de supervivencia y disminuye las posibles secue-
las del afectado, mejora la actuación de los niños y niñas
ante un caso de emergencia, ya sea que les suceda a ellos
mismos o a otra persona. Al mismo tiempo de que se co-
mienza a generar una cultura en este tema.

Es por esto que resulta necesario precisar que en el artículo 3
constitucional se establece que toda persona tiene derecho a
recibir educación, siendo impartida por las entidades federa-
tivas y que la educación preescolar, primaria y secundaria
conforma la educación básica y la preparatoria será denomi-
nada media superior, las cuales serán obligatorias.7

De este artículo deriva el derecho que tienen los ciudada-
nos a recibir una educación de calidad en la cual contarán
con los métodos educativos, infraestructura, la idoneidad
de los docentes y directivos para que garanticen el máximo
logro de aprendizaje de los educandos.

Sin embargo, la población en general no posee los conoci-
mientos necesarios para actuar en el momento de auxiliar a
una persona, y hablando específicamente de los accidentes
que ocurren en los planteles educativos, el alumnado care-
ce de preparación en primeros auxilios, al igual que el per-
sonal docente.

De acuerdo a la Organización Mundial de la Salud, los acci-
dentes infantiles constituyen un grave problema, ya que son
la primera causa de muerte en niños y niñas de 1 a 14 años.
En México la cuarta causa de muerte es por accidentes.

El último reporte de accidentes escolares registrado por el
programa de la OMS indica que de enero a diciembre de
2016 se registraron 28 mil 279 percances escolares. De és-
tos, 85.53 por ciento del total ocurrieron entre alumnos de
primaria y secundaria.

Los datos muestran que del total de accidentes, 15 mil 272
ocurrieron en alumnos de primaria, de modo que 54 por
ciento de los lesionados tenía entre seis y 12 años. En se-
gundo lugar, se encuentran los estudiantes de secundaria,
pues 8 mil 917 adolescentes (31.3 por ciento) sufrieron un
accidente, y apenas 98 jóvenes de bachillerato (0.35 por
ciento) sufrieron un percance de este tipo.8

Los accidentes más comunes en las escuelas son:

* Golpes y caídas 

* Hemorragias por la nariz y oído.

* Mordeduras y picaduras. 

* Quemaduras.

* Golpes febriles

* Atragantamiento por cuerpos extraños.

Por esta razón, los conocimientos en materia de primeros
auxilios resultan indispensables, ya que también es una
obligación para cualquier ciudadano mexicano prestar la
ayuda necesaria que esté en sus manos para poder auxiliar
a una persona que se encuentre herida o en peligro. 

En el Código Penal Federal, en el capítulo VII del Título
Decimonoveno, Abandono de personas, establece en el ar-
tículo 340 lo siguiente:
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Artículo 340. Al que encuentre abandonado en cual-
quier sitio a un menor incapaz de cuidarse a sí mismo o
a una persona herida, inválida o amenazada de un peli-
gro cualquiera, se le impondrán de diez a sesenta jorna-
das de trabajo en favor de la comunidad si no diere avi-
so inmediato a la autoridad u omitiera prestarles el
auxilio necesario cuando pudiere hacerlo sin riesgo per-
sonal.9

Esa omisión de auxilio es considerada por el derecho como
el incumplimiento de una obligación de un comportamien-
to de solidaridad mínima entre ciudadanos, es un deber de
los ciudadanos prestar la colaboración necesaria en cada
evento, según sus posibilidades y capacidades cumpliendo
con el deber solidario de asistencia a otra persona que lo
necesita.

La actuación de auxilio al herido no sólo va encaminada a
salvarle la vida, algo que desgraciadamente no siempre se-
rá posible, sino que pretende que las lesiones producidas
no se agraven por una actuación desafortunada o por la au-
sencia de unos cuidados elementales mínimos. Aun cuando
es cierto que algunas veces lo mejor sea no hacer nada, esa
actitud debe ser tomada tras asegurarse de que realmente
nada es lo que conviene hacer.

Además de que cualquier persona a cualquier edad puede
realizar técnicas de primeros auxilios, en cualquier mo-
mento, siempre y cuando hayan recibido un curso de en-
trenamiento para tal fin y que sea debidamente acreditado.

Por otra parte, en la Ley General de Salud, en el artículo
163, establece la prevención y control de accidentes, que a
la letra dice:

Artículo 163. La acción en materia de prevención y
control de accidentes comprende:

I. El conocimiento de las causas más usuales que gene-
ran accidentes;

II. La adopción de medidas para prevenir acciden-
tes;

III. El desarrollo de investigación para la prevención de
los mismos;

IV. El fomento, dentro de los programas de educación
para la salud, de la orientación a la población para la
prevención de accidentes;

V. La atención de los padecimientos que se produzcan
como consecuencia de ellos, y

VI. La promoción de la participación y capacitación
de la comunidad en la prevención y primeros auxi-
lios de accidentes.10

Esta Ley contempla también la importancia de la participa-
ción ciudadana y que se brinde la capacitación adecuada,
es por ello que los primeros auxilios no sólo van a funcio-
nar para incrementar las medidas de seguridad y preven-
ción de accidentes y desastres en centros educativos, sino
que también los jóvenes puedan aplicar estos conocimien-
tos fuera del colegio en casos de emergencia, siempre y
cuando no se pongan en riesgo.

Las razones citadas anteriormente denotan la necesidad de
educar a la población general para que actúe como primer
eslabón, ofreciendo primeros auxilios de calidad, entre el
suceso y la llegada de personal sanitario. De esta forma, se
prepara al alumnado para que abandone el rol de observa-
dor a la hora de atender un accidente tanto en el entorno es-
colar como fuera de este.

En vista del alto índice de muertes debido a accidentes en las
escuelas, se considera relevante la enseñanza de primeros
auxilios. No se trata de sustituir a los equipos asistenciales
en su trabajo, sino que los adolescentes sean conocedores de
su papel como primeros intervinientes de la cadena de su-
pervivencia, tanto en el ámbito escolar como en vistas a su
incorporación a la sociedad.

Esto, además de que representa grandes beneficios para la
sociedad mexicana en cuestión de preparación ante casos
urgentes, conocimiento del tema, y capacidad de actuación
y salvar vidas o el simple hecho de que se prevengan com-
plicaciones para el afectado en donde requiera estar más
tiempo hospitalizado y el gasto sea mayor.

El conocimiento de los primeros auxilios puede hacer la di-
ferencia entre la vida y la muerte de una persona. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, presento ante es-
ta soberanía, la siguiente iniciativa de:

Decreto

Único. Se reforma y adiciona la fracción VII en el artículo
43 de la Ley General de Protección Civil, para quedar de la
siguiente manera:
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Artículo 43. A fin de fomentar dicha cultura, las autorida-
des correspondientes dentro de sus respectivos ámbitos de
competencia, deberán:

I. a VII…

VII. Incorporar talleres de primeros auxilios en ins-
tituciones educativas públicas y privadas de educa-
ción secundaria y media superior, al menos dos veces
al año.

Transitorio

Artículo Único. El presente Decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Notas

1 http://www.cucba.udg.mx/sites/default/files/proteccioncivil/manua-
les/Manual_Primeros_Auxilios.pdf Consultado el 26 de septiembre de
2017.

2 Ley General de Protección Civil.

3 http://roadsafetyguide.firstaidinaction.net/spanish/05/activ/main01.
htm Consultado el 26 de septiembre del 2017

4 file:///C:/Users/Alexia/Downloads/1225500-Primeros%20auxi-
lios%20y%20reanimaci%C3%B3n-SP-LR.pdf Consultado el 26 de
septiembre del 2017, pág. 152

5 http://www.who.int/mediacentre/news/releases/2017/yearly-adoles-
cent-deaths/es/ Consultado el 2 de octubre de 2017

6 http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs178/es/ Consultado el
02 de octubre de 2017.

7 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

8 http://www.excelsior.com.mx/comunidad/2017/08/21/1182984 Con-
sultado el 2 de octubre de 2017.

9 Código Penal Federal.

10 Ley General de Salud.

Palacio Legislativo, a 10 de octubre de 2017.— Diputado Germán Es-
cobar Manjarrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Protección Civil, para dicta-
men.

LEY GENERAL DE DESARROLLO SOCIAL

«Iniciativa que reforma el artículo 51 de la Ley General de
Desarrollo Social, a cargo del diputado Germán Escobar
Manjarrez, del Grupo Parlamentario del PRI

El suscrito Germán Escobar Manjarrez, diputado de la
LXIII Legislatura del Congreso de la Unión e integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional, con fundamento en lo dispuesto por el artícu-
lo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I; 77,
numeral I, y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de esta honorable asam-
blea, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 51 de la Ley General de Desa-
rrollo Social, bajo la siguiente:

Exposición de Motivos

El 2 de enero del 2013 se publica decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, dando
origen a la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y
Urbano (Sedatu), la cual extingue la Secretaría de la Re-
forma Agraria; la Sedatu, que sus principales atribuciones
son aplicar la legislación agraria derivada del artículo 27 de
la Constitución, administrar los terrenos propiedad de la
nación, diseñar e implementar una política de desarrollo
metropolitano, incluida la previsión de disponibilidad de
agua determinada por la Semarnat, entre otras desarrollar
políticas en materia de vivienda y urbanismo.

Las funciones que ejercía la Secretaría de la Reforma Agra-
ria, como se señala en el artículo tercero transitorio del re-
glamento interior de la Sedatu, indicando que:

“Artículo Tercero. En términos del Quinto Transitorio del
Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, publicado el 2 de enero de 2013 en el
Diario Oficial de la Federación, las atribuciones conferidas
a la Secretaría de la Reforma Agraria, así como las que en
materia de ordenamiento territorial de los asentamientos
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humanos, planeación y regulación de los centros de pobla-
ción, vivienda y desarrollo regional y urbano se confiere a
la Secretaría de Desarrollo Social, en leyes, reglamentos,
decretos, acuerdos y demás disposiciones jurídicas se en-
tenderán conferidas a la Secretaría de Desarrollo Agrario,
Territorial y Urbano.”

Ante dicha situación, es necesario armonizar la legislación
del derecho positivo mexicano, brindando certeza y legali-
dad a los actos jurídico-administrativos que marca la Ley
General de Desarrollo Social, para guardar la congruencia
con la reforma de la Ley Orgánica de la Administración
Pública del pasado 2 de enero del 2013, por lo que se pro-
pone la siguiente reforma.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a la considera-
ción de este honorable Congreso de la Unión la presente
iniciativa con proyecto de

Decreto que se reforma el artículo 51 de la Ley General
de Desarrollo Social

Único. Se reforma el artículo 51 de la Ley General de De-
sarrollo Social para quedar como sigue: 

Artículo 51. La Comisión Intersecretarial será el instru-
mento de coordinación de las acciones del Ejecutivo fede-
ral para garantizar la integralidad en el diseño y ejecución
de la Política Nacional de Desarrollo Social. Estará inte-
grada por los titulares de las secretarías de Desarrollo So-
cial, quien la presidirá; Gobernación; Hacienda y Crédito
Público; Educación Pública; Salud; Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales; Energía; Economía; Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación; Comunica-
ciones y Transportes; la Función Pública; Trabajo y
Previsión Social; Desarrollo Agrario, Territorial y Urba-
no; y Turismo. Podrán ser invitados a participar, con dere-
cho a voz, los titulares de otras dependencias y entidades
de la Administración Pública Federal. El subsecretario que
designe el Titular de la Secretaría será el Secretario Técni-
co. La Comisión Intersecretarial sesionará cuando menos
una vez por bimestre.

Transitorio 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de octubre del 2017.— Dipu-
tado Germán Escobar Manjarrez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para dic-
tamen.

EXPIDE LA LEY PARA LA PROTECIÓN DEL
PATRIMONIO CULTURAL DE MÉXICO

«Iniciativa que expide la Ley para la Protección del Patri-
monio Cultural de México, suscrita por integrantes de la
Comisión Especial para el Patrimonio Cultural de México

Los diputados integrantes de la Comisión Especial para el
patrimonio cultural de México de la Cámara de Diputados,
de la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 62, nu-
meral 2, y 77, numeral 1 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someten a consideración del pleno de esta ho-
norable asamblea, la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto que crea la Ley Para la Protección del Patrimonio
Cultural de México, al tenor del siguiente

Planteamiento del Problema

La lista de Patrimonio Mundial de la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultu-
ra (UNESCO), es un legado de monumentos y sitios que
cuentan con una contribución trascendental.

Reconociendo la riqueza cultural, México ocupa el primer
lugar con más reconocimientos en el listado en América
Latina al tener 51 sitios inscritos, de los cuales, 12 bienes
son naturales, 37 bienes son culturales y 2 mixtos,1

El primer instrumento jurídico que México reconoce, es el
Tratado Internacional denominado “Convención sobre la
Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural,” el
cual, tuvo como objetivo principal fomentar la cooperación
mundial respecto a su conservación.2

En el 2001 y 2003, México ratifica la importancia del pa-
trimonio cultural inmaterial y subacuático.3
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A partir de estas declaraciones, México, recoge para su le-
gislación la protección y salvaguarda del patrimonio cultu-
ral, encontrando actualmente los siguientes instrumentos
jurídicos en la materia:

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos

Dentro de nuestra Constitución en el artículo 4 se recono-
ce el derecho a la cultura y el disfrute de esta, mientras que
en el artículo 73, alude a la facultad que tiene el Congreso
para legislar en materia de patrimonio cultural.

Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológi-
cas, Artísticas e Históricos acompañado con su propio
reglamento.

Para reglamentar el artículo 73 de nuestra Constitución, el
6 de mayo de 1972 se publicó en el Diario Oficial de la Fe-
deración, la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Ar-
queológicas, Artísticas e Históricos, aportando certeza jurí-
dica para los sitios patrimonio definidos en la ley como
“monumentos”. 

Lo anterior deja de lado por completo la esencia del con-
cepto de patrimonio cultural, generando falta de reglamen-
tación no solo a gran parte del patrimonio tangible sino
también del intangible.

Ley General de Cultura y Derechos Culturales

Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de ju-
nio de 2017, la Ley General de Cultura y Derechos Cultu-
rales reconoce el derecho cultural para procurar el acceso
al conocimiento e información del patrimonio material e
inmaterial, así como las acciones para protegerlo y difun-
dirlo, sin embargo, es notorio la carencia que se tiene en la
materia del patrimonio cultural debido a lo siguiente:

Continúa el problema de la no definición y todo lo que
comprende el patrimonio cultural.

La Ley debió ser resultado de las mesas de trabajo estable-
cidas donde una, reconociendo la importancia del tema del
patrimonio cultural, dio como resultado la necesidad de in-
tegrar un capítulo específico para regular esta materia el
cual, no fue cumplido.

Argumentos que sustentan la iniciativa

Aunado a lo anterior, es posible observar

Que el patrimonio cultural comprende un valor excepcio-
nal e histórico imposible de sustituir.

El Patrimonio Cultural de la Nación está constituido por
bienes muebles e inmuebles, áreas territoriales y maríti-
mas, elementos, expresiones, prácticas y manifestaciones
materiales e inmateriales producto de la acción conjunta o
separada de la actividad humana y del entorno natural a los
que los habitantes de la Nación reconocen y atribuyen va-
lor y significado en virtud de su relevancia cultural, ar-
queológica, histórica, estética, arquitectónica, urbana, an-
tropológica, tradicional, intelectual, científica, tecnológica,
industrial, paisajística, sagrada y religiosa. Actualmente no
existe ley alguna que atienda a la protección de lo antes
mencionado. Encontramos la Ley Federal sobre Monu-
mentos y Zonas Arqueológicos, artísticos e históricos, la
cual, atiende exclusivamente a los monumentos compren-
didos dentro de los siglos XVI al XIX.

Que en la actualidad no existe una legislación mexicana ar-
monizada con los convenios celebrados a nivel internacio-
nal en materia de patrimonio cultural.

Existe una dispersión normativa y resulta necesario prime-
ro, eliminar la ambigüedad que existe en el concepto de
cultura, monumentos y patrimonio cultural.

Es necesario contar con una ley que disponga no solo de
una mayor protección y acciones de conservación para el
patrimonio cultural de la nación, sino también de disposi-
ciones que estimulen la participación ciudadana que esti-
mule la conservación, disfrute y sentido de pertenencia del
pueblo mexicano.

La creación de una ley que promueva la protección de nues-
tro patrimonio cultural debe ser parte del surgimiento contra
la desvalorización, falta de sensibilidad, amor y respeto que
sufre actualmente el patrimonio cultural mexicano.

Es importante tener de forma clara el resultado que genere
un daño a cualquier sitio declarado patrimonio cultural de
la nación, lo que en la actualidad no existe.

Es necesario, establecer las zonas de amortiguamiento que
servirán como mecanismo de conservación y protección
del patrimonio cultural declarado. 
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Sin excepción y, para lograr lo antes mencionado se debe
contar con un plan de manejo para la conservación, protec-
ción y promoción del sitio o bien. No hay sanciones o pena-
lizaciones establecidas contra el daño al patrimonio cultural.

El Marco legal que contiene el patrimonio cultural no al-
canza los tratados internacionales para el desarrollo cultu-
ral y la protección al patrimonio cultural.

Que el Congreso de la Unión tiene la responsabilidad de
expedir leyes que garanticen la protección y salvaguarda
del legado cultural. 

Fundamento Legal

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 62, numeral
2, y 77, numeral 1 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados del Honorable Congreso de la unión, Los Diputados
Integrantes de la Comisión Especial para el Patrimonio
Cultural de México, somete a consideración de este pleno,
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que crea la Ley para la Protección del
Patrimonio Cultural de México

Ley para la Protección del Patrimonio Cultural de la
Nación 

Titulo Primero

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. La presente ley regula la protección, conserva-
ción, salvaguarda, preservación, investigación, restauración,
valoración, recuperación y promoción del patrimonio cultu-
ral mexicano, tangible e intangible, material e inmaterial co-
mo condición fundamental para el acceso y disfrute a la cul-
tura, al desarrollo cultural y al ejercicio de los derechos
culturales previstos en el párrafo décimo segundo del artícu-
lo cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Sus disposiciones son de orden público e interés
social y de observancia general en el territorio nacional. 

La ley tiene por objeto:

I. Garantizar la protección, conservación, enriqueci-
miento, valorización, uso adecuado y difusión del Patri-

monio Cultural en beneficio de las personas y las co-
munidades como un asunto de interés social y nacional; 

II. Establecer los mecanismos de acceso y participación
de las personas y comunidades en la protección del pa-
trimonio cultural; 

III. Promover el sentido de pertenencia y valorización
con el patrimonio cultural mexicano; 

IV. Establecer mecanismos de participación de los sec-
tores social y privado, y;

V. Establecer las bases de coordinación entre la Federa-
ción, las entidades federativas, los municipios y alcaldí-
as de la Ciudad de México en materia de patrimonio cul-
tural con pleno respeto a sus facultades.

Lo dispuesto en la presente Ley no se entenderá co-
mo una limitación, substitución o modificación a las
facultades que el Instituto Nacional de Antropología
e Historia, el Instituto Nacional de Bellas Artes y Li-
teratura, el Instituto Nacional del Derecho de Autor,
el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, así como
cualquier otra autoridad federal, estatal, municipal
o de la Ciudad de México tengan atribuidas en vir-
tud de otras leyes.

Artículo 2. El Patrimonio Cultural de la Nación está cons-
tituido por bienes muebles e inmuebles, áreas territoriales
y marítimas, elementos, expresiones, prácticas y manifes-
taciones materiales e inmateriales producto de la acción
conjunta o separada de la actividad humana y del entorno
natural a los que los habitantes de la Nación reconocen y
atribuyen valor y significado en virtud de su relevancia
cultural, arqueológica, histórica, estética, arquitectónica,

urbana, antropológica, tradicional, intelectual, científica,
tecnológica, industrial, paisajística, sagrada, religiosa o
cualquier otra característica similar que los hacen merece-
dores de ser protegidos, conservados, preservados, restau-
rados, investigados y valorados. 

Es derecho y obligación de los habitantes y comunidades,
así como de las autoridades a todo nivel de gobierno prote-
ger, conservar y preservar los bienes que integran el Patri-
monio Cultural de la Nación.

Artículo 3. Es de utilidad pública la investigación, protec-
ción, conservación, restauración, recuperación y valoriza-
ción del patrimonio cultural mexicano.
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La Secretaría de Cultura, en coordinación con el Instituto
Nacional de Antropología e Historia, la Secretaría de Edu-
cación Pública, el Instituto Nacional de Bellas Artes y Li-
teratura, asistencia de las autoridades estatales, municipa-
les y alcaldías de la Ciudad de México, así como con los
particulares, realizarán continuamente campañas para fo-
mentar entre la población el respeto y sentido de pertenen-
cia con el patrimonio cultural.

La Secretaría de Cultura está facultada para promover y au-
torizar a asociaciones civiles, juntas vecinales y demás per-
sonas morales como auxiliares en la preservación del Pa-
trimonio Cultural en todos aquellos casos que no estén
previstos en otras leyes. 

Artículo 4. La aplicación de esta Ley corresponde a:

I. El presidente de la República; 

II. El secretario de Cultura; 

III. El Instituto Nacional de Antropología e Historia; 

IV. El Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura, y;

V. Las demás autoridades y dependencias federales, en
los casos de su competencia.

Artículo 5. Las autoridades federales, así como a los go-
biernos de los Estados, municipales y de la Ciudad de Mé-
xico deberán velar por la protección del patrimonio cultu-
ral, bajo el entendido que es un derecho de los habitantes y
las comunidades, por medio de:

I. La identificación, investigación, clasificación y cata-
logación de los bienes, zonas, elementos, prácticas y
manifestaciones que integren el patrimonio cultural tan-
gible e intangible de la nación.

II. La salvaguarda, protección, preservación y conserva-
ción del patrimonio cultural tangible e intangible de la
nación.

III. Propiciar la colaboración y coordinación entre los
diferentes organismos públicos y privados para la pro-
tección el patrimonio cultural de la nación tangible e in-
tangible con pleno respeto a sus competencias. 

IV. Abstención de emitir cualquier autorización o reali-
zar cualquier acción o proyecto que puedan representar

un daño, deterioro o riesgo para el Patrimonio Cultural
de la Nación.

Artículo 6. Las autoridades de los estados, municipios y
alcaldías de la Ciudad de México tendrán, en la aplicación
de esta ley, la intervención que la misma y su reglamento
señalen.

Artículo 7. Las autoridades de los estados, municipios y
alcaldías de la Ciudad de México, podrán restaurar y pre-
servar sus bienes, zonas o sitios que formen parte del Pa-
trimonio Cultural de la Nación siempre que cuenten con el
permiso previo y bajo la dirección del 

Instituto Nacional de Antropología e Historia o del Institu-
to Nacional de Bellas Artes y Literatura, según sea el caso.

En aquellos casos en que el bien, zona o sitio en cuestión
no sea competencia de ninguno de los institutos menciona-
dos en el párrafo anterior, corresponderá a la Secretaría de
Cultura emitir o negar el permiso correspondiente.

Capítulo II
Del Patrimonio Cultural

Artículo 8. Para los efectos de esta Ley, se considera Pa-
trimonio Cultural de la Nación:

I. Patrimonio Material: Todos aquellos vestigios, obje-
tos arqueológicos o prehispánicos, restos fósiles, edifi-
cios coloniales, arquitectura civil, manuscritos históri-
cos, códices, obras de arte, instalaciones industriales
significativas de procesos históricos, las áreas o zonas
que se encuentran protegidos por la Ley Federal sobre
Monumentos Arqueológicos, Artísticos e Históricos, los
pecios y vestigios que se encuentren sumergidos en las
aguas sobre la que la Nación mexicana tenga jurisdic-
ción, las colecciones de los museos y de las bibliotecas,
los paisajes culturales, los itinerarios y rutas culturales,
los poblados e inmuebles que sean ejemplos de arqui-
tectura vernácula o tradicional, las obras de arte y en ge-
neral, todo bien mueble o inmueble que contenga cual-
quiera de los valores mencionados en el artículo
segundo de esta Ley.

II. Patrimonio Inmaterial: Tradiciones y expresiones ora-
les, artes del espectáculo, usos sociales, rituales y actos
festivos; los conocimientos y usos relacionados con la na-
turaleza y el universo; las técnicas ancestrales tradiciona-
les, así como también, todos los artefactos, instrumentos
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objetos y espacios culturales que son inherentes a las prác-
ticas, gastronomía y expresiones culturales.

Artículo 9. Cada monumento, zona o sitio considerado pa-
trimonio cultural de la Nación deberá contar con una zona
de amortiguamiento que permita reforzar la salvaguarda y
conservación de la zona y bien. Las obras que se realicen
en una zona de amortiguamiento de un área del patrimonio
Cultural protegida por alguna Ley que prevea la protección
de su valor cultural deberán ser autorizadas por la misma
autoridad que esté encargada de la preservación de dicha
área cultural.

El valor paisajístico de los bienes, áreas o sitios del Patri-
monio Cultural de la Nación será objeto de especial cuida-
do y atención por parte de las autoridades encargadas de la
aplicación de esta Ley y forma parte fundamental de las
condiciones que garanticen la protección, conservación y
salvaguarda del Patrimonio Cultural de la Nación.

Artículo 10. El Instituto Nacional de Antropología e His-
toria o el Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura,
según sea el caso, suspenderán todos aquellos trabajos que
atenten contra la preservación y conservación del patrimo-
nio cultural de la nación.

Cuando el bien, sitio o zona del Patrimonio Cultural de la
Nación no sea sujeto a la competencia de cualquiera de los
institutos mencionados en el párrafo anterior, corresponde-
rá a la Secretaría de Cultura la emisión y ejecución de la or-
den de suspensión en contra de dichos trabajos. 

Titulo Segundo
De la Coordinación entre Autoridades, 
Particulares y Participación Ciudadana

Capítulo I
Mecanismos de Coordinación entre Federación, Enti-

dades Federativas, Municipios 
y Alcaldías de la Ciudad de México

Artículo 11. La federación, entidades federativas, munici-
pios y alcaldías de la Ciudad de México en conjunto con el
sector social y privado podrán participar en las acciones de
coordinación para la salvaguarda y conservación del patri-
monio cultural.

Artículo 12. Los mecanismos de coordinación previstos en
el artículo anterior, tendrán los fines siguientes:

I. Colaborar para fomentar la interculturalidad, el desa-
rrollo de la identidad y sentido de pertenencia hacia el
Patrimonio Cultural material e inmaterial de la Nación
Mexicana de las personas, grupos, pueblos y comunida-
des;

II. Impulsar el estudio, protección, preservación y admi-
nistración del patrimonio cultural material e inmaterial
de las entidades federativas, municipios y alcaldías de la
Ciudad de México;

III. Impulsar programas que garanticen la promoción,
difusión, preservación y conservación del Patrimonio
Cultural de la Nación.

Artículo 13. Será función de la Secretaría de Cultura:

I. Coordinarse con el Instituto Nacional de Antropología
e Historia, el Instituto Nacional de Bellas Artes y Lite-
ratura, el Instituto Nacional del Derecho de Autor, el
Instituto Nacional de Lenguas Indígenas y cualquier
otra autoridad federal, estatal o municipal a efecto de
actualizar, administrar y difundir el catálogo de patri-
monio cultural material e inmaterial de la Nación.

II. Coordinarse con la Secretaría de Turismo para im-
plementar acciones que den promoción al patrimonio
cultural de la nación.

III. Coordinar y promover con otras autoridades e insti-
tuciones federales, estatales y municipales, así como
con la sociedad civil las actividades y acciones que ga-
ranticen la salvaguarda, protección y valorización del
patrimonio cultural de la nación.

IV. Promover, en coordinación con las Entidades Fede-
rativas, gobiernos municipales y alcaldías de la Ciudad
de México, la constitución de organizaciones y asocia-
ciones que tengan como objeto la investigación, conser-
vación, restauración, promoción y difusión del patrimo-
nio cultural material e inmaterial de la Nación.

Artículo 14. La Secretaría de Cultura conocerá y resol-
verá las denuncias ciudadanas que afecten o atenten con-
tra la conservación y protección del Patrimonio Cultural
de la Nación. En caso de que la denuncia en cuestión de-
ba de tramitarse ante cualquier otra autoridad, la Secre-
taría coadyuvará con las personas o comunidades que las
hayan promovido.
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La Secretaría de Cultura dictará la resolución a dicha de-
nuncias en un plazo no mayor a 30 días naturales contados
a partir de su admisión.

Artículo 15. Son atribuciones de los gobiernos municipa-
les y alcaldías de la Ciudad de México:

I. La salvaguarda, protección, conservación, promoción
y mejoras del sitio o bienes materiales e inmateriales a
través de los planes de manejo para la protección del Pa-
trimonio Cultural.

II. Conservar, investigar y fomentar las manifestaciones
culturales materiales e inmateriales propias de sus mu-
nicipios o alcaldías.

III. Promover inversiones y acciones que contribuyan a
la protección, conservación y promoción de los sitios
del Patrimonio Cultural de la Nación.

IV. Crear y fomentar acciones de sensibilización y par-
ticipación ciudadana que valoricen la importancia de
conservación, respeto y protección de los sitios del pa-
trimonio cultural de la Nación.

Capítulo II
De la Participación Ciudadana

Artículo 16. Los Gobiernos Federales, Entidades Federati-
vas, gobiernos municipales y alcaldías de la Ciudad de Mé-
xico, deberán propiciar los mecanismos adecuados que fa-
ciliten las actividades relacionadas a la protección del
patrimonio cultural con la ciudadanía.

Artículo 17. Cualquier ciudadano y organismo social podrán
presentar denuncias ante las dependencias e instituciones fe-
derales, gobiernos municipales y alcaldías de la Ciudad de
México, cualquier violación a la presente ley, así como cual-
quier atentado al patrimonio cultural de la nación.

Artículo 18. Cualquier ciudadano, organismo y asociación
tiene derecho a:

I. Proponer al Gobierno de las Entidades Federativas el
registro o declaración de un bien o sitio conforme los
criterios para el proceso correspondiente.

II. Proponer a los gobiernos locales y federales iniciati-
vas ciudadanas para la protección y conservación del
patrimonio cultural material e inmaterial.

III. Denunciar cualquier violación a la presente ley, así
como cualquier daño u acción que afecte a la conserva-
ción, restauración, protección y salvaguarda del patri-
monio cultural.

Las comunidades podrán presentar denuncias en contra de
cualquier acción que represente un daño, deterioro y riesgo
en contra del Patrimonio Cultural de la Nación.

De igual forma, las comunidades, cualquier grupo de ciu-
dadanos o asociación civil podrán promover las acciones
colectivas que se prevén en el Libro Quinto del Código
Federal de Procedimientos Civiles, en aquellos casos en
que consideren que se ha violado su derecho a la protec-
ción, conservación, salvaguarda o preservación al Patri-
monio Cultural de la Nación ha sido violentado, debien-
do acreditar su derecho o interés de incidencia colectiva
con relación a los valores que ostentan el bien, área terri-
torial, elemento, manifestación, práctica o expresión cul-
tural en cuestión.

Independientemente de lo anterior y en caso de que exis-
tiera acuerdo entre las partes en conflicto, la Secretaría de
Cultura podrá actuar como mediador con el fin de obtener
una amigable composición del asunto en cuestión.

Título Tercero
De la Protección, Salvaguarda e Intervención

al Patrimonio Cultural de la Nación

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 19. Las entidades federativas, los gobiernos mu-
nicipales y alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito
de sus competencias, deberán reglamentar las medidas de
protección para el patrimonio cultural material e inmaterial

Artículo 20. Todos aquellos bienes o sitios donde exista in-
tervención por parte de los gobiernos o asociaciones auto-
rizadas, deberán ser seguir lo siguiente:

I. Presentar el proyecto de intervención antecedido de
un estudio que garantice la correcta protección y con-
servación del patrimonio cultural.

II. El proyecto antes mencionado deberá tener como ob-
jeto la salvaguarda, protección y conservación del patri-
monio cultural que no afecte la autenticidad del sitio o
bien.
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III. Sin excepción todos los proyectos de intervención
en un sitio o bien debe respetar la zona de amortigua-
miento prevista, así como estar acompañado de un plan
de manejo para la conservación, protección y promo-
ción del sitio o bien.

Artículo 21. Para efectos de esta Ley, se entenderá por in-
tervención toda acción material que se lleve a cabo con re-
lación al Patrimonio Cultural que tenga efectos directos o
indirectos de cualquier naturaleza en la integridad, estado
físico, valores, significaciones, usos o cualquiera análogo.

Para efectos de esta Ley se entenderá por plan de manejo
aquel documento que establece los objetivos, las estrate-
gias, los proyectos, las acciones, los mecanismos de cola-
boración y participación, los principios de actuación, el
marco institucionales y los aspectos financieros que permi-
tan la adecuada administración de su Sitios de Patrimonio
Cultural de la Nación con el fin de garantizar y enriquecer
su protección, conservación, preservación, salvaguarda,
utilización y valorización bajo un criterio de sostenibilidad. 

Artículo 22. Los usos de suelo en zonas cercas de un sitio
o bien declarado patrimonio cultural, así como en las zonas
de amortiguamiento deberán contribuir a la protección,
conservación o preservación del mismo.

Artículo 23. Los predios localizados dentro de un sitio o
zona de amortiguamiento no podrán ser alterados 

Artículo 24. Toda intervención sobre bienes o sitios de-
clarados patrimonio cultural deberán ser autorizadas por la
Secretaría de Cultura, salvo aquellos casos que ya sean ob-
jeto de regulación por otro ordenamiento que tenga por
objeto la protección de su valor cultural.

Artículo 25. Todas las obras mencionadas en el artículo
anterior que se realicen sin previa autorización de la Se-
cretaría de Cultura o que contravengan con la presente
Ley, como medida de salvaguarda podrán ser suspendi-
das o demolidas.

Los costos generados por la demolición, e intervención se-
rán a cargo de quién ejecute dicha obra.

Artículo 26. La Secretaría de Cultura contara con un plazo
no mayor a 30 días naturales, a partir de la recepción de la
solicitud, para otorgar o negar la autorización respectiva.

Artículo 27. La Secretaría de Cultura, en coordinación con
el instituto competente, podrá emitir normas oficiales me-
xicanas en materia de protección, conservación, salvaguar-
da, restauración, intervención, catalogación, manejo o
cualquier otra materia análoga con relación al Patrimonio
Cultural material e inmaterial.

Titulo Cuarto
Del Catálogo e Inventario al 

Patrimonio Cultural de la Nación

Capítulo I
Del Inventario y Catálogo

Artículo 28. La Secretaría de Cultura contara con un Área
de Información de Patrimonio Cultura de la Nación, así co-
mo cada entidad federativa, vía impresa e internet de con-
sulta pública mediante un catálogo de patrimonio cultural.
Dicho catálogo consiste en una base de datos que aquellos
bienes, zonas, elementos, expresiones, prácticas o manifes-
tación del Patrimonio Cultural de la Nación que hayan si-
do previamente registradas o catalogadas por otras institu-
ciones, así como aquellos bienes que decida la Secretaría
incluir en el mismo 

Artículo 29. El Catálogo de Patrimonio Cultural deberá in-
cluir, en el inventario actualizado sobre los bienes y sitios
materiales e inmateriales inscritos, los bienes, áreas o ma-
nifestaciones tangibles o intangibles que hayan sido pre-
viamente inscritos por las Entidades Federativas como par-
te del Patrimonio Cultural del Estado.

Artículo 30. La revisión y actualización deberá ser conti-
nua, a fin de garantizar su confiabilidad e integridad.

Artículo 31. El catalogo, cuando se refiera a Patrimonio
Cultural material, deberá contener:

I. Nombre del sitio o bien declarado

II. Criterios de selección

III. Lugar 

IV. Dictamen Técnico

V. Declaratoria

VI. Anexos
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VII. Plan de Manejo;

VIII. Relación de las autorizaciones que se hayan emiti-
do con relación a cualquier intervención con relación al
bien o sitio.

Artículo 32. El Catálogo, cuando se refiera a Patrimonio
Cultural inmaterial, deberá contener:

I. Nombre de la manifestación, elemento, práctica o ex-
presión;

II. Descripción

III. Descripción de los valores que representan dichos
bienes del Patrimonio Cultural inmaterial;

IV. Zona territorial donde se desarrolla;

V. Comunidades titulares del bien o manifestación en
cuestión;

VI. Bienes materiales vinculados con las manifestacio-
nes intangibles;

VII. Anexos 

Título Quinto
De las Sanciones contra el

Patrimonio Cultural de la Nación

Capítulo I
De las sanciones

Artículo 33. Todo acto que contravenga con lo dispuesto
por la presente Ley será sancionado por las autoridades co-
rrespondientes en el ámbito de su competencia conforme a
su propia naturaleza.

Artículo 34. Las violaciones a las disposiciones de la pre-
sente ley, constituyen infracciones y serán sancionadas de
forma administrativa por las autoridades correspondientes
conforme a lo siguiente:

I. Multa hasta por el doble del valor total del bien dañado;

II. Reparación del daño al sitio o bien;

III. Revocación indeterminada de licencia y autorizacio-
nes otorgadas;

Artículo 35. Al que por cualquier medio dañe, altere o des-
truya un sitio o bien declarado, se le impondrá multa hasta
por el doble del valor del daño causado.

Artículo 36. Al que introduzca al territorio nacional, saque
del país o transfiera la propiedad de bienes culturales ma-
teriales, infringiendo las disposiciones legales adoptadas
en el país de origen de los mismos, se le una multa de dos
mil a cuatro mil días de salario mínimo general vigente en
la Ciudad de México.

Artículo 37. Las sanciones económicas y multas respectivas
serán determinadas por la Secretaria de Cultura o la Autori-
dad correspondiente en el ámbito de su competencia median-
te un dictamen fundando la imposición.

Artículo 38. Las multas y sanciones generadas por la pre-
sente ley no eximen de la responsabilidad penal a los que
se hubiere incurrido.

Artículo 39. Cualquier infracción a esta Ley o a su Regla-
mento, que no esté prevista en este capítulo, será sanciona-
da por los Institutos competentes, con multa de doscientos
a mil días de salario mínimo general vigente para la Ciudad
de México.

Transitorios

Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. Las disposiciones administrativas expedidas en
esta materia, vigentes al momento de la publicación de es-
te ordenamiento, se seguirán aplicando en todo lo que no se
opongan a la presente Ley, en tanto se expidan las que de-
ban sustituirlas.

Tercero. El Ejecutivo Federal expedirá el Reglamento y
las disposiciones reglamentarias que sean necesarias para
la debida ejecución de la Ley en un plazo no mayor de 180
días naturales, contados a partir del día de la entrada en vi-
gor de la presente Ley.

Cuarto. Las disposiciones de esta Ley que hagan referencias
a las alcaldías de la Ciudad de México se sujetarán al régimen
transitorio de la Constitución de la Ciudad de México.

Quinto. La Secretaría contara con un término de 240 días
para integrar y publicar el inventario del patrimonio cultu-
ral material e inmaterial de la Nación.
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Sexto. Las erogaciones que en su caso se generen con mo-
tivo de la entrada en vigor del presente decreto, correrán a
cargo de cada una de las dependencias involucradas.

Notas

1 http://www.unesco.org/new/es/mexico/work-areas/culture/world-he-
ritage/

2 Declaración de México sobre las Políticas

3 http://www.unich.edu.mx/wp-content/uploads/2014/01/Marco1nor-
mativo.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de octubre de 2017.— Dipu-
tados: Rosalinda Muñoz Sánchez, María Victoria Agundis Estrada,
Alma Lucía Arzaluz Alonso, José Guadalupe Hernández Alcalá (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen, y a la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública, para opinión.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 67 de la Ley General de
Salud, a cargo del diputado Elías Octavio Íñiguez Mejía,
del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Elías Octavio Íñiguez Mejía, diputado del esta-
do de Jalisco a la LXIII Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión e integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de Acción Nacional, con
fundamento en lo establecido en los artículos 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral I, fracción I, del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable asamblea la siguiente iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo 67 de la Ley General de Sa-
lud, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley General de Salud vigente se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el 7 de febrero de 1984 y hasta ju-
nio de este año ha sido reformada en 109 ocasiones. Evi-
dentemente los criterios que el legislador ha tenido en con-

sideración para cada reforma se han modificado en este
lapso de tres décadas. Para algunos, al ser una ley general,
no debe incluir elementos específicos sobre algunos pade-
cimientos, para otros, hay elementos esenciales en materia
de prevención de enfermedades o prestación de servicios
de salud que hacen indispensable asentar de manera deta-
llada algunas consideraciones. Como cualquier ley, es per-
fectible y reflejará las preocupaciones del momento en que
se modificó, así como el criterio que los legisladores tuvie-
ron en cuenta para su reforma.

El avance científico y tecnológico también se convierte en
un elemento que se debe tener en cuenta para adecuar la ley
a las necesidades y condiciones del presente y el futuro
previsible. Procedimientos que antes no existían tampoco
generaban la necesidad de ajustar el marco legal para su
correcta aplicación o para tratar de resolver situaciones
contingentes.

En junio de 1991, se modificó la Ley General de Salud para,
entre otras disposiciones, modificar el primer párrafo del ar-
tículo 67. Este artículo es el primero del capítulo VI Servicios
de Planificación Familiar del título tercero Prestación de los
Servicios de Salud. La modificación fue la siguiente:

Como se aprecia en el cuadro comparativo, la modificación
y adición del artículo 67 tuvo como finalidad:

1. Incluir adolescentes y jóvenes como objetivo de la in-
formación en planificación familiar;

2. Establecer un rango entre los 20 y los 35 años de edad
como el lapso más conveniente para el embarazo;
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3. La conveniencia de espaciarlos y reducir su número.

Si bien el artículo subraya la libertad de decidir de cada per-
sona sobre el número y espaciamiento de sus hijos, la ley
claramente apunta a un mayor espaciamiento, un número
menor de hijos y hace énfasis en el rango de edad de los 20
a 35 años. Es decir, la persona es libre, pero lo más conve-
niente es lo que el artículo indica.

Este caso ilustra lo que en ocasiones ocurre con las normas,
deben estar escritas de tal forma que sin que parezca una li-
mitación a la libertad personal, la conducta de éstas favo-
rezca ciertos comportamientos y no otros. También refleja
el caso en que la ley general incorpora detalles que posi-
blemente es conveniente tenerlos en normas de una jerar-
quía menor. El proceso para crear o modificar leyes tiende
a ser complejo y lento, por lo que no siempre se puede
adaptar a la realidad con la oportunidad que se requiere.

Hoy en día, la mejor evidencia científica continúa soste-
niendo que el rango de edad promedio más favorable para
la salud de la madre y sus hijos es en efecto el señalado en
la ley. El embarazo de adolescentes, aquel de mujeres entre
los 15 y los 19 años no es recomendable, ya que a nivel glo-
bal las complicaciones en el embarazo y el parto son la se-
gunda causa de muerte entre las mujeres de esa edad, y los
hijos tienen un riesgo considerablemente más alto de morir
(OMS, 2014). Por otra parte, la infertilidad relacionada con
la edad de la mujer es más pronunciada a partir de los 35
años. No está claro de la lectura del artículo que la edad
también aplica para los hombres. Si bien existe evidencia de
que la infertilidad por edad también afecta a los hombres, a
nivel fisiológico a ellos no les afecta ser padres antes de los
20 años. Así que al parecer debe entenderse que la disposi-
ción sobre el rango de edad para el embarazo está dirigida
solamente a las mujeres.

No obstante que es un precepto adecuado, al parecer está
teniendo efectos en otros servicios de salud que no estaban
previstos cuando se redactó este texto. Es el caso de los ser-
vicios de salud relacionados con la reproducción asistida.
Recientemente se publicó un caso de una pareja a la que le
fueron negados estos servicios en el Centro Médico Nacio-
nal 20 de Noviembre del Instituto de Seguridad y Servicios
Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) bajo el
argumento de que la mujer era mayor de 35 años de edad
(Mendez Díaz, 2017). Esto no es correcto. La dinámica so-
cial que ha vivido el país hace que las mujeres participen
cada vez más de otras actividades, y que en pleno ejercicio

de su libertad decidan posponer la edad en la cual deciden
tener hijos. Por ello, aunado a todas las demás causas de in-
fertilidad en el caso de mujeres y hombres, los servicios de
salud en materia de reproducción asistida cada vez tienen
mayor demanda en nuestro país. Sobre este caso, el Conse-
jo Nacional para Prevenir la Discriminación (Conapred)
emitió la resolución 8/2017 para garantizar el acceso a es-
tos servicios y señala:

“La negativa de la institución de seguridad social para brin-
darles el servicio de FIV (fertilización in vitro), motivada
por la edad de quienes lo solicitaron, interfiere arbitraria-
mente en el ejercicio pleno de sus derechos a la igualdad y
no discriminación, a la salud, a la vida privada, a la auto-
nomía reproductiva y a fundar una familia, retrasando con
ello su plan de vida que involucra la posibilidad de ser ma-
dres o padres.” (Conapred, 2017)

La edad de la pareja o de la mujer bajo ningún concepto
puede ser una limitante para que las personas reciban en las
instituciones públicas e incluso en las del sector particular,
los servicios que hoy en día la ciencia y la tecnología po-
nen al alcance de las personas para lograr un embarazo. Si
bien estas decisiones siempre se deben hacer con la mayor
y mejor información disponible, debe quedar en el ámbito
de la libertad individual el decidir hacer uso de estos pro-
cedimientos para tener un hijo.

Para evitar una interpretación de la ley equivocada por par-
te de aquéllos que diseñan requisitos y procedimientos en
materia de reproducción asistida e incluso de otros servi-
cios de salud que puedan estar relacionados, se propone la
adición del artículo 67, de tal forma que señale sin lugar a
dudas que el rango de edad previsto es una recomendación
y que de ninguna manera debe interpretarse como una li-
mitante en la decisión de tener hijos.

Por lo anterior, someto a la consideración de esta sobera-
nía, el siguiente proyecto de 

Decreto reforma el artículo 67 de la Ley General de Sa-
lud en materia de edad conveniente para el embarazo

Artículo Único. Se reforma el artículo 67 de la Ley Gene-
ral de Salud para quedar como sigue:

“Artículo 67. La planificación familiar tiene carácter prio-
ritario. En sus actividades se debe incluir la información y
orientación educativa para los adolescentes y jóvenes. Asi-
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mismo, para disminuir el riesgo reproductivo, se debe in-
formar a la mujer y al hombre sobre la inconveniencia del
embarazo antes de los 20 años o bien después de los 35, así
como la conveniencia de espaciar los embarazos y reducir
su número; todo ello, mediante una correcta información
anticonceptiva, la cual debe ser oportuna, eficaz y comple-
ta a la pareja. Esta información debe interpretarse como
una recomendación y en ningún caso podrá ser motivo
para negar la prestación de servicios de salud previstos
en esta ley, sus reglamentos y las normas oficiales mexi-
canas.

…

…

…”

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Referencias

• Conapred. (28 de julio de 2017). Consejo Nacional para Prevenir la
Discriminación. Recuperado el 28 de julio de 2017, de 

http://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=boletin&id=986&i
d_opcion=103&op=213

• Mendez Díaz, A. A. (24 de julio de 2017). Reproducción asistida:
ecos de la discriminación. Animal Político. Obtenido de 

http://www.animalpolitico.com/blogueros-punto-gire/2017/07/24/re-
produccion-asistida-ecos-la-discriminacion/

• OMS. (2014). El embarazo en la adolescencia. Obtenido de 

http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs364/es/

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de octubre de 2017.— Dipu-
tado Elías Octavio Íñiguez Mejía (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma la denominación del capítulo V del
título décimo tercero y adiciona el artículo 248 Ter al Có-
digo Penal Federal, a cargo del diputado Juan Romero Te-
norio, del Grupo Parlamentario de Morena

Juan Romero Tenorio en su carácter de diputado federal de
la LXIII Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
perteneciente al Grupo Parlamentario de Morena, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como por el artículo 6, párrafo 1, fracción I, y 77 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la consi-
deración de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto que se modifica la denominación del capítulo V
del Título Décimo Tercero y se adiciona un 248 Ter al
Código Penal Federal al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

En años recientes, con el objetivo de salvaguardar la inte-
gridad y el patrimonio de las y los mexicanos, se ha pre-
tendido homologar y estandarizar los servicios de atención
de llamadas de emergencia, para que las autoridades de los
tres órdenes de gobierno los brinden con calidad y eficacia
en todo el territorio nacional.

Lo anterior contribuirá a brindar una mejor atención a la
ciudadanía ante situaciones de riesgo, ya sean derivadas de
fenómenos naturales, de salud o de inseguridad.

Para avanzar en esta dirección, el Secretariado Ejecutivo
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, a través del
Centro Nacional de Información, ha propuesto un nuevo
modelo en la atención de las llamadas de emergencia.

Este modelo se basa en la estandarización de sus diversos
componentes y, en la forma cómo se recaba, se registra y
se reporta la información derivada de las llamadas que rea-
liza la ciudadanía para reportar una emergencia.

La información es crucial durante su atención y facilita que
ésta se brinde en forma adecuada y oportuna.

En este sentido, a fin de garantizar el auxilio inmediato en
casos de emergencia, la adecuada utilización de los medios
de comunicación y en particular de los servicios de teleco-
municaciones resulta indispensable. Los números de emer-
gencia y, más recientemente las aplicaciones que utilizan
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las nuevas tecnologías de la información y comunicación,
se han vuelto instrumentos indispensables para activar la
respuesta de las autoridades ante situaciones de amenaza,
vulnerabilidad y nesgo.

La movilización rápida de la policía, los paramédicos, los
bomberos o del personal de protección civil puede ser la di-
ferencia entre la vida y la muerte. Esa, precisamente, es la
razón de ser de los servicios de emergencia: proteger la vi-
da de las personas, su patrimonio y entorno ante contin-
gencias que implican un riesgo.

Realizar las tareas que requieren la atención de las emer-
gencias o desastres; así como, sustentar una organización
que integre los esfuerzos técnicos y políticos en una bús-
queda común por mitigar sus consecuencias, constituyen
elementos complementarios entre la necesidad de planifi-
car y la de mejorar la capacidad de respuesta.

Por ello la necesidad de contar con medios eficaces que de-
tonen la actuación inmediata de las autoridades en las
emergencias que afectan a los mexicanos.

México ha llegado tarde en la adopción de un sistema na-
cional para la atención de llamadas de emergencia, mien-
tras la comunidad internacional contaba con este servicio
desde 1968 y ya era utilizado en Estados Unidos y que ha
sido paulatinamente retomado por países como Canadá,
Argentina, Uruguay, Paraguay, El Salvador, Costa Rica,
Panamá y Ecuador, en nuestro país es relativamente nueva.

Hace sólo veinte años se dio inicio a una serie de opera-
ciones para la atención de las distintas emergencias que
ocurrían en el país, así como el registro de los diferentes ti-
pos de incidentes y la forma en como las corporaciones de
auxilio pudieran coordinarse para atender lo antes posible
los incidentes reportados; sin embargo, hasta el día de hoy,
la información que se genera de la atención a las llamadas
de emergencia no ha sido procesada de forma efectiva.

El 27 de noviembre de 2014 el Ejecutivo federal presentó
las 10 medidas para mejorar la Seguridad, la Justicia y el
Estado de Derecho, entre las cuales se encontraba el esta-
blecimiento de un número telefónico para emergencias a
nivel nacional.

Posteriormente, el 19 de diciembre 2014, en la Trigésima
Séptima Sesión del Consejo Nacional de Seguridad Públi-
ca, se aprobó el Acuerdo número 10, relativo a la consoli-
dación de un servicio homologado de atención de llamadas

de emergencia que permitiera reducir los tiempos de aten-
ción y mejorar la calidad del servicio.

Acuerdo 10/XXXVII/14: El Consejo Nacional de Seguri-
dad Pública aprueba la consolidación de un servicio homo-
logado para la atención de llamadas de emergencia en todo
el país, que opere de manera estandarizada a nivel nacio-
nal, reduzca los tiempos de atención y mejore la calidad de
servicio prestado a la ciudadanía”1.

El 30 de noviembre del 2015, se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el Catálogo Nacional de Incidentes de
Emergencia, el cual clasifica 242 incidentes agrupados en
cinco tipos: 150 de seguridad, 36 de tipo médico, 30 de
protección civil, 18 de servicios públicos, y 30 de carácter
improcedente2. 

Este catálogo significó un paso indispensable para homo-
logar los criterios de calificación y cuantificación de ame-
nazas, peligros, vulnerabilidad y riesgo que serán utiliza-
dos en los centros de atención telefónica donde se reciben
las llamadas.

El 2 de diciembre del 2015, se publicaron en el DOF los li-
neamientos de colaboración en materia de seguridad y jus-
ticia, en los cuales se estipularon los requerimientos y pro-
cesos técnicos para lograr la migración de todos los
números de emergencia hacia el 9-1-1. Asimismo, se pre-
cisó que el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de
Seguridad Pública sería el asignatario y administrador de
este número.

Finalmente, el 3 de octubre de 2016, en el marco de la 40
Sesión del Consejo Nacional de Seguridad Pública se
anunció la instrumentación de la primera fase de la adop-
ción del 9-1-1 como número único de emergencias, el cual
retoma las mejores prácticas internacionales para atender
los llamados de auxilio de la población.

El 3 de octubre de 2016 se puso en marcha en 16 entidades
federativas el número único armonizado a nivel nacional
9113 para la atención de llamadas de emergencia.

La implantación de este nuevo constaba de dos fases.

En la primera comenzará a operar en los estados de Baja
California, Coahuila, Colima, Chiapas, Chihuahua, Duran-
go, Guanajuato, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca,
Puebla, Quintana Roo, Sonora, Tlaxcala y Zacatecas.
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La segunda comenzó el 9 de enero de 2017, en las 16 enti-
dades restantes. En ambos bloques se contemplaba un pe-
riodo de seis meses en el que funcionarán de manera con-
vergente los diferentes números de emergencias con el
nuevo número único, de suerte que ninguna llamada se
quede sin atención.

Para junio de 2017 se debió entrar en operaciones en todo
el territorio nacional el número telefónico de emergencias
911, mediante el cual se busca dar respuesta ágil, gratuita,
profesional y oportuna a los llamados de auxilio de las per-
sonas que habitan en nuestro país.

Sin embargo, para asegurar que este nuevo sistema funcio-
ne correctamente, las llamadas de broma y falsas, repre-
sentan un serio obstáculo para el nuevo Sistema Nacional
de Atención a Emergencias. 

El 24 de julio de 2017, la Secretaría de Gobernación infor-
mó que “Por primera vez en la historia, México cuenta con
datos estadísticos sobre las llamadas de emergencias a ni-
vel nacional. A partir de ahora, la Secretaría de Goberna-
ción, a través del Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, habrá de actualizar la
información estadística sobre el uso del número de emer-
gencias 911 trimestralmente”.

Estos datos resultaron muy reveladores. De acuerdo con el
Secretario Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, se descubrió que de enero a junio de este año se
recibieron 61 millones 639 mil 418 marcaciones al nú-
mero 911, de las cuales 89 por ciento resultaron falsas y
sólo 11 por ciento fueron reales4.

En el primer semestre de 2017 los telefonemas relacionados
con seguridad fueron 4 millones 801 mil 732, los reportes de
urgencias médicas sumaron 963 mil 262 y las llamadas por
emergencias de protección civil fueron 461 mil 332.

El número de llamadas verdaderas se incrementó 10.4 por
ciento en el primer semestre de este año, al pasar de 6.1 mi-
llones en el mismo periodo de 2016 a 6.8 millones en 2017.

Es evidente que existe un número exorbitante de llamadas
falsas de auxilio, lo que entorpece las labores de emergen-
cia, causa daños al erario público e incluso ocasionan acci-
dentes y delitos. Ante esta situación es indispensable tomar
medidas para que la población para haga uso adecuado de
ese número telefónico.

Según el Catálogo Nacional de Incidentes de Emergencia,
un incidente resulta improcedente en los siguientes casos:

• Llamada de broma: Son aquellas llamadas en las que
el operador detecta factores como risas, titubeos o con-
tradicciones en la información proporcionada por parte
de los solicitantes; y considerando que no es llamada de
emergencia, no activa los servicios de las distintas cor-
poraciones de auxilio.

• Llamada de no emergencia: Son aquellas llamadas que
no se encuentran relacionadas con una emergencia; y
por lo tanto, no requieren ser canalizadas al área de des-
pacho. Se pueden contemplar dentro, las llamadas de in-
formación, quejas, sugerencias, denuncias, entre otros.

• Llamada de prueba: Aquella llamada que realizan, ge-
neralmente los supervisores del área de operación o des-
pacho de los centros de atención de llamadas de emer-
gencia, con la finalidad de evaluar el funcionamiento de
la línea y el procesamiento de la llamada.

• Llamada falsa: Aquella llamada que es atendida, se
despacha la unidad y al llegar a la dirección indica-
da no se encuentra el incidente que había sido repor-
tado para su atención.

• Llamada incompleta: Aquella llamada realizada por
los usuarios que durante su atención existe una inte-
rrupción en la comunicación o el peticionario no da to-
dos los datos, provocando que la llamada no haya sido
registrada para su atención. De igual forma, se debe jus-
tificar que no se tienen nos datos mínimos para su des-
pacho.

• Llamada no contestada: Aquella llamada que entra al
sistema y es atendida por una grabación en lo que espe-
ra a ser atendida; sin embargo, el peticionario cuelga an-
tes de que el operador reciba la llamada.

• Llamada perdida: Aquella llamada que se queda en co-
la de espera, únicamente el peticionario escucha el tono
de llamada y cuelga antes de que la llamada entre al sis-
tema para ser atendida.

• Transferencia de llamadas: Aquella llamada que, por
su origen o necesidad, es canalizada telefónicamente a
otro departamento para su atención.
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Se estima que cada día se realizan 300 mil llamadas im-
procedentes, esto es 12 mil 500 cada día y 208 cada minu-
to. Sin contar las llamadas que por cuestiones técnicas no
son procedentes, o bien aquellas que reportan hechos que
no constituyen una emergencia -como las solicitudes de in-
formación-, es preocupante que los medios diseñados para
salvar vidas sean utilizados de manera indebida por nueve
de cada diez mexicanos.

Bajo este tenor, es necesario enfatizar el significado de una
emergencia, definida como una situación de peligro o de-
sastre que requiere una acción inmediata.

En ese sentido, el Catálogo Nacional de Incidentes de
Emergencia establece con precisión todas las situaciones
que ameritan una respuesta inmediata y sin contratiempos.

Desde el punto de vista médico, una emergencia puede ser
un accidente, trastornos psicológicos o cualquier incidente
que ponga en riesgo la salud de las personas. 

En el ámbito de la protección civil, los incendios, las fugas
de gas, los derrumbes, las inundaciones y lo sismos son al-
gunos ejemplos de emergencia. 

En materia de seguridad, los robos, la comisión de ilícitos
con armas, las agresiones, los intentos de homicidio y los
atentados contra la libertad y el patrimonio de las personas
son casos que ameritan la llegada de la policía. 

Finalmente, en el rubro de servicios, las fallas de infraestruc-
tura, la caída de árboles y alumbrado público son incidentes
que de igual forma requieren la atención de las autoridades.

Cuando una persona hace una llamada de broma o reporta
hechos falsos no sólo se desperdician importantes recursos
públicos, sino que se pone en riesgo la vida de otras perso-
nas que verdaderamente enfrentan una emergencia en la
que se encuentra en peligro su vida o su patrimonio. Este
tipo de acciones siempre producen daños o perjuicios. 

Si el operador detecta que se trata de una llamada de bro-
ma o falsa, en ese lapso de tiempo un verdadero llamado de
auxilio puede estar esperando respuesta, con lo que se aten-
ta contra el derecho a la vida de esa persona. 

Cuando se llegan a movilizar los servicios de emergen-
cia, se provoca una pérdida todavía mayor, al concretar-
se el traslado del personal, vehículos y equipo sin ningu-
na necesidad.

Sólo para darnos una idea de las pérdidas generadas por las
llamadas de broma, de acuerdo con la Cruz Roja Mexica-
na, la movilización de una ambulancia tiene un costo apro-
ximado de 3 mil 500 pesos mexicanos. Si este factor lo
multiplicamos por las miles de llamadas falsas que logran
concretarse, el daño patrimonial para el Estado es de un al-
to costo, por lo que resulta completamente injustificable.

Otro aspecto que nos debe llamar la atención como socie-
dad es que la mayoría de las llamadas de broma son reali-
zadas por niños y adolescentes. 

De acuerdo con el Secretariado Ejecutivo del Sistema Na-
cional de Seguridad Pública, está comprobado que las lla-
madas falsas y de broma se incrementan de manera consi-
derable en temporadas vacacionales en las que niños y
jóvenes se divierten inapropiadamente con este tipo de
conductas. En ese sentido, la responsabilidad de los padres
es fundamental para inculcarles a sus hijos la seriedad e
importancia de los sistemas de emergencia y las conse-
cuencias negativas que conlleva su mal uso.

Sin embargo, debemos ser claros: las llamadas falsas a los
números de emergencia no son una broma de mal gusto ni
una travesura; sino una conducta que debe ser prevenida y
castigada para garantizar la protección de todos los mexi-
canos.

Hoy en día, las llamadas falsas y de broma a los servicios
de emergencia son sancionadas de manera diferenciada
en las entidades federativas y se encuentran tipificadas
como delito y falta administrativa  en sus respectivos có-
digos penales. 

En el siguiente cuadro se presentan los tipos penales y la
sanciones que se aplican en algunas entidades de la Repú-
blica (Legislación vigente hasta octubre de 2017)

Baja California Sur

Código Penal 

Capítulo III

Falsedad ante autoridad

…

Artículo 331. Uso indebido de los sistemas de emergen-
cia y de denuncia. Comete este delito, quien:
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I. Realice o consienta que desde cualquier medio de te-
lecomunicación bajo su control o radio de acción se
efectúen llamadas o mensajes a los centros de servicio
de respuesta a emergencias o redes similares a ésta, alu-
diendo un reporte para burlarse, proferir insultos o dis-
traer dolosamente al personal a cargo del servicio sin
que exista asunto que lo justifique; o

II. Utilice medios de comunicación, como teléfono, ra-
dio, celular, internet o cualquier otro, para realizar de-
nuncia o reporte de hechos falsos a sabiendas de tal si-
tuación a los centros de servicio de respuesta de
emergencia o redes similares, informando o alertando
sobre la comisión de ilícitos, desastres o cualquier otra
situación que haga necesaria la movilización y presen-
cia de elementos de Protección Civil, Cruz Roja Mexi-
cana, Bomberos, personal médico, agentes de corpora-
ciones policiacas, o de las fuerzas armadas, con el
propósito de engañar a las autoridades, dificultar el ejer-
cicio de sus funciones o causar alarma en la población. 

A los responsables de las conductas señaladas en las
fracciones anteriores se les impondrá de seis meses a
tres años de prisión y multa de cien a quinientos días.

Cuando el reporte falso se refiera a la colocación de
bombas o de cualquier artefacto explosivo en edificios
públicos, instituciones educativas o lugares de concen-
tración masiva, la pena que se aplicará al activo será de
tres a seis años de prisión y multa de quinientos a mil
quinientos días.

Si la conducta del infractor provoca un accidente en el
que se causen daños o pérdidas en contra de personas o
cosas, se aplicará a su autor de uno a cuatro años de pri-
sión y multa de quinientos a mil días. Además de con-
denarse a la reparación de los daños ocasionados y la in-
demnización de perjuicios.

Asimismo se deberá reparar el daño patrimonial causa-
do a las instituciones que acudan a los llamados falsos
por el detrimento en su patrimonio que se le cause por
movilizarse a dichos falsos reportes.

El uso indebido de medios de comunicación para movi-
lizar cuerpos de emergencia se perseguirá de oficio, por
lo que la autoridad que conozca de un reporte falso de-
berá hacerlo de conocimiento inmediato del Ministerio
Público quien deberá iniciar con la investigación co-
rrespondiente.

Coahuila

Código Penal

Sección Cuarta

Uso Indebido de los Sistemas de Emergencia

Artículo 274 Bis 1. Comete delito de uso indebido de
los sistemas de emergencia el que dolosamente por cual-
quier medio reporte hechos falsos a instituciones públi-
cas o privadas que presten servicios de  emergencia,
protección civil, bomberos o seguridad pública y que
haga necesaria la movilización y presencia de elementos
de dicha institución.

Al responsable de esta conducta se le impondrán de seis
a doce meses de prisión y multa de 50 a 200 días de sa-
lario mínimo vigente en el Estado. Si por la comisión de
este delito se provoca algún accidente o algún daño, per-
sonal o material, se impondrá de tres a cinco años de
prisión y multa de 500 a 1 000 días de salario mínimo
vigente en el estado.

En caso de reincidencia se le impondrá hasta el doble de
las sanciones establecidas. 

Artículo 274 Bis 2. Cuando el reporte sea realizado por
un menor de edad se sancionara de acuerdo a Ley de
Justicia para Adolescentes del Estado.

Los delitos señalados en el presente título se persegui-
rán de oficio.

Colima

Código Penal

Capítulo IV

Uso indebido de llamadas telefónicas

Artículo 259. A quien por cualquier medio de comuni-
cación que se encuentre bajo su control o radio de ac-
ción, sin existir necesidad que lo justifique, realice lla-
madas de alerta, emergencia o ayuda a un particular o
sistema de respuesta de llamada telefónica de emergen-
cia o su equivalente, se le impondrá de uno a tres años
de prisión o multa hasta por doscientos días de salario
mínimo. En caso de reincidencia, se impondrá de dos a
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cuatro años de prisión y multa hasta por trescientos días
de salario mínimo.

Chiapas

Código Penal

Capítulo VII

Uso indebido de los servicios de emergencia

Artículo 378 Ter. A quien realice una llamada o aviso
falso a los servicios de emergencia o su equivalente, se
impondrá de cuatro meses a cuatro años de prisión y
multa de veinte a doscientos días de salario diario míni-
mo vigente en el Estado. Se impondrá pena de dos me-
ses a dos años de prisión y multa de diez a cien días de
salario diario mínimo vigente en el Estado, a quien do-
losamente facilite los medios para realizar una llamada
o aviso falso a los servicios de emergencia o su equiva-
lente.

Ciudad de México

Ley de Cultura Cívica de la Ciudad de México

Artículo 25. Son infracciones contra la seguridad ciuda-
dana:

IX. Solicitar los servicios de emergencia, policía, bom-
beros o de establecimientos médicos o asistenciales, pú-
blicos o privados, cuando no se requieran.

Asimismo, proferir voces, realizar actos o adoptar acti-
tudes que constituyan falsas alarmas de siniestros o que
puedan producir o produzcan el temor o pánico colecti-
vos;

La infracción establecida en la fracción IX se sanciona-
rá con multa por el equivalente de 21 a 30 veces la Uni-
dad de Cuenta de la Ciudad de México vigente o con
arresto de 25 a 36 horas.

Morelos

Código Penal

Capítulo VII

Uso indebido de medios de comunicación

Artículo 267 Bis. Al que con ánimo de atentar contra la
paz pública, utilice medios de comunicación, como te-
léfono, radio, celular, Internet, o cualquier otro medio
electrónico, para movilizar a cuerpos de emergencia pa-
ra dar aviso falso, provocando la movilización o presen-
cia de personal de emergencia, protección civil, bombe-
ros o elementos de las corporaciones de seguridad
pública; se le impondrá de tres meses a dos años de pri-
sión y multa de diez a cien días de salario mínimo. En
caso de reincidencia se impondrá de dos a cuatro años
de prisión y multa de quinientos a mil días de salario mí-
nimo.

Si la conducta del infractor provoca un accidente o da-
ños a consecuencia de una llamada o mensaje falso se
impondrá de tres a cinco años de  prisión y multa de
doscientos días de salario mínimo.

El uso indebido de medios de comunicación para movi-
lizar cuerpos de emergencia se perseguirá de oficio, de-
biendo proveer lo necesario el Ministerio Público.

Cuando las llamadas o mensajes falsos la realicen me-
nores de edad se sancionará, de acuerdo a lo establecido
en la Ley de Justicia para Adolescentes del estado de
Morelos.

Oaxaca

Código Penal

Capítulo III

Falsedad en declaraciones judiciales o en informes da-
dos a una Autoridad.

Artículo 231 Bis. Al que, por cualquier medio reporte
hechos falsos a los elementos de las Policías Estatal o
Municipales, Bomberos, personal de instituciones pú-
blicas o privadas que presten servicios de emergencia o
protección civil; se le impondrá de seis meses a dos años
de prisión y multa de diez a cien días multa. 

En caso de reincidencia se impondrá de dos a cuatro años
de prisión y multa de quinientos a mil días multa. 

Si la conducta del infractor provoca un accidente o da-
ños se impondrá de tres a cinco años de prisión y multa
de quinientos a mil días multa.
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Puebla

Código Penal

Sección quinta 

Uso Indebido de los Sistemas Telefónicos de Emergen-
cia

Artículo 186 Septies. Al que realice una llamada ·de
emergencia o permita utilizar su teléfono, a sabiendas
de que es una llamada o aviso falso de alerta con el úni-
co objeto de inducir al error y movilizar a los sistemas
de emergencias y urgencias o su equivalente, se le im-
pondrá de dos meses a dos años de prisión y multa de
diez a cien días de salario.

Tabasco

Título Decimoprimero

Delitos contra la Seguridad y Veracidad de la Comuni-
cacion

Capítulo I Bis

De la veracidad de las comunicaciones a los servicios de
emergencia

Artículo 312 Bis. A quien utilice el servicio telefónico o
cualquier medio de comunicación masiva para dar avi-
so de alarma o emergencia falsa, provocando con ello la
movilización o presencia de los servicios de emergencia
o cuerpos de seguridad pública, o provoque caos o inse-
guridad social, se le impondrá prisión de seis meses a
dos años y de cincuenta a trescientos días multa.

Como se puede apreciar en este comparativo, las sanciones
para este delito son muy variadas y no siempre se contem-
plan agravantes como la reincidencia o si ocurre un acci-
dente como resultado de la movilización de los servicios de
emergencia.

Legislación internacional comparada

En la legislación comparada se observa que las sanciones
establecidas para las conductas que impliquen un mal uso
de los números telefónicos de los servicios de emergencias
han sido abordadas desde dos perspectivas: administrativa
y penal.

A modo ejemplar, es posible señalar que, dentro de las ju-
risdicciones que califican estas conductas como “infraccio-
nes” o “faltas administrativas”, se encuentra la Ciudad de
México, las provincias de Buenos Aires y Corrientes en
Argentina, Costa Rica, España y Perú.

La penalidad asociada está constituida, principalmente, por
multas, y accesoriamente se agregan otras como la suspen-
sión del servicio telefónico desde el cual se realizó la lla-
mada en cuestión (la Provincia de Corrientes también san-
ciona con arresto). 

Por su parte, la normativa estatal en Estados Unidos de
América (en adelante, EUA), de los Estados de Hawaii,
Florida y Michigan, establecen sanciones más graves, con
multas que llegan hasta los 50 mil dólares de EUA y pena
de prisión de hasta 15 años.

1. Argentina

La Ley Nacional Número 25.367 de 2000, implementó
en el ámbito federal (Ministerio del Interior) un sistema
de emergencias coordinadas, dotándolo de un único nú-
mero de teléfono de tres cifras (*911, asterisco nove-
cientos once), igual para todo el país, a fin de recibir las
denuncias respectivas.

En el artículo 4o., la citada ley obliga a las compañías li-
cenciatarias del Servicio Básico Telefónico a reservar y
poner a disposición del Ministerio del Interior, una línea
gratuita para las llamadas de emergencia.

a. Provincia de Buenos Aires

En cumplimiento de lo dispuesto en la Ley Nacional
Número 25.367, el decreto número 747, del gobierno de
la provincia de Buenos Aires, de 2005, aprobó, en el
ámbito del Ministerio de Seguridad, el Sistema de Aten-
ción Telefónica de Emergencias de la citada provincia.

En el mismo acto, el artículo 14 del anexo 1 del decreto
reguló los “Abusos” en esta materia, disponiendo que
“el titular de la Central de Atención Telefónica de
Emergencias, sin perjuicio de la infracción que consti-
tuya, dispondrá los procedimientos adecuados para el
tratamiento de las llamadas obscenas, morbosas, insul-
tantes, o para reportar situaciones de falsas emergencias,
y deberá practicar las denuncias penales o actuaciones
administrativas que correspondan”.
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Sin embargo, la citada norma no establece específica-
mente el procedimiento ni las sanciones a las que se re-
fiere. Sí lo hace el artículo 81 bis del Código de Faltas
de la Provincia de Buenos Aires. En él se sanciona con
multa de entre 5 y 20 haberes mensuales de Oficial de
Policía de la ley Nº 13.201 y arresto de 10 a 30 días:

a) El que provoque engañosamente por cualquier medio la
concurrencia de la Policía, del Cuerpo de Bomberos, de la
asistencia sanitaria o de cualquier otro servicio análogo.

b) El que sin provocar la concurrencia de los servicios
mencionados en el inciso anterior ni padeciere una si-
tuación de emergencia, realizare llamadas a los números
de teléfonos de emergencias y urgencias integrantes del
Sistema de Atención Telefónica de Emergencias de la
Provincia de Buenos Aires expresando términos agresi-
vos u obscenos, bromas, articulando mecanismos auto-
máticos con fines molestos o cualquier otra acción que
interfiera indebidamente en su normal desarrollo.

Estas penas alcanzan además al titular de la línea tele-
fónica utilizada. Asimismo, se puede disponer la inhabi-
litación de la línea telefónica por hasta 90 días, y en su
caso, la clausura del local comercial donde la línea se
encuentre instalada.

Por último, las penas se duplicarán para quien provoca-
re engañosamente la concurrencia de la Policía, del
Cuerpo de Bomberos, de la asistencia sanitaria o de
cualquier otro servicio análogo utilizando los medios in-
tegrantes del Sistema de Atención Telefónica de Emer-
gencias de la Provincia de Buenos Aires interfiriendo
indebidamente en su normal desarrollo.

b) Provincia de Corrientes

En 2012, el Poder Legislativo de la Provincia de Co-
rrientes aprobó la Ley Número 6.111. Dicha norma es-
tablece, en primer lugar, la realización de campañas de
concientización en el uso racional de los servicios de
emergencias en todo el territorio de la provincia, a car-
go del Ministerio de Gobierno.

Estas campañas deberán hacerse a través de todos los
medios disponibles de comunicación (TV, radio, diarios,
Internet); la entrega material de folletería a la población;
y la coordinación de acciones con el Ministerio de Edu-
cación para incluir el uso responsable de estos servicios
en el currículum de los colegios.

Luego, establece modificaciones al Código de Faltas de
la Provincia, incorporando al Libro II De las Faltas y su
Sanción, el “Título V: De las Llamadas Maliciosas, Fal-
sas, Jocosas a los Servicios de Emergencias”. El nuevo
artículo 88 bis, titulado “empleo malicioso de llamadas”
dispone que: “El que, a sabiendas, hiciere uso indebido
de toques, señales u otros medios reservados por la au-
toridad para los llamados de alarma, régimen interno de
sus dependencias, vigilancia y custodia que aquélla de-
ba ejercer, será reprimido con multa no inferior a 5 UM
y no superior a 50 UM y arresto de hasta 30 días. La pe-
na se aplicará al titular de la línea telefónica que provo-
care o intentare provocar, sin causa fundada, la concu-
rrencia de la policía, del cuerpo de bomberos, defensa
civil, servicios de emergencia o de cualquier otro servi-
cio análogo a sitios donde no sea menester.”

Además, la infracción señala que “es obligación del ti-
tular del servicio de emergencia comunicar al juez com-
petente la comisión de la presente infracción. En este
caso, el Juez actuante ordenará la suspensión del servi-
cio telefónico por un término de hasta 30 días en los ca-
sos en los que la llamada provenga de una línea móvil o
de una línea fija cuando su titular sea una persona físi-
ca. Por el contrario, cuando la llamada provenga de una
línea fija y su titular sea una entidad, institución o em-
presa, pública o privada, el juez actuante resolverá res-
pecto de la suspensión del servicio siguiendo las reglas
de la sana crítica y de acuerdo al bienestar general.”.

En caso de reincidencia, el Juez puede ordenar la sus-
pensión del servicio telefónico hasta por dos años.

Asimismo, el Juez puede ordenar a la compañía telefó-
nica a transmitir una grabación que indique que la sus-
pensión del servicio se debe a “falsas llamadas a los ser-
vicios de emergencias”.

2. Costa Rica

El artículo 388 del Código Penal de Costa Rica sancio-
na con multa, a quien falsamente alarmare o llamare a la
policía, los bomberos, la ambulancia u otra entidad de-
dicada a atender emergencias. 

3. España

No existen sanciones a nivel nacional respecto de las
llamadas de emergencia falsas, pero sí hay ejemplos a
nivel de comunidades autónomas.
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4. Comunidad Valenciana 

La Ley 13/2010, de 23 de noviembre, de la Generalitat,
de Protección Civil y Gestión de Emergencias, entre
otras materias, reguló el mal uso del teléfono de emer-
gencias “1·1·2 Comunitat Valenciana”, estableciendo
que las llamadas falsas, abusivas, insultantes, amenaza-
doras o jocosas constituyen una infracción administrati-
va, pero también serán comunicadas al Ministerio Fiscal
por si hubiere responsabilidad penal, en el caso de pro-
vocar una deficiente atención de otros avisos reales de
emergencia. Asimismo, identifica sobre quién recae la
responsabilidad de dichas infracciones.

En particular, el artículo 55 dispone que la responsabili-
dad por efectuar una llamada falsa, abusiva, insultante,
amenazadora o jocosa a dicho número recaiga directa-
mente en el autor de la llamada. Si se trata de un menor
o incapaz, responden solidariamente en el ámbito de la
responsabilidad civil sus padres, tutores, acogedores o
guardadores. Por último, si el autor de la llamada es un
tercero con plena capacidad de obrar, distinto del titular
de la línea o del terminal móvil, responderá el titular sal-
vo que, cuando sea debidamente requerido en el oportu-
no procedimiento, identifique al responsable de la in-
fracción. En los mismos supuestos, responderá el titular
de la línea o del terminal móvil cuando no sea posible
notificar la denuncia al autor de la infracción que aquél
identifique, por causa imputable a dicho titular.

En relación con las sanciones, la realización de estas lla-
madas es considerada una infracción leve, las que pasan
a ser consideradas graves o muy graves si son reiteradas
o si, por su naturaleza, ocasión o circunstancia, así son
calificadas (artículo 76).

Las infracciones muy graves se sancionan con multa de
150 mil 1 a 600 mil euros. Además, se ordenará la clau-
sura temporal del centro, del local o de la instalación por
término máximo de un año, siempre que el motivo por
el que se sancionó se haya resuelto. Las infracciones
graves se sancionan con multa de 6 mil 1 a 150 mil eu-
ros. Además, podrá ser ordenada la clausura temporal
del centro, local o instalación, o la suspensión temporal
de las actividades de riesgo por un término máximo de
6 meses, siempre que el motivo por el que se sancionó
se haya resuelto. Por último, las infracciones leves se
sancionan con multa de hasta 6.000 euros.

Las sanciones se gradúan de acuerdo con la gravedad
del hecho constitutivo de la infracción, considerando la
incidencia en la seguridad, los daños y perjuicios pro-
ducidos, el riesgo objetivo causado a bienes o personas,
la relevancia externa de la conducta infractora, la exis-
tencia de intencionalidad y la reincidencia (artículo 77).

4. Estados Unidos de América

En Estados Unidos de América, la legislación estatal ha
elaborado diversas fórmulas para sancionar las llamadas
de emergencia falsas o que tienen un fin distinto que
procurar ayuda de un organismo público de emergencia.

En algunos estados, se sanciona directamente como de-
lito menor (misde meanor), mientras que en otros, de-
terminadas conductas, como la reincidencia o la ocu-
rrencia de lesiones o muerte de personas derivadas
directamente del operativo de emergencias, aumentan la
penalidad, calificándolo de delito grave (felony). 

a. Estado de Hawaii 

En el Estado de Hawaii, el Código Penal, en su artículo
710-1014, sanciona como delito menor, a propósito de las
“Ofensas contra la Administración Pública”, el mal uso o
uso indebido del servicio de emergencias 911. La ley ca-
lifica como “uso indebido” la llamada que una persona
realiza al número 911, a sabiendas de que causa una fal-
sa alarma, o la realización de una denuncia falsa, igno-
rando negligentemente el riesgo de que un organismo de
seguridad pública (policía, bomberos, servicios médicos
de emergencia, o la agencia de ayuda de protección civil)
responda enviando a los servicios de emergencia.

De acuerdo a la historia de la ley, el legislador de la épo-
ca consideró que esta norma impediría que las agencias
de seguridad pública perdieran su tiempo en falsas alar-
mas y así garantizar que las solicitudes de emergencia
legítimas no se vieran obstaculizados por el abuso del
sistema de emergencia.

La sanción para este tipo de delitos es prisión hasta por
un plazo máximo de un año (artículo 701-107) y multa
de hasta 2 mil dólares.

b. Estado de Florida

La legislación del estado de Florida (artículo 365.172,
13) sanciona como un delito menor las mismas conduc-
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tas de la legislación de Hawaii, pero además amplián-
dola a quien a sabiendas use o intente usar este servicio
para un propósito que no sea obtener ayuda para la se-
guridad pública, o que use o intente usar este servicio,
con el fin de evitar cualquier cobro por el servicio. Des-
pués de una cuarta reincidencia, se sanciona como un
delito grave de tercer grado. 

Las sanciones varían según múltiples circunstancias
(reincidencia, gravedad del delito, entre otras) e inclu-
yen prisión y multa (artículos 775.081 a 775.083).

c. Estado de Michigan

En el caso de Michigan se reformó el Código Penal en
2012, con el objeto de endurecer las penas por falsos re-
portes de emergencia. La normativa fue impulsada por
una reciente tendencia llamada “swatting” (de la sigla
SWAT-Special Weapons and Tactics Team), que suele
implicar el uso de Internet para realizar llamadas de
emergencia falsas, por lo general denunciando delitos
violentos, con el fin de que se presente una tropa de
asalto de la policía u otro equipo de socorristas simila-
res en el domicilio de una persona inocente.

De acuerdo al Código Penal, está prohibido hacer falsos
reportes de emergencias médicas o de otro tipo. 

La penalidad establecida para la conducta dependerá de
dos variables: las consecuencias de la respuesta de
emergencia y el tipo de emergencia reportada. De este
modo:

a. Si la emergencia denunciada es un delito menor, la
persona será culpable de un delito menor castigado con
una pena de reclusión de hasta 93 días, una multa de
hasta $500 dólares o ambos.

b. Si la emergencia denunciada constituiría un delito
grave, el denunciante será culpable de un delito grave
castigado con una pena de reclusión de hasta 4 años, una
multa de hasta $2.000 dólares o ambos.

c. Si como resultado del falso reporte se produce una
respuesta para enfrentar el crimen o emergencia denun-
ciada que deriva en lesiones, el denunciante será culpa-
ble de un delito grave castigado con una pena de reclu-
sión de hasta 5 años, una multa de hasta 20 mil dólares
o ambos.

d. Si el resultado de la respuesta deriva en la incapacidad
de alguna persona, el denunciante será culpable de un de-
lito grave castigado con una pena de reclusión de hasta 10
años, una multa de hasta 25 mil dólares o ambos.

e. Por último, si el resultado deriva en la muerte de al-
guna persona, el responsable de la denuncia falsa será
culpable de un delito grave, castigado con una pena de
reclusión de hasta 15 años, una multa de hasta $50.000
dólares o ambos.

Otro aspecto no menos importante se refiere a la responsa-
bilidad de los padres en caso de que las llamadas sean rea-
lizadas por niños o adolescentes. En ese orden de ideas, los
padres o tutores tienen la obligación de informar a sus hi-
jos sobre el uso correcto de los servicios de emergencia y,
en su caso, responder en caso de que sean mal empleados.

Pero dejando de lado los aspectos punitivos, resulta nece-
sario reforzar las estrategias y acciones para sensibilizar a
la población sobre el uso correcto de los sistemas de emer-
gencia pues, en esa medida, aumentará su eficacia para res-
ponder a las situaciones de riesgo que se presenten.

La implantación del número de emergencias único nacio-
nal, representa una oportunidad para emprender reformas
que permitan poner punto final a las llamadas de broma y
reportes falsos, en el entendido de que este tipo de conduc-
tas no son una travesura sino que constituyen conductas
criminales que ameritan castigos proporcionales que con-
tribuyan a inhibir su reproducción.

Marco normativo

La seguridad pública es un concepto integrado que com-
prende la atención a emergencias y conductas delictivas.
La palabra seguridad proviene de securitas, la cual deri-
va del adjetivo securus (de secura) que, en su sentido
más general, significa estar libre de cuidados (Instituto
de Investigaciones Jurídicas, 1984).

El Sistema Jurídico Mexicano se encuentra concatenado
como se muestra a continuación: 

De acuerdo a la Ley General del Sistema Nacional de Se-
guridad Pública se señala que:

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria del ar-
tículo 21 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en materia de seguridad pública y
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tiene por objeto regular la integración, organización y
funcionamiento del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, así como establecer la distribución de compe-
tencias y las bases de coordinación entre la Federa-
ción, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios,
en esta materia. Sus disposiciones son de orden públi-
co e interés social y de observancia general en todo el
territorio nacional. 

Artículo 2. La seguridad pública es una función a cargo
de la federación, las entidades federativas y municipios,
que tiene como fines salvaguardar la integridad y dere-
chos de las personas, así como preservar las libertades,
el orden y la paz públicos y comprende la prevención
especial y general de los delitos, la sanción de las in-
fracciones administrativas, así como la investigación y
la persecución de los delitos y la reinserción social del
sentenciado, en términos de esta Ley, en las respectivas
competencias establecidas en la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. 

El Estado desarrollará políticas en materia de preven-
ción social del delito con carácter integral, sobre las
causas que generan la comisión de delitos y conductas
antisociales, así como programas y acciones para fo-
mentar en la sociedad valores culturales y cívicos, que
induzcan el respeto a la legalidad y a la protección de las
víctimas. 

El Sistema Nacional de Seguridad Pública contará para
su funcionamiento y operación con las instancias, ins-
trumentos, políticas, acciones y servicios previstos en la
presente ley, tendentes a cumplir los fines de la seguri-
dad pública. La coordinación en un marco de respeto a
las atribuciones entre las instancias de la federación, los
estados, el Distrito Federal y los municipios, será el eje
del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Artículo 130. El Centro Nacional de Prevención del
Delito y Participación Ciudadana promoverá que la fe-
deración, los estados, el Distrito Federal y los munici-
pios establezcan un servicio de comunicación que re-
ciba los reportes de la comunidad, sobre las
emergencias, faltas y delitos de que tenga conoci-
miento.

El servicio tendrá comunicación directa con las Institucio-
nes de Seguridad Pública, de salud, de protección civil y
las demás asistenciales públicas y privadas.

Finalmente, de acuerdo a la Ley General de Protección Ci-
vil, las emergencias, entendidas según lo dispuesto por el
artículo 2, fracción XVIII, son una anormalidad que ame-
naza o daña a la sociedad, debido a un agente perturbador.
Y la fracción XVI establece que debe entenderse por de-
sastre, aquellos resultados que arrojan uno o más agentes
perturbadores extremos, sean de origen natural, o humano;
afectando a una zona determinada más allá de su capacidad
de respuesta.

De este modo, en México, la salvaguarda de la vida, la
integridad, la salud de la población, y sus bienes; así co-
mo la infraestructura, la planta productiva y el medio
ambiente, están a cargo de un sistema de coordinación y
concentración de los sectores público, privado y social
en el marco del denominado Sistema Nacional de Pro-
tección Civil, conforme a la lectura de la fracción XLII
del referido artículo.

Contenido de la iniciativa

La presente iniciativa busca erradicar las llamadas de bro-
ma y falsas a los servicios de emergencia, en el marco de
la implantación del 911 en nuestro país.

Plantea esquema de sanciones que sirva para inhibir la co-
misión de este delito. En ese tenor, se propone tipificar co-
mo delito federal el uso indebido de los servicios de emer-
gencia, estableciendo una pena de seis meses a dos años de
prisión, así como una sanción de 100 a 500 Unidades de
Medida de Actualización de multa.

Se establece con precisión el tipo penal al señalar que “Co-
mete delito de uso indebido de los sistemas de emergencia
el que dolosamente por cualquier medio reporte hechos fal-
sos a instituciones públicas o privadas que presten servi-
cios de emergencia, protección civil, bomberos o seguridad
pública y que haga necesaria la movilización y presencia
de elementos de dicha institución.”

Asimismo se señala que en caso de reincidencia se le im-
pondrá hasta el doble de las sanciones establecidas.

Igualmente se agravan las penas si el que las comete es
funcionario público en ejercicio de su funciones o para el
caso que un funcionario público que a través de medios
masivos de comunicación difunda noticias falsas sobre las
labores de instituciones públicas o privadas que presten
servicios de  emergencia, protección civil, bomberos o se-
guridad pública o que haga necesaria la movilización o la
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presencia de elementos de dicha institución será sanciona-
do con penas de cuatro a seis años de prisión e inhabilita-
ción por seis años.

A fin de inhibir las conductas de menores se direcciona a
la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal pa-
ra Adolescentes y se establece que los padres o tutores de
los niños o adolescentes que utilicen de forma indebida
los servicios de emergencia serán responsables para efec-
tos de la reparación del daño patrimonial al Estado origi-
nado por esta conducta. Asimismo, se propone establecer
la responsabilidad civil de los padres o tutores en caso de
que las llamadas de broma o falsas sean hechas por niños
o adolescentes.

Es importante subrayar que no se pretende imponer san-
ciones a las personas que por ignorancia utilicen de forma
incorrecta a los servicios de emergencia, sino únicamente a
aquellas que intencionalmente realicen bromas o reporten
incidentes falsos.

Con estas disposiciones estaríamos contribuyendo a garan-
tizar que el nuevo Sistema de Atención a Emergencias 9-1-
1 funcione correctamente, de manera similar a como suce-
de en otros países del mundo.

Todo lo anterior sirvan para ejemplificar y son razones
contundentes para proponer la siguiente a ésta honorable
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Decreto que se modifica la denominación del capítulo V
del Título Décimo Tercero y se adiciona un 248 Ter al
Código Penal Federal

Único. Se modifica la denominación del capítulo V del Tí-
tulo Décimo Tercero y se adiciona un artículo 248 Ter al
Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Código Penal Federal

Título Décimo Tercero

Capítulo V
Falsedad en declaraciones judiciales, 
en informes dados a una autoridad y 

uso indebido de los servicios de emergencia

Artículo 248 Ter. Comete delito de uso indebido de los
sistemas de emergencia el que dolosamente por cual-

quier medio reporte hechos falsos a instituciones públi-
cas o privadas que presten servicios de  emergencia,
protección civil, bomberos o seguridad pública y que
haga necesaria la movilización y presencia de elementos
de dicha institución. 

Al responsable de esta conducta se le impondrán de seis
meses a dos años de prisión y multa de 100 a 500 días de
Unidad de Medida y Actualización vigente.

Si por la comisión de este delito se provoca algún acci-
dente o algún daño, personal o material, se impondrá
de tres a cinco años de prisión y multa de 500 a 1 000 dí-
as de Unidad de Medida y Actualización, con indepen-
dencia de las penas aplicables por otros delitos.

En caso de reincidencia se le impondrá hasta el doble de
las sanciones establecidas. 

Si el que las comete es funcionario público en ejercicio
de sus funciones, las penas se incrementarán al doble y
será inhabilitado por un periodo de cinco años.

Al funcionario público que a través de medios masivos
de comunicación difunda noticias falsas sobre las labo-
res de instituciones públicas o privadas que presten ser-
vicios de emergencia, protección civil, bomberos o se-
guridad pública o que haga necesaria la movilización o
la presencia de elementos de dicha institución será san-
cionado con penas de cuatro a seis años de prisión e in-
habilitación por seis años.

Cuando el reporte sea realizado por un menor de edad
se sancionará de acuerdo a Ley Nacional del Sistema
Integral de Justicia Penal para Adolescentes. Los pa-
dres o tutores de los niños o adolescentes que utilicen de
forma indebida los servicios de emergencia serán res-
ponsables para efectos de la reparación del daño patri-
monial al Estado originado por esta conducta, median-
te multa de 100 a 500 días de Unidad de Medida y
Actualización vigente.

Este delito será perseguido de oficio.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de octubre de 2017.— Dipu-
tado Juan Romero Tenorio (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACIÓN

«Iniciativa que reforma el artículo 33 de la Ley General de
Educación, a cargo de la diputada Rosa Guadalupe Chávez
Acosta, del Grupo Parlamentario del PRI

La que suscribe, Rosa Guadalupe Chávez Acosta, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional en la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, y 72, inciso h), de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, 77
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se adiciona la fracción XI
Ter al artículo 33 de la Ley General de Educación, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

La migración es un fenómeno demográfico, definido como
el cambio de residencia habitual mediante un desplaza-
miento de una unidad geográfica a otra, puede ser a nivel
de país, entidad federativa, municipio o delegación.

La migración es un drama humano, le gente se va en bus-
ca de mejores oportunidades para alcanzar una calidad de
vida digna, dejando atrás sus raíces, sus costumbres y sus
familias, lo que produce feminización en muchas regiones,
desarticulación familiar, poblaciones sin jóvenes y un cam-
bio en la fuerza de trabajo. En el camino para llegar a su
destino final, estas personas encuentran a su paso un sinfín
de violaciones a sus derechos, así como innumerables peli-
gros que ponen en riesgo su vida.

La falta de oportunidades y de condiciones de vida digna
son los principales motivos que propician la migración de
connacionales al exterior, cuyo destino por lo general, es el
vecino país del norte. Nuestros compatriotas buscan en-
contrar en Estados Unidos todas esas oportunidades y po-
sibilidades de desarrollo y crecimiento que México no ha
podido brindarles.

México es un referente a nivel mundial en cuanto a migra-
ción se refiere, es país de origen, tránsito y destino para un
gran número de personas, así como de retorno. La Organi-
zación Internacional para la Migraciones señala que el co-
rredor migratorio México-Estados Unidos es el más transi-
tado del mundo, pues Estados Unidos (EU) representa hoy
el principal destino de la migración mundial.

Aproximadamente 36.9 millones de mexicanos residen en
EU, de que 24.7 millones nacieron en el país vecino y, co-
mo señalan los datos del Instituto para los Mexicanos en el
Exterior de la Secretaria de Relaciones Exteriores, 12.2 mi-
llones nacieron en México, de estos, alrededor de la mitad
se encuentran en una condición migratoria irregular, no tie-
ne documentos migratorios de estancia regular en dicho 
país. Estados Unidos es el principal destino de los migran-
tes mexicanos, 98 por ciento de la migración de connacio-
nales se dirige a ese país.1

En 2014, Estados Unidos repatrió a 243 mil 196 connacio-
nales, en 2015 sumaron 207 mil 398, en 2016 un total de
219 mil 932 y en el primer semestre de 2017 se han recibi-
do 76 mil 899 mexicanos que no contaban con sus docu-
mentos migratorios para permanecer en dicho país.2

De acuerdo con diversos estudios, entre 2010 y 2015 los mi-
grantes que retornaron definitivamente al país llegaron a Ja-
lisco, Michoacán, México, Baja California y Guanajuato.
De ellos, 29 por ciento regresó a comunidades rurales, 17 a
semiurbanas y 54 a áreas urbanas. Además, de esa pobla-
ción retornada, 47 por ciento es jefe de hogar, 24 hija o 
hijo, y 17 esposa o pareja.3

No olvidemos que los migrantes mexicanos han contribuido
por años de manera relevante al desarrollo económico de sus
comunidades de origen y de las que los han acogido.

Al cierre de 2016, el envío de remesas por los connaciona-
les alcanzó un monto de 26 mil 972.44 millones de dóla-
res,4 8.8 por ciento por arriba del cierre del año previo, re-
presenta 2.17 por ciento del PIB, lo que establece un récord
en la llegada de divisas al país por este concepto. Este au-
mento en el ingreso de remesas y la depreciación que ha
sufrido el peso frente al dólar generó un incremento de
31.3 por ciento en la medición de los envíos en pesos de los
paisanos, que alcanzaron 553 mil 260 millones de pesos,
equivalente al total de los ingresos no tributarios captados
por el gobierno en 2016.5
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Los recursos captados en 2016 por remesas se ubicaron co-
mo la tercera fuente generadora de divisas más importante
al país, sólo superadas ligeramente por las exportaciones
del sector agroalimentario que en años recientes ha crecido
en forma importante. En la cima se ubican las divisas ge-
neradas por la industria automotriz con 113 mil 616 millo-
nes de dólares y en el último sitio los ingresos por las ven-
tas al exterior de productos petroleros.

Se estima que el incremento en las remesas contribuyó
con 0.53 puntos porcentuales al crecimiento del PIB na-
cional en 2016. Este resultado se deriva de la combina-
ción de los efectos de un mayor flujo de remesas en dó-
lares y de un mayor valor en pesos en términos reales por
cada dólar captado, dada la depreciación del tipo de cam-
bio real observada”.6

Los estados más beneficiados por las remesas son

• Michoacán: con 13 por ciento del PIB local.

• Oaxaca: con 10.

• Guanajuato: con 6.

• Jalisco: con 4.

Las remesas totales recibidas hasta mayo del presente año,
asciende a 11 mil 531.97 millones,7 y mayo registró mayo-
res ingresos 2 mil 586.42 millones de dólares.8

México tiene una deuda con los migrantes de retorno, que
puede solventar al quitar candados y trabas para poder em-
pezar una vida digna y de un piso parejo para una reincor-
poración a la sociedad con todas las posibilidades de gene-
rar una vida digna y de calidad.

El endurecimiento de las políticas migratorias en Estados
Unidos ha derivado en un incremento de las repatriaciones
de connacionales lo que ha obligado al Estado mexicano a
diseñar y ejecutar programas y acciones que garanticen su
reintegración al país con dignidad y oportunidades para su
desarrollo económico y social. Asimismo, la política exte-
rior debe tomar en cuenta los grandes beneficios que para
nuestro país significa mantener lazos estrechos con los me-
xicanos dondequiera que habiten.9

Tenemos un problema en cuanto a las políticas migratorias
a partir de que Donald Trump llegó a la Presidencia de EU,
como lo es la aplicación de manera más agresiva de las le-

yes de inmigración para encontrar, detener y deportar a los
que estén ilegalmente residiendo en el país vecino, inde-
pendientemente si se trata de delincuentes o no, aunado a
crear una fuerza especial de deportación y la cancelación
de los fondos federales a las llamadas ciudades santuario,
las cuales se han limitado a cooperar con las autoridades de
inmigración, vuelve el panorama de los connacionales mu-
cho más complejo y amenazante.

Hasta ahora no se han registrado cifras superiores a las ten-
dencias del gobierno de Barack Obama, pero se prevé que
podrían sobrepasar en un futuro.

Esta política migratoria ha derivado en un sin número de
retos para el gobierno mexicano, uno de estos es el retorno
de menores estudiantes en edad escolar.

La Secretaría de Gobernación señala que, en 2016 se repa-
triaron 13 mil 746 menores de edad y en 2015 sumaron 11
mil 743.

Un estudio entregado al Registro Nacional de Población
por la Secretaría de Educación Pública con base en infor-
mación recabada por el Inegi tras el último ciclo escolar se
señala que, en México viven por lo menos 600 mil hijos de
padres mexicanos –ambos o alguno– nacidos en EU, de és-
tos, 287 mil son niños en edad escolar en cuyos casos se ha
corroborado ya la falta de un acta de nacimiento mexicana
que les garantice la doble nacionalidad y el acceso pleno a
servicios.10

El Ejecutivo federal, como consecuencia del endureci-
miento de la política migratoria en los EU, tuvo a bien pre-
sentar una iniciativa para atender de manera inmediata el
problema educativo que se avecina con la deportación de
estudiantes mexicanos indocumentados.

El 1 de febrero de 2017, el presidente, Enrique Peña Nieto,
envió a la Cámara de Senadores la iniciativa preferente en
materia de revalidación de estudios, con el fin de otorgar
facilidades a los migrantes que regresan al país para incor-
porarlos al sistema educativo nacional, sin importar su con-
dición migratoria o los documentos con los que cuenten, es
así que las Cámaras del Congreso hicieron adecuaciones
enriqueciendo la propuesta de tal manera que fue publica-
da en el Diario Oficial de la Federación el 22 de marzo de
2017.

La iniciativa presidencial busca agilizar el proceso de re-
validación de estudios de los migrantes que regresan a



México, por lo que faculta a las autoridades educativas
federal y locales para autorizar que las instituciones par-
ticulares de educación superior otorguen revalidaciones
y equivalencias parciales de estudios de licenciatura; con
lo que impide que la falta de documentos de identidad o
académicos de infantes sea un obstáculo para acceder al
sistema educativo.

Así, la reforma finalmente establece que

• Las autoridades educativas tomarán medidas tendien-
tes para una efectiva igualdad en oportunidades de trán-
sito en los servicios educativos. Asimismo, garantiza el
acceso a la educación básica y media superior, aun
cuando los solicitantes carezcan de documentos acadé-
micos o de identidad; esta obligación se tendrá por sa-
tisfecha con el ofrecimiento de servicios educativos de
calidad. Para la educación superior se promoverán ac-
ciones similares.

Ha sido prioridad del gobierno federal otorgar facilidades a
los migrantes que regresan al país sin importar su condi-
ción migratoria o los documentos con los que cuenten.

A mayor abundamiento se destaca la creación de los si-
guientes programas para apoyar a los migrantes de retorno:

El Instituto Nacional de Migración de Protección al Mi-
grante11 cuenta con

• Programa de Repatriación (Somos Mexicanos). Ofre-
ce a los connacionales repatriados información, orienta-
ción, alimentación, canalización a albergues, atención
médica, llamadas telefónicas a familiares, traslados y
facilidades para regresar a sus comunidades de origen.
Valora las habilidades y experiencias de los mexicanos
adquiridas durante su estancia en Estados Unidos, con el
propósito de incorporarlos al mercado productivo na-
cional.

• Grupos Beta de Protección al Migrante. Llevan a cabo
acciones de protección y defensa de los derechos de los
migrantes, independientemente de su nacionalidad o si-
tuación migratoria, en su trayecto por territorio nacio-
nal, y en el caso de los migrantes mexicanos durante su
repatriación. Brindan apoyo de rescate y salvamento,
ayuda humanitaria, asesoría legal y orientación.

• Programa Paisano. Orienta a los connacionales en su
ingreso, tránsito y salida del territorio nacional de forma

permanente y lleva a cabo tres operativos especiales en
los periodos vacacionales: Semana Santa, verano e in-
vierno, intensificando sus labores en la atención, super-
visión, observación y asistencia.

• Oficiales de Protección a la Infancia (OPI). Son agen-
tes migratorios especializados en la protección y cuida-
do de los niños, niñas y adolescentes migrantes, en es-
pecial de los no acompañados. Durante su estancia en
las instalaciones del INM, los menores reciben servicios
de salud, alimento, vestido y descanso, además los OPI
tiene la responsabilidad de acompañarlos hasta sus paí-
ses de origen.

La Secretaría del Trabajo y Previsión Social tiene el pro-
grama

• Repatriados trabajando: Es el subprograma que apoya
a Solicitantes de empleo seleccionados que hayan sido
repatriados por algún estado de la frontera norte del pa-
ís o alguno de los aeropuertos que las autoridades mi-
gratorias señalen como puntos de repatriación de con-
nacionales, que manifiesten a la OSNE no tener
intenciones de emigrar nuevamente al extranjero y su
interés por encontrar un empleo en su lugar de origen o
residencia, así como no haber sido beneficiado por este
subprograma.

De manera coordinada, el Ejecutivo federal y los legisla-
dores hemos tomado medidas conjuntas para solventar la
problemática derivada de la política migratoria tan agresi-
va que ha adoptado el gobierno de EU contra los conna-
cionales.

Si bien son acciones importantes, son insuficientes, ya que
atienden las generalidades pero no las particularidades.
Una de éstas es el reto de la inserción en la educación en sí
misma, porque no basta con crear las condiciones para que
los niños ingresen al sistema educativo. Sin embargo, a pe-
sar de todas estas acciones hay muchos retos detectados,
dentro de los que sobresale que las y los estudiantes que re-
gresan al país, no hablan español, lo que los hace vulnera-
bles al bullying, por lo que es necesario incorporar progra-
mas emergentes que regularicen el idioma para que puedan
tener una incorporación efectiva al sistema educativo.

De ahí que se proponga adicionar la fracción XI Ter al
artículo 33 de la Ley General de Educación, para esta-
blecer que las autoridades educativas desarrollen progra-
mas educativos para atender a quienes no hablen o no en-
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tiendan el idioma español, a efecto de garantizar a los so-
licitantes su plena inclusión a la educación básica, media
superior y superior.

Tenemos una deuda histórica con los migrantes, se fueron
porque no les dimos nada. Como se señaló, ellos contribu-
yen al desarrollo del país con las remesas que envían, por
lo tanto es necesario garantizar que a su regreso tengan los
mínimos de bienestar, que para los menores de edad estu-
diantes sería una incorporación plena al sistema educativo.

Hay que garantizar que la inserción sea eficiente, les ayu-
de, les de oportunidades y herramientas, les genere una es-
tancia amable que les permita contar con las condiciones
idóneas para un ingreso favorable.

Uno de los lingüistas más reconocidos, Noam Chomsky,
sostiene que el lenguaje es una parte inseparable de la cul-
tura de cada comunidad y país, nos permite ser lo que so-
mos e identificarnos. Lo que decimos y cómo lo decimos
refleja los valores y la experiencia propia, de nuestra fami-
lia y de la comunidad a la que pertenecemos. Es nuestra
esencia, la manifestación externa de nuestro interior.12

Por lo expuesto y fundado someto a consideración la pre-
sente iniciativa con proyecto de

Decreto

Único. Se adiciona la fracción XI Ter al artículo 33 de la
Ley General de Educación, para quedar de la siguiente
manera:

Artículo 33. Para cumplir lo dispuesto en el artículo an-
terior, las autoridades educativas, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias, llevarán a cabo las actividades 
siguientes:

I. a XI Bis. …

XI Ter. Desarrollarán programas educativos para
atender a quienes no hablen o no entiendan el idioma
español, a efecto de garantizar a los solicitantes su
plena inclusión a la educación básica y media supe-
rior.

Las autoridades educativas promoverán acciones si-
milares para el caso de la educación superior;

XII. a XVII. …

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Anuario de migración y remesas, México, 2016, Emigración de Mé-
xico. https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/109457/Anua-
rio_Migracion_y_Remesas_2016.pdf

2 Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

http://www.cndh.org.mx/Migrantes y El Universal. 

h t tp : / /www.eluniversal .com.mx/ar t iculo/nacion/socie-
dad/2016/12/17/casi-146-mil-mexicanos-fueron-repatriados-de-
eu-este-ano

3 Anuario de migración y remesas, México, 2017, estudio realizado
por BBVA Bancomer y el Consejo Nacional de Población.

4 Banco de México. 

http://www.banxico.org.mx/SieInternet/consultarDirectorioInter-
netAction.do?sector=1&accion=consultarCuadroAnalitico&id-
Cuadro=CA11&locale=es

5 http://eleconomista.com.mx/finanzas-publicas/2017/02/05/11-datos-
sobre-envio-remesas-mexico

6 Reporte sobre las Economías Regionales Enero - Marzo 2017, Ban-
co de México.

7 Banco de México. 

http://www.banxico.org.mx/SieInternet/consultarDirectorioInter-
netAction.do?accion=consultarSeries

8 Banco de México. 

http://www.banxico.org.mx/SieInternet/consultarDirectorioInter-
netAction.do?accion=consultarCuadro&idCuadro=CE81

9 Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018.
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10 http://www.cronica.com.mx/notas/2017/1009994.html

11 https://www.gob.mx/inm/articulos/conoce-los-programas-del-inm-
de-proteccion-al-migrante?idiom=es

12 https://www.importancia.org/lenguaje.php

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de octubre de 2017.— Dipu-
tada Rosa Guadalupe Chávez Acosta (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos, para dictamen.

LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL
SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS

«Iniciativa que reforma el artículo 2o. de la Ley del Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios, a cargo de la
diputada Claudia Sofía Corichi García, del Grupo Parla-
mentario de Movimiento Ciudadano

La suscrita, Claudia Sofía Corichi García, diputada federal
integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciuda-
dano en la LXIII Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
en el artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y en los artículo 6, 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, presenta Iniciativa que
contiene proyecto de decreto por el que se modifica el ar-
tículo 2 de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción
y Servicios, a fin de imponer una tasa diferenciada a las
bebidas con contenido alcohólico y cerveza producidos de
manera artesanal de acuerdo a norma oficial mexicana y
dentro de región geográfica con denominación de origen,
al tenor de las siguientes

Consideraciones

1. Desde hace 15 años, en México han surgido varios pe-
queños fabricantes de cerveza artesanal, que con una ofer-
ta de sabores y presentaciones distintas están conquistando
poco a poco un mercado donde 70 por ciento de las bebi-
das alcohólicas que se consumen es cerveza. El crecimien-
to de microcerveceros ha sido rápido, gracias a que Méxi-
co es el sexto consumidor de cerveza a nivel mundial,

según la Asociación Cervecera de la República Mexicana
(Acermex). En los últimos 3 años, las marcas de cerveza
artesanal pasaron de 3 a 36, y se calcula que hay más de
500 establecimientos en el país donde se expende cerveza
artesanal.

2. Sin embargo, las cervezas artesanales tributan casi tres
veces más que las cervezas industriales. Así, por cada litro
que la cerveza industrial vende se pagan 4.28 pesos de Im-
puesto Especial sobre Producción y Servicios (IEPS), con-
tra 11.92 pesos que paga la cerveza artesanal, según la Aso-
ciación de Cerveceros de la República Mexicana
(Acermex).

3. En sus términos actuales, la Ley del Impuesto Especial
sobre Producción y Servicios (IEPS) establece, en el inci-
so A de la fracción I del artículo segundo, que la tasa a apli-
car a las bebidas con contenido alcohólico y cerveza, in-
cluyendo a las que son producidas de manera artesanal, son
las siguientes:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a
continuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas
siguientes:

I. … En la enajenación o, en su caso, en la importación
de los siguientes bienes:

A)… Bebidas con contenido alcohólico y cerveza:

1. … Con una graduación alcohólica de hasta 14°
G.L…. 26.5 por ciento

2. …Con una graduación alcohólica de más de 14° y
hasta 20°G.L. … 30 por ciento

3. …Con una graduación alcohólica de más de 20°G.L
…53 por ciento

4. El caso de los productores artesanales de mezcal no es
diferente. La Norma Oficial Mexicana NOM-070-SCFI-
2016, Bebidas alcohólicas-Mezcal-Especificaciones, pu-
blicada en el DOF el 23 de febrero de 2017, establece las
características y especificaciones que debe cumplir la bebi-
da alcohólica destilada denominada Mezcal para su pro-
ducción, envasado y comercialización. Esta Norma Oficial
señala que, de acuerdo con el proceso específico utilizado
para la cocción del maguey o agave, molienda, fermenta-
ción y destilación, se obtienen tres categorías de mezcal:
mezcal, mezcal artesanal, y mezcal ancestral.
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5. La citada norma oficial mexicana establece que, inde-
pendientemente del tipo de mezcal de que se trate, el mez-
cal debe cumplir con la especificación de un alcohol volu-
men a 20 °Celsius (% alcohol volumen.) mínimo de 35 y
máximo de 55. Así pues, por lo establecido en la Norma
Oficial Mexicana, todos los productores de mezcal, inde-
pendientemente del tipo producido, están obligados a pagar
una tasa del 53 por ciento de IEPS.

6. Sin embargo, el proceso de elaboración del mezcal de ti-
po artesanal y ancestral, de acuerdo a la Norma Oficial Me-
xicana, es un proceso mucho más tardado, exigente y com-
plicado, lo cual respalda su pureza y calidad, muy
superiores respecto a las del mezcal elaborado de manera
industrializada.

7. La producción a escala industrial (producción en serie) re-
duce el costo unitario de producción, lo cual permite al pro-
ductor fijar un precio menor respecto a aquellos productores
que utilizan un método artesanal (producción unitaria). Si se
trata de pantallas planas o refrigeradores, la producción en se-
rie es beneficiosa para la sociedad en su conjunto; sin embar-
go, cuando hablamos de productos artesanales, como la cer-
veza o el mezcal, éstos deben producirse bajo ciertos métodos
establecidos en una Norma Oficial a fin de conservar precisa-
mente su carácter artesanal o ancestral, y no existe forma de
recudir el costo unitario, pues no es posible sustituir la técni-
ca de producción por otra menos costosa.

8. Esta situación provoca que los productores artesanales
de cerveza y mezcal tengan que fijar un precio muy eleva-
do a su producto a fin de cubrir sus altos costos de produc-
ción. El alto precio que llegan a alcanzar la cerveza o el
mezcal artesanales limita su demanda, lo cual está amena-
zando seriamente la continuidad de la producción artesanal
de esas bebidas.

9. El Artículo 31 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos establece, en la fracción IV, que es obli-
gación de los mexicanos “Contribuir para los gastos públi-
cos, así de la Federación, como de los Estados, de la Ciu-
dad de México y del Municipio en que residan, de la
manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes”.

10. El esquema actual del IEPS no resulta ni proporcional
ni equitativo para los productores artesanales, en compara-
ción con los productores industriales. Por ello, es necesario
reducirles la carga fiscal que les representa el pago del
IEPS. Básicamente existen dos alternativas para lograr ese

objetivo: a) cobrar la misma tasa de IEPS a ambos tipos de
productores pero utilizar una base gravable diferente; o b)
cobrar una tasa diferenciada de IEPS a ambos tipos de pro-
ductores. Esta Iniciativa toma la segunda opción.

11. Nuestros productores artesanales de cerveza y mezcal es-
tán en franca desventaja frente a los productores de tipo in-
dustrial. No se trata de perjudicar a los segundos para bene-
ficiar a los primeros, se trata de establecer en la legislación
mecanismos que generen los incentivos correctos para que
no desaparezca la producción de tipo artesanal de estas be-
bidas, que contribuyen a la generación de fuentes de trabajo
dignas y permanentes.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, presento an-
te esta Soberanía la siguiente Iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se modifica el artículo 2o. de la Ley
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios

Artículo Único. Se adiciona un inciso A Bis a la fracción I
del artículo 2, de la Ley del Impuesto Especial sobre Pro-
ducción y Servicios, para quedar como sigue:

Artículo 2o. Al valor de los actos o actividades que a
continuación se señalan, se aplicarán las tasas y cuotas
siguientes:

I. …En la enajenación o, en su caso, en la importación
de los siguientes bienes:

A) …Bebidas con contenido alcohólico y cerveza:

1….Con una graduación alcohólica de hasta 14°
G.L. …26.5 por ciento

2. …Con una graduación alcohólica de más de 14°
y hasta 20°G.L. …30 por ciento

3…. Con una graduación alcohólica de más de
20°G.L …53 por ciento

A Bis) Bebidas con contenido alcohólico y cerveza
producidos de manera artesanal de acuerdo a norma
oficial mexicana y dentro de región geográfica con
denominación de origen:

1…Con una graduación alcohólica de hasta 14°
G.L. …5 por ciento
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2…Con una graduación alcohólica de más de 14° y
hasta 20°G.L…. 10 por ciento

3…. Con una graduación alcohólica de más de
20°G.L ….15 por ciento

B) …

C) …

D)… 

E) (Se deroga).

F)…

G)…

H)… 

I)… 

J)… 

II. …

A)… 

B)… 

C)… 

III.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de octubre de
2017.— Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

LEY FEDERAL DEL TRABAJO

«Iniciativa que reforma los artículos 24, 25, 132 y 994 de
la Ley Federal del Trabajo, a cargo de la diputada Ana Ge-
orgina Zapata Lucero, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, Ana Georgina Zapata Lucero, Diputada Fede-
ral a la LXIII Legislatura de la H. Cámara de Diputados,
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, y 72, inciso h), de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 6o., fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración de esta Sobe-
ranía la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto por el
que se reforma el artículo 24 y la fracción III del artículo
994; y se adiciona una fracción X al artículo 25 y la frac-
ción I Bis al artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, con
base en la siguiente: 

Exposición de Motivos

En una sociedad liberal como la nuestra las personas dis-
ponen de un amplio margen para crear relaciones entre
ellas susceptibles de ser reconocidas y sancionadas por las
normas jurídicas, prerrogativa a la que se le conoce como
autonomía de la voluntad. Si bien es cierto el acatamiento
de dicho principio ubica a la libertad de las partes como
una de las principales fuentes generadoras de obligaciones,
la misma se encuentra restringida al cumplimiento de otras
disposiciones, tal y como se reconoce en el artículo 6º del
Código Civil Federal, el cual establece que “la voluntad de
los particulares no puede eximir de la observancia de la
ley, ni alterarla o modificarla”, así como también que “só-
lo pueden renunciarse los derechos privados que no afec-
ten directamente al interés público, cuando la renuncia no
perjudique derechos de tercero.” El propio Código tam-
bién contempla en su artículo 8o. que los actos ejecutados
contra el tenor de las leyes prohibitivas o de interés públi-
co serán nulos, excepto en los casos en que la ley ordene lo
contrario, mientras que en su diverso 1830 estipula que es
ilícito el hecho que es contrario a las leyes de orden públi-
co o a las buenas costumbres.

En este sentido, el Poder Judicial de la Federación ha ex-
presado que el acto de un particular por el que se crea el de-
recho privado no escapa a los controles de constitucionali-
dad y de convencionalidad, pues aun cuando está sujeto a
la teoría de la voluntad de las partes tiene un límite, y ese
límite son los derechos humanos, oponibles no sólo a los
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poderes públicos sino también a los particulares; de mane-
ra que si bien esos derechos son valederos en un plano de
verticalidad -en una relación de supra a subordinación-
también son válidos en un plano de horizontalidad, es de-
cir, en las relaciones de coordinación, al ser un límite a la
autonomía individual, puesto que si al Estado se le exige
respeto a tales derechos, no hay razón para que el particu-
lar no los respete frente a otro particular.1

La autonomía de la voluntad constituye un pilar ideológico
de las sociedades capitalistas que debe ser atemperada
cuando se está frente a la disyuntiva de escoger entre el in-
dividualismo o el interés público. Es justo en el ámbito del
derecho laboral donde la referida autonomía encuentra su-
jeta a un numerosas regulaciones y restricciones, pues la
Constitución Mexicana de 1917, en su afán por equilibrar
las dispares relaciones existentes entre el capital y el prole-
tariado, estableció diversas limitaciones tales como la pro-
hibición de emplear menores de quince años de edad, el es-
tablecimiento de una jornada máxima de trabajo, la
obligación de no emplear a mujeres embarazadas en traba-
jos que requieran de un esfuerzo físico considerable y la
previsión de un salario mínimo. La fuerza y justificación
de tales limitaciones es tal, que el propio artículo 123 cons-
titucional dispone que serán condiciones nulas y no obliga-
rán a los contrayentes, aunque se expresen en el contrato,
aquellas que constituyan renuncia hecha por el obrero de
las indemnizaciones a que tenga derecho por accidente del
trabajo, y enfermedades profesionales, perjuicios ocasiona-
dos por el incumplimiento del contrato o despedírsele de la
obra, o todas las estipulaciones que impliquen renuncia de
algún derecho consagrado a favor del obrero en las leyes de
protección y auxilio a los trabajadores.

Al hacer una interpretación sobre la autonomía de la vo-
luntad y las relaciones laborales, la Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación expresó que el rol que
juegan, tanto el principio de igualdad como la libertad de
contratación, es distinto si nos encontramos ante una rela-
ción contractual de carácter civil o comercial, que si nos
enfrentamos a una relación que se sucede en el marco de
las relaciones laborales, ello en virtud de que “las relacio-
nes que se suceden en el mercado de trabajo han actuado
como el campo natural de experimentación de la aplica-
ción práctica de la eficacia horizontal de los derechos fun-
damentales”.2

Las razones que expone nuestro Máximo Tribunal para
arribar a dicha conclusión son diversas. La primera de ellas

se asienta en la asimetría de poder que existe entre el em-
presario y el trabajador y que se expresa en las distintas po-
siciones jurídicas que cada uno ocupa en la relación labo-
ral, pero también en el espacio de la vida social y
económica. En segundo término, afirma, por las caracterís-
ticas del contrato que sustenta la relación laboral, ya que a
diferencia de lo que sucede en otros ámbitos, lo peculiar de
este contrato consiste en que el trabajador pone a disposi-
ción del empleador su fuerza de trabajo sometiendo, en
mayor o menor medida, su libertad dentro de la jornada la-
boral a fin de obtener los recursos económicos que le per-
mitan sostener su hogar. Finalmente, debido al contenido
de la dirección empresarial, la cual se traduce en el ejerci-
cio de unas funciones decisorias, ordenadoras y de control
en las que la posición dependiente o subordinada del traba-
jador se va a patentizar, siendo claro el riesgo potencial de
conculcación por parte del patrón o empresario, en el ejer-
cicio de los derechos fundamentales de los trabajadores. 

La Corte agrega otras dos conclusiones por demás intere-
santes. Primera, las facultades de dirección del patrón no se
limitan al establecimiento de la contraprestación salarial, si-
no que se extienden desde la selección del personal, pasan-
do por la distribución del tiempo de trabajo y las modalida-
des de contratación, y llegando hasta la fijación de medios
de control y a la instauración de normas de conducta y dis-
ciplina laborales. Segunda, el poder del empresario es una
amenaza real a los derechos del trabajador, no por conside-
rar a éste como intrínsecamente perverso, sino, por cuanto
la lógica empresarial -sus principios económicos y sus va-
lores normativos- actúa como freno a la expresión de aque-
llos derechos, comprometiendo su desarrollo.

Sobre este mismo tema se han expresado diversos tratadis-
tas. Lastra afirma que “el contrato de trabajo crea una je-
rarquía entre iguales. La clave de esta construcción jurídi-
ca, paradójica, es la autonomía de la voluntad de los que
se sitúan en forma libre en una relación de subordinación
con respecto de otro. El contrato de trabajo pone a dispo-
sición del empresario al trabajador. Éste adquiere un po-
der de dirección continuo sobre quien labora durante la
ejecución del contrato”.3 Por su parte, De Buen sostiene
que el contrato de trabajo “se perfecciona en un verdadero
estado de necesidad... quien pide el trabajo lo hace bajo la
preocupación de satisfacer necesidades imperiosas e ine-
ludibles”.4

La Constitución no se agota en sí misma, sino que se proyec-
ta en las leyes que la reglamentan. Es por ello que la propia
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Ley Federal del Trabajo reconoce en su artículo 33 algunos
límites a la autonomía de la voluntad contractual de obreros
y patrones, tal y como se transcribe a continuación:

“Es nula la renuncia que los trabajadores hagan de los
salarios devengados, de las indemnizaciones y demás
prestaciones que deriven de los servicios prestados,
cualquiera que sea la forma o denominación que se le
dé. 

“Todo convenio o liquidación, para ser válido, deberá ha-
cerse por escrito y contener una relación circunstanciada
de los hechos que lo motiven y de los derechos compren-
didos en él. Será ratificado ante la Junta de Conciliación
y Arbitraje, la que lo aprobará siempre que no contenga
renuncia de los derechos de los trabajadores.”

Una vez reconocido el hecho de que la autonomía de las
partes para contratar se encuentra sujeta al respeto de los
derechos fundamentales, sobre todo en el ámbito laboral,
que es donde existe una relación dispar derivada de la pro-
piedad de los medios de producción por parte del patrón y
de la necesidad del obrero por satisfacer determinadas ne-
cesidades a través del ofrecimiento de su fuerza de trabajo,
conviene señalar que el artículo 20 de la Ley Federal del
Trabajo define a la relación de trabajo, cualquiera que sea
el acto que le dé origen, como la prestación de un trabajo
personal subordinado a una persona, mediante el pago de
un salario. Dicha relación se perfecciona mediante la cele-
bración de un contrato individual, cualquiera que sea la
forma o denominación que éste adquiera, aunque la presta-
ción del trabajo y el contrato producen los mismos efectos.
De acuerdo con lo anterior se puede afirmar que el legisla-
dor reconoció al contrato de trabajo como una de las fuen-
tes de las relaciones laborales y en tal virtud, estableció la
presunción de la relación y del contrato laborales donde
exista un servicio personal subordinado.5

Dicha afirmación encuentra sustento en un criterio aislado
sustentado por el Poder Judicial de la Federación, en el
cual se establece que “la existencia del contrato de traba-
jo se presume entre el que presta un servicio personal y el
que lo recibe; luego, para demostrar esa relación obrero –
patronal, basta acreditar la dirección y la dependencia, en-
tendiéndose la primera de ellas como la subordinación del
obrero al patrón, ejerciendo éste autoridad sobre aquél; y
la segunda, como las condiciones económicas de las que
depende el trabajador respecto del patrón, concretamente
el salario que recibe por jornada de trabajo.”6

Dada su trascendencia en el ámbito de las relaciones obrero
– patronales, el contrato de trabajo se encuentra sujeto a su
constancia por escrito cuando no existan contratos colectivos
aplicables. En este tenor, el artículo 31 de la Ley Federal del
Trabajo, estipula que los contratos y las relaciones de trabajo
obligan a lo expresamente pactado y a las consecuencias que
sean conformes a las normas de trabajo, a la buena fe y a la
equidad. Evidentemente, el acatamiento de tal dispositivo
otorga certeza jurídica a las partes sobre la forma en que han
decidido obligarse, pero sobre todo a los trabajadores, pues,
como se ha señalado con anterioridad, son ellos quienes se
encuentran en una relación vertical de supra a subordinación
frente a su empleador. 

En tal virtud, no resulta ocioso señalar que el artículo 25 de
la Ley Federal del Trabajo consigna que, en el escrito en
que consten las condiciones de trabajo deberá contener los
siguientes requisitos:

• Nombre, nacionalidad, edad, sexo, estado civil, Clave
Única de Registro de Población, Registro Federal de
Contribuyentes y domicilio del trabajador y del patrón;

• Si la relación de trabajo es para obra o tiempo deter-
minado, por temporada, de capacitación inicial o por
tiempo indeterminado y, en su caso, si está sujeta a un
periodo de prueba;

• El servicio o servicios que deban prestarse, los que se
determinarán con la mayor precisión posible;

• El lugar o los lugares donde deba prestarse el trabajo;

• La duración de la jornada; 

• La forma y el monto del salario;

• El día y el lugar de pago del salario;

• La indicación de que el trabajador será capacitado o
adiestrado en los términos de los planes y programas es-
tablecidos o que se establezcan en la empresa, conforme
a lo dispuesto en la Ley; y 

• Otras condiciones de trabajo, tales como días de des-
canso, vacaciones y demás que convengan el trabajador
y el patrón.

A pesar de que el artículo 24 de la Ley Federal del Trabajo
estipula que las condiciones de trabajo deben hacerse cons-
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tar por escrito cuando no existan contratos colectivos apli-
cables, debiéndose hacer dos ejemplares de éste, por lo me-
nos, de los cuales quedará uno en poder de cada parte, lo
cierto es que ésta última disposición no es observada por
muchos patrones, ya que omiten la entrega de dicho docu-
mento al trabajador, o lo entregan en copia simple que, al
momento de ser exhibida frente a una junta de conciliación
y arbitraje para acreditar la existencia de un derecho, care-
ce de eficacia, pues no cuenta con firmas autógrafas. Dicha
situación constituye una trasgresión al principio de buena
fe con el que los particulares acuden a contratar, la cual se
traduce en incertidumbre para el trabajador, pues no cuen-
ta con un instrumento donde se asienten con claridad los al-
cances de su relación laboral. 

El problema antes señalado no es menor, puesto que el in-
cumplimiento de lo previsto por la legislación laboral deja
en estado de indefensión a los trabajadores, quienes no
cuentan con elementos de convicción suficientes para acre-
ditar ante las autoridades laborales los alcances de sus pre-
rrogativas ni la veracidad de sus dichos, por lo que resulta
pertinente plantear una solución al respecto. 

A efectos de resolver lo anterior, se propone una refor-
ma al artículo 24 de la Ley Federal del Trabajo, a fin
de proporcionar elementos de certeza jurídica para
ambas partes al establecer que se harán por lo menos
dos ejemplares originales tanto del contrato individual
como de las condiciones de trabajo con firmas autó-
grafas, incluyendo en su caso lo anexos, de los cuales
quedara uno en poder de cada parte en el mismo acto
en que sean firmados por ambas, es decir de manera
inmediata.

Adicionalmente a lo anterior, también se propone adicio-
nar una fracción X al artículo 25 a efecto de establecer co-
mo un requisito de las condiciones de trabajo que conten-
ga la firma en original de ambas partes.

Asimismo se propone la adición de una fracción I Bis
al artículo 132, para establecer como obligación de los
patrones el proporcionar a los trabajadores un ejem-
plar original del contrato individual y de las condicio-
nes de trabajo, incluyendo en su caso los anexos, de
conformidad con lo establecido en el artículo 24 de es-
ta Ley.

En concatenación con lo anterior se propone reformar
la fracción III del artículo 994, relativa a la imposi-
ción de multas equivalentes a 50 a 1500 veces el sala-

rio mínimo general, cuando el patrón incumpla con la
entrega del mencionado documento, tal y como se
plantea en la adición propuesta en el artículo 132. 

A efecto de ilustrar con mayor claridad el sentido de la
presente iniciativa, se agrega el siguiente cuadro compa-
rativo: 
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Por todo lo anteriormente expuesto es que sometemos a la
consideración de esta Soberanía la aprobación del siguien-
te Proyecto de 

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma el artículo 24 y la frac-
ción III del artículo 994; y se adiciona una fracción X al ar-
tículo 25 y la fracción I Bis al artículo 132 de la Ley Fede-
ral del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 24. El contrato individual y las condiciones de
trabajo deben hacerse constar por escrito cuando no existan
contratos colectivos aplicables. Se harán por lo menos dos
ejemplares originales con firmas autógrafas, incluyendo
en su caso los anexos, de los cuales quedará uno en poder
de cada parte en el mismo acto en que sean firmados por
ambas.

Artículo 25.- El escrito en que consten las condiciones de
trabajo deberá contener:

I a VIII. …

IX. Otras condiciones de trabajo, tales como días de
descanso, vacaciones y demás que convengan el traba-
jador y el patrón; y

X. La firma en original de ambas partes.

Artículo 132.- Son obligaciones de los patrones:

I.- Cumplir las disposiciones de las normas de trabajo
aplicables a sus empresas o establecimientos;

I Bis.- Proporcionar a los trabajadores un ejemplar
original del contrato individual y de las condiciones
de trabajo, incluyendo en su caso los anexos, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 24 de esta
Ley.

II.- a XXVIII.- …

Artículo 994. Se impondrá multa, por el equivalente a:

I. y II. …

III. De 50 a 1500 veces el salario mínimo general al pa-
trón que no cumpla las obligaciones señaladas en el ar-
tículo 132, fracciones I Bis, IV, VII, VIII, IX, X, XII,
XIV y XXII;

IV. a VII. …

ARTÍCULO TRANSITORIO

“ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.”
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 12 de octubre de 2017.— Dipu-
tados: Ana Georgina Zapata Lucero, Marco Antonio Aguilar Yunes (rú-
bricas).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen.

Año III, Primer Periodo, 14 de diciembre de 2017 / Apéndice  II Diario de los Debates de la Cámara de Diputados372


